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En Bogotá, D. C., a primer (1er) día del mes de 
junio de dos mil once (2011) previa citación, se 
reunieron en el recinto del honorable Senado de la 

sesionar en pleno.
I

Llamado a lista
El Presidente del Senado, honorable Senador 

Armando Benedetti Villaneda, indica a la Secreta-
ría llamar a lista, y contestan los siguientes hono-
rables Senadores:

Registro de asistencia honorables Senadores:
Aguilar Hurtado Nerthink Mauricio
Alfonso López Héctor Julio
Andrade Serrano Hernán Francisco
Arbeláez Escalante Amparo 
Ashton Giraldo Álvaro Antonio 
Avellaneda Tarazona Luis Carlos 
Avirama Avirama Marco Aníbal 
Baena López Carlos Alberto 
Ballesteros Bernier Jorge Eliécer
Barreras Montealegre Roy Leonardo 
Barriga Peñaranda Carlos Emiro
Benedetti Villaneda Armando 
Besayle Fayad Musa 
Carlosama López Germán Bernardo
Casado de López Arleth Patricia 

Celis Carrillo Bernabé 
Cepeda Sarabia Efraín José 
Char Abdala Fuad Ricardo
Chavarro Cuéllar Carlos Ramiro
Clavijo Contreras José Iván
Córdoba Suárez Juan de Jesús 
Corzo Román Juan Manuel 
Correa Jiménez Antonio José
Cristo Bustos Juan Fernando 
Delgado Blandón César Tulio
Delgado Ruiz Édinson 
Durán Barrera Jaime Enrique 
Elías Vidal Bernardo Miguel
Enríquez Maya Carlos Eduardo 
Enríquez Rosero Manuel Mesías
Espíndola Niño Édgar 
Ferro Solanilla Carlos Roberto
Galán Pachón Juan Manuel
Galvis Aguilar Honorio
Galvis Méndez Daira de Jesús
García Burgos Nora María
García Realpe Guillermo 
García Romero Teresita
García Turbay Lidio Arturo 
García Valencia Jesús Ignacio 

Acta número 58 de la Sesión Ordinaria del día  
miércoles 1º de junio de 2011

Presidencia de los honorables Senadores Armando Benedetti Villaneda, 
Carlos Ramiro Chavarro Cuéllar y Alexandra Moreno Piraquive.
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Géchem Turbay Jorge Eduardo
Gerléin Echeverría Roberto Víctor
Gómez Román Édgar Alfonso
Guerra de la Espriella Antonio del Cristo
Guevara Jorge Eliécer
Herrera Acosta José Francisco 
Hoyos Giraldo Germán Darío 
Hurtado Angulo Hemel 
Iragorri Hormaza Jorge Aurelio
Jiménez Gómez Gilma 
Laserna Jaramillo Juan Mario
Lizcano Arango Óscar Mauricio
Londoño Ulloa Jorge Eduardo
López Maya Alexánder 
Lozano Ramírez Juan Francisco
Martínez Aristizábal Maritza
Mazenet Corrales Manuel Julián 
Merheg Marún Juan Samy 
Merlano Morales Eduardo Carlos
Mora Jaramillo Manuel Guillermo 
Morales Diz Martín Emilio 
Moreno Piraquive Alexandra
Motoa Solarte Carlos Fernando 
Name Cardozo José David 
Name Vásquez Iván Leonidas 
Olano Becerra Plinio Edilberto 
Ospina Gómez Mauricio Ernesto
Paredes Aguirre Myriam Alicia 
Pedraza Gutiérrez Jorge Hernando
Prieto Soto Eugenio Enrique 
Quintero Marín Carlos Arturo 
Ramírez Ríos Gloria Inés 
Rendón Roldán Liliana María 
Restrepo Escobar Juan Carlos 
Robledo Castillo Jorge Enrique 
Rodríguez Sarmiento Milton Árlex
Salazar Cruz José Darío 
Sánchez Ortega Camilo Armando 
Santos Marín Guillermo Antonio 
Sierra Grajales Luis Emilio 
Soto Jaramillo Carlos Enrique
Sudarsky Rosecubaumm Jhon
Tamayo Tamayo Fernando Eustacio 
Toro Torres Dilian Francisca
Torrado García Efraín
Valera Ibáñez Félix José
Velasco Chaves Luis Fernando 
Vélez Uribe Juan Carlos
Villalba Mosquera Rodrigo 
Villegas Villegas Germán 
Virgüez Piraquive Manuel Antonio
Wilches Sarmiento Claudia Jeanneth
Zapata Correa Gabriel Ignacio
Zuccardi de García Piedad
Zuluaga Artistizábal Jaime Alonso.

Dejan de asistir con excusa los honorables 
Senadores

Mota y Morad Karime 
Moreno Rojas Néstor Iván
Rapag Matar Fuad Emilio 
Rizzeto Luces Juan Carlos 
Romero Galeano Camilo Ernesto 
Suárez Mira Olga Lucía
1º VI 2011 

* * *
Bogotá, D. C., mayo 31 de 2011 
Doctor 
EMILIO OTERO 
Secretario General 
Honorable Senado de la República 
Bogotá 
Asunto: Incapacidad médica 
Apreciado doctor Otero:
De manera atenta y por su conducto solicito a 

la Mesa Directiva del honorable Senado de la Re-
pública, excusarme por la inasistencia a la sesión 
del día de hoy, martes 31 de mayo, miércoles 1° 
y jueves 2 de junio, debido a una fuerte migraña, 
como consta en la excusa médica emitida por el 
médico en Barranquilla y transcrita por el médico 
del Senado. 

Agradezco su amable atención,
Karime Mota y Morad,

Senadora de la República.
C. C. Anexo incapacidad transcrita por el servi-

cio médico del honorable Senado de la República.
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Bogotá, D. C., junio 1° de 2011
Doctor
EMILIO OTERO DAJUD
Secretario General
Senado de la República
Ciudad.
Cordial saludo respetado doctor Emilio:
Siguiendo instrucciones del Senador Iván Mo-

reno, de la manera más atenta me permito soli-
citarle se sirva excusarlo, por su inasistencia a la 
Plenaria programada para hoy 1° de junio del año 
en curso, debido a que se encuentra atendiendo un 
llamamiento de la justicia.

Agradezco su gentil atención.
Atentamente,

Martha Nery Castillo de Guerrero,
Asesora UTL Senador Iván Moreno Rojas.

* * *
Bogotá, D. C., junio 7 de 2011 
Doctor 
EMILIO OTERO DAJUD 
Secretario General 
Senado de la República 
Referencia: Excusa inasistencia Sesión Plenaria
Por instrucciones expresas del honorable Se-

nador Fuad Rapag M., muy respetuosamente me 
permito presentar excusa por su inasistencia a la 
Sesión de Plenaria realizada el día 1° de junio del 
año en curso, todo que por razones de salud fue 
incapacitado por ese día. 

Anexo incapacidad otorgada. 
Atentamente,

María Mónica Morón Zuleta,
U.T.L. Senador Fuad Rapag.

* * *
Bogotá, D. C., 27 de mayo de 2011 
Doctor 
EMILIO OTERO DAJUD 
Secretario General 
Senado de la República 
Ciudad 

Con un atento saludo, y siguiendo instrucciones 
del Senador Juan Carlos Rizzetto Luces, me per-
mito remitir original de la incapacidad médica, del 
día 20 de mayo al 18 de junio de 2011, expedida 
por la EPS Coomeva
pertinentes. 

Cordialmente,
Blanca Nubia Silva Puerto,

Asistente. 
Honorable Senador  

Juan Carlos Rizzetto Luces.

* * *
Bogotá, D. C., 31 de mayo de 2011 
1-059-2011 
Doctor 
ARMANDO BENEDETI VILLANEDA 
Presidente 
Senado de la República 
Ciudad 
Asunto: Inasistencia Sesión Plenaria 1° de ju-

nio de 2011
Reciba un cordial saludo:
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-
cia a la Sesión Plenaria del asunto, ya que debo 
asistir a una reunión inaplazable de índole social 
regional programada en la ciudad de Pasto el día 
1° de junio de 2011.

Agradezco su atención y disposición.
Cordialmente, 

Camilo Romero,
Senador de la República,

Vicepresidente Comisión Segunda.
* * *

Bogotá, D. C., 8 junio de 2011 
Doctora 
DOLI ADENIS ROJAS 
Relatoría
Senado de la República
Ciudad 
Comedidamente me permito allegar a su Des-

pacho la excusa por la ausencia a la Sesión plena-
ria del pasado 1° de junio de los corrientes de la 
Senadora Olga Suárez Mira quien se encontraba 
cumpliendo una diligencia impuesta por la Corte 
Suprema de Justicia. 

Anexo copia de la citación.
Agradezco su colaboración.
Atentamente,

Diana Rocío Mora Tapias,
C.C. 52719029. 

Asesor 
Móvil: 3125217507 

* * *
Bogotá, D. C., 20 de mayo de 2011 
(Al contestar cite este número) 
Única Instancia 35.690 

Doctora 
OLGA SUÁREZ MIRA 
Senadora de la República 
olga.suarez.mira@senado.gov.co 
Telefax 3824000 ext. 4103 
Ciudad 
Respetada doctora:
De manera atenta y conforme lo dispuesto por 

la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia, en auto de la fecha, me permito informar-
le que se ordenó escuchar en declaración al señor 
Carlos Enrique Areiza Arango, el próximo miér-
coles primero (1°) de junio del año en curso, a 
las once (11:00 a. m.) de la mañana,  en las ins-
talaciones de la Sala Penal del Tribunal Superior 
de Medellín, Antioquia, ubicado en la calle 49 N° 

Lo anterior dentro de las diligencias que ade-
lanta esta Corporación en su contra. 

Atentamente,
Nancy Calderón Perilla,

Profesional Universitario.

Por Secretaría se informa que se ha constituido 
quórum deliberatorio.

Siendo las 4:00 p. m., la Presidencia mani-

Ábrase la sesión y proceda el Secretario a dar 
lectura al Orden del Día, para la presente reunión.

Por Secretaría se da lectura al Orden del Día de 
la presente sesión.

ORDEN DEL DÍA
para la Sesión Plenaria del día miércoles 1º  

de junio de 2011
SESIONES ORDINARIAS

Hora: 3:15 p. m.
I

Llamado a Lista
II

Anuncio de proyectos
III

Votación de Proyectos de Ley  
o de Acto Legislativo

***
Con Informe de Conciliación

1. Proyecto de ley número 142 de 2010 Se-
nado, 174 de 2010 Cámara, por la cual se dictan 
normas orientadas a fortalecer los mecanismos de 
prevención, investigación y sanción de actos de 
corrupción y la efectividad del control de la ges-
tión pública.

Comisión Accidental: honorables Senadores 
Musa Besayle Fayad, Juan Manuel Corzo Román, 
Juan Fernando Cristo Bustos, Antonio José Co-
rrea Jiménez, Luis Fernando Velasco Chaves, Ma-
nuel Enríquez Rosero, Jaime Enrique Durán Ba-
rrera, Carlos Enrique Soto Jaramillo, José Darío 
Salazar Cruz, Efraín José Cepeda Sarabia e Iván 
Name Vásquez.

Informe publicado en la Gaceta del Congreso 
número 311 de 2011.

* * *
2. -

por medio de la cual se 
reforma el Código Penal, el Código de Procedi-
miento Penal, el Código de Infancia y Adolescen-
cia, las reglas sobre extinción de dominio y se dic-
tan otras disposiciones en materia de seguridad.

Comisión Accidental: honorable Senador Juan 
Manuel Galán Pachón.

Informe publicado en la Gaceta del Congreso 
número 342 de 2011.

* * *
3. -

do, 107 de 2010 Cámara (acumulado con el Pro-
yecto de ley número 085 de 2010 Cámara), por 
la cual se dictan medidas de atención, asistencia 
y reparación integral a las víctimas de violaciones 
a los Derechos Humanos e Infracciones al Dere-
cho Internacional Humanitario y se dictan otras 
disposiciones.
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Comisión Accidental: honorables Senadores 
Juan Fernando Cristo Bustos, Roy Leonardo Ba-
rreras Montealegre, Luis Carlos Avellaneda Tara-
zona, Jorge Eduardo Londoño Ulloa, Hemel Hur-
tado Angulo, Hernán Francisco Andrade Serrano, 
Armando Benedetti Villaneda, Camilo Armando 
Sánchez Ortega, Carlos Fernando Motoa, Carlos 
Ramiro Chavarro Cuéllar. 

Informe publicado en la Gaceta del Congreso 
número 340 de 2011.

IV
Lectura de Informes que no hacen referencia a 
Proyectos de Ley o de Reforma Constitucional

Ascensos Militares
Armada Nacional
1. Al Grado de Contralmirante, del Capitán de 

Navío Germán González Reyes.
2. Al Grado de Contralmirante, del Capitán de 

Navío Gabriel Enrique Mercado Rosa.
V

Lo que proponga los honorables Senadores
VI

Negocios sustanciados por la Presidencia
El Presidente,

ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA 
El Primer Vicepresidente,

CARLOS RAMIRO CHAVARRO CUÉLLAR
La Segunda Vicepresidenta,

ALEXANDRA MORENO PIRAQUIVE
El Secretario General, 

EMILIO OTERO DAJUD
La Presidencia indica a la Secretaría continuar 

con el siguiente punto del Orden del Día.
II

Anuncio de proyectos
Por instrucciones de la Presidencia y, de con-

formidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por 
Secretaría se anuncian los proyectos que se discu-
tirán y aprobarán para la próxima sesión.

Sí, señor Presidente. Para la siguiente sesión 
plenaria discutir y votar los proyectos con informe 
de conciliación:

Proyecto de ley número 142 de 2010 Sena-
do, 174 de 2010 Cámara, por la cual se dictan 
normas orientadas a fortalecer los mecanismos 
de prevención, investigación y sanción de actos 
de corrupción y la efectividad del Control de la 
gestión pública.

por medio de la cual se re-
forma el Código Penal, el Código de Procedimien-
to Penal, el Código de Infancia y Adolescencia, las 
reglas sobre extinción de dominio y se dictan otras 
disposiciones en materia de Seguridad.

-
do, 107 de 2010 Cámara (acumulado con el Pro-
yecto de ley número 085 de 2010 Cámara), por 

la cual se dictan medidas de atención, asistencia 
y reparación integral a las víctimas de violaciones 
a los derechos humanos e infracciones al derecho 
internacional humanitario y se dictan otras dispo-
siciones.

Son las tres conciliaciones que están en el Or-
den del Día de hoy pero se anuncian en el even-
tual caso de que no sean aprobadas hoy. De todas 
maneras si se aprueban quedarán automáticamente 
excluidos.

Proyecto de acto legislativo con ponencia 
para segundo debate:

por el cual 

Señor Presidente, al que usted hacía referencia.
Proyectos de ley con ponencia para segundo 

debate: 
Proyecto de ley número 88 de 2010 Senado, 

por la cual se rinde homenaje a la memoria del 
honorable excongresista doctor Guillermo Angulo 
Gómez (q. e. p. d.).

-
do (acumulado con el Proyecto de ley número 
124 de 2010), 
parcialmente la Ley 962 de 2005 y se dictan dispo-
siciones sobre racionalización de trámites y pro-
cedimientos en administración pública.

Proyecto de ley número 128 de 2010 Sena-
do, por medio de la cual la Nación se asocia a la 
celebración de los 476 años de la fundación del 
municipio de Jamundí en el departamento del Va-
lle del Cauca, y se dictan otras disposiciones.

-
do, por la cual se exalta la memoria del eminente 
jurista doctor Benjamín Iragorri Díez.

-
do, por la cual se determina la revisión del listado 

sanciones para los remisos del Servicio Militar 
Obligatorio, incluyendo a los ciudadanos que no 
están incluidos en el listado del sistema de reclu-
tamiento.

Proyecto de ley número 175 de 2010 Sena-
do, por la cual el Congreso de la República de 
Colombia honra la memoria del abogado, peda-
gogo, periodista y analista político, Jaime Garzón 
en reconocimiento a su labor social, periodística, 
política y cultural.

-

por medio de la cual se declara 
patrimonio cultural de la Nación el Festival de 

.
-

do, por medio de la cual se aprueba el “Convenio 
entre la República de Colombia y los Estados Uni-
dos Mexicanos para evitar la doble imposición y 

impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio” y 
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el “Protocolo del Convenio entre la República de 
Colombia y los Estados Unidos Mexicanos para 
evitar la doble imposición y para prevenir la eva-

renta y sobre el patrimonio”, hechos en Bogotá, 
D. C., a los trece (13) días del mes de agosto de 
dos mil nueve (2009) .

-
mada Capitán de Navío Germán González Reyes y 
Capitán de Navío, Gabriel Enrique Mercado Sosa. 

ascender en el día de hoy; si son ascendidos que-
darán excluidos del Orden del Día.

Todos los proyectos anunciados han sido publi-
cados previamente en la Gaceta del Congreso, se-
ñor Presidente. Sostenibilidad, fue la primera que 
anuncié señor. Ya fue radicado, listo.

Por Secretaría se informa que se ha registrado 
quórum decisorio.

La Presidencia indica a la Secretaría continuar 
con el siguiente punto del Orden del Día.

III
Votación de Proyectos de Ley  

o de Acto Legislativo
***

Con Informe de Conciliación
Proyecto de ley número 142 de 2010 Sena-

do, 174 de 2010 Cámara, por la cual se dictan 
normas orientadas a fortalecer los mecanismos de 
prevención, investigación y sanción de actos de 
corrupción y la efectividad del control de la ges-
tión pública.

Por Secretaría se da lectura al informe de me-
diación que acordaron las Comisiones designadas 
por los Presidentes de ambas Corporaciones, para 
conciliar las discrepancias surgidas en la aproba-
ción del Proyecto de ley número 142 de 2010 Se-
nado, 174 de 2010 Cámara, por la cual se dictan 
normas orientadas a fortalecer los mecanismos de 
prevención, investigación y sanción de actos de 
corrupción y la efectividad del control de la ges-
tión pública.

Los honorables Senadores: Teresita García Ro-
mero, Arleth Patricia Casado de López, Héctor 
Julio Alfonso López, Juan Carlos Vélez y Carlos 
Fernando Motoa Solarte, quienes se retiran del re-
cinto del Senado y radican por Secretaría las si-
guientes constancias:

Constancia
De conformidad a lo estipulado en los artículos 

182 y 183 numeral 1 de la Constitución Política de 
1991 y en atención a los artículos 286 y 291 de la 
Ley 5ª de 1992 y demás normas concordantes, me 
permito reiterarle al honorable Senado de la Repú-
blica que en la pasada Sesión Plenaria del día 13 de 
diciembre de 2010, fue aceptado el impedimento 
para participar en la discusión y votación del Pro-
yecto de ley número 142 de 2010 Senado, 174 de 
2010 Cámara, por la cual se dictan normas orien-
tadas a fortalecer los mecanismos de prevención, 
investigación y sanción de los actos de corrupción 
y la efectividad del control de la Gestión Pública.

Lo anterior, toda vez que tengo un familiar que 
se encuentra investigado.

Teresita García Romero.

Constancia
De conformidad a lo estipulado en los artículos 

182 y 183 numeral 1 de la Constitución Política de 
1991 y en atención a los artículos 286 y 291 de la 
Ley 5ª de 1992 y demás normas concordantes, me 
permito reiterarle al honorable Senado de la Repú-
blica que en la pasada Sesión de Plenaria del día 
13 de diciembre de 2010, fue aceptado el impedi-
mento para participar en la discusión y votación 
del Proyecto de ley número 142 de 2010 Senado, 
174 de 2010 Cámara, por la cual se dictan normas 
orientadas a fortalecer los mecanismos de preven-
ción, investigación y sanción de los actos de co-
rrupción y la efectividad del control de la Gestión 
Pública.

Lo anterior, toda vez que tengo un familiar in-
vestigado.

Arleth Patricia Casado de López.
1º VI 2010

* * *
Constancia

Siendo las 4:06 quiero dejar constancia de mi 
retiro del recinto del Senado de la Sesión Plenaria 
del día de hoy, miércoles, 1° de junio de 2011, en 
el momento en el cual se está considerando, dis-
cutiendo y votando el Informe de Conciliación 
del Proyecto de ley número 142 de 2010 Senado, 
174 de 2010 Cámara, por la cual se dictan normas 
orientadas a fortalecer los mecanismos de preven-
ción, investigación y sanción de actos de corrup-
ción y la efectividad del control de la gestión pú-
blica, por tener un familiar con un proceso judicial 
en curso. 

Héctor Julio Alfonso López,
Senador de la República.

* * *
Constancia

Bogotá, D. C., junio 1° de 2011 
Honorable Senador 
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA 
Presidente del Congreso 
Referencia: Impedimento. 
En virtud de lo previsto en el artículo 182 de 

la Constitución Política en concordancia con los 
artículos 286, 291 y siguientes de la Ley 5ª de 
1992, procedo a poner en conocimiento y solicitar 
se ponga en consideración de la Plenaria del Se-
nado mi impedimento para participar en la discu-
sión y votación el Proyecto de ley número 142 de 
2010 Senado, 174 de 2010 Cámara, por la cual 
se dictan normas orientadas a fortalecer los meca-
nismos de prevención, investigación y sanción de 
actos de corrupción y la efectividad del control de 
la gestión pública. En consideración a que actual-
mente se adelanta en la Contraloría un proceso de 

De los honorables Senadores,
Juan Carlos Vélez Uribe,
Senador de la República.
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Constancia
Impedimento

De conformidad a lo estipulado en los artículos 
l82 y 183 numeral 1 de la Constitución Política de 
1991 y en atención a los artículos 286 y 291 de la 
Ley 5ª de 1992 y demás normas concordantes, me 
permito reiterarle al honorable Senado de la Repú-
blica que en la pasada Sesión Plenaria del día 13 
de diciembre de 2010 fue aceptado el impedimento 
para participar en la discusión y votación del Pro-
yecto de ley número 142 de 2010 Senado, 174 de 
2010 Cámara, por la cual se dictan normas orien-
tadas a fortalecer los mecanismos de prevención, 
investigación y sanción de actos de corrupción y 
la efectividad del control de la gestión pública. 

Lo anterior, toda vez que tengo un pariente que 
se encuentra investigado por los delitos que se tra-
tan en el proyecto de ley mencionado.

Atentamente,
Carlos Fernando Motoa Solarte,

Senador.
Por Secretaría se informa que los impedimentos 

aprobados en este proyecto son los de los honora-
bles Senadores Arleth Patricia Casado de López, 
Teresita García Romero, Manuel Julián Mazenet 
Corrales, Carlos Alberto Baena López, Carlos Fer-
nando Motoa Solarte, Germán Darío Hoyos Giral-
do, Roberto Víctor Gerléin Echeverría y Hernán 
Francisco Andrade Serrano, quienes dejan cons-
tancia de su retiro del recinto del Senado antes de 
la discusión y aprobación del Informe de Concilia-
ción al Proyecto de ley número 142 de 2010 Sena-
do, 174 de 2010 Cámara.

La Presidencia somete a consideración de la 
Plenaria el Informe de Conciliación leído al Pro-
yecto de ley número 142 de 2010 Senado, 174 de 
2010 Cámara y, cerrada su discusión, esta le im-
parte su aprobación.

Aprobado 1° de junio de 2011
INFORME DE CONCILIACIÓN  

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 174  
DE 2010 CÁMARA, 142 DE 2010 SENADO

por la cual se dictan normas orientadas a fortale-
cer los mecanismos de prevención, investigación y 
sanción de actos de corrupción y la efectividad del 

control de la gestión pública.
Bogotá, D. C., 25 de mayo de 2011
Doctores
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA
Presidente Senado de la República
CARLOS ALBERTO ZULUAGA
Presidente Cámara de Representantes
La ciudad.
Apreciados Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por 

las Presidencias del Senado y de Cámara y de con-
formidad con los artículos 161 de la Constitución 
Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos 
Senadores y Representantes integrantes de la Co-

misión Accidental de Conciliación, nos permi-
timos someter, por su conducto, a consideración 
de Senado y de la Cámara de Representantes para 
continuar su trámite correspondiente, el texto con-
ciliado del proyecto de ley de la referencia, diri-
miendo de esta manera las discrepancias existen-
tes entre los textos aprobados por las respectivas 
sesiones plenarias de los días 13 y 14 de diciembre 
de 2010 en Senado y 12, 13, 25, 26 y 28 de abril y 
3 y 4 de mayo.

Luego de un análisis detallado de los textos, 
cuya aprobación por las respectivas plenarias pre-
senta diferencias, se acordó acoger la mayoría del 
texto aprobado por la plenaria de la Cámara de Re-
presentantes. Durante la conciliación se evidenció 
que existían dos artículos del texto aprobado por la 
plenaria del Senado que gracias a su mejor redac-
ción era indispensable incorporarlos en el texto del 
informe de conciliación, y de esta manera privile-
giarlos sobre el texto aprobado en Cámara. Son los 
artículos 4° denominado Inhabilidad para que ex 
empleados públicos contraten con el Estado y 108 
denominado Aplicación del Estatuto Contractual, 
en estos dos casos se acogen los artículos respecti-
vos del texto aprobado por la plenaria del Senado de 
la República, correspondientes a los artículos 5° y 
116 del mismo. La iniciativa objeto de estudio busca 

ese orden de ideas el Proyecto está dividido en va-
rios capítulos que abordan distintos elementos de lo 
que debe ser una política integral en la materia.

El Capítulo I se ocupa de las medidas admi-
nistrativas. Entre otras, se destaca dentro del con-
tenido de este capítulo la creación de nuevas re-
gulaciones para contratar con el Estado de parte 

para evitar la llamada “puerta giratoria” entre el 
-

gimen de control interno de las entidades públicas; 
-

mente Expuestas y una amplia gama de medidas 
orientadas a proteger el patrimonio público en el 
sector de la salud y la seguridad social.

El Capítulo II hace alusión a los temas pena-
les. En ese sentido, el proyecto de ley entre otros 

en delitos contra la administración pública; amplía 
los términos de prescripción de la acción penal en 
delitos asociados a corrupción; crea nuevos tipos 
penales como la corrupción privada, la administra-
ción desleal, la utilización indebida de información 

-

acuerdos restrictivos de la competencia, el fraude 
a subvenciones y una serie de delitos asociados a 
la penalización de conductas relacionadas con la 
salud; amplía los términos de investigación para 
facilitar el trabajo de la Fiscalía; permite la realiza-
ción de operaciones encubiertas para develar casos 
de corrupción; permite la aplicación del principio 
de oportunidad para quien denuncie la realización 
de un cohecho.
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El Capítulo III trata sobre las medidas discipli-

-
plía la aplicación del procedimiento verbal, entre 
otros de los temas abordados.

El Capítulo IV regula lo relativo al lobby o ca-
bildeo obligando a que en las distintas entidades 
públicas se lleve un registro de cabilderos que soli-
citen quienes se ocupan de gestionar intereses pri-
vados ante las distintas ramas del Poder Público.

El Capítulo V hace referencia a los organismos 
especiales para la lucha contra la corrupción. Se 
destaca la regulación de las Comisiones Nacional 
de Moralización y Ciudadana para la Lucha contra 
la Corrupción que tienen como propósito hacer de 

garantizando la participación de la sociedad civil. 
En el articulado también se fortalece el Programa 

-
parencia y Lucha contra la Corrupción.

El Capítulo VI hace alusión a medidas institu-
cionales y pedagógicas. Es así como se estipula la 
obligación de que las entidades públicas cuenten 
con un Plan Anticorrupción y de Atención al Ciu-
dadano; se toman medidas para racionalizar los 
trámites que afectan al ciudadano; se da publicidad 
a los proyectos de inversión; se regula la obliga-
ción de que se hagan audiencias de rendición de 
cuentas; se obliga al sector educativo a adoptar 
medidas para promover la cultura de la legalidad, 
entre otras disposiciones.

El Capítulo VII aborda medidas sobre contra-
tación pública. Dentro de las principales regula-
ciones está la mayor responsabilidad que se les 
imponen a los interventores; un régimen más se-
vero de imposición de multas, sanciones y declara-
torias de incumplimiento; la obligación de que los 
proyectos de concesión que impliquen obra estén 
“maduros” con todos los estudios de preinversión 

-
des como consecuencia de imposiciones de multas 
o incumplimientos; la obligación de que los antici-

aspectos.
Por último, el Capítulo VIII se relaciona con las 

del procedimiento verbal como un mecanismo 
-

cal sean más ágiles y expeditos. También se desta-
can normas atinentes a dotar a las contralorías de 
nuevas herramientas de gestión y regulaciones so-
bre las contralorías del orden territorial para hacer 

En virtud de lo anterior y para los efectos per-
tinentes, el citado texto conciliado, debidamente 
numerado, es el siguiente:

TEXTO CONCILIADO DEL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 174 DE 2010 CÁMARA, 

142 DE 2010 SENADO
por la cual se dictan normas orientadas a fortale-
cer los mecanismos de prevención, investigación  
y sanción de actos de corrupción y la efectividad 

del control de la gestión pública.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Medidas administrativas para la lucha contra 
la corrupción

Artículo 1°. Inhabilidad para contratar de 
quienes incurran en actos de corrupción. El literal 
j) del numeral 1 del artículo 8° de la Ley 80 de 
1993 quedará así:

Las personas naturales que hayan sido decla-
radas responsables judicialmente por la comisión 
de delitos contra la administración pública cuya 
pena sea privativa de la libertad o que afecten el 
patrimonio del Estado o quienes hayan sido conde-
nados por delitos relacionados con la pertenencia, 

-

en el exterior, o soborno transnacional, con excep-
ción de delitos culposos.

Esta inhabilidad se extenderá a las sociedades 
en las que sean socias tales personas, a sus ma-
trices y a sus subordinadas, con excepción de las 
sociedades anónimas abiertas.

La inhabilidad prevista en este literal se exten-
derá por un término de veinte (20) años.

Artículo 2°. Inhabilidad para contratar de 
El numeral 

1 del artículo 8° de la Ley 80 de 1993 tendrá un 
nuevo literal k), el cual quedará así:

políticas a la Presidencia de la República, a las 
gobernaciones o a las alcaldías con aportes supe-
riores al dos punto cinco por ciento (2,5%) de las 
sumas máximas a invertir por los candidatos en 
las campañas electorales en cada circunscripción 
electoral, quienes no podrán celebrar contratos con 
las entidades públicas, incluso descentralizadas, 
del respectivo nivel administrativo para el cual fue 
elegido el candidato.

La inhabilidad se extenderá por todo el período 
para el cual el candidato fue elegido. Esta causal 
también operará para las personas que se encuen-
tren dentro del segundo grado de consanguinidad, 

Esta inhabilidad comprenderá también a las 
sociedades existentes o que llegaren a constituir-
se distintas de las anónimas abiertas, en las cuales 
el representante legal o cualquiera de sus socios 

persona campañas políticas a la Presidencia de la 
República, a las gobernaciones y las alcaldías.
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La inhabilidad contemplada en esta norma no 
se aplicará respecto de los contratos de prestación 
de servicios profesionales.

Artículo 3°. Prohibición para que ex servidores 
públicos gestionen intereses privados. El numeral 
22 del artículo 35 de la Ley 734 de 2002 quedará 
así:

Prestar, a título personal o por interpuesta per-
sona, servicios de asistencia, representación o ase-
soría en asuntos relacionados con las funciones 
propias del cargo, o permitir que ello ocurra, hasta 
por el término de dos (2) años después de la deja-
ción del cargo, con respecto del organismo, enti-
dad o corporación en la cual prestó sus servicios, y 
para la prestación de servicios de asistencia, repre-
sentación o asesoría a quienes estuvieron sujetos a 
la inspección, vigilancia, control o regulación de la 
entidad, corporación u organismos al que se haya 
estado vinculado.

respecto de los asuntos concretos de los cuales el 
servidor conoció en ejercicio de sus funciones.

Se entiende por asuntos concretos de los cuales 
conoció en ejercicio de sus funciones aquellos de 
carácter particular y concreto que fueron objeto de 
decisión durante el ejercicio de sus funciones y de 
los cuales existe sujetos claramente determinados.

Artículo 4°. Inhabilidad para que ex empleados 
públicos contraten con el Estado. Adiciónase un 
literal f) al numeral 2 del artículo 8° de la Ley 80 
de 1993, el cual quedará así:

Directa o indirectamente las personas que ha-
yan ejercido cargos en el nivel directivo en enti-
dades del Estado y las sociedades en las cuales 
estos hagan parte o estén vinculados a cualquier 
título, durante los dos (2) años siguientes al retiro 
del ejercicio del cargo público, cuando el objeto 
que desarrollen tenga relación con el sector al cual 
prestaron sus servicios.

Esta incompatibilidad también operará para las 
personas que se encuentren dentro del primer gra-

-
mero civil del ex empleado público.

CAPÍTULO I
Medidas administrativas para la lucha contra 

la corrupción
Artículo 5°. Quien haya celebrado un contrato 

estatal de obra pública, de concesión, suministro 
de medicamentos y de alimentos o su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, pariente 
hasta el segundo grado de consanguinidad, segun-

sociedades distintas de las anónimas abiertas, con 

Ley 80 de 1993, durante el plazo de ejecución y 
hasta la liquidación del mismo, no podrán celebrar 
contratos de interventoría con la misma entidad.

Artículo 6°. Acción de repetición. El numeral 2 
del artículo 8° de la Ley 678 de 2001 quedará así:

2. El Ministerio de Justicia y del Derecho, a 
través de la Dirección de Defensa Judicial de la 
Nación o quien haga sus veces.

Artículo 7°. Responsabilidad de los revisores 
Adiciónese un numeral 5) al artículo 26 

de la Ley 43 de 1990, el cual quedará así:
5.

no denunciar o poner en conocimiento de la autori-

de corrupción que haya encontrado en el ejercicio 
de su cargo, dentro de los seis (6) meses siguientes 
a que haya conocido el hecho o tuviera la obliga-
ción legal de conocerlo, actos de corrupción. En 
relación con actos de corrupción no procederá el 
secreto profesional.

Artículo 8°. Designación de responsable del 
control interno. Modifíquese el artículo 11 de la 
Ley 87 de 1993, que quedará así:

del Sistema de Control, el Presidente de la Repú-
blica designará en las entidades estatales de la rama 
ejecutiva del orden nacional al jefe de la Unidad de 

-
ces, quien será de libre nombramiento y remoción.

Cuando se trate de entidades de la rama ejecuti-
va del orden territorial, la designación se hará por 
la máxima autoridad administrativa de la respecti-
va entidad territorial. Este funcionario será desig-

del respectivo período del alcalde o gobernador.
Parágrafo 1°. Para desempeñar el cargo de ase-

sor, coordinador o de auditor interno se deberá acre-
ditar formación profesional y experiencia mínima 
de tres (3) años en asuntos del control interno.

Parágrafo 2°. El auditor interno, o quien haga 
sus veces, contará con el personal multidisciplina-
rio que le asigne el jefe del organismo o entidad, 
de acuerdo con la naturaleza de las funciones del 
mismo. La selección de dicho personal no implica-
rá necesariamente aumento en la planta de cargos 
existente.

Artículo 9°. Reportes del responsable de con-
trol interno. Modifíquese el artículo 14 de la Ley 
87 de 1993, que quedará así:

-
terno o quien haga sus veces en una entidad de la 
rama ejecutiva del orden nacional será un servidor 
público de libre nombramiento y remoción, desig-
nado por el Presidente de la República.

Este servidor público, sin perjuicio de las de-
más obligaciones legales, deberá reportar al Direc-
tor del Departamento Administrativo de la Presi-
dencia de la República, así como a los Organismos 
de Control, los posibles actos de corrupción e irre-
gularidades que haya encontrado en el ejercicio de 
sus funciones.

Interno deberá publicar cada cuatro (4) meses en 
la página web de la entidad, un informe porme-
norizado del estado del control interno de dicha 
entidad, so pena de incurrir en falta disciplinaria 
grave.
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Los informes de los funcionarios del control in-
terno tendrán valor probatorio en los procesos dis-

cuando las autoridades pertinentes así lo soliciten.
Parágrafo transitorio. Para ajustar el periodo de 

que trata el presente artículo, los responsables del 
Control Interno que estuvieren ocupando el cargo 
al 31 de diciembre del 2011, permanecerán en el 
mismo hasta que el Gobernador o Alcalde haga la 
designación del nuevo funcionario, conforme a la 
fecha prevista en el presente artículo.

Artículo 10. Presupuesto de publicidad. Los 
recursos que destinen las entidades públicas y las 
empresas y sociedades con participación mayo-
ritaria del Estado del orden nacional y territorial, 
en la divulgación de los programas y políticas que 

-
quier otro medio o mecanismo similar que impli-
que utilización de dineros del Estado, deben bus-

entidad y garantizar el derecho a la información de 
-

curará la mayor limitación, entre otros, en cuanto 
a contenido, extensión, tamaño y medios de co-
municación, de manera tal que se logre la mayor 
austeridad en el gasto y la reducción real de costos.

Los contratos que se celebren para la realiza-
ción de las actividades descritas en el inciso ante-
rior, deben obedecer a criterios preestablecidos de 
efectividad, transparencia y objetividad.

cualquier otro mecanismo de divulgación de pro-

servidores públicos, partidos políticos o candida-
tos, o que hagan uso de su voz, imagen, nombre, 

-
ble que pudiese inducir a confusión.

En ningún caso las entidades objeto de esta re-
glamentación podrán patrocinar, contratar o rea-

relacionada en forma directa con las funciones que 
legalmente debe cumplir, ni contratar o patrocinar 
la impresión de ediciones de lujo o con policro-
mías.

Parágrafo 1°. Las entidades del orden nacional 
y territorial que tengan autorizados en sus presu-
puestos rubros para publicidad o difusión de cam-
pañas institucionales, deberán reducirlos en un 
treinta por ciento (30%) en el presente año, toman-
do como base para la reducción el monto inicial 
del presupuesto o apropiación presupuestal para 
publicidad o campaña. Una vez surtida la reduc-
ción anterior, en los años siguientes el rubro co-
rrespondiente sólo se podrá incrementar con base 
en el Índice de Precios al Consumidor.

Parágrafo 2°. Lo previsto en este artículo no se 
aplicará a las sociedades de economía mixta ni a 
las empresas industriales y comerciales del Esta-
do que compitan con el sector público o privado 
o cuando existan motivos de interés público en 
salud. Pero en todo caso su ejecución deberá so-
meterse a los postulados de planeación, relación 

-
dad del gasto.

Parágrafo 3°. Las entidades del orden nacional 

obligadas a publicar periódicamente en su página 
de Internet toda la información relativa al presu-

descritas en el inciso 1° de este artículo.
Artículo 11. Control y vigilancia en el sector de 

la seguridad social en salud.
1. Obligación y control. Las instituciones some-

tidas al control y vigilancia de la Superintendencia 
Nacional de Salud, estarán obligadas a adoptar 

-
tadas a evitar que se generen fraudes en el sistema 
de seguridad social en salud.

2. Mecanismos de control. Para los efectos del 
numeral anterior, esas instituciones en cuanto les 
sean aplicables adoptarán mecanismos y reglas de 
conducta que deberán observar sus representantes 
legales, directores, administradores y funciona-
rios, con los siguientes propósitos:

actividad económica, vínculo laboral y salario.
b) Establecer la frecuencia y magnitud con la 

cual sus usuarios utilizan el sistema de seguridad 
social en salud.

Comisión Nacional de Precios de Medicamentos y 
Dispositivos Médicos, CNPMD, cualquier sobre-
costo en la venta u ofrecimiento de medicamentos 
e insumos.

Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos 
-

mentos e insumos y el suministro de medicamen-
tos vencidos, sin perjuicio de las denuncias pena-
les correspondientes.

la Unidad Administrativa de Gestión Pensional y 
-

cial (UGPP) y a la Superintendencia Nacional de 
Salud cualquier información relevante cuando 

-
lenta o de fraude en los aportes a la seguridad so-
cial para lo de su competencia.

f) Los demás que señale el Gobierno Nacional.
3. Adopción de procedimientos. Para efectos de 

implementar los mecanismos de control a que se 

deberán diseñar y poner en práctica procedimien-
-

dichos procedimientos.
4. A partir de la expedición de la presente ley, 

ninguna entidad prestadora del servicio de salud en 
cualquiera de sus modalidades, incluida las coope-
rativas podrán hacer ningún tipo de donaciones a 
campañas políticas o actividades que no tenga re-
lación con la prestación del servicio.

Parágrafo. El Gobierno reglamentará la materia 
en un término no superior a tres meses.



GACETA DEL CONGRESO  483  Miércoles, 6 de julio de 2011 Página 11

Artículo 12. Sistema Preventivo de Prácticas 
Riesgosas Financieras y de Atención en Salud del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
Créase el Sistema Preventivo de Prácticas Riesgo-
sas Financieras y de Atención en Salud del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud que permita 

-
to de estas conductas. La Superintendencia Nacio-

conjunto de medidas preventivas para su control, 
así como los indicadores de alerta temprana y ejer-
cerá sus funciones de inspección, vigilancia y con-
trol sobre la materia. Dicho sistema deberá incluir 

-
ción y reporte de eventos sospechosos de corrup-
ción y fraude en el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. El no reporte de información a di-
cho sistema, será sancionado conforme al artículo 
131 de la Ley 1438 de 2011.

CAPÍTULO II
Medidas penales en la lucha contra  

la corrupción pública y privada
Artículo 13. -

tos contra la administración pública relacionados 
con corrupción. El artículo 68 A del Código Penal 
quedará así:

No se concederán los subrogados penales o me-
canismos sustitutivos de la pena privativa de liber-
tad de suspensión condicional de la ejecución de la 
pena o libertad condicional; tampoco la prisión do-
miciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá 

colaboración regulados por la ley, siempre que esta 
sea efectiva, cuando la persona haya sido condena-
da por delito doloso o preterintencional dentro de 
los cinco (5) años anteriores.

-
gados quienes hayan sido condenados por delitos 
contra la Administración Pública, estafa y abuso 

-
tado, utilización indebida de información privile-
giada, lavado de activos y soborno transnacional.

Lo dispuesto en el presente artículo no se apli-
cará respecto de la sustitución de la detención pre-
ventiva y de la sustitución de la ejecución de la 
pena en los eventos contemplados en los numera-
les 2, 3, 4 y 5 del artículo 314 de la Ley 906 de 
2004 ni en aquellos eventos en los cuales se apli-
que el principio de oportunidad, los preacuerdos y 
negociaciones y el allanamiento a cargos.

Artículo 14. Ampliación de términos de pres-
cripción penal. El inciso 6° del artículo 83 del Có-
digo Penal quedará así:

 Al servidor público que en ejercicio de las 
funciones de su cargo o con ocasión de ellas rea-
lice una conducta punible o participe en ella, el 
término de prescripción se aumentará en la mitad. 
Lo anterior se aplicará también en relación con 
los particulares que ejerzan funciones públicas en 
forma permanente o transitoria y de quienes obren 
como agentes retenedores o recaudadores.

Artículo 15. Estafa sobre recursos públicos y 
en el Sistema de Seguridad Social Integral. El artí-
culo 247 del Código Penal tendrá unos numerales 
5 y 6 del siguiente tenor:

5. La conducta relacionado con bienes pertene-
cientes a empresas o instituciones en que el Estado 
tenga la totalidad o la mayor parte, o recibidos a 
cualquier título de este.

 La conducta tenga relación con el sistema ge-
neral de seguridad social integral.

Artículo 16. Corrupción privada. La Ley 599 
de 2000 tendrá un artículo 250A, el cual quedará 
así:

El que directamente o por interpuesta persona 
prometa, ofrezca o conceda a directivos, adminis-
tradores, empleados o asesores de una sociedad, 
asociación o fundación una dádiva o cualquier be-

un tercero, en perjuicio de aquella, incurrirá en pri-
sión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de diez 
(10) hasta de mil (1.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Con las mismas penas será castigado el direc-
tivo, administrador, empleado o asesor de una so-
ciedad, asociación o fundación que, por sí o por 
persona interpuesta, reciba, solicite o acepte una 

-
juicio de aquella.

Cuando la conducta realizada produzca un per-
juicio económico en detrimento de la sociedad, 
asociación o fundación, la pena será de seis (6) a 
diez (10) años.

Artículo 17. Administración desleal. La Ley 
599 de 2000 tendrá un artículo 250B, el cual que-
dará así:

El administrador de hecho o de derecho, o socio 
de cualquier sociedad constituida o en formación, 

propio o de un tercero, con abuso de las funciones 
propias de su cargo, disponga fraudulentamente de 
los bienes de la sociedad o contraiga obligaciones 
a cargo de esta causando directamente un perjuicio 
económicamente evaluable a sus socios, incurrirá 
en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de 
diez (10) hasta mil (1.000) salarios mínimos lega-
les mensuales vigentes.

Artículo 18. Utilización indebida de informa-
ción privilegiada. El artículo 258 del Código Pe-
nal quedará así:

El que como empleado, asesor, directivo o 
miembro de una junta u órgano de administración 

provecho para sí o para un tercero, haga uso inde-
bido de información que haya conocido por razón 
o con ocasión de su cargo o función y que no sea 
objeto de conocimiento público, incurrirá en pena 
de prisión de uno (1) a tres (3) años y multa de 
cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

En la misma pena incurrirá el que utilice in-
formación conocida por razón de su profesión u 
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-
vecho mediante la negociación de determinada ac-
ción, valor o instrumento registrado en el Registro 
Nacional de Valores, siempre que dicha informa-
ción no sea de conocimiento público.

Artículo 19. Especulación de medicamentos y 
dispositivos médicos. Adiciónese un inciso al ar-
tículo 298 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así:

La pena será de cinco (5) años a diez (10) años 
de prisión y multa de cuarenta (40) a mil (1.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
cuando se trate de medicamento o dispositivo mé-
dico.

Artículo 20. Agiotaje con medicamentos y dis-
positivos médicos. Adiciónese un inciso al artículo 
301 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

La pena será de cinco (5) años a diez (10) años 
de prisión y multa de cuarenta (40) a mil (1.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
cuando se trate de medicamento o dispositivo mé-
dico.

Artículo 21. . El artículo 313 de la 
Ley 599 de 2000, quedará así:

El concesionario, representante legal, adminis-
trador o empresario legalmente autorizado para la 
explotación de un monopolio rentístico, que in-
cumpla total o parcialmente con la entrega de las 
rentas monopolísticas que legalmente les corres-
pondan a los servicios de salud y educación, incu-
rrirá en prisión de cinco (5) años a diez (10) años y 
multa de hasta 1.020.000 UVT.

En la misma pena incurrirá el concesionario, 
representante legal, administrador o empresario 
legalmente autorizado para la explotación de un 
monopolio rentístico que no declare total o par-
cialmente los ingresos percibidos en el ejercicio 
del mismo, ante la autoridad competente.

Artículo 22. Omisión de control en el sector de 
la salud. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 
325B, el cual quedará así:

El empleado o director de una entidad vigilada 

ocultar o encubrir un acto de corrupción, omita el 
cumplimiento de alguno o todos los mecanismos 
de control establecidos para la prevención y la lu-
cha contra el fraude en el sector de la salud, in-
currirá, por esa sola conducta, en la pena prevista 
para el artículo 325 de la Ley 599 de 2000.

Artículo 23. -
ferente frente a recursos de la seguridad social. La 
Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 399 A, el cual 
quedará así:

La pena prevista en el artículo 399 se agravará 
de una tercera parte a la mitad, cuando se dé una 

la seguridad social integral.
Artículo 24. Peculado culposo frente a recur-

sos de la seguridad social integral. La Ley 599 de 
2000 tendrá un artículo 400 A, el cual quedará así:

Las penas previstas en el artículo 400 de la Ley 
599 de 2000 se agravarán de una tercera parte a 

-
ferente a recursos destinados a la seguridad social 
integral.

Artículo 25. Circunstancias de atenuación pu-
nitiva. El artículo 401 del Código Penal quedará 
así:

Si antes de iniciarse la investigación, el agente, 
por sí o por tercera persona, hiciere cesar el mal 
uso, reparare lo dañado, corrigiere la aplicación 

-
do o extraviado, o su valor actualizado con intere-
ses la pena se disminuirá en la mitad.

Si el reintegro se efectuare antes de dictarse 
sentencia de segunda instancia, la pena se dismi-
nuirá en una tercera parte.

Cuando el reintegro fuere parcial, el juez debe-
rá, proporcionalmente, disminuir la pena hasta en 
una cuarta parte.

Artículo 26. Fraude de subvenciones. La Ley 
599 de 2000 tendrá un artículo 403A, el cual que-
dará así:

El que obtenga una subvención, ayuda o subsi-
dio proveniente de recursos públicos mediante en-
gaño sobre las condiciones requeridas para su con-
cesión o callando total o parcialmente la verdad, 
incurrirá en prisión de cinco (5) a nueve (9) años, 
multa de doscientos (200) a mil (1.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes e inhabilidad 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas 
de seis (6) a doce (12) años.

Las mismas penas se impondrán al que no in-
vierta los recursos obtenidos a través de una sub-
vención, subsidio o ayuda de una entidad pública a 

Artículo 27. Acuerdos restrictivos de la compe-
tencia. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 410 
A, el cual quedará así:

El que en un proceso de licitación pública, su-
basta pública, selección abreviada o concurso se 

-
te el procedimiento contractual, incurrirá en pri-
sión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos-
cientos (200) a mil (1.000) salarios mínimos lega-
les mensuales vigentes e inhabilidad para contratar 
con entidades estatales por ocho (8) años.

Parágrafo. El que en su condición de delator o 

exoneración total de la multa a imponer por par-
te de la Superintendencia de Industria y Comercio 
en una investigación por acuerdo anticompetitivos 
en un proceso de contratación pública obtendrá los 

tercera parte, un 40% de la multa a imponer y una 
inhabilidad para contratar con entidades estatales 
por cinco (5) años.

Artículo 28. -
lar. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 411 A, 
el cual quedará así:
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-
cias sobre un servidor público en asunto que este 
se encuentre conociendo o haya de conocer, con 

incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años 
y multa de cien (100) a doscientos (200) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 29. Enriquecimiento ilícito. El artículo 
412 del Código Penal quedará así:

El servidor público, o quien haya desempeñado 
funciones públicas, que durante su vinculación con 
la administración o dentro de los cinco (5) años 
posteriores a su desvinculación, obtenga, para sí o 

-
currirá, siempre que la conducta no constituya otro 
delito, en prisión de nueve (9) a quince (15) años, 
multa equivalente al doble del valor del enriqueci-
miento sin que supere el equivalente a cincuenta 
mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de dere-
chos y funciones públicas de noventa y seis (96) a 
ciento ochenta (180) meses.

Artículo 30. Soborno trasnacional. El artículo 
433 del Código Penal quedará así:

El que dé u ofrezca a un servidor público ex-
tranjero, en provecho de este o de un tercero, di-
recta o indirectamente, cualquier dinero, objeto de 
valor pecuniario u otra utilidad a cambio de que 
este realice, omita o retarde cualquier acto relacio-
nado con una transacción económica o comercial, 
incurrirá en prisión de nueve (9) a quince (15) años 
y multa de cien (100) a doscientos (200) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

Parágrafo. Para los efectos de lo dispuesto en el 
presente artículo, se considera servidor público ex-
tranjero toda persona que tenga un cargo legislati-
vo, administrativo o judicial en un país extranjero, 
haya sido nombrada o elegida, así como cualquier 
persona que ejerza una función pública para un 
país extranjero, sea dentro de un organismo públi-
co o de una empresa de servicio público. También 
se entenderá que ostenta la referida calidad cual-
quier funcionario o agente de una organización 
pública internacional.

Artículo 31. Soborno. Modifíquese el artículo 
444 de la Ley 599 de 2000, que quedará así:

El que entregue o prometa dinero u otra utilidad 
a un testigo para que falte a la verdad o la calle 
total o parcialmente en su testimonio, incurrirá en 
prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de cien 
(100) a mil (1.000) salarios.

Artículo 32. Soborno en la actuación penal. 
Modifíquese el artículo 444-A de la Ley 599 de 
2000, que quedará así:

El que en provecho suyo o de un tercero en-
tregue o prometa dinero u otra utilidad a persona 
que fue testigo de un hecho delictivo, para que se 
abstenga de concurrir a declarar, o para que falte a 
la verdad, o la calle total o parcialmente, incurrirá 
en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de 
cincuenta (50) a dos mil (2.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Artículo 33. Circunstancias de agravación pu-
nitiva. Los tipos penales de que tratan los artículos: 
246, 250 numeral 3, 323, 397, 404, 405, 406, 408, 
409, 410, 411, 412, 413, 414 y 433 de la Ley 599 
de 2000 les será aumentada la pena de una sexta 
parte a la mitad cuando la conducta sea cometida 
por servidor público que ejerza como funcionario 
de alguno de los organismos de control del Estado.

Artículo 34. Medidas contra personas jurídi-
cas. Independientemente de las responsabilidades 
penales individuales a que hubiere lugar, las medi-
das contempladas en el artículo 91 de la Ley 906 
de 2004 se aplicarán a las personas jurídicas que 

-
litos contra la administración pública, o cualquier 
conducta punible relacionada con el patrimonio 
público, realizados por su representante legal o sus 
administradores, directa o indirectamente.

En los delitos contra la administración pública 
o que afecten el patrimonio público, las entidades 
estatales posiblemente perjudicadas podrán pedir 
la vinculación como tercero civilmente responsa-
ble de las personas jurídicas que hayan participado 
en la comisión de aquellas.

De conformidad con lo señalado en el artículo 
86 de la Ley 222 de 1995, la Superintendencia de 
Sociedades podrá imponer multas de quinientos 
(500) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes cuando con el consentimiento 
de su representante legal o de alguno de sus ad-
ministradores o con la tolerancia de los mismos, 
la sociedad haya participado en la comisión de un 
delito contra la Administración pública o contra el 
patrimonio público.

Artículo 35. Ampliación de términos para in-
vestigación. El artículo 175 de la Ley 906 de 2004 
tendrá un parágrafo, el cual quedará así:

Parágrafo. En los procesos por delitos de com-
petencia de los jueces penales del circuito especia-
lizados, por delitos contra la administración públi-
ca y por delitos contra el patrimonio económico 
que recaigan sobre bienes del Estado respecto de 
los cuales proceda la detención preventiva, los an-
teriores términos se duplicarán cuando sean tres 
(3) o más los imputados o los delitos objeto de in-
vestigación.

Artículo 36. Operaciones encubiertas contra la 
corrupción. La Ley 906 de 2004 tendrá un artículo 
242 A, el cual quedará así:

Los mecanismos contemplados en los artículos 

posible existencia de hechos constitutivos de deli-
tos contra la administración pública en una entidad 
pública.

Cuando en investigaciones de corrupción, el 
agente encubierto, en desarrollo de la operación, 
cometa delitos contra la administración pública en 
coparticipación con la persona investigada, queda-
rá exonerado de responsabilidad, salvo que exista 
un verdadero acuerdo criminal ajeno a la opera-
ción encubierta, mientras que el indiciado o impu-
tado responderá por el delito correspondiente.
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Artículo 37. Pruebas anticipadas. El artículo 
284 de la Ley 906 de 2004 tendrá un parágrafo 
cuarto, el cual quedará así:

Parágrafo 1°. En las investigaciones que ver-
sen sobre delitos de competencia de los jueces pe-
nales del circuito especializados, por delitos contra 
la administración pública y por delitos contra el 
patrimonio económico que recaigan sobre bienes 
del Estado respecto de los cuales proceda la deten-
ción preventiva, será posible practicar como prue-
ba anticipada el testimonio de quien haya recibido 
amenazas contra su vida o la de su familia por ra-
zón de los hechos que conoce; así mismo, proce-
derá la práctica de dicha prueba anticipada cuando 
contra el testigo curse un trámite de extradición en 
el cual se hubiere rendido concepto favorable por 
la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia.

La prueba deberá practicarse antes de que que-
-

blica de conceder la extradición.
Artículo 38. Aumento de términos respecto de 

las causales de libertad en investigaciones rela-
cionadas con corrupción. El artículo 317 de la Ley 
906 de 2004 tendrá un parágrafo segundo, el cual 
quedará así:

Parágrafo 1°. En los procesos por delitos de 
competencia de los jueces penales del circuito es-
pecializados, por delitos contra la administración 
pública y por delitos contra el patrimonio econó-
mico que recaigan sobre bienes del Estado respec-
to de los cuales proceda la detención preventiva, 
los términos previstos en los numerales 4 y 5 se 
duplicarán cuando sean tres (3) o más los imputa-
dos o los delitos objeto de investigación.

Artículo 39. Restricción de la detención domi-
ciliaria. El parágrafo del artículo 314 de la Ley 
906 de 2004 quedará así: 

Parágrafo 1°. No procederá la sustitución de 
la detención preventiva en establecimiento car-
celario, por detención domiciliaria cuando la im-

de competencia de los jueces penales del circuito 

migrantes (C. P. artículo 188); Acceso carnal o ac-
tos sexuales con incapaz de resistir (C. P. artículo 
210); Violencia intrafamiliar (C. P. artículo 229); 

-
vado (C. P. artículo 241, numerales 7, 8, 11, 12 
y 15); Estafa agravada (C. P. artículo 247); Uso 
de documentos falsos relacionados con medios 
motorizados hurtados (C. P. artículo 291); Fabri-

-
niciones de uso personal, cuando concurra con el 
delito de concierto para delinquir (C. P. artículos 
340 y 365), o los imputados registren sentencias 
condenatorias vigentes por los mismos delitos; Fa-

uso privativo de las fuerzas armadas (C. P. artículo 

y uso de armas químicas, biológicas y nucleares 
(C. P. artículo 367); Peculado por apropiación en 
cuantía superior a cincuenta (50) salarios mínimos 

legales mensuales (C. P. artículo 397); Concusión 
(C. P. artículo 404); Cohecho propio (C. P. artí-
culo 405); Cohecho impropio (C.P. artículo 406); 
cohecho por dar u ofrecer (C. P. artículo 407); En-
riquecimiento Ilícito (C.P. artículo 412); Soborno 
Transnacional (C.P. artículo 433); Interés Indebido 
en la Celebración de Contratos (C.P. artículo 409); 
Contrato sin Cumplimiento de Requisitos Legales 

-
tículo 411); Receptación repetida, continua (C.P. 
artículo 447, incisos 1° y 3°); Receptación para 

-
cado en concurso con el concierto para delinquir, 
receptación sobre medio motorizado o sus partes 
esenciales, o sobre mercancía o combustible que 
se lleve en ellos (C. P. artículo 447, inciso 2°)”.

Artículo 40. Principio de oportunidad para los 
delitos de cohecho. El artículo 324 de la Ley 906 
de 2004 tendrá un numeral 18, el cual quedará así:

“18. Cuando el autor o partícipe en los casos 
de cohecho formulare la respectiva denuncia que 
da origen a la investigación penal, acompañada de 
evidencia útil en el juicio, y sirva como testigo de 
cargo, siempre y cuando repare de manera volun-
taria e integral el daño causado.

Los efectos de la aplicación del principio de 
-

ciada con el mismo incumple con las obligaciones 
en la audiencia de juzgamiento.

El principio de oportunidad se aplicará al servi-
dor público si denunciare primero el delito en las 
condiciones anotadas.

CAPÍTULO III
Medidas disciplinarias para la lucha contra  

la corrupción
Artículo 41. Funciones disciplinarias de la 

Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Su-
perior de la Judicatura. Además de lo previsto en 
la Constitución Política la Sala Jurisdiccional Dis-
ciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura o 
de los Consejos Seccionales según el caso, exa-
minará la conducta y sancionará las faltas de los 
auxiliares de la Justicia.

Artículo 42. Poder preferente de la Sala Juris-
diccional Disciplinaria del Consejo Superior de 
la Judicatura. La Sala Jurisdiccional Disciplina-
ria del Consejo Superior de la Judicatura a soli-

preferente jurisdiccional disciplinario, en relación 
con los procesos que son competencia de sus sec-
cionales, respetando el debido proceso y la doble 
instancia; igualmente podrá disponer el cambio de 
radicación de los mismos, en cualquier etapa.

Para el cumplimiento de estas funciones y las 
de su competencia creará por medio de su regla-
mento interno las salas de decisión pertinentes”.

Artículo 43. Prohibición de represalias. Adi-
ciónese un numeral nuevo al artículo 48 de la Ley 
734 de 2002, el cual quedará así:
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“Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas 
gravísimas las siguientes:

 Sin perjuicio de la adopción de las medidas 
previstas en la Ley 1010 de 2006, cometer, directa 
o indirectamente, con ocasión de sus funciones o 
excediéndose en el ejercicio de ellas, acto arbitra-

haya denunciado hechos de corrupción”.
Artículo 44. Sujetos disciplinables. El artículo 

53 de la Ley 734 de 2002, quedará así:
El presente régimen se aplica a los particulares 

que cumplan labores de interventoría o supervi-
sión en los contratos estatales; también a quienes 
ejerzan funciones públicas, de manera permanente 
o transitoria, en lo que tienen que ver con estas, y a 

Se entiende que ejerce función pública aquel 
particular que, por disposición legal, acto admi-
nistrativo, convenio o contrato, realice funciones 
administrativas o actividades propias de los órga-
nos del Estado, que permiten el cumplimiento de 
los cometidos estatales, así como el que ejerce la 
facultad sancionadora del Estado; lo que se acredi-
tará, entre otras manifestaciones, cada vez que or-
dene o señale conductas, expida actos unilaterales 
o ejerza poderes coercitivos.

Administran recursos públicos aquellos particu-
lares que recaudan, custodian, liquidan o disponen 

parte del presupuesto de las entidades públicas o 
que estas últimas han destinado para su utilización 

No serán disciplinables aquellos particulares 
que presten servicios públicos, salvo que en ejer-
cicio de dichas actividades desempeñen funciones 
públicas, evento en el cual resultarán destinatarios 
de las normas disciplinarias.

Cuando se trate de personas jurídicas la respon-
sabilidad disciplinaria será exigible del represen-
tante legal o de los miembros de la Junta Directiva.

Artículo 45. Responsabilidad del interventor 
por faltas gravísimas. Modifíquese el numeral 11 
del artículo 55 de la Ley 734 de 2002, el cual que-
dará así:

11. Las consagradas en los numerales 2, 3, 14, 
15, 16, 18, 19, 20, 26, 27, 28, 34, 40, 42, 43, 50, 
51, 52, 55, 56, y 59, parágrafo cuarto, del artículo 
48 de esta ley cuando resulten compatibles con la 
función.

Artículo 46. . El artículo 105 de 
la Ley 734 de 2002 tendrá un inciso segundo, el 
cual quedará así:

de investigación y el que ordene el traslado para 
alegatos de conclusión.

Artículo 47. Procedencia de la revocatoria di-
recta. El artículo 122 de la Ley 734 quedará así:

Los fallos sancionatorios y autos de archivo po-
-

cionado, por el Procurador General de la Nación o 

revocatoria del auto de archivo.

Parágrafo 1°. Cuando se trate de faltas disci-
plinarias que constituyen violaciones al Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y del De-
recho Internacional Humanitario, procede la re-
vocatoria del fallo absolutorio y del archivo de la 
actuación por parte del Procurador General de la 

-
ga la calidad de víctima o perjudicado.

Parágrafo 2°. El plazo para proceder a la revo-
catoria será de tres (3) meses calendario.

Artículo 48. Competencia. El artículo 123 de la 
Ley 734 de 2002 quedará así:

Los fallos sancionatorios y autos de archivo po-
drán ser revocados por el funcionario que los hu-
biere proferido o por su superior funcional.

Parágrafo. El Procurador General de la Nación 

los autos de archivo y el fallo absolutorio, en este 
último evento cuando se trate de faltas disciplina-
rias que constituyen violaciones del Derecho In-
ternacional de los Derechos Humanos y del De-
recho Internacional Humanitario, expedidos por 
cualquier funcionario de la Procuraduría o auto-
ridad disciplinaria, o asumir directamente el co-
nocimiento de la petición de revocatoria, cuando 
lo considere necesario, caso en el cual proferirá la 
decisión correspondiente.

Artículo 49. Causal de revocación de las deci-
siones disciplinarias. El artículo 124 de la Ley 734 
de 2002 quedará así:

En los casos referidos por las disposiciones 
anteriores, los fallos sancionatorios, los autos de 
archivo y el fallo absolutorio son revocables sólo 

-
titucionales, legales o reglamentarias en que deban 
fundarse. Igualmente cuando con ellos se vulneren 

-
mentales.

Artículo 50. Medios de prueba. El inciso 1° del 
artículo 130 de la Ley 734 quedará así:

Son medios de prueba la confesión, el testimo-
nio, la peritación, la inspección o visita especial, 
y los documentos, y cualquier otro medio técnico 

los cuales se practicarán de acuerdo con las reglas 
previstas en la Ley 600 de 2000, en cuanto sean 
compatibles con la naturaleza y reglas del derecho 
disciplinario.

Artículo 51. Prueba trasladada. El artículo 135 
de la Ley 734 quedará así:

Las pruebas practicadas válidamente en una 
actuación judicial o administrativa, dentro o fuera 
del país y los medios materiales de prueba, podrán 
trasladarse a la actuación disciplinaria mediante 
copias autorizadas por el respectivo funcionario y 
serán apreciadas conforme a las reglas previstas en 
este código.

También podrán trasladarse los elementos ma-
teriales de prueba o evidencias físicas que la Fis-
calía General de la Nación haya descubierto con la 
presentación del escrito de acusación en el proceso 
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penal, aun cuando ellos no hayan sido introduci-
dos y controvertidos en la audiencia del juicio y 
no tengan por consiguiente la calidad de pruebas. 
Estos elementos materiales de prueba o evidencias 
físicas deberán ser sometidos a contradicción den-
tro del proceso disciplinario.

Cuando la Procuraduría General de la Nación 
o el Consejo Superior de la Judicatura necesiten 
información acerca de una investigación penal en 
curso o requieran trasladar a la actuación discipli-
naria elementos materiales de prueba o evidencias 
físicas que no hayan sido descubiertos, así lo so-
licitarán al Fiscal General de la Nación. En cada 
caso, el Fiscal General evaluará la solicitud y de-
terminará qué información o elementos materiales 
de prueba o evidencias físicas puede entregar, sin 
afectar la investigación penal ni poner en riesgo el 
éxito de la misma.

Artículo 52. Término de la investigación disci-
plinaria. Los dos primeros incisos del artículo 156 
de la Ley 734 quedarán así:

El término de la investigación disciplinaria será 
de doce meses, contados a partir de la decisión de 
apertura.

En los procesos que se adelanten por faltas gra-
vísimas, la investigación disciplinaria no podrá 
exceder de dieciocho meses. Este término podrá 
aumentarse hasta en una tercera parte, cuando en 
la misma actuación se investiguen varias faltas o a 
dos o más inculpados.

Artículo 53. Decisión de cierre de investiga-
ción. La Ley 734 de 2002 tendrá un artículo 160 
A, el cual quedará así:

Cuando se haya recaudado prueba que permita 
la formulación de cargos, o vencido el término de 
la investigación, el funcionario de conocimiento, 

que sólo admitirá el recurso de reposición, decla-
rará cerrada la investigación.

plazo máximo de quince (15) días hábiles.
Artículo 54. Término probatorio. El inciso 1° 

del artículo 168 de la Ley 734 de 2002 quedará así:
Vencido el término señalado en el artículo 166, 

el funcionario competente resolverá sobre las nu-
lidades propuestas y ordenará la práctica de las 
pruebas que hubieren sido solicitadas, de acuerdo 
con los criterios de conducencia, pertinencia y ne-
cesidad.

Artículo 55. Traslado para alegatos de conclu-
sión. El artículo 169 de la Ley 734 de 2002 que-
dará así:

Si no hubiere pruebas que practicar o habién-
dose practicado las señaladas en la etapa de juicio 
disciplinario, el funcionario de conocimiento me-

traslado común de diez (10) días para que los su-
jetos procesales puedan presentar alegatos de con-
clusión.

Artículo 56. Término para fallar. La Ley 734 
de 2002 tendrá un artículo 169 A, el cual quedará 
así:

El funcionario de conocimiento proferirá el fa-
llo dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes 
al vencimiento del término de traslado para pre-
sentar alegatos de conclusión.

Artículo 57. Aplicación del procedimiento ver-
bal. El artículo 175 de la Ley 734 de 2002, quedará 
así:

El procedimiento verbal se adelantará contra 
los servidores públicos en los casos en que el su-
jeto disciplinable sea sorprendido en el momento 
de la comisión de la falta o con elementos, efectos 
o instrumentos que provengan de la ejecución de 
la conducta, cuando haya confesión y en todo caso 
cuando la falta sea leve.

También se aplicará el procedimiento verbal 
para las faltas gravísimas contempladas en el ar-
tículo 48 numerales 2, 4, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 
32, 33, 35, 36, 39, 46, 47, 48, 52, 54, 55, 56, 57, 
58, 59 y 62 de esta ley.

En los eventos contemplados en los incisos an-
teriores, se citará a audiencia, en cualquier estado 
de la actuación, hasta antes de proferir pliego de 
cargos.

En todo caso, y cualquiera que fuere el sujeto 
disciplinable, si al momento de valorar sobre la de-
cisión de apertura de investigación estuvieren da-
dos los requisitos sustanciales para proferir pliego 
de cargos se citará a audiencia.

Artículo 58. Procedimiento verbal. El artículo 
177 de la Ley 734 de 2002 quedará así:

a las normas anteriores, el funcionario competen-
-

mente, ordenará adelantar proceso verbal y citará a 
audiencia al posible responsable.

En el auto que ordena adelantar proceso verbal, 

cuestionado, el cargo o empleo desempeñado, una 
relación sucinta de los hechos reputados irregula-

las pruebas tomadas en cuenta y de las que se van 
a ordenar, lo mismo que la responsabilidad que se 
estima puede caber al funcionario cuestionado.

La audiencia debe iniciar no antes de cinco (5) 
ni después de quince (15) días de la fecha del auto 
que la ordena. Contra esta decisión no procede re-
curso alguno.

Al inicio de la audiencia, a la que el investiga-
do puede asistir solo o asistido de abogado, podrá 
dar su propia versión de los hechos y aportar y so-
licitar pruebas, las cuales serán practicadas en la 
misma diligencia, dentro del término improrroga-
ble de tres (3) días. Si no fuere posible hacerlo se 
suspenderá la audiencia por el término máximo de 
cinco (5) días y se señalará fecha para la práctica 
de la prueba o pruebas pendientes.
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Las pruebas se practicarán conforme se regulan 
para el proceso ordinario, haciéndolas compatibles 
con las formas propias del proceso verbal.

Podrá ordenarse la práctica de pruebas por co-
misionado, cuando sea necesario y procedente. La 
negativa a decretar y practicar pruebas, por incon-

-
tivada.

El director del proceso podrá ordenar un receso, 
por el tiempo que estime indispensable, para que 
las partes presenten los alegatos de conclusión, el 
cual será de mínimo tres (3) días y máximo de diez 
(10) días. De la misma manera podrá proceder en 
aquellos eventos que no estén previstos y que ha-
gan necesaria tal medida. Contra esta decisión no 
cabe ningún recurso.

De la audiencia se levantará acta en la que se 
consignará sucintamente lo ocurrido en ella. Todas 

Artículo 59. Recursos. El artículo 180 de la Ley 
734 de 2002 quedará así:

El recurso de reposición procede contra las de-
cisiones que niegan la práctica de pruebas, las nu-
lidades y la recusación, el cual debe interponerse 
y sustentarse verbalmente en el momento en que 

continuación, decidirá oral y motivadamente sobre 
lo planteado en el recurso.

El recurso de apelación cabe contra el auto que 
niega pruebas, contra el que rechaza la recusación 
y contra el fallo de primera instancia, debe susten-
tarse verbalmente en la misma audiencia, una vez 

-
diatamente se decidirá sobre su otorgamiento.

Procede el recurso de reposición cuando el pro-
cedimiento sea de única instancia, el cual deberá 
interponerse y sustentarse una vez se produzca la 

-
rá el mismo.

Las decisiones de segunda instancia se adopta-
rán conforme al procedimiento escrito.

De proceder la recusación, el ad quem revocará 
la decisión y devolverá el proceso para que se tra-
mite por el que sea designado.

En caso de revocarse la decisión que negó la 
práctica de pruebas, el ad quem las decretará y 

que estime necesarias para resolver el fondo del 
asunto, debiendo garantizar el derecho de contra-
dicción.

Antes de proferir el fallo, las partes podrán pre-
sentar alegatos de conclusión, para lo cual dispon-
drán de un término de traslado de dos (2) días, con-

por estado, que es de un día.
El ad quem dispone de diez (10) días para pro-

ferir el fallo de segunda instancia. Este se ampliará 
en otro tanto si debe ordenar y practicar pruebas.

Artículo 60. Procedencia del procedimiento 
disciplinario especial ante el Procurador Gene-
ral de la Nación. El artículo 182 de la Ley 734 de 
2002 tendrá un inciso 2°, el cual quedará así:

El Procurador General de la Nación también 
podrá aplicar este procedimiento especial para los 
casos en que su competencia para disciplinar sea 
en única instancia.

CAPÍTULO IV
Regulación del lobby o cabildeo

Artículo 61. Acceso a la información. La auto-
ridad competente podrá requerir, en cualquier mo-
mento, informaciones o antecedentes adicionales 
relativos a gestiones determinadas, cuando exista 
al menos prueba sumaria de la comisión de algún 
delito o de una falta disciplinaria.

CAPÍTULO V
Organismos especiales para la lucha contra  

la corrupción
Artículo 62. Conformación de la Comisión Na-

cional para la Moralización. Créase la Comisión 
Nacional para la Moralización, integrada por:

a) El Presidente de la República.
b) El Ministro del Interior y de Justicia.
c) El Procurador General de la Nación.
d) El Contralor General de la República.
e) El Auditor General de la República.
f) El Presidente del Senado y de la Cámara de 

Representantes.
g) El Fiscal General de la Nación.
h) El Presidente de la Corte Suprema de Jus-

ticia.
i) El Presidente del Consejo de Estado.
j) El Director del Programa Presidencial de 

contra la Corrupción.
k) El Consejero Presidencial para el Buen Go-

bierno y la Transparencia.
l) El Defensor del Pueblo.
Artículo 63. Presidencia de la Comisión. La 

Presidencia de la Comisión Nacional para la Mo-
ralización corresponderá al Presidente de la Repú-
blica.

Artículo 64. Funciones. La Comisión Nacional 
para la Moralización tendrá las siguientes fun- 
ciones:

a) Velar por el cumplimiento de la aplicación de 
la presente ley y de la Ley 190 de 1995.

b) Coordinar la realización de acciones conjun-
tas para la lucha contra la corrupción frente a enti-
dades del orden nacional o territorial en las cuales 
existan indicios de este fenómeno.

c) Coordinar el intercambio de información en 
materia de lucha contra la corrupción.

d) Realizar propuestas para hacer efectivas las 
medidas contempladas en esta ley respecto de las 
personas políticamente expuestas.

-
ciencia y transparencia obligatorios para la Admi-
nistración Pública, y los mecanismos de su divul-
gación.
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f) Establecer las prioridades para afrontar las si-
tuaciones que atenten o lesionen la moralidad en la 
Administración Pública.

g) Adoptar una estrategia anual que propenda 

los demás principios que deben regir la Adminis-
tración Pública.

h) Promover la implantación de centros piloto 
enfocados hacia la consolidación de mecanismos 
transparentes y la obtención de la excelencia en 

gestión pública.
i) Promover el ejercicio consciente y respon-

sable de la participación ciudadana y del control 
social sobre la gestión pública.

j) Prestar su concurso en el cumplimiento de las 
acciones populares en cuanto tienen que ver con la 
moralidad administrativa.

k) Orientar y coordinar la realización de activi-
dades pedagógicas e informativas sobre temas aso-
ciados con la ética y la moral públicas, los deberes 
y las responsabilidades en la función pública.

l) Mantener contacto e intercambio permanen-

exterior que ofrezcan alternativas de lucha contra 
la corrupción administrativa.

m) Prestar todo su concurso para la construc-
ción de un Estado transparente.

n) Darse su propio Reglamento.
Artículo 65. Comisiones regionales de morali-

zación. Cada departamento instalará una Comisión 
Regional de Moralización que estará encargada de 
aplicar y poner en marcha los lineamientos de la 
Comisión Nacional de Moralización y coordinar 
en el nivel territorial las acciones de los órganos 
de prevención, investigación y sanción de la co-
rrupción.

La Comisión Regional estará conformada por 
los representantes regionales de la Procuraduría 
General de la Nación, la Contraloría General de 
la República, la Fiscalía General de la Nación, 
el Consejo Seccional de la Judicatura y la Con-
traloría Departamental, Municipal y Distrital. La 
asistencia a estas reuniones que se llevarán a cabo 
mensualmente es obligatoria e indelegable.

Otras entidades que pueden ser convocadas 
para ser parte de la Comisión Regional de Morali-
zación, cuando se considere necesario, son: la De-
fensoría del Pueblo, las personerías municipales, 
los cuerpos especializados de policía técnica, el 
Gobernador y el Presidente de la Asamblea Depar-
tamental.

-
les de Moralización con la ciudadanía organizada, 
deberá celebrarse entre ellos por lo menos una re-
unión trimestral para atender y responder sus peti-
ciones, inquietudes, quejas y denuncias.

Artículo 66. Conformación de la Comisión 
Nacional Ciudadana para la Lucha contra la Co-
rrupción. Créase la Comisión Nacional Ciudadana 
para la Lucha contra la Corrupción, la cual estará 
integrada por:

a) Un representante de los Gremios Económi-
cos.

b) Un representante de las Organizaciones no 
Gubernamentales dedicadas a la lucha contra la 
corrupción.

c) Un representante de las Universidades.
d) Un representante de los Medios de Comu-

nicación.
e) Un representante de las Veedurías Ciuda-

danas.
f) Un representante del Consejo Nacional de 

Planeación.
g) Un representante de las Organizaciones Sin-

dicales.
h) Un representante de CONFERILEC (Confe-

deración Colombiana de Libertad Religiosa, Con-
ciencia y Culto).

Artículo 67. Designación de comisionados. La 
designación de los Comisionados Ciudadanos co-
rresponde al Presidente de la República, de ternas 
enviadas por cada sector. El desempeño del cargo 

-
rán sus funciones ad honórem.

Artículo 68. Funciones. La Comisión Nacio-
nal Ciudadana para la Lucha contra la Corrupción 
ejercerá las siguientes funciones:

a) Velar por el cumplimiento de la aplicación de 
la presente ley y de la Ley 190 de 1995.

b) Realizar un informe de seguimiento, evalua-
ción y recomendaciones a las políticas, planes y 
programas que se pongan en marcha en materia de 
lucha contra la corrupción, el cual deberá presen-
tarse al menos una (1) vez cada año.

c) Impulsar campañas en las instituciones edu-
cativas para la promoción de los valores éticos y la 
lucha contra la corrupción.

d) Promover la elaboración de códigos de con-
ducta para el ejercicio ético y transparente de las 
actividades del sector privado y para la prevención 

e) Hacer un seguimiento especial a las medidas 
adoptadas en esta ley para mejorar la gestión pú-
blica tales como la contratación pública, la política 
antitrámites, la democratización de la Administra-
ción Pública, el acceso a la información pública y 
la atención al ciudadano.

f) Realizar un seguimiento especial a los casos 
e investigaciones de corrupción de alto impacto.

g) Realizar un seguimiento a la implementación 
de las medidas contempladas en esta ley para regu-
lar el cabildeo, con el objeto de velar por la trans-
parencia de las decisiones públicas.

h) Promover la participación activa de los me-
dios de comunicación social en el desarrollo de 
programas orientados a la lucha contra la corrup-
ción y al rescate de la moral pública.

i) Denunciar ante las autoridades competentes 
los hechos o actuaciones irregulares de los servi-
dores públicos de los cuales tengan conocimiento, 
en cumplimiento de lo previsto en el artículo 92 de 
la Constitución.
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j) Prestar su concurso en el cumplimiento de las 
acciones populares en cuanto hacen relación con la 
moralidad administrativa.

k) Velar por que la Administración Pública 
mantenga actualizado el inventario y propiedad de 
bienes muebles e inmuebles pertenecientes a las 
diversas entidades, así como su adecuada utiliza-
ción.

l) Velar y proponer directrices para dar cumpli-
miento a lo previsto en el artículo 56 de la Ley 190 
de 1995.

m) Darse su propio Reglamento.
Artículo 69. Secretaría Técnica. La Secreta-

ria Técnica de la Comisión Nacional Ciudadana 
para la Lucha contra la Corrupción será designada 
por los representantes de que trata el artículo 78 
de esta ley. La Secretaría Técnica de la Comisión 
Nacional de Moralización será ejercida por el Pro-

Transparencia y Lucha contra la Corrupción. Este 
programa deberá apoyar las secretarías técnicas en 
lo operativo y lo administrativo.

Artículo 70. Requisitos. Son requisitos para ser 
miembro de la Comisión Nacional Ciudadana para 
la Lucha contra la Corrupción, los siguientes:

1. Ser ciudadano colombiano en ejercicio.
2. No haber sido condenado por delito o contra-

vención dolosos.
3. No haber sido sancionado disciplinariamente 

por falta grave o gravísima.
4. No ostentar la calidad de servidor público, ni 

tener vínculo contractual con el Estado.
Artículo 71. Reuniones de la Comisión Nacio-

nal de Moralización y la Comisión Ciudadana. La 
Comisión Nacional de Moralización y la Comi-
sión Ciudadana deberán reunirse al menos trimes-

sus actividades y resultados, el cual será público 
y podrá ser consultado en la página de Internet de 
todas las entidades que conforman esta Comisión.

Artículo 72. Funciones del Programa Presiden-

y Lucha contra la Corrupción. El Programa Presi-
-

cia y Lucha contra la Corrupción, o quien haga sus 
veces, tendrá las siguientes funciones:

a) Diseñar y coordinar la implementación de la 
política del Gobierno en la lucha contra la corrup-
ción, enmarcada en la Constitución y en el Plan 
Nacional de Desarrollo, según los lineamientos del 
Presidente de la República.

b) Diseñar, coordinar e implementar directrices, 
mecanismos y herramientas preventivas para el 
fortalecimiento institucional, participación ciuda-
dana, control social, rendición de cuentas, acceso 
a la información, cultura de la probidad y transpa-
rencia.

c) Coordinar la implementación de los compro-
misos adquiridos por Colombia en los instrumen-
tos internacionales de lucha contra la corrupción.

d) Fomentar y contribuir en la coordinación in-
terinstitucional de las diferentes ramas del poder y 
órganos de control en el nivel nacional y territorial.

e) Diseñar instrumentos que permitan conocer 
y analizar el fenómeno de la corrupción y sus indi-
cadores, para diseñar políticas públicas.

-
tre el sector público y el sector privado para la lu-
cha contra la corrupción.

g) Solicitar ante la entidad pública contratante 
la revocatoria directa del acto administrativo de 
adjudicación de cualquier contrato estatal cuando 
existan serios motivos de juicio para inferir que 
durante el procedimiento precontractual se pudo 
haber presentado un delito o una falta disciplinaria 
grave.

CAPÍTULO VI
Políticas institucionales y pedagógicas

Artículo 73. Plan anticorrupción y de atención 
al ciudadano. Cada entidad del orden nacional, 
departamental y municipal deberá elaborar anual-
mente una estrategia de lucha contra la corrupción 
y de atención al ciudadano. Dicha estrategia con-
templará, entre otras cosas, el mapa de riesgos de 
corrupción en la respectiva entidad, las medidas 
concretas para mitigar esos riesgos, las estrate-
gias antitrámites y los mecanismos para mejorar la 
atención al ciudadano.

El Programa Presidencial de Modernización, 
-

rrupción señalará una metodología para diseñar y 
hacerle seguimiento a la señalada estrategia.

Parágrafo. En aquellas entidades donde se ten-
ga implementado un sistema integral de adminis-
tración de riesgos, se podrá validar la metodología 

-
parencia y Lucha contra la Corrupción.

Artículo 74. Plan de acción de las entidades 
públicas. A partir de la vigencia de la presente 
ley, todas las entidades del Estado a más tardar el 
31 de enero de cada año, deberán publicar en su 
respectiva página web el Plan de Acción para el 

-
tivos, las estrategias, los proyectos, las metas, los 
responsables, los planes generales de compras y la 
distribución presupuestal de sus proyectos de in-
versión junto a los indicadores de gestión.

A partir del año siguiente, el Plan de Acción de-
berá estar acompañado del informe de gestión del 
año inmediatamente anterior.

Igualmente publicarán por dicho medio su pre-
supuesto debidamente desagregado, así como las 

Parágrafo. Las empresas industriales y comer-
ciales del Estado y las sociedades de economía 
mixta estarán exentas de publicar la información 
relacionada con sus proyectos de inversión.

Artículo 75. Política antitrámites. Para la crea-
ción de un nuevo trámite que afecte a los ciudada-
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nos en las entidades del orden nacional, estas de-

creación del respectivo trámite. Dicho documento 
deberá ser remitido al Departamento Administrati-
vo de la Función Pública que en un lapso de treinta 
(30) días deberá conceptuar sobre la necesidad del 
mismo. En caso de que dicho concepto sea nega-
tivo la entidad se abstendrá de ponerlo en funcio-
namiento.

Parágrafo 1°. De conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 10 del artículo 150 de la Constitu-
ción Política, revístese al Presidente de la Repúbli-
ca de precisas facultades extraordinarias para que 
en el término de seis meses, contados a partir de la 
fecha de la publicación de la presente ley, expida 
normas con fuerza de ley para suprimir o reformar 
regulaciones, procedimientos y trámites innecesa-
rios existentes en la Administración Pública.

Parágrafo 2°. Las facultades extraordinarias 
atribuidas en el presente artículo no serán aplica-
bles respecto de trámites relacionados con licen-
cias ambientales.

Artículo 76. 
reclamos. En toda entidad pública, deberá existir 
por lo menos una dependencia encargada de reci-
bir, tramitar y resolver las quejas, sugerencias y 
reclamos que los ciudadanos formulen, y que se 
relacionen con el cumplimiento de la misión de la 
entidad.

la atención se preste de acuerdo con las normas 
legales vigentes y rendirá a la administración de 
la entidad un informe semestral sobre el particular. 
En la página web principal de toda entidad públi-
ca deberá existir un link de quejas, sugerencias y 
reclamos de fácil acceso para que los ciudadanos 
realicen sus comentarios.

Todas las entidades públicas deberán contar con 
un espacio en su página web principal para que los 
ciudadanos presenten quejas y denuncias de los 
actos de corrupción realizados por funcionarios de 
la entidad, y de los cuales tengan conocimiento, 
así como sugerencias que permitan realizar modi-

público.

será la encargada de conocer dichas quejas para 
realizar la investigación correspondiente en coor-
dinación con el operador disciplinario interno, con 

lugar.
El Programa Presidencial de Modernización, 

-
rrupción señalará los estándares que deben cum-
plir las entidades públicas para dar cumplimiento 
a la presente norma.

Parágrafo. En aquellas entidades donde se tenga 
implementado un proceso de gestión de denuncias, 
quejas y reclamos, se podrán validar sus caracte-
rísticas contra los estándares exigidos por el Pro-

Transparencia y Lucha contra la Corrupción.

Artículo 77. Publicación proyectos de inver-
sión. Sin perjuicio de lo ordenado en los artículos 
27 y 49 de la Ley 152 de 1994 y como mecanismo 
de mayor transparencia en la contratación pública, 
todas las entidades del orden nacional, departa-
mental, municipal y distrital deberán publicar en 
sus respectivas páginas web cada proyecto de in-
versión, ordenado según la fecha de inscripción en 
el Banco de Programas y Proyectos de Inversión 
nacional, departamental, municipal o distrital, se-
gún el caso.

Parágrafo. Las empresas industriales y comer-
ciales del Estado y sociedades de economía mixta 
estarán exentas de publicar la información relacio-
nada con sus proyectos de inversión.

Artículo 78. Democratización de la administra-
ción pública. Modifíquese el artículo 32 de la Ley 
489 de 1998, que quedará así:

Todas las entidades y organismos de la Ad-
ministración Pública tienen la obligación de de-
sarrollar su gestión acorde con los principios de 
democracia participativa y democratización de la 
gestión pública. Para ello podrán realizar todas las 
acciones necesarias con el objeto de involucrar a 
los ciudadanos y organizaciones de la sociedad ci-
vil en la formulación, ejecución, control y evalua-
ción de la gestión pública.

Entre otras podrán realizar las siguientes ac-
ciones:

a) Convocar a audiencias públicas.
b) Incorporar a sus planes de desarrollo y de 

gestión las políticas y programas encaminados a 
fortalecer la participación ciudadana.

c) Difundir y promover los derechos de los ciu-
dadanos respecto del correcto funcionamiento de 
la administración pública.

d) Incentivar la formación de asociaciones y 
mecanismos de asociación de intereses para repre-
sentar a los usuarios y ciudadanos.

e) Apoyar los mecanismos de control social que 
se constituyan.

f) Aplicar mecanismos que brinden transparen-
cia al ejercicio de la función administrativa.

En todo caso, las entidades señaladas en este 
artículo tendrán que rendir cuentas de manera per-
manente a la ciudadanía, bajo los lineamientos de 
metodología y contenidos mínimos establecidos 
por el Gobierno Nacional, los cuales serán for-
mulados por la Comisión Interinstitucional para 
la Implementación de la Política de rendición de 
cuentas creada por el Conpes 3654 de 2010.

Artículo 79. Pedagogía de las competencias 
ciudadanas. Los establecimientos educativos de 
educación básica y media incluirán en su Proyecto 
Educativo Institucional, según lo consideren per-
tinente, estrategias para el desarrollo de compe-

participación y la responsabilidad democrática, y 
la identidad y valoración de la diferencia, lo cual 
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todos los miembros de la comunidad educativa. 

se orientará hacia la construcción de una cultura de 
la legalidad y del cuidado de los bienes comunes.

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacio-
nal y las Secretarías de Educación promoverán 
programas de formación docente para el desarrollo 
de las competencias ciudadanas.

Artículo 80. Divulgación de campañas institu-
cionales de prevención de la corrupción. Los pro-
veedores de los Servicios de Radiodifusión Sonora 
de carácter público o comunitario deberán prestar 
apoyo gratuito al Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones en divulgación 
de proyectos y estrategias de comunicación social, 
que dinamicen los mecanismos de integración 
social y comunitaria, así como a la Procuraduría 
General de la Nación, la Contraloría General de 
la República, la Fiscalía General de la Nación, el 

-
cia, Transparencia y Lucha contra la Corrupción 
y otras entidades de la Rama Ejecutiva con un 
mínimo de 15 minutos diarios de emisión a cada 
entidad, para divulgar estrategias de lucha contra 
la corrupción y proteger y promover los derechos 
fundamentales de los Colombianos.

De la misma manera los operadores públicos de 
sistemas de televisión, deberán prestar apoyo en 
los mismos términos y con el mismo objetivo, en 
un tiempo no inferior a 30 minutos efectivos de 
emisión en cada semana.

Artículo 81. Sanciones por incumplimiento de 
políticas institucionales. El incumplimiento de la 
implementación de las políticas institucionales y 
pedagógicas contenidas en el presente capítulo, 
por parte de los servidores públicos encargados se 
constituirá como falta disciplinaria grave.

CAPÍTULO VII
Disposiciones para prevenir y combatir  
la corrupción en la contratación pública

Artículo 82. Responsabilidad de los interven-
tores. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 80 de 
1993, el cual quedará así:

Los consultores y asesores externos responde-

por el cumplimiento de las obligaciones derivadas 
del contrato de consultoría o asesoría, como por 
los hechos u omisiones que les fueren imputables 
y que causen daño o perjuicio a las entidades, deri-
vados de la celebración y ejecución de los contra-
tos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan 
las actividades de consultoría o asesoría.

Por su parte, los interventores responderán ci-

cumplimiento de las obligaciones derivadas del 
contrato de interventoría, como por los hechos u 
omisiones que les sean imputables y causen daño 
o perjuicio a las entidades, derivados de la cele-
bración y ejecución de los contratos respecto de 
los cuales hayan ejercido o ejerzan las funciones 
de interventoría.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará 
la materia dentro de los seis (6) meses siguientes a 
la expedición de esta ley.

Artículo 83. Supervisión e interventoría con-
tractual -
ministrativa, de prevenir la ocurrencia de actos 
de corrupción y de tutelar la transparencia de la 
actividad contractual, las entidades públicas están 
obligadas a vigilar permanentemente la correcta 
ejecución del objeto contratado a través de un su-
pervisor o un interventor, según corresponda.

La supervisión consistirá en el seguimiento 

jurídico que sobre el cumplimiento del objeto del 
contrato, es ejercida por la misma entidad estatal 
cuando no requieren conocimientos especializa-
dos. Para la supervisión, la Entidad estatal podrá 
contratar personal de apoyo, a través de los contra-
tos de prestación de servicios que sean requeridos.

La interventoría consistirá en el seguimiento 
técnico que sobre el cumplimiento del contrato 
realice una persona natural o jurídica contratada 

-
miento del contrato suponga conocimiento espe-
cializado en la materia, o cuando la complejidad o 

-
cado y acorde a la naturaleza del contrato princi-
pal, podrá contratar el seguimiento administrativo, 

contrato dentro de la interventoría.
Por regla general, no serán concurrentes en re-

lación con un mismo contrato, las funciones de su-
pervisión e interventoría. Sin embargo, la entidad 
puede dividir la vigilancia del contrato principal, 
caso en el cual en el contrato respectivo de inter-
ventoría, se deberán indicar las actividades técni-
cas a cargo del interventor y las demás quedarán a 
cargo de la Entidad a través del supervisor.

El contrato de Interventoría será supervisado 
directamente por la entidad estatal.

Parágrafo 1°. En adición a la obligación de con-
tar con interventoría, teniendo en cuenta la capa-
cidad de la entidad para asumir o no la respectiva 

-
re el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, los estudios 
previos de los contratos cuyo valor supere la me-
nor cuantía de la entidad, con independencia de la 
modalidad de selección, se pronunciarán sobre la 
necesidad de contar con interventoría.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional reglamen-
tará la materia.

Artículo 84. Facultades y deberes de los su-
pervisores y los interventores. La supervisión e 
interventoría contractual implica el seguimiento 
al ejercicio del cumplimiento obligacional por la 
entidad contratante sobre las obligaciones a cargo 
del contratista.

Los interventores y supervisores están faculta-
dos para solicitar informes, aclaraciones y explica-
ciones sobre el desarrollo de la ejecución contrac-
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tual, y serán responsables por mantener informada 
a la entidad contratante de los hechos o circuns-
tancias que puedan constituir actos de corrupción 

poner o pongan en riesgo el cumplimiento del con-
trato, o cuando tal incumplimiento se presente.

Parágrafo 1°. El numeral 34, del artículo 48 de 
la Ley 734 de 2000 quedará así:

No exigir, el supervisor o el interventor, la ca-
lidad de los bienes y servicios adquiridos por la 
entidad estatal, o en su defecto, los exigidos por 

recibida a satisfacción, obra que no ha sido eje-
cutada a cabalidad. También será falta gravísima 
omitir el deber de informar a la entidad contratante 
los hechos o circunstancias que puedan constituir 

punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo 
el cumplimiento del contrato, o cuando se presente 
el incumplimiento.

Parágrafo 2°. Adiciónese la Ley 80 de 1993, ar-
tículo 8°, numeral 1, con el siguiente literal:

k) El interventor que incumpla el deber de en-
tregar información a la entidad contratante rela-
cionada con el incumplimiento del contrato, con 
hechos o circunstancias que puedan constituir ac-

-
nibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el 
cumplimiento del contrato.

Esta inhabilidad se extenderá por un término de 
cinco (5) años, contados a partir de la ejecutoria 
del acto administrativo que así lo declare, previa la 
actuación administrativa correspondiente.

Parágrafo 3°. El interventor que no haya infor-
mado oportunamente a la Entidad de un posible 
incumplimiento del contrato vigilado o principal, 
parcial o total, de alguna de las obligaciones a car-
go del contratista, será solidariamente responsable 
con este de los perjuicios que se ocasionen con el 
incumplimiento por los daños que le sean imputa-
bles al interventor.

Cuando el ordenador del gasto sea informado 
oportunamente de los posibles incumplimientos 
de un contratista y no lo conmine al cumplimien-
to de lo pactado o adopte las medidas necesarias 
para salvaguardar el interés general y los recursos 
públicos involucrados, será responsable solidaria-
mente con este, de los perjuicios que se ocasionen.

Parágrafo 4°. Cuando el interventor sea consor-
cio o unión temporal la solidaridad se aplicará en 
los términos previstos en el artículo 7° de la Ley 
80 de 1993, respecto del régimen sancionatorio.

Artículo 85. Continuidad de la interventoría. 
Los contratos de interventoría podrán prorrogar-
se por el mismo plazo que se haya prorrogado el 
contrato objeto de vigilancia. En tal caso el valor 
podrá ajustarse en atención a las obligaciones del 
objeto de interventoría, sin que resulte aplicable lo 
dispuesto en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 
80 de 1993.

Parágrafo. Para la ejecución de los contratos de 
interventoría es obligatoria la constitución y apro-
bación de la garantía de cumplimiento hasta por 
el mismo término de la garantía de estabilidad del 
contrato principal; el Gobierno Nacional regulará 
la materia. En este evento podrá darse aplicación 
al artículo 7° de la Ley 1150, en cuanto a la posi-
bilidad que la garantía pueda ser dividida teniendo 
en cuenta las etapas o riesgos relativos a la ejecu-
ción del respectivo contrato.

Artículo 86. Imposición de multas, sanciones 
y declaratorias de incumplimiento. Las entidades 
sometidas al Estatuto General de Contratación de 
la Administración Pública podrán declarar el in-

mismo, imponer las multas y sanciones pactadas 
en el contrato, y hacer efectiva la cláusula penal. 
Para tal efecto observarán el siguiente procedi-
miento:

a) Evidenciado un posible incumplimiento de 
las obligaciones a cargo del contratista, la entidad 
pública lo citará a audiencia para debatir lo ocurri-
do. En la citación, hará mención expresa y detalla-
da de los hechos que la soportan, acompañando el 
informe de interventoría o de supervisión en el que 
se sustente la actuación y enunciará las normas o 
cláusulas posiblemente violadas y las consecuen-
cias que podrían derivarse para el contratista en 
desarrollo de la actuación. En la misma se estable-
cerá el lugar, fecha y hora para la realización de la 
audiencia, la que podrá tener lugar a la mayor bre-
vedad posible, atendida la naturaleza del contrato 
y la periodicidad establecida para el cumplimiento 
de las obligaciones contractuales. En el evento en 
que la garantía de cumplimiento consista en póli-
za de seguros, el garante será citado de la misma 
manera.

b) En desarrollo de la audiencia, el jefe de la en-
tidad o su delegado, presentará las circunstancias 
de hecho que motivan la actuación, enunciará las 
posibles normas o cláusulas posiblemente violadas 
y las consecuencias que podrían derivarse para el 
contratista en desarrollo de la actuación. Acto se-
guido se concederá el uso de la palabra al represen-
tante legal del contratista o a quien lo represente, 
y al garante, para que presenten sus descargos, en 
desarrollo de lo cual podrá rendir las explicaciones 
del caso, aportar pruebas y controvertir las presen-
tadas por la entidad.

c) Hecho lo precedente, mediante resolución 
motivada en la que se consigne lo ocurrido en 
desarrollo de la audiencia y la cual se entenderá 

-
derá a decidir sobre la imposición o no de la multa, 
sanción o declaratoria de incumplimiento, contra 
la decisión así proferida sólo procede el recurso 
de reposición que se interpondrá, sustentará y de-
cidirá en la misma audiencia. La decisión sobre el 

-
diencia.

d) En cualquier momento del desarrollo de la 
audiencia, el jefe de la entidad o su delegado, po-
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petición de parte, ello resulte en su criterio nece-
sario para allegar o practicar pruebas que estime 
conducentes y pertinentes, o cuando por cualquier 
otra razón debidamente sustentada, ello resulte 
necesario para el correcto desarrollo de la actua-
ción administrativa. En todo caso, al adoptar la 
decisión, se señalará fecha y hora para reanudar la 
audiencia. La entidad podrá dar por terminado el 
procedimiento en cualquier momento, si por algún 
medio tiene conocimiento de la cesación de situa-
ción de incumplimiento.

Artículo 87. Maduración de proyectos. El nu-
meral 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 que-
dará así:

12. Previo a la apertura de un proceso de se-

la modalidad de selección sea contratación directa, 
deberán elaborarse los estudios, diseños y proyec-
tos requeridos, y los pliegos de condiciones, según 
corresponda.

Cuando el objeto de la contratación incluya la 
realización de una obra, en la misma oportunidad 
señalada en el inciso 1°, la entidad contratante de-
berá contar con los estudios y diseños que permi-
tan establecer la viabilidad del proyecto y su im-
pacto social, económico y ambiental. Esta condi-
ción será aplicable incluso para los contratos que 
incluyan dentro del objeto el diseño.

Parágrafo 1°. Para efectos de decretar su expro-
piación, además de los motivos determinados en 
otras leyes vigentes, declárese de utilidad pública 
o interés social los bienes inmuebles necesarios 
para la ejecución de proyectos de infraestructura 
de transporte.

Para estos efectos, el procedimiento para cada 
proyecto de infraestructura de transporte diseñado 
será el siguiente:

1. La entidad responsable expedirá una resolu-
ción mediante la cual determine de forma precisa 
las coordenadas del proyecto.

IGAC, o la entidad competente según el caso, en los 
dos (2) meses siguientes a la publicación de la reso-
lución de que trata el numeral anterior, procederá a 

proyecto y ordenará registrar la calidad de predios 
de utilidad pública o interés social en los respecti-
vos registros catastrales y en los folios de matrícula 
inmobiliaria, quedando dichos predios fuera del co-
mercio a partir del mencionado registro.

3. Efectuado el Registro de que trata el numeral 
anterior, en un término de seis (6) meses el IGAC 
o la entidad competente, con cargo a recursos de la 
entidad responsable del proyecto, realizará el ava-

al propietario y demás interesados acreditados.
4. El avalúo de que trata el numeral anterior de-

berá incluir el valor de las posesiones si las hubiera 
y de las otras indemnizaciones o compensaciones 
que fuera del caso realizar, por afectar dicha decla-
ratoria el patrimonio de los particulares.

5. El Gobierno Nacional reglamentará las con-
diciones para determinar el valor del precio de 
adquisición o precio indemnizatorio que se reco-
nocerá a los propietarios en los procesos de ena-
jenación voluntaria y expropiación judicial y ad-
ministrativa, teniendo en cuenta la localización, 
las condiciones físicas y jurídicas y la destinación 
económica de los inmuebles.

6. Los interesados acreditados podrán interpo-
ner los recursos de ley en los términos del Código 
Contencioso Administrativo contra el avalúo del 
IGAC o de la entidad competente.

proyecto o el contratista si así se hubiere pactado, 
pagará dentro de los tres (3) meses siguientes, las 
indemnizaciones o compensaciones a que hubiere 
lugar. Al recibir el pago el particular, se entiende 
que existe mutuo acuerdo en la negociación y tran-
sacción de posibles indemnizaciones futuras.

8. Efectuado el pago por mutuo acuerdo, se pro-
cederá a realizar el registro del predio a nombre 

-
leza de bien como de uso público e interés social, 

la Constitución Política.
9. De no ser posible el pago directo de la in-

demnización o compensación, se expedirá un acto 
administrativo de expropiación por parte de la 
entidad responsable del proyecto y se realizará el 
pago por consignación a órdenes del Juez o Tribu-
nal Contencioso Administrativo competente, acto 
con el cual quedará cancelada la obligación.

10. La resolución de expropiación será el título 
con fundamento en el cual se procederá al registro 
del predio a nombre de la entidad responsable del 
proyecto y que, como bien de uso público e interés 

la Constitución Política. Lo anterior, sin perjuicio 
del derecho de las personas objeto de indemni-
zación o compensación a recurrir ante los Jueces 
Contencioso Administrativos el valor de las mis-
mas en cada caso particular.

11. La entidad responsable del proyecto debe-
-

ción o compensación, que el pago de la misma se 

sujetos deberán entregar el inmueble dentro de los 
quince (15) días hábiles siguientes.

12. En el evento en que las personas objeto de 
indemnización o compensación no entreguen el 
inmueble dentro del término señalado, la entidad 
responsable del proyecto y las autoridades locales 
competentes deberán efectuar el desalojo dentro 
del mes siguiente al vencimiento del plazo para 
entrega del inmueble.

13. El presente parágrafo también será aplica-
ble para proyectos de infraestructura de transporte 
que estén contratados o en ejecución al momento 
de expedición de la presente ley.

Parágrafo 2°. El avalúo comercial del inmue-
ble requerido para la ejecución de proyectos de 
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infraestructura de transporte, en la medida en que 
supere en un 50% el valor del avalúo catastral, po-
drá ser utilizado como criterio para actualizar el 
avalúo catastral de los inmuebles que fueren des-
englobados como consecuencia del proceso de 
enajenación voluntaria o expropiación judicial o 
administrativa.

Artículo 88. Factores de selección y procedi-
mientos diferenciales para la adquisición de los 
bienes y servicios a contratar. Modifíquese el nu-
meral 2 del artículo 5° de la Ley 1150 de 2007 en 
el siguiente sentido:

“2. La oferta más favorable será aquella que, te-
niendo en cuenta los factores técnicos y económi-
cos de escogencia y la ponderación precisa y de-
tallada de los mismos contenida en los pliegos de 
condiciones o sus equivalentes, resulte ser la más 
ventajosa para la entidad, sin que la favorabilidad 
la constituyan factores diferentes a los contenidos 
en dichos documentos. En los contratos de obra 
pública, el menor plazo ofrecido no será objeto de 
evaluación. La entidad efectuará las comparacio-
nes del caso mediante el cotejo de los ofrecimien-
tos recibidos y la consulta de precios o condicio-
nes del mercado y los estudios y deducciones de la 
entidad o de los organismos consultores o asesores 
designados para ello.

En los procesos de selección en los que se tenga 
en cuenta los factores técnicos y económicos, la 
oferta más ventajosa será la que resulte de aplicar 
alguna de las siguientes alternativas:

a) La ponderación de los elementos de calidad 
y precio soportados en puntajes o fórmulas señala-
das en el pliego de condiciones; o

b) La ponderación de los elementos de calidad 
y precio que representen la mejor relación de cos-

Parágrafo. Adiciónese un parágrafo 6º en el 
artículo 2º de la Ley 1150 de 2007 del siguiente 
tenor:

“El Gobierno Nacional podrá establecer pro-
cedimientos diferentes al interior de las diversas 
causales de selección abreviada, de manera que los 
mismos se acomoden a las particularidades de los 
objetos a contratar, sin perjuicio de la posibilidad de 
establecer procedimientos comunes. Lo propio po-
drá hacer en relación con el concurso de méritos”.

Artículo 89. Expedición de adendas. El inciso 
2° del numeral 5 del artículo 30 de la Ley 80 de 
1993 quedará así:

Cuando lo estime conveniente la entidad intere-

posibles oferentes, dicho plazo se podrá prorrogar 
antes de su vencimiento, por un término no supe-

no podrán expedirse adendas dentro de los tres (3) 
días anteriores en que se tiene previsto el cierre del 
proceso de selección, ni siquiera para extender el 
término del mismo. La publicación de estas aden-
das sólo se podrá realizar en días hábiles y horarios 
laborales”.

Artículo 90. Inhabilidad por incumplimiento 
reiterado. Quedará inhabilitado el contratista que 
incurra en alguna de las siguientes conductas:

a) Haber sido objeto de imposición de cinco (5) 
o más multas durante la ejecución de uno o varios 

una o varias entidades estatales.
b) Haber sido objeto de declaratorias de incum-

plimiento contractual en por los menos dos (2) 

una o varias entidades estatales.
c) Haber sido objeto de imposición de dos (2) 

multas y un (1) incumplimiento durante una mis-
-

tatales.
La inhabilidad se extenderá por un término de 

tres (3) años, contados a partir de la inscripción de 
la última multa o incumplimiento en el Registro 
Único de Proponentes, de acuerdo con la informa-
ción remitida por las entidades públicas. La inha-
bilidad pertinente se hará explícita en el texto del 

-
sente artículo se extenderá a los socios de socieda-
des de personas a las cuales se haya declarado esta 
inhabilidad, así como las sociedades de personas 
de las que aquéllos formen parte con posterioridad 
a dicha declaratoria.

Artículo 91. Anticipos. En los contratos de 
obra, concesión, salud, o los que se realicen por 
licitación pública, el contratista deberá constituir 

para el manejo de los recursos que reciba a título 
-

cursos se apliquen exclusivamente a la ejecución 
del contrato correspondiente, salvo que el contrato 
sea de menor o mínima cuantía.

directamente por el contratista.
-
-

nismos de Vigilancia y Control Fiscal.
Artículo 92. Contratos interadministrativos. 

Modifícase el inciso 1° del literal c) del numeral 
4 del artículo 2° de la Ley 1150 de 2007, el cual 
quedará así:

c) Contratos interadministrativos, siempre que 
las obligaciones derivadas del mismo tengan rela-
ción directa con el objeto de la entidad ejecutora 
señalado en la ley o en sus reglamentos.

Se exceptúan los contratos de obra, suministro, 
prestación de servicios de evaluación de conformi-
dad respecto de las normas o reglamentos técnicos, 

instituciones de educación superior públicas o las 
sociedades de economía mixta con participación 
mayoritaria del Estado, o las personas jurídicas sin 
ánimo de lucro conformadas por la asociación de 
entidades públicas, o las federaciones de entida-
des territoriales sean las ejecutoras. Estos contra-
tos podrán ser ejecutados por las mismas, siempre 
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que participen en procesos de licitación pública o 
contratación abreviada de acuerdo con lo dispues-
to por los numerales 1 y 2 del presente artículo.

Artículo 93. Del régimen contractual de las 
Empresas Industriales y Comerciales del Estado, 

empresas con participación mayoritaria del Esta-
do. Modifíquese el artículo 14 de la Ley 1150 de 
2007, el cual quedará así:

Las Empresas Industriales y Comerciales del 
Estado, las sociedades de economía mixta en las 
que el Estado tenga participación superior al cin-

-
dades entre Entidades Públicas con participación 
mayoritaria del Estado superior al cincuenta por 
ciento (50%), estarán sometidas al Estatuto Gene-
ral de Contratación de la Administración Pública, 
con excepción de aquellas que desarrollen activi-
dades comerciales en competencia con el sector 

mercados regulados, caso en el cual se regirán por 
las disposiciones legales y reglamentarias aplica-
bles a sus actividades económicas y comerciales, 
sin perjuicio de lo previsto en el artículo 13 de la 
presente ley. Se exceptúan los contratos de ciencia 
y tecnología, que se regirán por la Ley 29 de 1990 
y las disposiciones normativas existentes.

Artículo 94. Transparencia en contratación de 
mínima cuantía. Adiciónese al artículo 2° de la 
Ley 1150 de 2007 el siguiente numeral.

La contratación cuyo valor no excede del 10 
por ciento de la menor cuantía de la entidad inde-
pendientemente de su objeto, se efectuará de con-
formidad con las siguientes reglas:

a) Se publicará una invitación, por un término 
no inferior a un día hábil, en la cual se señalará el 
objeto a contratar, el presupuesto destinado para 

b) El término previsto en la invitación para pre-
sentar la oferta no podrá ser inferior a un día hábil.

c) La entidad seleccionará, mediante comuni-
cación de aceptación de la oferta, la propuesta con 
el menor precio, siempre y cuando cumpla con las 
condiciones exigidas.

d) La comunicación de aceptación junto con la 
oferta constituyen para todos los efectos el con-
trato celebrado, con base en lo cual se efectuará el 
respectivo registro presupuestal.

Parágrafo 1°. Las particularidades del proce-
dimiento aquí previsto, así como la posibilidad 
que tengan las entidades de realizar estas adquisi-
ciones en establecimientos que correspondan a la 

-
perintendencia de Industria y Comercio, se deter-
minarán en el reglamento que para el efecto expida 
el Gobierno Nacional.

presente artículo se realizará exclusivamente con 
las reglas en él contempladas y en su reglamen-
tación. En particular no se aplicará lo previsto en 
la Ley 816 de 2003, ni en el artículo 12 de la Ley 
1150 de 2007.

Artículo 95. Aplicación del estatuto contrac-
tual. Modifíquese el inciso 2° del literal c) del nu-
meral 4 del artículo 2° de la Ley 1150 de 2007, el 
cual quedará así:

En aquellos eventos en que el régimen aplicable 
a la contratación de la entidad ejecutora no sea el 
de la Ley 80 de 1993, la ejecución de dichos con-
tratos estará en todo caso sometida a esta ley, sal-
vo que la entidad ejecutora desarrolle su actividad 
en competencia con el sector privado o cuando la 
ejecución del contrato inter administrativo tenga 
relación directa con el desarrollo de su actividad.

Artículo 96. Régimen de transición. Los pro-
cesos de contratación estatal en curso a la fecha 
en que entre a regir la presente ley, continuarán 
sujetos a las normas vigentes al momento de su 
iniciación.

No se generarán inhabilidades ni incompati-
bilidades sobrevinientes por la aplicación de las 
normas contempladas en la presente ley respecto 
de los procesos contractuales que se encuentren en 
curso antes de su vigencia.

CAPÍTULO VIII
 
 

la corrupción
SECCIÓN PRIMERA

MODIFICACIONES AL PROCESO  
DE RESPONSABILIDAD FISCAL

SUBSECCIÓN 1
PROCEDIMIENTO VERBAL  

DE RESPONSABILIDAD FISCAL
Artículo 97. Procedimiento verbal de responsa-

se tramitará por el procedimiento verbal que crea 
esta ley cuando del análisis del dictamen del pro-
ceso auditor, de una denuncia o de la aplicación de 
cualquiera de los sistemas de control, se determine 
que están dados los elementos para proferir auto 
de apertura e imputación. En todos los demás ca-
sos se continuará aplicando el trámite previsto en 
la Ley 610 de 2000.

El procedimiento verbal se someterá a las nor-

en la Ley 610 de 2000 y en especial por las dispo-
siciones de la presente ley.

Parágrafo 1°. Régimen de transición. El proce-
so verbal que se crea por esta ley se aplicará en el 
siguiente orden:

1. El proceso será aplicable al nivel central de 
la Contraloría General de la República y a la Audi-
toría General de la República a partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley.

2. A partir del 1° de enero de 2012 el proceso 
será aplicable a las Gerencias Departamentales de 
la Contraloría General y a las Contralorías Terri-
toriales.

-
cal, los órganos de control podrán redistribuir las 
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funciones en las dependencias o grupos de trabajo 
existentes, de acuerdo con la organización y fun-
cionamiento de la entidad.

Parágrafo 3°. En las indagaciones preliminares 
que se encuentren en trámite a la entrada en vi-
gencia de la presente ley, los órganos de control 

-
ción si se dan los presupuestos señalados en este 

en los cuales no se haya proferido auto de imputa-
ción a la entrada en vigencia de la presente ley, los 

con su capacidad operativa, podrán adecuar su trá-
mite al procedimiento verbal en el momento de la 
formulación del auto de imputación, evento en el 
cual así se indicará en este acto administrativo, se 
citará para audiencia de descargos y se tomarán las 
provisiones procesales necesarias para continuar 
por el trámite verbal. En los demás casos, tanto las 
indagaciones preliminares como los procesos de 

hasta su terminación de conformidad con la Ley 
610 de 2000.

Artículo 98. Etapas del procedimiento verbal 
. El proceso verbal com-

prende las siguientes etapas:
a) Cuando se encuentre objetivamente estable-

cida la existencia del daño patrimonial al Estado 
y exista prueba que comprometa la responsabili-

expedirá un auto de apertura e imputación de res-

requisitos establecidos en los artículos 41 y 48 de 
la Ley 610 de 2000 y contener además la formula-
ción individualizada de cargos a los presuntos res-
ponsables y los motivos por los cuales se vincula 
al garante.

El auto de apertura e imputación indicará el lu-
gar, fecha y hora para dar inicio a la audiencia de 
descargos. Al día hábil siguiente a la expedición 
del auto de apertura se remitirá la citación para no-

-

al garante.
b) El proceso para establecer la responsabi-

públicas, la primera denominada de Descargos y 
la segunda denominada de Decisión. En dichas au-
diencias se podrán utilizar medios tecnológicos de 
comunicación como la videoconferencia y otros 
que permitan la interacción virtual remota entre las 
partes y los funcionarios investigadores.

c) La audiencia de descargos será presidida en 
su orden, por el funcionario del nivel directivo o 
ejecutivo competente o en ausencia de este, por 
el funcionario designado para la sustanciación y 
práctica de pruebas. La audiencia de decisión será 
presidida por el funcionario competente para de-
cidir.

d) Una vez reconocida la personería jurídica 

audiencias se instalarán y serán válidas, aun sin la 

se instalarán y serán válidas las audiencias que se 
realicen sin la presencia del garante.

-

o del garante o de quien este haya designado para 
que lo represente, a alguna de las sesiones de la 
audiencia, cuando existan solicitudes pendientes 
de decidir, implicará el desistimiento y archivo de 
la petición. En caso de inasistencia a la sesión en la 
que deba sustentarse un recurso, este se declarará 
desierto.

Artículo 99. Audiencia de descargos. La Au-
diencia de Descargos deberá iniciarse en la fecha y 
hora determinada en el auto de apertura e imputa-
ción del proceso. La audiencia de descargos tiene 

intervenir, con todas las garantías procesales, y 
que se realicen las siguientes actuaciones:

1. Ejercer el derecho de defensa.
2. Presentar descargos a la imputación.
3. Rendir versión libre.
4. Aceptar los cargos y proponer el resarcimien-

to del daño o la celebración de un acuerdo de pago.

6. Interponer recurso de reposición.
7. Aportar y solicitar pruebas.
8. Decretar o denegar la práctica de pruebas.
9. Declarar, aceptar o denegar impedimentos.
10. Formular recusaciones.
11. Interponer y resolver nulidades.
12. Vincular nuevo presunto responsable.
13. Decidir acumulación de actuaciones.
14. Decidir cualquier otra actuación conducen-

te y pertinente.
En esta audiencia las partes tienen la facultad 

de controvertir las pruebas incorporadas al proceso 
en el auto de apertura e imputación, las decretadas 
en la Audiencia de Descargos y practicadas dentro 
o fuera de la misma, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo siguiente.

Artículo 100. Trámite de la audiencia de des-
cargos. La audiencia de descargos se tramitará 
conforme a las siguientes reglas:

a) El funcionario competente para presidir la 
audiencia, la declarará abierta con la presencia de 
los profesionales técnicos de apoyo designados; el 

quien se haya designado para su representación.

c) Si el garante en su calidad de tercero civil-
mente responsable, o su apoderado previa cita-
ción, no acude a la audiencia, se allanarán a las 
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-
da, se podrán disponer suspensiones o aplazamien-
tos de audiencias por un término prudencial, seña-
lándose el lugar, día y hora para su reanudación o 
continuación, según el caso.

e) Solamente en el curso de la audiencia de 
descargos, los sujetos procesales podrán aportar 
y solicitar pruebas. Las pruebas solicitadas y las 

-
das en la misma diligencia. Cuando se denieguen 
pruebas, procede el recurso de reposición, el cual 
se interpondrá, sustentará y resolverá en la misma 
audiencia.

f) La práctica de pruebas que no se pueda rea-
lizar en la misma audiencia será decretada por un 
término máximo de un (1) año, señalando término, 
lugar, fecha y hora para su práctica; para tal efecto 
se ordenará la suspensión de la audiencia.

Artículo 101. Trámite de la audiencia de deci-
sión. La audiencia de decisión se tramitará confor-
me a las siguientes reglas:

a) El funcionario competente para presidir la 
audiencia de decisión, la declarará abierta con 

los profesionales técnicos de apoyo designados, 

quien se haya designado para su representación.
b) Se concederá el uso de la palabra a los suje-

tos procesales para que expongan sus alegatos de 
conclusión sobre los hechos que fueron objeto de 
imputación.

c) El funcionario realizará una exposición am-
plia de los hechos, pruebas, defensa, alegatos de 
conclusión, determinará si existen pruebas que 
conduzcan a la certeza de la existencia o no del 

de la individualización y actuación del gestor 
-

ción de causalidad entre la conducta del presunto 
-

minará también si surge una obligación de pagar 
una suma líquida de dinero por concepto de re-
sarcimiento.

d) Terminadas las intervenciones el funcionario 
competente declarará que el debate ha culminado, 
y proferirá en la misma audiencia de manera mo-

tal efecto, la audiencia se podrá suspender por un 
término máximo de veinte (20) días, al cabo de los 
cuales la reanudará y se procederá a dictar el fallo 

-
ble, deberán manifestar en la audiencia si interpo-
nen recurso de reposición o apelación según fuere 
procedente, caso en el cual lo sustentará dentro de 
los diez (10) días siguientes.

-
cal será indexada a la fecha de la decisión. La pro-

en la audiencia, con independencia de si el pre-
sunto responsable o su apoderado asisten o no a la 
misma.

Artículo 102. Recursos. Contra los actos que se 

El recurso de reposición procede contra el re-
chazo a la petición de negar la acumulación de ac-
tuaciones.

El recurso de reposición en subsidio el recurso 
de apelación procede contra la decisión que resuel-
ve las solicitudes de nulidad, la que deniegue la 
práctica de pruebas y contra el auto que decrete 
medidas cautelares, en este último caso el recurso 
se otorgará en el efecto devolutivo.

-
rido en audiencia proceden los recursos de reposi-
ción o apelación dependiendo de la cuantía deter-
minada en el auto de apertura e imputación.

El recurso de reposición procede cuando la 
cuantía del presunto daño patrimonial estimado 
en el auto de apertura e imputación, sea igual o 
inferior a la menor cuantía para contratación de la 
entidad afectada con los hechos y tendrá recurso 
de apelación cuando supere la suma señalada.

Estos recursos se interpondrán en la audiencia 
de decisión y serán resueltos dentro de los dos (2) 
meses siguientes, contados a partir del día siguien-
te a la sustentación del mismo.

Artículo 103. Medidas cautelares. En el auto de 
apertura e imputación, deberá ordenarse la inves-
tigación de bienes de las personas que aparezcan 
como posibles autores de los hechos que se están 
investigando y deberán expedirse de inmediato los 
requerimientos de información a las autoridades 
correspondientes.

-
ceso auditor, en forma simultánea con el auto de 
apertura e imputación, se proferirá auto mediante 
el cual se decretarán las medidas cautelares sobre 
los bienes de las personas presuntamente respon-
sables de un detrimento al patrimonio del Estado. 
Las medidas cautelares se ejecutarán antes de la 

El auto que decrete medidas cautelares, se no-
-

damente registradas y contra él sólo procederá el 
recurso de reposición, que deberá ser interpuesto, 
sustentado y resuelto en forma oral, en la audien-

Las medidas cautelares, estarán limitadas al va-
lor estimado del daño al momento de su decreto. 
Cuando la medida cautelar recaiga sobre sumas lí-
quidas de dinero, se podrá incrementar hasta en un 
cincuenta por ciento (50%) de dicho valor y de un 
ciento por ciento (100%) tratándose de otros bie-
nes, límite que se tendrá en cuenta para cada uno 
de los presuntos responsables, sin que el funciona-
rio que las ordene tenga que prestar caución.
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-
calizador, en cualquier momento del proceso o 
cuando el acto que estableció la responsabilidad 
se encuentre demandado ante la Jurisdicción com-
petente, siempre que exista previa constitución de 
garantía real, bancaria o expedida por una com-

del valor integral del daño estimado y probado por 
quien decretó la medida.

Artículo 104. . 

-
carán en forma personal, por aviso, por estrados o 
por conducta concluyente, con los siguientes pro-
cedimientos:

-
-

cio, según el caso, el auto de apertura e imputación 
y la providencia que resuelve los recursos de repo-
sición o de apelación contra el fallo con responsa-

-
ma prevista en los artículos 67 y 68 de la Ley 1437 
de 2011, y si ella no fuere posible se recurrirá a la 

de la misma Ley.
b) Las decisiones que se adopten en audiencia, 

inmediatamente se haga el pronunciamiento, se 
encuentren o no presentes en la audiencia.

En caso de no comparecer a la audiencia a pesar 
de haberse hecho la citación oportunamente, se en-

-

dentro de los dos (02) días siguientes a la fecha 

deberá hacer uso de los recursos, si a ello hubiere 
lugar.

-
ción o esta fuera irregular, la exigencia legal se 
entiende cumplida, para todos los efectos, cuan-

-

o cuando él mismo utiliza en tiempo los recursos 
procedentes.

Dentro del expediente se incluirá un registro 

tanto en audiencia como fuera de ella, para lo cual 
se podrá utilizar los medios técnicos idóneos.

d) La vinculación del garante, en calidad de ter-
cero civilmente responsable, se realizará mediante 
el envío de una comunicación. Cuando sea pro-
cedente la desvinculación del garante se llevará a 
cabo en la misma forma en que se vincula.

Artículo 105. Remisión a otras fuentes norma-
tivas. En los aspectos no previstos en la presente 
ley, se aplicarán las disposiciones de la Ley 610 de 
2000, en cuanto sean compatibles con la natura-
leza del proceso verbal establecido en la presente 
ley.

SUBSECCIÓN 2
MODIFICACIONES A LA REGULACIÓN  

DEL PROCEDIMIENTO ORDINARIO  
DE RESPONSABILIDAD FISCAL

Artículo 106. . En los procesos 
-

tegridad por lo dispuesto en la Ley 610 de 2000 

siguientes providencias: el auto de apertura del 
-
-

mera o única instancia; para estas providencias se 

aviso previsto para las actuaciones administrativas 
en la Ley 1437 de 2011. Las demás decisiones que 

por estado.
Artículo 107. Preclusividad de los plazos en el 

. 
Los plazos previstos legalmente para la práctica de 
las pruebas en la indagación preliminar y en la eta-
pa de investigación en los procesos de responsabi-

-
rán de valor las pruebas practicadas por fuera de 
los mismos. La práctica de pruebas en el proceso 

-
der de dos años contados a partir del momento en 

el proceso verbal dicho término no podrá exceder 
de un año.

Artículo 108. Perentoriedad para el decreto 
de pruebas en la etapa de descargos. Vencido el 
término para la presentación de los descargos des-

-
tente de la contraloría deberá decretar las pruebas 
a que haya lugar a más tardar dentro del mes si-
guiente. Será obligación de la Auditoría General 
de la República incluir la constatación del cumpli-
miento de esta norma como parte de sus progra-
mas de auditoría y derivar las consecuencias por 
su desatención.

Artículo 109. Oportunidad y requisitos de la 
solicitud de nulidad. La solicitud de nulidad podrá 

-
nal, la cual se resolverá dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la fecha de su presentación.

Contra el auto que decida sobre la solicitud de 
nulidad procederá el recurso de apelación, que se 

la decisión.
SUBSECCIÓN 3

DISPOSICIONES COMUNES AL PROCEDI-
MIENTO ORDINARIO Y AL PROCEDIMIEN-
TO VERBAL DE RESPONSABILIDAD FISCAL

Artículo 110. Instancias. El proceso de res-

la cuantía del presunto daño patrimonial estima-
do en el auto de apertura e imputación o de im-

sea igual o inferior a la menor cuantía para con-
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tratación de la respectiva entidad afectada con los 
hechos y será de doble instancia cuando supere la 
suma señalada.

Artículo 111. Procedencia de la cesación de la 
. En el trámite de los procesos de res-

-
nación anticipada de la acción cuando se acredite 
el pago del valor del detrimento patrimonial que 
está siendo investigado o por el cual se ha formula-
do imputación o cuando se haya hecho el reintegro 
de los bienes objeto de la pérdida investigada o im-
putada. Lo anterior sin perjuicio de la aplicación 
del principio de oportunidad.

Artículo 112. . Cuan-

convocarse a la celebración de una audiencia se 
citará oportunamente a las partes, al garante, testi-
gos, peritos y demás personas que deban intervenir 
en la actuación.

El presunto responsable y su apoderado si lo 
-

lidad de tercero civilmente responsable, tendrán 
la obligación procesal de señalar la dirección, el 
correo electrónico o cualquier otro medio idóneo 
de comunicación, en el cual se recibirán las cita-
ciones. Igualmente tendrán el deber de informar 
cualquier cambio que se presente en el curso del 
proceso. Cuando se haga un cambio de dirección, 
el funcionario responsable deberá hacer en forma 
inmediata el respectivo registro, so pena de san-
ción de conformidad con lo establecido en el Có-
digo Único Disciplinario. La omisión a este deber 
implicará que sean legalmente válidas las comu-
nicaciones que se envíen a la última dirección co-
nocida.

La citación debe indicar la clase de diligencia 
para la cual se le requiere, el lugar, la fecha y hora 
en donde se llevará a cabo y el número de radica-
ción de la actuación a la cual corresponde.

Artículo 113. Causales de impedimento y recu-
sación. Las únicas causales de impedimento y re-
cusación para los servidores públicos intervinien-
tes en el trámite de las indagaciones preliminares 

previstas para los jueces y magistrados en la Ley 
1437 de 2011.

Parágrafo transitorio. Mientras entra en vigen-
cia la Ley 1437 de 2011, las causales de impedi-
mento y recusación serán las previstas para los 
jueces y magistrados en el Código Contencioso 
Administrativo.

Artículo 114. Facultades de investigación de 
. Los organismos 

contarán con las siguientes facultades:
a) Adelantar las investigaciones que estimen 

convenientes para establecer la ocurrencia de he-
chos generadores de daño patrimonial al Estado 
originados en el menoscabo, disminución, perjui-
cio, detrimento, pérdida, o deterioro de los bienes 

-

-
tuna y que en términos generales no se aplique al 

-
ciales del Estado.

b) Citar o requerir a los servidores públicos, 
contratistas, interventores y en general a las perso-
nas que hayan participado, determinado, coadyu-
vado, colaborado o hayan conocido los hechos ob-
jeto de investigación.

c) Exigir a los contratistas, interventores y en 
general a las personas que hayan participado, de-
terminado, coadyuvado, colaborado o hayan cono-
cido los hechos objeto de investigación, la presen-
tación de documentos que registren sus operacio-
nes cuando unos u otros estén obligados a llevar 
libros registrados.

d) Ordenar a los contratistas, interventores y 
proveedores la exhibición y de los libros, compro-
bantes y documentos de contabilidad.

e) En general, efectuar todas las diligencias ne-
cesarias que conduzcan a la determinación de con-
ductas que generen daño al patrimonio público.

Parágrafo 1°. Para el ejercicio de sus funcio-
nes, las contralorías también están facultadas para 
ordenar que los comerciantes exhiban los libros, 
comprobantes y documentos de contabilidad, o 
atiendan requerimientos de información, con mi-
ras a realizar estudios de mercado que sirvan como 
prueba para la determinación de sobrecostos en la 
venta de bienes y servicios a las entidades públicas 
o privadas que administren recursos públicos.

Parágrafo 2°. La no atención de estos requeri-
mientos genera las sanciones previstas en el Ar-
tículo 101 de la Ley 42 de 1993. En lo que a los 

cinco (5) y diez (10) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes.

Artículo 115. Facultades especiales. Los Orga-
nismos de Vigilancia y Control Fiscal crearán un 
grupo especial de reacción inmediata con las facul-
tades de policía judicial previstas en la Ley 610 de 
2000, el cual actuará dentro de cualquier proceso 
misional de estos Organismos y con la debida di-
ligencia y cuidado en la conservación y cadena de 
custodia de las pruebas que recauden en aplicación 
de las funciones de policía judicial en armonía con 
las disposiciones del Código de Procedimiento Pe-
nal en cuanto sean compatibles con la naturaleza 
de las mismas. Estas potestades deben observar las 
garantías constitucionales previstas en el artículo 
29 de la Constitución Política.

Artículo 116. Utilización de medios tecnoló-
gicos. Las pruebas y diligencias serán recogidas 
y conservadas en medios técnicos. Así mismo, la 
evacuación de audiencias, diligencias en general 
y la práctica de pruebas pueden llevarse a cabo en 
lugares diferentes a la sede del funcionario compe-
tente para adelantar el proceso, a través de medios 
como la audiencia o comunicación virtual, siem-
pre que otro servidor público controle material-
mente su desarrollo en el lugar de su evacuación. 
De ello se dejará constancia expresa en el acta de 
la diligencia.



Página 30 Miércoles, 6 de julio de 2011 GACETA DEL CONGRESO  483

número de fax o a la dirección de correo electróni-
co del investigado o de su defensor, si previamente 

en la fecha que aparezca en el reporte del fax o en 
que el correo electrónico sea enviado. La respecti-
va constancia será anexada al expediente.

Artículo 117. Informe técnico. Los órganos de 

funcionarios para que rindan informes técnicos que 
se relacionen con su profesión o especialización. 
Así mismo, podrán requerir a entidades públicas o 
particulares, para que en forma gratuita rindan in-
formes técnicos o especializados que se relacionen 
con su naturaleza y objeto. Estas pruebas estarán 
destinadas a demostrar o ilustrar hechos que inte-
resen al proceso. El informe se pondrá a disposi-
ción de los sujetos procesales para que ejerzan su 
derecho de defensa y contradicción, por el término 
que sea establecido por el funcionario competente, 
de acuerdo con la complejidad del mismo.

El incumplimiento de ese deber por parte de las 
entidades públicas o particulares de rendir infor-
mes, dará lugar a la imposición de las sanciones 
indicadas en el artículo 101 de la Ley 42 de 1993. 

se tasará entre cinco (5) y veinticinco (25) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes.

Artículo 118. Determinación de la culpabilidad 
. El gra-

do de culpabilidad para establecer la existencia de 

con dolo cuando por los mismos hechos haya sido 
condenado penalmente o sancionado disciplina-
riamente por la comisión de un delito o una falta 
disciplinaria imputados a ese título.

culpa grave en los siguientes eventos:
a) Cuando se hayan elaborado pliegos de con-

diciones o términos de referencia en forma incom-
pleta, ambigua o confusa, que hubieran conducido 
a interpretaciones o decisiones técnicas que afec-
taran la integridad patrimonial de la entidad con-
tratante.

-
da del deber de efectuar comparaciones de precios, 
ya sea mediante estudios o consultas de las condi-
ciones del mercado o cotejo de los ofrecimientos 

-
jetiva ofertas que superen los precios del mercado.

c) Cuando se haya omitido el cumplimiento de 
las obligaciones propias de los contratos de inter-
ventoría o de las funciones de supervisión, tales 
como el adelantamiento de revisiones periódicas 
de obras, bienes o servicios, de manera que no se 
establezca la correcta ejecución del objeto contrac-
tual o el cumplimiento de las condiciones de ca-
lidad y oportunidad ofrecidas por los contratistas.

d) Cuando se haya incumplido la obligación 
de asegurar los bienes de la entidad o la de hacer 
exigibles las pólizas o garantías frente al acaeci-
miento de los siniestros o el incumplimiento de los 
contratos.

e) Cuando se haya efectuado el reconocimiento 
de salarios, prestaciones y demás emolumentos y 
haberes laborales con violación de las normas que 
rigen el ejercicio de la función pública o las rela-
ciones laborales.

Artículo 119. Solidaridad. En los procesos de 
-

ciones de repetición en los cuales se demuestre la 
existencia de daño patrimonial para el Estado pro-
veniente de sobrecostos en la contratación u otros 
hechos irregulares, responderán solidariamente 
el ordenador del gasto del respectivo organismo 
o entidad contratante con el contratista, y con las 
demás personas que concurran al hecho, hasta la 
recuperación del detrimento patrimonial.

Artículo 120. Pólizas. Las pólizas de seguros 
por las cuales se vincule al proceso de responsa-

-
vilmente responsable, prescribirán en los plazos 
previstos en el artículo 9° de la Ley 610 de 2000.

SECCIÓN SEGUNDA
MEDIDAS PARA EL FORTALECIMIENTO 

DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN  
DE CONTROL FISCAL

Artículo 121. Alianzas estratégicas. Las contra-
lorías territoriales realizarán alianzas estratégicas 
con la academia y otras organizaciones de estu-
dios e investigación social para la conformación 
de equipos especializados de veedores ciudadanos, 

-
tación de las políticas públicas y los recursos del 
erario comprometidos en su ejecución.

Artículo 122. Control excepcional. Cuando a 
través de las Comisiones Constitucionales Per-
manentes del Congreso se solicite a la Contraloría 
General de la República, ejercer el control excep-
cional de las investigaciones que se estén adelan-

-
rial correspondiente, quien así lo solicitare deberá:

1. Presentar un informe previo y detallado en el 
cual sustente las razones que fundamentan la soli-
citud.

2. La solicitud debe ser aprobada por la ma-
yoría absoluta de la Comisión Constitucional a la 
cual pertenece.

Parágrafo. Si la solicitud fuere negada esta no 
podrá volver a presentarse hasta pasado un año de 
la misma.

Artículo 123. Articulación con el ejercicio del 
control político -
vos producidos por las contralorías serán remitidos 
a las Corporaciones de elección popular que ejer-
zan el control político sobre las entidades vigila-
das. En las citaciones que dichas entidades hagan 
a servidores públicos para debates sobre temas que 
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hayan sido materia de vigilancia en el proceso au-
ditor deberá invitarse al respectivo contralor para 
que exponga los resultados de la auditoría.

Artículo 124. Regulación del proceso auditor. 
La regulación de la metodología del proceso audi-
tor por parte de la Contraloría General de la Repú-
blica y de las demás contralorías, tendrá en cuenta 
la condición instrumental de las auditorías de re-
gularidad respecto de las auditorías de desempeño, 
con miras a garantizar un ejercicio integral de la 
función auditora.

Artículo 125. Efecto del control de legalidad. 
Cuando en ejercicio del control de legalidad la 
Contraloría advierta el quebrantamiento del prin-
cipio de legalidad, promoverá en forma inmediata 
las acciones constitucionales y legales pertinen-
tes y solicitará de las autoridades administrativas 
y judiciales competentes las medidas cautelares 
necesarias para evitar la consumación de un daño 
al patrimonio público, quienes le darán atención 
prioritaria a estas solicitudes.

Artículo 126. Sistemas de información. La Con-
traloría General de la República, las Contralorías 
territoriales y la Auditoría General de la Repúbli-
ca, a través del Sistema Nacional de Control Fiscal, 
Sinacof, levantarán el inventario de los sistemas 
de información desarrollados o contratados hasta 
la fecha de la entrada en vigencia de la presente ley 
por parte de las Contralorías territoriales para el 

la integración de los sistemas existentes y permita 
la incorporación de nuevos desarrollos previamen-
te convenidos y concertados por los participantes 
de dicho sistema.

Artículo 127. 
. La Auditoría General de la Repúbli-

ca constatará la medición efectuada por las con-
-

cicio de su función, para lo cual tendrá en cuenta 
que se trate de acciones evidenciadas debidamente 
comprobadas, que correspondan al seguimiento de 
acciones establecidas en planes de mejoramiento 
o que sean producto de observaciones, hallazgos, 
pronunciamientos o advertencias efectuados por la 

y que exista una relación directa entre la acción de 

Artículo 128. Fortalecimiento institucional 
de la Contraloría General de la República. Con 

corrupción, créanse dentro de la estructura de la 
Contraloría General de la República la Unidad de 
Investigaciones Especiales contra la Corrupción, 
la Unidad de Cooperación Nacional e Internacio-
nal de Prevención, Investigación e Incautación de 
Bienes, la Unidad de Apoyo Técnico al Congreso 
y la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecno-
lógico e Informático, las cuales estarán adscritas al 
despacho del Contralor General y serán dirigidas 
por un Jefe de Unidad del mismo nivel de los jefes 

En la Unidad de Investigaciones Especiales 
contra la Corrupción, créanse once (11) cargos de 
Contralor delegado intersectoriales, quienes desa-

-
tar auditorías especiales o investigaciones relacio-
nadas con hechos de impacto nacional que exijan 
la intervención inmediata de la entidad por el ries-
go inminente de pérdida o afectación indebida del 
patrimonio público o para establecer la ocurrencia 

recaudar y asegurar las pruebas para el adelanta-
miento de los procesos correspondientes.

La Unidad de Cooperación Nacional e Interna-
cional de Prevención, Investigación e Incautación 
de Bienes estará conformada por servidores públi-
cos de la planta de personal de la entidad, asigna-
dos en misión a la misma, y tendrá como función 
principal la promoción e implementación de trata-
dos, acuerdos o convenios con entidades interna-
cionales o nacionales para obtener el intercambio 
de información, pruebas y conocimientos por parte 
de personal experto o especializado que permita 
detectar bienes, cuentas, inversiones y otros acti-
vos de personas naturales o jurídicas investigadas 
o responsabilizadas por la causación de daños al 
patrimonio público para solicitar el decreto de me-
didas cautelares en el trámite de los procesos de 

acciones de repetición.
La Unidad de Apoyo Técnico al Congreso 

prestará asistencia técnica a las plenarias, las co-
misiones constitucionales y legales, las bancadas 
parlamentarias y los senadores y representantes a 
la Cámara para el ejercicio de sus funciones legis-
lativa y de control político, mediante el suministro 
de información que no tenga carácter reservado, 
el acompañamiento en el análisis, evaluación y la 
elaboración de proyectos e informes especialmen-

presupuestales, así como la canalización de las de-
nuncias o quejas de origen parlamentario.

La Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tec-
nológico e Informático prestará apoyo profesional 
y técnico para la formulación y ejecución de las 
políticas y programas de seguridad de los servi-
dores públicos, de los bienes y de la información 
de la entidad; llevará el inventario y garantizará 
el uso adecuado y mantenimiento de los equipos 
de seguridad adquiridos o administrados por la 
Contraloría; promoverá la celebración de conve-
nios con entidades u organismos nacionales e in-
ternacionales para garantizar la protección de las 

-
cialidad e integridad de los datos manejados por la 
institución.

Para los efectos anteriores, créanse dentro de la 
planta global de la Contraloría General de la Re-
pública dos cargos de director grado 03, cinco (5) 
cargos de profesional universitario grado 02 y tres 
(3) cargos asistenciales grado 04, de libre nombra-
miento y remoción.
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Para la vigilancia de los recursos públicos de 
la Nación administrados en forma desconcentrada 
en el nivel territorial o transferidos a las entida-
des territoriales y sobre los cuales la Contraloría 
General de la República ejerza control prevalente 
o concurrente, organícense en cada departamento 
gerencias departamentales colegiadas, conforma-
das por un gerente departamental y no menos de 
dos contralores provinciales. Con la misma estruc-
tura, organícese para el Distrito Capital una geren-
cia distrital colegiada.

El número de contralores provinciales a nivel 
nacional será de 75 y su distribución entre las ge-
rencias departamentales y la distrital la efectuará 
el Contralor General de la República en atención 
al número de municipios, el monto de los recursos 
auditados y nivel de riesgo en las entidades vigi-
ladas.

Las gerencias departamentales y Distrital cole-
giadas, serán competentes para:

a) Elaborar el componente territorial del plan 
general de auditoría de acuerdo con los lineamien-

y en coordinación con las Contralorías delegadas.

c) Resolver las controversias derivadas del ejer-
cicio del proceso auditor.

d) Determinar la procedencia de la iniciación de 

de medidas cautelares.
e) Las demás que establezca el Contralor Gene-

ral de la República por resolución orgánica.
Parágrafo 1º. Para los efectos previstos en este 

artículo, los servidores públicos de la Contraloría 
General de la República que tengan la calidad o 
ejerzan la función de contralores delegados, con-
tralores provinciales, directores, supervisores, 
coordinadores, asesores, profesionales o tecnólo-
gos podrán hacer parte de los grupos o equipos de 
auditoría.

Parágrafo 2º. Los gastos que demande la apli-
cación de lo dispuesto en el presente artículo serán 
atendidos con los recursos del presupuesto de la 
respectiva vigencia y para el año 2011 no implican 
una erogación adicional. La Contraloría General 
de la República efectuará los traslados necesarios.

SECCIÓN TERCERA
MEDIDAS ESPECIALES PARA EL FORTALE-
CIMIENTO DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN 

DE CONTROL FISCAL TERRITORIAL
Artículo 129. Planeación estratégica en las 

contralorías territoriales. Cada Contraloría depar-
tamental, distrital o municipal elaborará su plan 
estratégico institucional para el período del res-
pectivo Contralor, el cual deberá ser adoptado a 
más tardar dentro de los tres meses siguientes a su 
posesión.

La planeación estratégica de estas entidades se 
armonizará con las actividades que demanda la 
implantación del modelo estándar de control inter-

no y el sistema de gestión de calidad en la gestión 
pública y tendrá en cuenta los siguientes criterios 

-
ferentes a su actividad misional:

a) Reconocimiento de la ciudadanía como prin-
-

to de partida y de llegada del ejercicio del control 

b) Componente misional del plan estratégico en 
función de la formulación y ejecución del Plan de 
Desarrollo de la respectiva entidad territorial.

c) Medición permanente de los resultados e im-
pactos producidos por el ejercicio de la función de 

d) Énfasis en el alcance preventivo de la fun-
-

miento de los sistemas de control interno y en la 
formulación y ejecución de planes de mejoramien-
to por parte de los sujetos vigilados.

e) Desarrollo y aplicación de metodologías que 
permitan el ejercicio inmediato del control poste-
rior y el uso responsable de la función de adver-
tencia.

f) Complementación del ejercicio de la función 

los grupos de interés ciudadanos y con el apoyo 
directo a las actividades de control macro y micro 
mediante la realización de alianzas estratégicas.

Artículo 130. Metodología para el proceso au-
ditor en el nivel territorial. La Contraloría General 
de la República, con la participación de represen-
tantes de las Contralorías territoriales a través del 
Sistema Nacional de Control Fiscal, Sinacof, faci-
litará a las Contralorías Departamentales, distrita-
les y municipales una versión adaptada a las nece-
sidades y requerimientos propios del ejercicio de 

la metodología para el proceso auditor, se encarga-
rá de su actualización y apoyará a dichas entidades 
en el proceso de capacitación en el conocimiento y 
manejo de esta herramienta. La Auditoría General 

mandato legal.
CAPÍTULO IX

Artículo 131. . Lo 
dispuesto en la presente ley también se aplicará a 

-
na que gestione intereses de personas jurídicas que 
tengan su domicilio fuera del territorio nacional.

Artículo 132. Caducidad y prescripción de la 
acción disciplinaria. El artículo 30 de la Ley 734 
de 2002, quedará así:

“La acción disciplinaria caducará si transcurri-
dos cinco (5) años desde la ocurrencia de la falta, 
no se ha proferido auto de apertura de investiga-
ción disciplinaria. Este término empezará a con-
tarse para las faltas instantáneas desde el día de 
su consumación, para las de carácter permanente 
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o continuado desde la realización del último hecho 
o acto y para las omisivas cuando haya cesado el 
deber de actuar.

La acción disciplinaria prescribirá en cinco (5) 
años contados a partir del auto de apertura de la 
acción disciplinaria. Cuando fueren varias las con-
ductas juzgadas en un mismo proceso la prescrip-
ción se cumple independientemente para cada una 
de ellas.

Parágrafo. Los términos prescriptivos aquí pre-
vistos quedan sujetos a lo establecido a los trata-

Artículo 133. El artículo 106 de la Ley 1438 de 
2011, quedará así:

“ Prohibición de prebendas o 
dádivas a trabajadores en el sector de la salud. 
Queda expresamente prohibida la promoción u 
otorgamiento de cualquier tipo de prebendas, dá-
divas a trabajadores de las entidades del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud y trabajado-
res independientes, sean estas en dinero o en espe-
cie, por parte de las Entidades Promotoras de Sa-
lud, Instituciones Prestadoras de Salud, empresas 
farmacéuticas productoras, distribuidoras, comer-
cializadoras u otros, de medicamentos, insumos, 
dispositivos y equipos, que no esté vinculado al 
cumplimiento de una relación laboral contractual 
o laboral formalmente establecida entre la institu-
ción y el trabajador de las entidades del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud.

Parágrafo 1°. Las empresas o instituciones que 
incumplan con lo establecido en el presente artícu-
lo serán sancionadas con multas que van de 100 a 
500 smmlv, multa que se duplicará en caso de rein-
cidencia. Estas sanciones serán tenidas en cuenta 
al momento de evaluar procesos contractuales con 
el Estado y estarán a cargo de las entidades de Ins-
pección, Vigilancia y Control con respecto a los 
sujetos vigilados por cada una de ellas.

Parágrafo 2°. Los trabajadores de las entidades 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud 

-
rán investigados por las autoridades competentes. 
Lo anterior, sin perjuicio de las normas disciplina-
rias vigentes”.

Artículo 134. El artículo 411 del Código Penal 
quedará con parágrafo que dirá:

Parágrafo. Los miembros de corporaciones 
públicas no incurrirán en este delito cuando inter-
vengan ante servidor público o entidad estatal en 
favor de la comunidad o región.

CAPÍTULO X
Vigencia

Artículo 135. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga las normas que 
le sean contrarias.

Los miembros de la Comisión de Conciliación 
decidimos acoger el texto aprobado por la hono-
rable Cámara de Representantes, salvo su artículo 
108, denominado Aplicación del Estatuto Contrac-

tual, precepto en el cual acogemos el texto apro-
bado por el Senado de la República. De la misma 
forma, se acoge el texto del artículo 5° aprobado 
en Senado, denominado inhabilidad para que ex 
empleados públicos contraten con el Estado.

La Presidencia indica a la Secretaría continuar 
con el siguiente Informe de Conciliación.

por medio de la cual se re-
forma el Código Penal, el Código de Procedimien-
to Penal, el Código de Infancia y Adolescencia, 
las reglas sobre extinción de dominio y se dictan 
otras disposiciones en materia de seguridad.

Los honorables Senadores Félix José Vale-
ra Ibáñez, Héctor Julio Alfonso López y Antonio 
Guerra de la Espriella, quienes radican por Secre-
taría las siguientes constancias:

Constancia
Presidente.

Armando Benedetti.
Dejo constancia de mi retiro para la votación 

del Informe de Conciliación del Proyecto número 
164 de 2010 Senado, 160 de 2010 Cámara.

Félix José Valera Ibáñez.
1º. VI. 2010
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Constancia
Siendo las ______ quiero dejar constancia de 

mi retiro del recinto del Senado de la Sesión Ple-
naria del día de hoy, miércoles 1° de junio de 2011, 
en el momento en el cual se está considerando, dis-
cutiendo y votando el informe de conciliación del 
Proyecto de ley número 164 de 2010 Senado, 160 
de 2010 Cámara, por medio de la cual se refor-
ma el Código Penal, el Código de Procedimiento 
Penal, el Código de Infancia y Adolescencia, las 
reglas sobre extinción de dominio y se dictan otras 
disposiciones en materia de Seguridad, por tener 
una investigación preliminar en la Corte Suprema 
de Justicia. 

Héctor Julio Alfonso López,
Senador de la República.

* * *
Constancia

Dejo expresa constancia de mi retiro del re-
cinto antes de iniciarse la discusión y votaciones 
correspondientes a la aprobación del Proyecto de 

Senado, por la cual se reforma el Código Penal, 
el Código de Procedimiento Penal, el Código de 
Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extinción 
de dominio y se dictan otras disposiciones en ma-
teria de seguridad, según los motivos expresados 
en el impedimento radicado.

Atentamente, 
Antonio Guerra de la Espriella,

Senador de la República.
* * *

Bogotá, D. C., junio 1° de 2011
Doctor 
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA 
Presidente 
Honorable Senado de la República 
Señor Presidente:
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 

286, 291, 292, de la Ley 5ª de 1992, por medio 
del presente escrito le solicito, dar curso a la pre-
sente petición de impedimento para participar en 
los debates deliberaciones y votaciones correspon-
dientes a la aprobación del Proyecto de ley núme-

por la cual se reforma el Código Penal, el Código 
de Procedimiento Penal, el Código de Infancia y 
Adolescencia, las reglas sobre extinción de domi-
nio y se dictan otras disposiciones en materia de 
seguridad.

La presente solicitud de aprobación de impe-
dimento, la realizó en consideración a que en la 
Corte Suprema de Justicia se encuentra en trámite 
investigación preliminar a mi nombre.

Cordialmente,
Antonio Guerra de la Espriella,

Honorable Senador de la República.

Por Secretaría se da lectura al Informe de Me-
diación que acordaron las Comisiones designadas 
por los Presidentes de ambas Corporaciones, para 
conciliar las discrepancias surgidas en la aproba-
ción del Proyecto de ley número 164 de 2010 Se-
nado, 160 de 2010 Cámara, por medio de la cual 
se reforma el Código Penal, el Código de Procedi-
miento Penal, el Código de Infancia y Adolescen-
cia, las reglas sobre extinción de dominio y se dic-
tan otras disposiciones en materia de seguridad.

La Presidencia somete a consideración de la 
plenaria el Informe de Conciliación leído y, cerra-
da su discusión, esta le imparte su aprobación.

Aprobado 1° de junio de 2011
INFORME DE CONCILIACIÓN  

 

por medio de la cual se reforman el Código Penal, 
el Código de Procedimiento Penal, el Código de 
Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extin-
ción de dominio y se dictan otras disposiciones en  

materia de seguridad.
Bogotá, D. C., mayo 31 de 2011
Doctores
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA
Presidente Senado de la República
CARLOS ALBERTO ZULUAGA
Presidente Cámara de Representantes
Congreso de la República
La ciudad
Referencia: Informe de conciliación al Pro-

yecto de ley número 160 de 2010 Cámara, 164 de 
2010 Senado, por medio de la cual se reforman el 
Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, 
el Código de Infancia y Adolescencia, las Reglas 
sobre Extinción de Dominio y se dictan otras dis-
posiciones en materia de Seguridad.

Apreciados señores Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por 

las Presidencias del Senado y de Cámara y de con-
formidad con los artículos 161 de la Constitución 
Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos 
Senador y Representante integrantes de la comi-
sión Accidental de Conciliación, nos permitimos 
someter, por su conducto, a consideración de las 
plenarias del Senado y de la Cámara de Represen-
tantes para continuar su trámite correspondiente, 
el texto conciliado del proyecto de ley de la refe-
rencia.

-
ción, después de un análisis hemos concluido que 
el texto aprobado por la honorable Cámara recoge 
lo aprobado en Senado e incorpora algunas dis-
posiciones aprobadas por las diferentes bancadas. 
Por lo anterior, hemos decidido acoger en su tota-
lidad el texto aprobado en segundo debate por la 
Plenaria de la Cámara, así como el titulo aprobado 
por esta.
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El texto aprobado por la Plenaria de la Cámara, 
en materia de Responsabilidad Penal de los Ado-
lescentes recoge el estándar de las convenciones 
internacionales, además incorpora algunas medi-
das acordadas con las diferentes bancadas y con 
el Ministerio Público, en el sentido de la duración 
de la sanción privativa de la libertad y del cumpli-
miento total de la misma, así como las condiciones 
que deben cumplir los Centros de Atención Espe-
cializada.

De igual manera, se incluyen en este texto nue-
vas disposiciones sobre la extinción de dominio 
que permiten hacer el proceso expedito, acercán-
dolo al Procedimiento Civil. Se incluyeron además 
en este texto algunos nuevos tipos penales como el 

-
dad, entre otros.

A continuación, el texto conciliado:
TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO  

por medio de la cual se reforman el Código Penal, 
el Código de Procedimiento Penal, el Código de 
Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extin-
ción de dominio y se dictan otras disposiciones en  

materia de seguridad.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Medidas penales para garantizar  
la seguridad ciudadana

Artículo 1°. Vigilancia de la detención domici-
liaria. El inciso 2° del artículo 38 de la Ley 599 de 
2000 quedará así:

El control sobre esta medida sustitutiva será 
ejercido por la autoridad judicial que conozca del 
asunto o vigile la ejecución de la sentencia, con 
apoyo del Instituto Nacional Penitenciario y Car-
celario, organismo que adoptará mecanismos de 
vigilancia electrónica o de visitas periódicas a la 
residencia del penado, según su competencia le-
gal, entre otros, y que serán indicados por la au-

la pena, de lo cual informará al despacho judicial 
respectivo.

Artículo 2°. Sistema de información sobre la 
prisión domiciliaria. El artículo 38 de la Ley 599 
de 2000 tendrá un parágrafo, el cual quedará así:

Parágrafo. El Instituto Nacional Penitenciario 
y Carcelario, suministrará la información de las 
personas cobijadas con esta medida a la Policía 
Nacional, mediante un Sistema único de informa-
ción de conformidad con los parámetros que para 
tal efecto establezca el Ministerio del Interior y de 
Justicia en coordinación con estas entidades, den-
tro de los seis (6) meses siguientes a la expedición 
de esta ley.

Artículo 3°. Vigilancia Electrónica. El artículo 
38A de la Ley 599 de 2000 quedará así:

Sistemas de vigilancia electró-
nica como sustitutivos de la prisión. El Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad po-
drá ordenar la utilización de sistemas de vigilancia 
electrónica durante la ejecución de la pena, como 
sustitutivos de la prisión, siempre que concurran 
los siguientes presupuestos:

1. Que la pena impuesta en la sentencia no su-
pere los ocho (8) años de prisión.

2. Que la pena impuesta no sea por delitos de 
genocidio, contra el Derecho Internacional Hu-
manitario, desaparición forzada, secuestro extor-

menores de edad, uso de menores de edad para 

de personas, delitos contra la libertad, integridad 
y formación sexuales, extorsión, concierto para 
delinquir agravado, lavado de activos, terrorismo, 

-

actividades de delincuencia organizada, adminis-
tración de recursos con actividades terroristas y de 

-
mo y administración de recursos relacionados con 
actividades terroristas, delitos relacionados con el 

porte de armas y municiones de uso privativo de 

de armas de fuego, municiones o explosivos y de-
litos contra la administración pública, salvo delitos 
culposos.

3. Que la persona no haya sido condenada por 
delito doloso o preterintencional dentro de los cin-
co (5) años anteriores.

4. Que el desempeño personal, laboral, familiar 
o social del condenado permita al Juez deducir se-
ria, fundada y motivadamente que no colocará en 
peligro a la comunidad y que no evadirá el cumpli-
miento de la pena.

5. Que se realice o asegure el pago de la multa 
mediante garantía personal, prendaria, bancaria o 
mediante acuerdo, salvo cuando se demuestre que 
está en incapacidad material de hacerlo teniendo 
en cuenta sus recursos económicos y obligaciones 
familiares.

6. Que sean reparados los daños ocasionados 

o se asegure su pago mediante garantía personal, 
prendaria, bancaria o mediante acuerdo, salvo 
cuando se demuestre que está en incapacidad ma-
terial de hacerlo teniendo en cuenta sus recursos 
económicos y obligaciones familiares.

7. Que se garantice mediante caución el cum-
plimiento de las siguientes obligaciones, las cuales 
deberán constar en un acta de compromiso:

a) Observar buena conducta;
b) No incurrir en delito o contravención mien-

tras dure la ejecución de la pena;
c) Cumplir con las restricciones a la libertad de 

locomoción que implique la medida;
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d) Comparecer ante quien vigile el cumplimien-
to de la ejecución de la pena cuando fuere reque-
rido para ello.

El incumplimiento de las obligaciones impues-
tas en el acta de compromiso dará lugar a la revo-
catoria de la medida sustitutiva por parte del Juez 
de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.

una anterior oportunidad, de la medida sustitutiva 
de pena privativa de la libertad.

Parágrafo 1°. El juez al momento de ordenar la 
sustitución deberá tener en cuenta el núcleo fami-
liar de la persona y el lugar de residencia.

Parágrafo 2°. La persona sometida a vigilancia 
electrónica podrá solicitar la redención de pena 
por trabajo o educación ante el Juez de Ejecución 
de Penas y Medidas de Seguridad, de acuerdo a lo 
señalado en el Código Penitenciario y Carcelario.

Parágrafo 3°. Quienes se encuentren en deten-
ción preventiva en establecimiento carcelario bajo 
el régimen de la Ley 600 de 2000 podrán ser des-
tinatarios de los sistemas de vigilancia electrónica, 
previo cumplimiento de los presupuestos estable-
cidos en el artículo 314 de la Ley 906 de 2004.

Parágrafo 4°. El Instituto Nacional Penitencia-
rio y Carcelario, suministrará la información de 
las personas cobijadas con esta medida a la Policía 
Nacional, mediante el sistema de información que 
se acuerde entre estas entidades, dentro de los seis 
meses siguientes a la expedición de esta ley.

Este artículo será reglamentado por el Gobier-
no Nacional para garantizar las apropiaciones del 
gasto que se requieran para la implementación del 
citado sistema de vigilancia electrónica dentro de 
los 60 días siguientes a su sanción.

Artículo 4°. La Ley 906 tendrá un artículo 
305A, el cual quedará así:

Registro nacional de órdenes 
de captura. Existirá un registro único nacional en 
el cual deberán inscribirse todas las órdenes de 
captura proferidas en el territorio nacional y que 
deberá estar disponible para las autoridades que 
ejerzan funciones de policía judicial y la Fiscalía 
General de la Nación. El gobierno reglamentará la 
materia.

Artículo 5°. Registro nacional de permisos re-
lacionados con armas de fuego. Adiciónese un pa-
rágrafo al artículo 20 Decreto 2535 de 1993 “Por 
el cual se expiden normas sobre armas, municio-
nes y explosivos”, el cual quedará así:

Parágrafo. El Departamento de Control de Co-
mercio de Armas, Municiones y Explosivos del 
Comando General de las Fuerzas Militares tendrá 
a su cargo la organización y administración de un 
registro en el cual deberán inscribirse todos los 
permisos previstos en este artículo o en las normas 

disponible para las autoridades que ejerzan funcio-
nes de policía judicial.

Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 188C, el cual 
quedará así:

Artículo 188C. -
lescentes. El que intervenga en cualquier acto o 
transacción en virtud de la cual un niño, niña o 

precio en efectivo o cualquier otra retribución a 
una persona o grupo de personas, incurrirá en pri-
sión de treinta (30) a sesenta (60) años y una multa 
de mil (1.000) a dos mil (2.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. El consentimiento 
dado por la víctima o sus padres, o representantes 
o cuidadores no constituirá causal de exoneración 
ni será una circunstancia de atenuación punitiva 
de la responsabilidad penal. La pena descrita en el 
primer inciso se aumentará de una tercera parte a 
la mitad, cuando:

1. Cuando la víctima resulte afectada física o 
síquicamente, o con inmadurez mental, o trastorno 
mental, en forma temporal o permanente.

2. El responsable sea pariente hasta el tercer 

primero civil del niño, niña o adolescente.
3. El autor o partícipe sea un funcionario que 

preste servicios de salud o profesionales de la sa-
lud, servicio doméstico y guarderías.

4. El autor o partícipe sea una persona que ten-
ga como función la protección y atención integral 
del niño, la niña o adolescente.

Artículo 7°. La Ley 599 de 2000 tendrá un artí-
culo nuevo 188D, cuyo texto es el siguiente:

Artículo 188D. Uso de menores de edad para 
la comisión de delitos. El que induzca, facilite, uti-
lice, constriña, promueva o instrumentalice a un 
menor de 18 años a cometer delitos o promueva 
dicha utilización, constreñimiento, inducción, o 
participe de cualquier modo en las conductas des-
critas, incurrirá por este solo hecho, en prisión de 
diez (10) a diez y veinte (20) años.

El consentimiento dado por el menor de 18 años 
no constituirá causal de exoneración de la respon-
sabilidad penal.

La pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad si se trata de menor de 14 años de edad.

La pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad en los mismos eventos de agravación del ar-
tículo 188C.

Artículo 8°. Utilización ilícita de redes de co-
municaciones. El artículo 197 de la Ley 599 de 
2000, quedará así:

Utilización ilícita de redes de 
comunicaciones. 
haga uso de equipos terminales de redes de comu-
nicaciones o de cualquier medio electrónico dise-
ñado o adaptado para emitir o recibir señales, in-
currirá, por esta sola conducta, en prisión de cuatro 
(4) a ocho (8) años.



GACETA DEL CONGRESO  483  Miércoles, 6 de julio de 2011 Página 37

La pena se duplicará cuando la conducta des-
-

rroristas.
Artículo 9°. Usurpación fraudulenta de inmue-

bles. Modifíquese el artículo 261 de la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así:

Usurpación de inmuebles. El que 
para apropiarse en todo o en parte de bien inmue-
ble, o para derivar provecho de él destruya, altere, 

-
deros, o los cambie de sitio, incurrirá en prisión 
de cuarenta y ocho (48) a cincuenta y cuatro (54) 
meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) 
a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Si con el mismo propósito se desarrollan accio-
nes jurídicas induciendo a error o con la compli-
cidad, favorecimiento o coautoría de la autoridad 
notarial o de registro de instrumentos públicos, la 
pena será de prisión entre cuatro y diez años.

La pena se duplicará, si la usurpación se desa-
rrolla mediante el uso de la violencia o valiéndose 
de cualquiera de las conductas establecidas en el 
Título XII de este libro.

Artículo 10. El artículo 359 de la Ley 599 de 
2000 quedará así:

Empleo o lanzamiento de sustan-
cias u objetos peligrosos. El que emplee, envíe, 

locomoción, o en lugar público o abierto al públi-
co, sustancia u objeto de los mencionados en el ar-
tículo precedente, incurrirá en prisión de dieciséis 
(16) a noventa (90) meses, siempre que la conduc-
ta no constituya otro delito.

Si la conducta se comete al interior de un esce-
nario deportivo o cultural, además se incurrirá en 
multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos le-
gales mensuales vigentes y en prohibición de acu-
dir al escenario cultural o deportivo por un periodo 
entre seis (6) meses, y tres (3) años.

La pena será de ochenta (80) a ciento ochenta 
(180) meses de prisión y multa de ciento treinta y 
cuatro (134) a setecientos cincuenta (750) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, cuando la 

de miembros de la fuerza pública.
La pena se aumentará de una tercera parte a la 

mitad cuando el objeto lanzado corresponda a ar-
tefactos explosivos, elementos incendiarios, o sus-
tancias químicas que pongan en riesgo la vida, la 
integridad personal o los bienes.

El que porte o ingrese armas blancas u obje-
tos peligrosos al interior de un escenario deportivo 
o cultural incurrirá en multa de cinco (5) a diez 
(10) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
y prohibición de acudir al escenario deportivo o 
cultural de seis (6) meses a tres (3) años.

Artículo 11. 
estupefacientes. El artículo 376 de la Ley 599 de 
2000 quedará así:

estupefacientes. El que sin permiso de autoridad 
competente, introduzca al país, así sea en tránsito 
o saque de él, transporte, lleve consigo, almacene, 

-
cie o suministre a cualquier título sustancia estu-
pefaciente, sicotrópica o drogas sintéticas que se 
encuentren contempladas en los cuadros uno, dos, 
tres y cuatro del Convenio de las Naciones Unidas 
sobre sustancias sicotrópicas, incurrirá en prisión 
de ciento veintiocho (128) a trescientos sesenta 
(360) meses y multa de mil trescientos treinta y 
cuatro (1.334) a cincuenta mil (50.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

Si la cantidad de droga no excede de mil (1.000) 
gramos de marihuana, doscientos (200) gramos de 
hachís, cien (100) gramos de cocaína o de sustan-
cia estupefaciente a base de cocaína o veinte (20) 
gramos de derivados de la amapola, doscientos 
(200) gramos de droga sintética, sesenta (60) gra-
mos de nitrato de amilo, sesenta (60) gramos de 
ketamina y GHB, la pena será de sesenta y cuatro 
(64) a ciento ocho (108) meses de prisión y multa 
de dos (2) a ciento cincuenta (150) salarios míni-
mos legales mensuales vigentes.

Si la cantidad de droga excede los límites máxi-
mos previstos en el inciso anterior sin pasar de 
diez mil (10.000) gramos de marihuana, tres mil 
(3.000) gramos de hachís, dos mil (2.000) gramos 
de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de 
cocaína o sesenta (60) gramos de derivados de la 
amapola, cuatro mil (4.000) gramos de droga sin-
tética, quinientos (500) gramos de nitrato de ami-
lo, quinientos (500) gramos de ketamina y GHB, 
la pena será de noventa y seis (96) a ciento cuaren-
ta y cuatro (144) meses de prisión y multa de cien-
to veinte y cuatro (124) a mil quinientos (1.500) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 12. -
cesamiento de narcóticos. El artículo 382 de la 
Ley 599 de 2000 quedará así:

procesamiento de narcóticos. El que ilegalmente 
introduzca al país, así sea en tránsito, o saque de 
él, transporte, tenga en su poder, desvíe del uso 
legal a través de empresas o establecimientos de 
comercio, elementos o sustancias que sirvan para 
el procesamiento de cocaína, heroína, drogas de 
origen sintético y demás narcóticos que produz-
can dependencia, tales como éter etílico, acetona, 
amoniaco, permanganato de potasio, carbonato li-
viano, ácido sulfúrico, ácido clorhídrico, diluyen-
tes, disolventes, sustancias contempladas en los 
cuadros uno y dos de la Convención de Naciones 
Unidas contra los Estupefacientes y Sustancias 
Psicotrópicas y las que según concepto previo del 
Consejo Nacional de Estupefacientes se utilicen 

veterinario, incurrirá en prisión de 96 a 180 meses 
y multa de 3.000 a 50.000 salarios mínimos lega-
les mensuales vigentes.
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Artículo 13. Simulación de investidura o cargo. 
El artículo 426 de la Ley 599 de 2000 quedará así:

Simulación de investidura o car-
go. El que simulare investidura o cargo público o 

en prisión de dos (2) a cuatro (4) años y en multa 
de tres (3) a quince (15) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

-
citos porte o utilice uniformes o distintivos de una 
persona jurídica.

La pena se duplicará si la conducta se realiza 
-

pos de delincuencia organizada.
Artículo 14. Usurpación y abuso de funciones 

 El artí-
culo 427 de la Ley 599 de 2000 quedará así:

Artículo 427. Usurpación y abuso de funciones 
 Las penas señaladas 

en los artículos 425, 426 y 428, serán de cuatro (4) 
a ocho (8) años cuando la conducta se realice con 

Artículo 15.  El 
artículo 430 de la Ley 599 de 2000 quedará así:

 
El que simulando autoridad o invocando falsa or-
den de la misma o valiéndose de cualquier otra 
maniobra engañosa, trate de impedir o perturbar la 
reunión o el ejercicio de las funciones de las cor-
poraciones o autoridades legislativas, jurisdiccio-
nales o administrativas, o de cualquier otra autori-

deliberaciones, incurrirá en prisión de dos a cuatro 
años y en multa.

El que realice la conducta anterior por medio de 
violencia incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho 
(8) años.

Artículo 16. Financiación del terrorismo y de 
actividades de delincuencia organizada y adminis-
tración de recursos con actividades terroristas y 
de delincuencia organizada. El artículo 345 de la 

la Ley 1121 de 2006, quedará así:
Financiación del terrorismo y 

de grupos de delincuencia organizada y adminis-
tración de recursos relacionados con actividades 
terroristas y de la delincuencia organizada. El que 
directa o indirectamente provea, recolecte, entre-
gue, reciba, administre, aporte, custodie o guarde 
fondos, bienes o recursos, o realice cualquier otro 
acto que promueva, organice, apoye, mantenga, 

delincuencia organizada, grupos armados al mar-
gen de la ley o a sus integrantes, o a grupos terro-
ristas nacionales o extranjeros, o a terroristas na-
cionales o extranjeros, o a actividades terroristas, 
incurrirá en prisión de trece (13) a veintidós (22) 
años y multa de mil trescientos (1.300) a quince 
mil (15.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

Artículo 17. Favorecimiento de la fuga. El artí-
culo 449 de la Ley 599 de 2000 quedará así:

Favorecimiento de la fuga. El 
servidor público o el particular encargado de la 
vigilancia, custodia o conducción de un detenido, 
capturado o condenado que procure o facilite su 
fuga, incurrirá en prisión de ochenta (80) a cien-
to cuarenta y cuatro (144) meses, e inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas 
hasta por el mismo término.

La pena se aumentará hasta en una tercera parte 
cuando el detenido, capturado o condenado estu-
viere privado de su libertad por los delitos de geno-
cidio, homicidio, desplazamiento forzado, tortura, 
desaparición forzada, secuestro, secuestro extorsi-
vo, extorsión, terrorismo, concierto para delinquir, 

-
tivos, o cualquiera de las conductas contempladas 
en el Título II de este Libro.

Artículo 18. Agréguese un artículo nuevo a la 
Ley 599 de 2000 el cual quedará así:

 Quien teniendo permiso para 
el porte o tenencia de armas de fuego la dispare 
sin que obre la necesidad de defender un derecho 
propio o ajeno contra injusta agresión actual o in-
minente e inevitable de otra manera, incurrirá en 
prisión de uno (1) a cinco (5) años, cancelación 
del permiso de porte y tenencia de dicha arma, y la 
imposibilidad por 20 años de obtener dicha auto-
rización; siempre que la conducta aquí descrita no 
constituya delito sancionado con pena mayor.

Artículo 19. -
mas de fuego o municiones. El artículo 365 de la 
Ley 599 de 2000 quedará así:

-
nencia de armas de fuego, accesorios, partes o 
municiones. El que sin permiso de autoridad com-

-
macene, distribuya, venda, suministre, repare, por-
te o tenga en un lugar armas de fuego de defensa 
personal, sus partes esenciales, accesorios esencia-
les o municiones, incurrirá en prisión de nueve (9) 
a doce (12) años.

En la misma pena incurrirá cuando se trate de 
armas de fuego de fabricación hechiza o artesanal, 

La pena anteriormente dispuesta se duplicará 
cuando la conducta se cometa en las siguientes 
circunstancias:

1. Utilizando medios motorizados.
2. Cuando el arma provenga de un delito.
3. Cuando se oponga resistencia en forma vio-

lenta a los requerimientos de las autoridades.
4. Cuando se empleen máscaras o elementos 

similares que sirvan para ocultar la identidad o la 

5. Obrar en coparticipación criminal.
6. Cuando las armas o municiones hayan sido 

origen, que aumenten su letalidad.
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7. Cuando el autor pertenezca o haga parte de 
un grupo de delincuencia organizado.

Artículo 20. El artículo 366 de la Ley 599 de 
2000 quedará así:

armas, municiones de uso restringido, de uso pri-
vativo de las fuerzas armadas o explosivos. El que 
sin permiso de autoridad competente importe, tra-

-
serve, adquiera, suministre, porte o tenga en un lu-
gar armas o sus partes esenciales, accesorios esen-
ciales, municiones de uso privativo de las fuerzas 
armadas o explosivos, incurrirá en prisión de once 
(11) a quince (15) años.

La pena anteriormente dispuesta se duplicará 
cuando concurran las circunstancias determinadas 
en el inciso tercero del artículo anterior.

Artículo 21. Enajenación ilegal de medicamen-
tos. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 374A, 
el cual quedará así:

Enajenación ilegal de medica-
mentos. El que con el objeto de obtener un prove-
cho para sí mismo o para un tercero enajene a título 
oneroso, adquiera o comercialice un medicamento 
que se le haya entregado a un usuario del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, incurrirá en 
prisión de veinticuatro (24) a cuarenta y ocho (48) 
meses y multa de cincuenta (50) a doscientos (200) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

La pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad cuando se trate de medicamentos de origen 
biológico y biotecnológico y aquellos para tratar 
enfermedades huérfanas y de alto costo.

Artículo 22. El artículo 377B de la Ley 599 de 
2000 quedará así:

Circunstancia de agravación 
punitiva. Si la nave semisumergible o sumergible 
es utilizada para almacenar, transportar o vender, 
sustancia estupefaciente, insumos necesarios para 
su fabricación o es usado como medio para la co-
misión de actos delictivos la pena será de quin-
ce (15) a treinta (30) años y multa de setenta mil 
(70.000) salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes.

La pena se aumentará de una tercera parte a 
la mitad cuando la conducta sea realizada por un 
Servidor Público o quien haya sido miembro de la 
Fuerza Pública.

Artículo 23. Modifíquese el inciso segundo del 
artículo 263 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así:

La pena establecida en el inciso anterior será de 
cuatro (4) a ocho (8) años de prisión para el pro-
motor, organizador o director de la invasión. 

Artículo 24. Eximente de responsabilidad pe-
nal. El artículo 452 de la Ley 599 de 2000 quedará 
así:

Artículo 452. Eximente de responsabilidad pe-
nal. Cuando el interno fugado se presentare volun-
tariamente dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes a la evasión, la fuga se tendrá en cuenta 
únicamente para efectos disciplinarios.

Artículo 25. Detención domiciliaria para favo-
recer la reintegración del condenado. El artículo 
64 de la Ley 599 de 2000 quedará así:

Libertad condicional. El juez po-
drá conceder la libertad condicional al condenado 
a pena privativa de la libertad previa valoración de 
la gravedad de la conducta punible, cuando haya 
cumplido las dos terceras partes de la pena y su 
buena conducta durante el tratamiento penitencia-
rio en el centro de reclusión permita suponer fun-
dadamente que no existe necesidad de continuar 
la ejecución de la pena. En todo caso su concesión 
estará supeditada al pago total de la multa y de la 
reparación a la víctima o se asegure el pago de am-
bas mediante garantía personal, prendaria, banca-
ria o mediante acuerdo de pago.

El tiempo que falte para el cumplimiento de la 
pena se tendrá como período de prueba. Cuando 
este sea inferior a tres años, el juez podrá aumen-
tarlo hasta en otro tanto.

Parágrafo. La ejecución de la pena privativa de 
la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o 
morada del sentenciado, excepto en los casos en 
que el sentenciado pertenezca al grupo familiar de 
la víctima, cuando haya cumplido la mitad de la 
condena y concurran los presupuestos contempla-
dos en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 38 de 
la Ley 599 de 2000, siempre que la pena impuesta 
no sea por delitos de genocidio, contra el Dere-
cho Internacional Humanitario, desaparición for-
zada, secuestro extorsivo, tortura, desplazamiento 

-

de migrantes, trata de personas, delitos contra la 
libertad, integridad y formación sexuales, extor-
sión, concierto para delinquir agravado, lavado de 
activos, terrorismo, usurpación y abuso de funcio-

terrorismo y de actividades de delincuencia orga-
nizada, administración de recursos con actividades 

-
ción del terrorismo y administración de recursos 
relacionados con actividades terroristas, delitos 

-

de uso privativo de las fuerzas armadas, y Fabrica-
-

nes o explosivos.
Artículo 26. Modifíquese el artículo 200 de la 

Ley 599 de 2000 el cual quedará así:
Artículo 200. Violación de los derechos de re-

unión y asociación. El que impida o perturbe una 
reunión lícita o el ejercicio de los derechos que 
conceden las leyes laborales o tome represalias 
con motivo de huelga, reunión o asociación legíti-
mas, incurrirá en pena de prisión de uno (1) a dos 
(2) años y multa de cien (100) a trescientos (300) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

En la misma pena incurrirá el que celebre pactos 
colectivos en los que, en su conjunto, se otorguen 
mejores condiciones a los trabajadores no sindica-
lizados, respecto de aquellas condiciones conveni-
das en convenciones colectivas con los trabajado-
res sindicalizados de una misma empresa. 
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La pena de prisión será de tres (3) a cinco (5) 
años y multa de trescientos (300) a quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales vigen-
tes si la conducta descrita en el inciso primero se 
cometiere:

1. Colocando al empleado en situación de inde-
fensión o que ponga en peligro su integridad per-
sonal.

2. La conducta se cometa en persona discapaci-
tada, que padezca enfermedad grave o sobre mujer 
embarazada.

3. Mediante la amenaza de causar la muerte, le-
siones personales, daño en bien ajeno o al trabaja-
dor o a sus ascendientes, descendientes, cónyuge, 
compañero o compañera permanente, hermano, 
adoptante o adoptivo, o pariente hasta el segundo 

4. Mediante engaño sobre el trabajador.
Artículo 27. Adiciónese a la Ley 599 de 2000 el 

artículo 447A, el cual quedará así:
Artículo 447A. Comercialización de autopar-

tes hurtadas. Quien comercie con autopartes de 
vehículos automotores hurtados incurrirá en la 
misma pena del artículo anterior. 

título los documentos, licencias, números de iden-

en pérdida total, incurrirá en la pena en prisión de 
cuatro (4) a doce (12) años y multa de seis punto 
sesenta y seis (6.66) a setecientos cincuenta (750) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 28. El artículo 32 de la Ley 1142 que 
adicionó el artículo 68A, la Ley 599 quedará así:

subrogados penales. El artículo 68A del Código 
Penal quedará así: 

 No se concederán los subroga-
dos penales o mecanismos sustitutivos de la pena 
privativa de libertad de suspensión condicional 
de la ejecución de la pena o libertad condicional; 
tampoco la prisión domiciliaria como sustitutiva 
de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro bene-

por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando 
la persona haya sido condenada por delito dolo-
so o preterintencional dentro de los cinco (5) años 
anteriores o cuando haya sido condenado por uno 
de los siguientes delitos: cohecho propio, enrique-
cimiento ilícito de servidor público, estafa y abuso 

-
tado, concusión, prevaricato por acción y por omi-
sión, celebración de contrato sin el cumplimiento 
de los requisitos legales, lavado de activos, utiliza-
ción indebida de información privilegiada, interés 
indebido en la celebración de contratos, violación 
del régimen de inhabilidades e incompatibilidades, 

soborno transnacional. 
Parágrafo: El inciso anterior no se aplicará res-

pecto de la sustitución de la detención preventiva 

y de la sustitución de la ejecución de la pena en los 
eventos contemplados en los numerales 2, 3, 4 y 5 
del artículo 314 de la Ley 906 de 2004 ni en aque-
llos eventos en los cuales se aplique el principio de 
oportunidad, los preacuerdos y negociaciones y el 
allanamiento a cargos. 

Artículo 29. El artículo 328 del Código Penal 
quedará así:

Ilícito aprovechamiento de los 
recursos naturales renovables. El que con incum-
plimiento de la normatividad existente se apropie, 

especímenes, productos o partes de los recursos 

biológicos o genéticos de la biodiversidad colom-
biana, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) 
a ciento ocho (108) meses y multa hasta de trein-
ta y cinco mil (35.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

La pena se aumentará de una tercera parte a 
la mitad, cuando las especies estén categorizadas 
como amenazadas, en riesgo de extinción o de ca-
rácter migratorio, raras o endémicas del territorio 
colombiano.

Artículo 30. El artículo 329 del Código Penal 
quedará así:

 Violación de fronteras para la 
explotación o aprovechamiento de los recursos 
naturales. El extranjero que realizare dentro del 
territorio nacional acto no autorizado de aprove-
chamiento, explotación, exploración o extracción 
de recursos naturales, incurrirá en prisión de sesen-
ta y cuatro (64) a ciento cuarenta y cuatro meses 
(144) y multa de ciento treinta y tres punto treinta 
y tres (133.33) a cuarenta y cinco mil (45.000) sa-
larios mínimos legales vigentes.

Artículo 31. El artículo 330 del Código Penal 
quedará así:

Manejo y uso ilícito de organis-
mos, microorganismos y elementos genéticamen-

 El que con incumplimiento de la 
normatividad existente introduzca, manipule, ex-
perimente, inocule, o propague, microorganismos 
moléculas, sustancias o elementos que pongan en 
peligro la salud o la existencia de los recursos fáu-

-
judicialmente sus poblaciones incurrirá en prisión 
de sesenta (60) a ciento ocho (108) meses y multa 
de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) 
a quince mil (15.000) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes.

Incurrirá en la misma pena el que con incum-
plimiento de la normatividad existente importe, 
introduzca, manipule, experimente, libere organis-

un riesgo para la salud humana, el ambiente o la 
biodiversidad colombiana.

Si se produce enfermedad, plaga o erosión ge-
nética de las especies la pena se aumentará en una 
tercera parte.
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Artículo 32. Se adiciona al Código Penal el si-
guiente artículo: 

Manejo ilícito de especies exó-
ticas. El que con incumplimiento de la normati-
vidad existente, introduzca, trasplante, manipule, 
experimente, inocule, o propague especies silves-
tres exóticas, invasoras, que pongan en peligro 
la salud humana, el ambiente, las especies de la 
biodiversidad colombiana, incurrirá en prisión de 
cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses y 
multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres 
(133.33) a quince mil (15.000) salarios mínimos 
mensuales vigentes.

El artículo 331 del Código Penal 
quedará así:

Daños en los recursos natura-
les. El que con incumplimiento de la normatividad 
existente destruya, inutilice, haga desaparecer o de 
cualquier otro modo dañe los recursos naturales a 

-
dos con estos, incurrirá en prisión de cuarenta y 
ocho (48) a ciento ocho (108) meses y multa de 
ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a 
quince mil (15.000) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad cuando:

como estratégicos que hagan parte del Sistema Na-
cional, Regional y Local de las áreas especialmen-
te protegidas.

– Cuando el daño sea consecuencia de la acción 
u omisión de quienes ejercen funciones de control 
y vigilancia. 

Artículo 34. El artículo 332 del Código Penal 
quedará así:

Contaminación ambiental. El 
que con incumplimiento de la normatividad exis-
tente, provoque, contamine o realice directa o in-
directamente emisiones, vertidos, radiaciones, rui-
dos, depósitos o disposiciones al aire, la atmósfera 
o demás componentes del espacio aéreo, el suelo, 
el subsuelo, las aguas terrestres, marítimas o sub-
terráneas o demás recursos naturales, en tal for-
ma que ponga en peligro la salud humana o los 

-
biológicos, incurrirá, sin perjuicio de las sancio-
nes administrativas a que hubiere lugar, en prisión 
de cincuenta cinco (55) a ciento doce (112) meses 
y multa de ciento cuarenta (140) a cincuenta mil 
(50.000) salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad cuando en la comisión de cualquiera de los 
hechos descritos en el artículo anterior sin perjui-
cio de las que puedan corresponder con arreglo a 
otros preceptos de este Código concurra alguna de 
las circunstancias siguientes:

-
rroristas sin que la multa supere el equivalente a 
cincuenta mil (50.000) salarios mínimos mensua-
les legales vigentes.

2. Cuando la emisión o el vertimiento supere el 
doble de lo permitido por la normatividad existen-
te o haya infringido más de dos parámetros. 

3. Cuando la contaminación, descarga, disposi-
ción o vertimiento se realice en zona protegida o 
de importancia ecológica.

4. Cuando la industria o actividad realice clan-
destina o engañosamente los vertimientos o emi-
siones.

5. Que se hayan desobedecido las órdenes ex-
presas de la autoridad administrativa de corrección 

-
tículo anterior.

6. Que se haya ocultado o aportado información 
engañosa o falsaria sobre los aspectos ambientales 
de la misma.

Artículo 35. Se adiciona al Título XI del Códi-
go Penal el siguiente artículo: 

Contaminación ambiental por 
residuos sólidos peligrosos. El que con incum-
plimiento de la normatividad existente almacene, 
transporte o disponga inadecuadamente, residuo 
sólido, peligroso o escombros, de tal manera que 
ponga en peligro la calidad de los cuerpos de agua, 
el suelo o el subsuelo tendrá prisión de dos (2) a 
nueve (9) años y multa de ciento treinta y tres pun-
to treinta y tres (133.33) a cincuenta mil (50.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad cuando en la comisión de cualquiera de los 
hechos descritos en el artículo anterior se ponga en 
peligro la salud humana.

Artículo 36. El artículo 333 del Código Penal 
quedará así: 

Contaminación ambiental por 
explotación de yacimiento minero o hidrocarbu-
ro. El que provoque, contamine o realice directa o 
indirectamente en los recursos de agua, suelo, sub-
suelo o atmósfera, con ocasión a la extracción o 
excavación, exploración, construcción y montaje, 

de la actividad minera o de hidrocarburos, incurri-
rá en prisión de cinco (5) a diez (10) años, y multa 
de treinta mil (30.000) a cincuenta mil (50.000) sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 37. El artículo 334 del Código Penal 
quedará así:

Experimentación ilegal con es-
pecies, agentes biológicos o bioquímicos. El que 
sin permiso de autoridad competente o con incum-
plimiento de la normatividad existente, realice 
experimentos, con especies, agentes biológicos o 
bioquímicos, que generen o pongan en peligro o 
riesgo la salud humana o la supervivencia de las 
especies de la biodiversidad colombiana, incurri-
rá en prisión de sesenta (60) a ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses y multa de ciento treinta y tres 
punto treinta tres (133.33) a cincuenta mil (50.000) 
salarios mínimos mensuales legales vigentes.
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Artículo 38. El artículo 335 del Código Penal 
quedará así: 

Ilícita actividad de pesca. El que 
sin permiso de autoridad competente o con incum-
plimiento de la normatividad existente, realice ac-
tividad de pesca, comercialización, transporte, o 
almacenaje de ejemplares o productos de especies 
vedadas o en zonas o áreas de reserva, o en épocas 
vedadas, en zona prohibida, o con explosivos, sus-
tancia venenosa, incurrirá en prisión de cuarenta y 
ocho (48) a ciento ocho (108) meses y multa hasta 
de cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

En la misma pena incurrirá el que:
1. Utilice instrumentos no autorizados o dé es-

permitidas por la autoridad competente.
2. Deseque, varíe o baje el nivel de los ríos, la-

gunas, ciénagas o cualquiera otra fuente con pro-

3. Altere los refugios o el medio ecológico de 
especies de recursos hidrobiológicos, como con-
secuencia de actividades de exploración o explota-
ción de recursos naturales no renovables.

4. Construya obras o instale redes, mallas o 
cualquier otro elemento que impida el libre y per-
manente tránsito de los peces en los mares, ciéna-
gas, lagunas, caños, ríos y canales.

Artículo 39. El artículo 337 del Código Penal 
quedará así: 

Invasión de áreas de especial im-
portancia ecológica. El que invada, permanezca 
así sea de manera temporal o realice uso indebido 

título en área de reserva forestal, resguardos o re-
servas indígenas, terrenos de propiedad colectiva, 
de las comunidades negras, parque regional, área 
o ecosistema de interés estratégico o área protegi-

prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses y multa de ciento treinta y 
tres punto treinta y tres (133.33) a cincuenta mil 
(50.000) salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes. 

La pena señalada se aumentará de una tercera 
parte a la mitad cuando como consecuencia de la 
invasión, se afecten gravemente los componen-
tes naturales que sirvieron de base para efectuar 

que la multa supere el equivalente a cincuenta mil 
(50.000) salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes.

-
che económicamente u obtenga cualquier otro 

-
culo, incurrirá en prisión de sesenta (60) a ciento 
ochenta (180) meses y multa de trescientos (300) 
a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Artículo 40. El artículo 339 del Código Penal 
quedará así: 

Modalidad culposa. Las penas 
previstas en los artículos 331, 332, 333 de este có-
digo se disminuirán hasta en la mitad cuando las 
conductas punibles se realicen culposamente.

Artículo 41. El artículo 130 de la Ley 599 de 
2000 quedará así:

Circunstancias de agravación. 
Si de las conductas descritas en los artículos ante-
riores se siguiere para el abandonado alguna lesión 
personal, la pena respectiva se aumentará hasta en 
una cuarta parte.

Si el abandono se produce en sitios o circuns-
tancias donde la supervivencia del recién nacido 
esté en peligro se constituirá la tentativa de homi-
cidio y si sobreviniere la muerte la pena que se 
aplica será la misma contemplada para homicidio 
en el artículo 103 de la presente ley.

Artículo 42. Modifíquese el inciso 1° del artí-

vez por el artículo 7° de la Ley 1121 de 2006, el 
cual quedará así:

Lavado de activos. El que ad-
quiera, resguarde, invierta, transporte, transforme, 
almacene, conserve, custodie o administre bienes 
que tengan su origen mediato o inmediato en acti-

extorsión, enriquecimiento ilícito, secuestro extor-

-
ción de recursos relacionados con actividades te-

o sustancias sicotrópicas, delitos contra el sistema 
-

ca, o vinculados con el producto de delitos ejecu-
tados bajo concierto para delinquir, o les dé a los 
bienes provenientes de dichas actividades aparien-
cia de legalidad o los legalice, oculte o encubra 
la verdadera naturaleza, origen, ubicación, des-
tino, movimiento o derecho sobre tales bienes o 
realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir 
su origen ilícito, incurrirá por esa sola conducta, 
en prisión de diez (10) a treinta (30) años y mul-
ta de seiscientos cincuenta (650) a cincuenta mil 
(50.000) salarios mínimos legales vigentes.

Artículo 43. El artículo 429 de la Ley 599 de 
2000 quedará así: 

Violencia contra servidor públi-
co. El que ejerza violencia contra servidor públi-
co, por razón de sus funciones o para obligarlo a 
ejecutar u omitir algún acto propio de su cargo o a 

-
rrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años.

Artículo 44. La Ley 599 de 2000 tendrá un artí-
culo del siguiente tenor:

Obstrucción a vías públicas 
que afecten el orden público. El que por medios 
ilícitos incite, dirija, constriña o proporcione los 
medios para obstaculizar de manera temporal o 
permanente, selectiva o general, las vías o la infra-
estructura de transporte de tal manera que atente 
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contra la vida humana, la salud pública, la seguri-
dad alimentaria el medio ambiente o el derecho al 
trabajo, incurrirá en prisión de veinticuatro (24) a 
cuarenta y ocho meses (48) y multa de trece (13) a 
setenta y cinco (75) salarios mínimos legales men-
suales vigentes y pérdida de inhabilidad de dere-
chos y funciones públicas por el mismo término de 
la pena de prisión.

Parágrafo. Se excluyen del presente artículo las 
movilizaciones realizadas con permiso de la auto-
ridad competente en el marco del artículo 37 de la 
Constitución Política.

Artículo 45. Modifíquese el artículo 353 de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Perturbación en servicio de 
 El que por 

cualquier medio ilícito imposibilite la circulación 
o dañe nave, aeronave, vehículo o medio motori-
zado destinados al transporte público, colectivo o 

a ocho (8) años y multa de trece punto treinta y 
tres (13.33) a setenta y cinco (75) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Artículo 46. El artículo 39 de la Ley 599 que-
dará así:

La multa. La pena de multa se su-
jetará a las siguientes reglas:

1. Clases de multa. La multa puede aparecer 
como acompañante de la pena de prisión, y en tal 
caso, cada tipo penal consagrará su monto, que 
nunca será superior a cincuenta mil (50.000) sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes. Igual-
mente puede aparecer en la modalidad progresiva 
de unidad multa, caso en el cual el respectivo tipo 
penal sólo hará mención a ella.

2. Unidad multa. La unidad multa será de:
1. Primer grado. Una unidad multa equivale a 

un (1) salario mínimo legal mensual. La multa os-
cilará entre una y diez (10) unidades multa.

En el primer grado estarán ubicados quienes 
hayan percibido ingresos promedio, en el último 
año, hasta diez (10) salarios mínimos legales men-
suales vigentes.

2. Segundo grado. Una unidad multa equivale 
a diez (10) salarios mínimos legales mensuales. 
La multa oscilará entre una y diez (10) unidades 
multa.

En el segundo grado estarán ubicados quienes 
hayan percibido ingresos promedio, en el último 
año, superiores a diez (10) salarios mínimos lega-
les mensuales vigentes y hasta cincuenta (50).

3. Tercer grado. Una unidad multa equivale a 
cien (100) salarios mínimos legales mensuales. 
La multa oscilará entre una y diez (10) unidades 
multa.

En el tercer grado estarán ubicados quienes ha-
yan percibido ingresos promedio, en el último año, 
superiores a cincuenta (50) salarios mínimos lega-
les mensuales vigentes.

La unidad multa se duplicará en aquellos casos 
en que la persona haya sido condenada por delito 
doloso o preterintencional dentro de los diez (10) 
años anteriores.

3. Determinación. La cuantía de la multa será 

cuenta el daño causado con la infracción, la in-
tensidad de la culpabilidad, el valor del objeto del 

-
tuación económica del condenado deducida de su 
patrimonio, ingresos, obligaciones y cargas fami-
liares, y las demás circunstancias que indiquen su 
posibilidad de pagar.

4. Acumulación. En caso de concurso de con-
ductas punibles o acumulación de penas, las mul-
tas correspondientes a cada una de las infraccio-
nes se sumarán, pero el total no podrá exceder del 

multa.
5. Pago. La unidad multa deberá pagarse de ma-

nera íntegra e inmediata una vez que la respectiva 

acuda a alguno de los mecanismos sustitutivos que 
a continuación se contemplan.

6. Amortización a plazos. Al imponer la multa, 
o posteriormente, podrá el Juez, previa demostra-
ción por parte del penado de su incapacidad mate-
rial para sufragar la pena en un único e inmediato 
acto, señalar plazos para el pago, o autorizarlo por 
cuotas dentro de un término no superior a dos (2) 
años. 

La multa podrá fraccionarse en cuotas cuyo nú-
mero no podrá exceder de veinticuatro (24), con 
períodos de pago no inferiores a un mes.

7. Amortización mediante trabajo. Acreditada 
la imposibilidad de pago podrá también el Juez au-
torizar, previa conformidad del penado, la amorti-
zación total o parcial de la multa mediante trabajos 
no remunerados en asunto de inequívoca naturale-
za e interés estatal o social.

Una unidad multa equivale a quince (15) días 
de trabajo.

Los trabajos le obligan a prestar su contribución 
no remunerada en determinadas actividades de uti-
lidad pública o social.

Estos trabajos no podrán imponerse sin el con-
sentimiento del penado y su ejecución se ceñirá a 
las siguientes condiciones:

1. Su duración diaria no podrá exceder de ocho 
(8) horas.

2. Se preservará en su ejecución la dignidad del 
penado.

3. Se podrán prestar a la Administración, a en-
tidades públicas, o asociaciones de interés social. 
Para facilitar su prestación la Administración po-
drá establecer convenios con entidades que desa-
rrollen objetivos de claro interés social o comuni-
tario. Se preferirá el trabajo a realizar en estableci-
mientos penitenciarios.
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4. Su ejecución se desarrollará bajo el control 
del juez o tribunal sentenciador, o del juez de eje-
cución de penas en su caso, despachos que para el 
efecto podrán requerir informes sobre el desempe-
ño del trabajo a la administración o a la entidad o 
asociación en que se presten los servicios.

5. Gozará de la protección dispensada a los sen-
tenciados por la legislación penitenciaria en mate-
ria de seguridad social.

6. Su prestación no se podrá supeditar al logro 
de intereses económicos.

Las disposiciones de la Ley Penitenciaria se 
aplicarán supletoriamente en lo no previsto en este 
Código.

En los eventos donde se admita la amortización 
de la multa por los sistemas de plazos o trabajo, el 
condenado suscribirá acta de compromiso donde 
se detallen las condiciones impuestas por el Juez.

Artículo 47. El artículo 454 de la Ley 599 que-
dará así:

Artículo 454. Fraude a resolución judicial o 
administrativa de policía. El que por cualquier 
medio se sustraiga al cumplimiento de obligación 
impuesta en resolución judicial o administrativa 
de policía, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro 
(4) años y multa de cinco (5) a cincuenta (50) sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes.

CAPÍTULO II
Medidas de procedimiento penal  

para garantizar la seguridad ciudadana
Artículo 48. De la función de control de garan-

tías. El artículo 39 de la Ley 906 de 2004 quedará 
así:

De la función de control de garan-
tías. La función de control de garantías será ejer-
cida por cualquier juez penal municipal. El juez 
que ejerza el control de garantías quedará impe-
dido para ejercer la función del conocimiento del 
mismo caso en su fondo.

Cuando el acto sobre el cual deba ejercerse la 
función de control de garantías corresponda a un 
asunto que por competencia esté asignado a juez 
penal municipal, o concurra causal de impedimen-
to y sólo exista un funcionario de dicha especiali-
dad en el respectivo municipio, la función de con-
trol de garantías deberá ejercerla otro juez munici-
pal del mismo lugar sin importar su especialidad o, 
a falta de este, el del municipio más próximo.

Parágrafo 1º. En los casos que conozca la Corte 
Suprema de Justicia, la función de Juez de Control 
de Garantías será ejercida por un magistrado de la 
sala penal del Tribunal Superior de Bogotá.

Parágrafo 2º. Cuando el lugar donde se cometió 
el hecho pertenezca a un circuito en el que haya 
cuatro o más jueces municipales, un número de-
terminado y proporcional de jueces ejercerán ex-
clusivamente la función de control de garantías, 
de acuerdo con la distribución y organización 
dispuesta por la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura o de los respectivos Con-

sejos Seccionales de la Judicatura, previo estudio 
de los factores que para el asunto se deban tener 
en cuenta.

Parágrafo 3º. Habrá jueces de garantías ambu-
lantes que actúen en los sitios donde sólo existe un 
juez municipal o cuando se trate de un lugar en el 
que el traslado de las partes e intervinientes se di-

mayor o en casos adelantados por la Unidad Na-
cional de Derechos Humanos de la Fiscalía Gene-
ral de la Nación o en los que exista problemas de 
seguridad de los funcionarios.

La Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura o los respectivos Consejos Secciona-
les de la Judicatura, autorizará, previo estudio de 
los factores que para el asunto se deban tener en 
cuenta, su desplazamiento y su seguridad. 

Artículo 49. El artículo 175 de la Ley 906 de 
2004 quedará así:

Artículo 175. Duración de los procedimientos. 
El término de que dispone la Fiscalía para formu-
lar la acusación o solicitar la preclusión no podrá 
exceder de noventa (90) días contados desde el día 
siguiente a la formulación de la imputación, salvo 
lo previsto en el artículo 294 de este código.

El término será de ciento veinte (120) días 
cuando se presente concurso de delitos, o cuando 
sean tres o más los imputados o cuando se trate 
de delitos de competencia de los jueces penales de 
circuito especializados.

La audiencia preparatoria deberá realizarse por 
el juez de conocimiento a más tardar dentro de los 
cuarenta y cinco (45) días siguientes a la audiencia 
de formulación de acusación.

La audiencia del juicio oral deberá iniciarse 
dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes 
a la conclusión de la audiencia preparatoria.

Parágrafo. La Fiscalía tendrá un término máxi-
mo de dos años contados a partir de la recepción 
de la noticia criminis para formular imputación u 
ordenar motivadamente el archivo de la indaga-
ción. Este término máximo será de tres años cuan-
do se presente concurso de delitos, o cuando sean 
tres o más los imputados. Cuando se trate de in-
vestigaciones por delitos que sean de competencia 
de los jueces penales del circuito especializado el 
término máximo será de cinco años. 

Artículo 50. El artículo 225 de la Ley 906 de 
2004 quedará así:

Artículo 225. Reglas particulares para el di-
ligenciamiento de la orden de registro y allana-
miento. Durante la diligencia de registro y allana-
miento la Policía Judicial deberá: 

1. El registro se adelantará exclusivamente en 
los lugares autorizados y, en el evento de encon-
trar nuevas evidencias de la comisión de los deli-
tos investigados, podrá extenderse a otros lugares, 
incluidos los que puedan encuadrarse en las situa-
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2. Se garantizará la menor restricción posible 
de los derechos de las personas afectadas con el 
registro y allanamiento, por lo que los bienes in-
cautados se limitarán a los señalados en la orden, 

que aparezcan elementos materiales probatorios y 
evidencia física relacionados con otro delito.

3. Se levantará un acta que resuma la diligencia 
en la que se hará indicación expresa de los lugares 
registrados, de los objetos ocupados o incautados 
y de las personas capturadas. Además, se deberá 
señalar si hubo oposición por parte de los afecta-
dos y, en el evento de existir medidas preventivas 
policivas, se hará mención detallada de la natura-
leza de la reacción y las consecuencias de ella.

4. El acta será leída a las personas que aleguen 
haber sido afectadas por el registro y allanamiento 

con su contenido. En caso de existir discrepancias 
con lo anotado, deberán dejarse todas las precisio-
nes solicitadas por los interesados y, si después de 

-
licía judicial responsable del operativo, bajo jura-
mento, dejará expresa constancia de ello.

Parágrafo. Si el procedimiento se lleva a cabo 
entre las 6:00 p. m. y las 6 a. m., deberá contar con 
el acompañamiento de la Procuraduría General de 
la Nación, quien garantizará la presencia de sus 
delegados en dichas diligencias; en ningún caso 
se suspenderá el procedimiento por ausencia de la 
Procuraduría General de la Nación.

Artículo 51. Excepciones al requisito de la or-
den escrita de la Fiscalía General de la Nación 
para proceder al registro y allanamiento. El artí-
culo 230 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

 Excepciones al requisito de la 
orden escrita de la Fiscalía General de la Nación 
para proceder al registro y allanamiento. Excep-
cionalmente podrá omitirse la obtención de la or-
den escrita de la Fiscalía General de la Nación para 
que la Policía Judicial pueda adelantar un registro 
y allanamiento, cuando:

1. Medie consentimiento expreso del propieta-
rio o simple tenedor del bien objeto del registro, 
o de quien tenga interés por ser afectado durante 
el procedimiento. En esta eventualidad, no se con-

-
jeciones por parte del interesado, sino que deberá 
acreditarse la libertad del afectado al manifestar la 
autorización para el registro.

En todo caso, la Fiscalía deberá someter a con-
trol posterior de legalidad esta diligencia.

2. No exista una expectativa razonable de inti-

esta eventualidad, se considera que no existe dicha 
expectativa cuando el objeto se encuentra en cam-
po abierto, a plena vista, o cuando se encuentra 
abandonado.

3. Se trate de situaciones de emergencia tales 
como incendio, explosión, inundación u otra clase 
de estragos que pongan en peligro la vida o la pro-

piedad, o en situaciones de riesgo inminente de la 
salud, la vida o integridad personal o sexual de un 
menor de edad.

En caso de los anteriores numerales la Fisca-
lía deberá someter a control posterior de legalidad 
esta diligencia en los términos del artículo 237 de 
este código.

Artículo 52. Interceptación de comunicaciones. 
El artículo 235 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

. Interceptación de comunicacio-
nes. -
car elementos materiales probatorios, evidencia 
física, búsqueda y ubicación de imputados, indi-
ciados o condenados, que se intercepten mediante 
grabación magnetofónica o similares las comuni-
caciones que se cursen por cualquier red de comu-
nicaciones, en donde curse información o haya in-

las autoridades competentes serán las encargadas 
de la operación técnica de la respectiva intercep-
tación así como del procesamiento de la misma. 
Tienen la obligación de realizarla inmediatamente 

costos serán a cargo de la autoridad que ejecute la 
interceptación. En todo caso, deberá fundamentar-
se por escrito. Las personas que participen en estas 
diligencias se obligan a guardar la debida reserva.

Por ningún motivo se podrán interceptar las co-
municaciones del defensor.

La orden tendrá una vigencia máxima de seis 
-

cal, si subsisten los motivos fundados que la ori-
ginaron.

-
ción de comunicaciones y similares deberá some-
terse al control previo de legalidad por parte del 
Juez de Control de Garantías.

Artículo 53. Recuperación de producto de la 
transmisión de datos a través de las redes de co-
municaciones. El artículo 236 de la Ley 906 que-
dará así:

Recuperación de información 
producto de la transmisión de datos a través de 
las redes de comunicaciones. -
ga motivos razonablemente fundados, de acuerdo 
con los medios cognoscitivos previstos en este có-
digo, para inferir que el indiciado o imputado está 
transmitiendo o manipulando datos a través de las 
redes de telecomunicaciones, ordenará a la Policía 
Judicial la retención, aprehensión o recuperación 
de dicha información, equipos terminales, disposi-
tivos o servidores que pueda haber utilizado cual-
quier medio de almacenamiento físico o virtual, 
análogo o digital, para que expertos en informática 
forense descubran, recojan, analicen y custodien 
la información que recuperen; lo anterior con el 

evidencia física o realizar la captura del indiciado, 
imputado o condenado.
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En estos casos serán aplicables analógicamen-
te, según la naturaleza de este acto, los criterios 
establecidos para los registros y allanamientos.

La aprehensión de que trata este artículo se li-
mitará exclusivamente al tiempo necesario para la 
captura de la información en él contenida. Inme-
diatamente se devolverán los equipos incautados, 
de ser el caso.

Artículo 54. Vigilancia y seguimiento de perso-
nas. Vigilancia y seguimiento de personas. El artí-
culo 239 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Vigilancia y seguimiento de per-
sonas. Sin perjuicio de los procedimientos preven-
tivos que adelanta la fuerza pública, en cumpli-

-
viere motivos razonablemente fundados, de acuer-
do con los medios cognoscitivos previstos en este 
código, para inferir que el indiciado o el imputado 
pudiere conducirlo a conseguir información útil 
para la investigación que se adelanta, podrá dispo-
ner que se someta a seguimiento pasivo, por tiem-
po determinado, por parte de la Policía Judicial. Si 
en el lapso de un (1) año no se obtuviere resulta-
do alguno, se cancelará la orden de vigilancia, sin 
perjuicio de que vuelva a expedirse, si surgieren 
nuevos motivos.

En la ejecución de la vigilancia se empleará 
cualquier medio que la técnica aconseje. En conse-

y, en general, realizar todas las actividades relacio-
nadas que permitan recaudar información relevan-

o partícipes, las personas que lo frecuentan, los lu-
gares adonde asiste y aspectos similares, cuidando 
de no afectar la expectativa razonable de la intimi-
dad del indiciado o imputado o de terceros.

En todo caso se surtirá la autorización del Juez 
de Control de Garantías para la determinación de 
su legalidad formal y material, dentro de las treinta 
y seis (36) horas siguientes a la expedición de la 
orden por parte de la Fiscalía General. Vencido el 
término de la orden de vigilancia u obtenida la in-

-
parecerá ante el Juez de Control de Garantías, para 
que realice la audiencia de revisión de legalidad 
sobre lo actuado.

Parágrafo. La autoridad que recaude la infor-
mación no podrá alterar ninguno de los medios 
técnicos anteriores, ni tampoco hacer interpreta-
ciones de los mismos. 

Artículo 55. Vencimiento del término. El artícu-
lo 294 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Vencimiento del término. Venci-

deberá solicitar la preclusión o formular la acusa-
ción ante el juez de conocimiento. De no hacer-
lo, perderá competencia para seguir actuando de 
lo cual informará inmediatamente a su respectivo 
superior.

En este evento el superior designará un nuevo 
-

ponda en el término de sesenta (60) días, contados 
a partir del momento en que se le asigne el caso. El 
término será de noventa (90) días cuando se pre-
sente concurso de delitos, o cuando sean tres o más 
los imputados o cuando el juzgamiento de alguno 
de los delitos sea de competencia de los jueces pe-
nales del circuito especializado.

Vencido el plazo, si la situación permanece sin 
-

diata, y la defensa o el Ministerio Público solicita-
rán la preclusión al juez de conocimiento.

Artículo 56. Contenido y vigencia. El artículo 
298 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Contenido y vigencia. El manda-
miento escrito expedido por el juez correspondien-
te indicará de forma clara y sucinta los motivos 
de la captura, el nombre y los datos que permitan 
individualizar al indiciado o imputado, cuya cap-
tura se ordena, el delito que provisionalmente se 

la investigación.
La orden de captura tendrá una vigencia máxi-

ma de un (1) año, pero podrá prorrogarse tantas 

correspondiente, quien estará obligado a comuni-
car la prórroga al organismo de policía judicial en-
cargado de hacerla efectiva.

La Policía Judicial puede divulgar a través de 
los medios de comunicación las órdenes de cap-
tura.

De la misma forma el juez determinará si la 
orden podrá ser difundida por las autoridades de 
policía en los medios de comunicación, durante su 
vigencia.

Parágrafo. La persona capturada en cumpli-
miento de orden judicial será puesta a disposición 
de un Juez de Control de Garantías en el plazo 
máximo de treinta y seis (36) horas para que efec-
túe la audiencia de control de legalidad, ordene 
la cancelación de la orden de captura y dispon-
ga lo pertinente con relación al aprehendido. Lo 
aquí dispuesto no se aplicará en los casos en que 
el capturado es aprehendido para el cumplimiento 
de la sentencia, caso en el cual será dispuesto a 

la sentencia.
Parágrafo 2°. Cuando existan motivos razo-

nables para sospechar que una nave está siendo 

y sustancias sicotrópicas, los miembros uniforma-
dos de la Armada Nacional deberán aplicar el pro-
cedimiento de interdicción marítima y conducir 
inmediatamente la nave y las personas que estén 

-
ter ilícito de las sustancias transportadas. En este 
caso, el término señalado en el parágrafo anterior 
se contará a partir del momento en el cual se ve-

-
tas en el puerto, siempre y cuando se cumpla el 
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procedimiento de interdicción marítima y se hayan 
respetado los derechos fundamentales de los invo-
lucrados.

Artículo 57. Flagrancia. El artículo 301 de la 
Ley 906 de 2004 quedará así:

. Flagrancia. Se entiende que hay 

1. La persona es sorprendida y aprehendida du-
rante la comisión del delito. 

2. La persona es sorprendida o individualizada 
durante la comisión del delito y aprehendida in-
mediatamente después por persecución o cuando 
fuere señalado por la víctima u otra persona como 
autor o cómplice del delito inmediatamente des-
pués de su perpetración.

3. La persona es sorprendida y capturada con 
objetos, instrumentos o huellas, de los cuales apa-
rezca fundadamente que acaba de cometer un deli-
to o de haber participado en él.

4. La persona es sorprendida o individualizada 
en la comisión de un delito en un sitio abierto al 
público a través de la grabación de un dispositivo 
de video y aprehendida inmediatamente después. 

La misma regla operará si la grabación del dis-
positivo de video se realiza en un lugar privado 
con consentimiento de la persona o personas que 
residan en el mismo.

5. La persona se encuentre en un vehículo uti-
lizado momentos antes para huir del lugar de la 
comisión de un delito, salvo que aparezca funda-
damente que el sujeto no tenga conocimiento de la 
conducta punible.

Parágrafo. La persona que incurra en las cau-

trata el artículo 351 de la Ley 906 de 2004.
Artículo 58. Formalización de la reclusión. El 

artículo 304 de la Ley 906 de 2004 quedará así:
Formalización de la reclusión. 

Cuando el capturado deba privarse de la libertad, 
una vez se imponga la medida de aseguramiento o 
la sentencia condenatoria, el funcionario judicial 
a cuyas órdenes se encuentre lo entregará inme-
diatamente en custodia al INPEC o a la autoridad 
del establecimiento de reclusión que corresponda, 
para efectuar el ingreso y registro al Sistema Pe-
nitenciario y Carcelario. Antes de los momentos 
procesales indicados el capturado estará bajo la 
responsabilidad del organismo que efectuó la apre-
hensión.

La remisión expresará el motivo, la fecha y la 
hora de la captura.

En caso de que el capturado haya sido conduci-
do a un establecimiento carcelario sin la orden co-
rrespondiente, el director la solicitará al funciona-
rio que ordenó su captura. Si transcurridas treinta y 
seis (36) horas desde el momento de la captura no 
se ha satisfecho este requisito, será puesto inme-
diatamente en libertad. 

De igual forma deberá cumplirse con carácter 
inmediato la comunicación al funcionario judicial 

cuando por cualquier motivo pierda vigencia la 
privación de la libertad, so pena de incurrir en las 
sanciones previstas en la ley.

La custodia referida incluye los traslados, remi-
siones, desarrollo de audiencias y demás diligen-
cias judiciales a que haya lugar.

Parágrafo. El Director del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC ordenará el 
traslado de cualquier imputado afectado con me-
dida de aseguramiento, consistente en detención 
preventiva, cuando así lo aconsejen razones de 
seguridad nacional, orden público, seguridad pe-
nitenciaria, descongestión carcelaria, prevención 
de actividades delincuenciales, intentos de fuga, o 
seguridad del detenido o de cualquier otro interno. 

En estos eventos, el Director del Instituto Na-
cional Penitenciario y Carcelario –INPEC– infor-
mará del traslado al Juez de Control de Garantías 
y al Juez de Conocimiento cuando este hubiere 
adquirido competencia. El Instituto Nacional Pe-
nitenciario y Carcelario –INPEC– está obligado a 
garantizar la comparecencia del imputado o acusa-
do ante el Juez que lo requiera, mediante su trasla-
do físico o medios electrónicos.

Artículo 59. Solicitud de imposición de medida 
de aseguramiento. El artículo 306 de la Ley 906 de 
2004 quedará así:

Solicitud de imposición de me-
dida de aseguramiento.
de Control de Garantías imponer medida de asegu-
ramiento, indicando la persona, el delito, los ele-
mentos de conocimiento necesarios para sustentar 
la medida y su urgencia, los cuales se evaluarán en 
audiencia permitiendo a la defensa la controversia 
pertinente.

-
terio público, la víctima o su apoderado y la defen-
sa, el juez emitirá su decisión.

La presencia del defensor constituye requisito 
de validez de la respectiva audiencia.

La víctima o su apoderado podrán solicitar al 
Juez de Control de Garantías, la imposición de la 
medida de aseguramiento, en los eventos en que 

En dicho caso, el Juez valorará los motivos que 
sustentan la no solicitud de la medida por parte del 
Fiscal, para determinar la viabilidad de su impo-
sición.

Artículo 60. Procedencia de la detención pre-
ventiva. El artículo 313 de la Ley 906 de 2004 que-
dará así:

 Procedencia de la detención pre-
ventiva. Satisfechos los requisitos señalados en el 
artículo 308, procederá la detención preventiva en 
establecimiento carcelario, en los siguientes casos:

1. En los delitos de competencia de los jueces 
penales de circuito especializados.

el mínimo de la pena prevista por la ley sea o ex-
ceda de cuatro (4) años.
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del Libro II del Código Penal, cuando la defrauda-
ción sobrepase la cuantía de ciento cincuenta (150) 
Salarios mínimos legales mensuales vigentes.

4. Cuando la persona haya sido capturada por 
conducta constitutiva de delito o contravención, 
dentro del lapso de los tres años anteriores, con-
tados a partir de la nueva captura o imputación, 
siempre que no se haya producido la preclusión o 
absolución en el caso precedente.

Artículo 61. Causales de libertad. El artículo 
317 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Causales de libertad. Las medi-
das de aseguramiento indicadas en los anteriores 
artículos tendrán vigencia durante toda la actua-
ción. La libertad del imputado o acusado se cum-
plirá de inmediato y solo procederá en los siguien-
tes eventos:

1. Cuando se haya cumplido la pena según la 
determinación anticipada que para este efecto se 
haga, o se haya decretado la preclusión, o se haya 
absuelto al acusado.

2. Como consecuencia de la aplicación del Prin-
cipio de Oportunidad.

3. Como consecuencia de las cláusulas del 
acuerdo cuando haya sido aceptado por el juez de 
conocimiento.

4. Cuando transcurridos sesenta (60) días con-
tados a partir de la fecha de la formulación de im-
putación no se hubiere presentado el escrito de 
acusación o solicitado la preclusión, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 294. El término será de 
noventa (90) días cuando se presente concurso de 
delitos, o cuando sean tres o más los imputados.

5. Cuando transcurridos ciento veinte (120) días 
contados a partir de la fecha de la formulación de 
la acusación, no se haya dado inicio a la audiencia 
de juzgamiento.

Parágrafo 1°. En los numerales 4 y 5 se resta-
blecerán los términos cuando hubiere improbación 
de la aceptación de cargos, de los preacuerdos o de 
la aplicación del principio de oportunidad. No ha-
brá lugar a la libertad cuando la audiencia de juicio 
oral no se haya podido iniciar por maniobras dila-
torias del imputado o acusado, o de su defensor, ni 
cuando la audiencia no se hubiere podido iniciar 
por causa razonable fundada en hechos externos y 
objetivos de fuerza mayor, ajenos al juez o a la ad-
ministración de justicia. En todo caso, la audiencia 
se iniciará cuando haya desparecido dicha causa y 
a más tardar en un plazo no superior a la mitad del 
término establecido por el legislador en el numeral 
5 del artículo 317 de la Ley 599 de 2000.

Los términos previstos en los numerales 4 y 5 
se contabilizarán en forma ininterrumpida.

Parágrafo 2°. En los procesos que conocen los 
jueces penales de los circuitos especializados, para 
que proceda la libertad provisional, los términos 
previstos en los numerales 4 y 5 de este artículo se 
duplicarán. 

Artículo 62. Documentos procedentes del ex-
tranjero. El artículo 427 de la Ley 906 de 2004 
tendrá un segundo inciso, el cual quedará así:

Artículo 427. Documentos procedentes del 
extranjero. Los documentos debidamente apos-
tillados pueden ser ingresados por uno de los in-
vestigadores, que participaron en el caso o por el 
investigador que recolectó o recibió el elemento 
material probatorio.

Artículo 63. Presentación de documentos. El 
artículo 429 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Presentación de documentos. El 
documento podrá presentarse en original, o en co-
pia autenticada, cuando lo primero no fuese posi-
ble o causare grave perjuicio a su poseedor. 

El documento podrá ser ingresado por uno de 
los investigadores que participaron en el caso o 
por el investigador que recolectó o recibió el ele-
mento material probatorio o evidencia física.

Artículo 64. Principio general. El artículo 484 
de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 484. Principio general. Las autori-
dades investigativas y judiciales dispondrán lo 
pertinente para cumplir con los requerimientos de 
cooperación internacional, por conducto del Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores, que les sean so-
licitados de conformidad con la Constitución Po-
lítica, los instrumentos internacionales y leyes que 
regulen la materia.

Parágrafo. El requerimiento de una persona, 
-

les de la Organización Internacional de Policía 

colombiano. En tales eventos la persona retenida 
será puesta a disposición del despacho del Fiscal 
General de la Nación, en forma inmediata.

Artículo 65. El artículo 24 de la Ley 1142 de 

de 2004, quedará así:
Artículo 24. Peligro para la comunidad. Para 

estimar si la libertad del imputado resulta peligro-
-

te la gravedad y modalidad de la conducta punible, 
-

ción preventiva. Sin embargo, de acuerdo con el 
caso, el juez podrá valorar adicionalmente alguna 
de las siguientes circunstancias:

1. La continuación de la actividad delictiva o 
su probable vinculación con organizaciones crimi-
nales.

2. El número de delitos que se le imputan y la 
naturaleza de los mismos.

3. El hecho de estar acusado, o de encontrar-
se sujeto a alguna medida de aseguramiento, o de 
estar disfrutando un mecanismo sustitutivo de la 
pena privativa de la libertad, por delito doloso o 
preterintencional.

4. La existencia de sentencias condenatorias vi-
gentes por delito doloso o preterintencional.



GACETA DEL CONGRESO  483  Miércoles, 6 de julio de 2011 Página 49

5. Cuando se utilicen armas de fuego o armas 
blancas.

6. Cuando se utilicen medios motorizados para 
la comisión de la conducta punible o para perfec-
cionar su comisión, salvo en el caso de accidentes 
de tránsito.

7. Cuando el punible sea por abuso sexual con 
menor de 14 años.

8. Cuando hagan parte o pertenezcan a un gru-
po de delincuencia organizada.

Artículo 66. Protección de la información de 
testigos. La Ley 906 de 2004 tendrá un artículo 
212A, el cual quedará así:

Artículo 212A. Protección de testigos en la 
etapa de indagación e investigación. Sin perjuicio 
de las reglas generales sobre protección a los testi-
gos contempladas en el Código de Procedimiento 
Penal, si en la etapa de indagación e investigación 
la Fiscalía estimare, por las circunstancias del 
caso, que existe un riesgo cierto para la vida o la 
integridad física de un testigo o de un perito, de 
su cónyuge, compañero permanente, o de sus pa-
rientes hasta en el cuarto grado de consanguinidad, 

medidas especiales de protección que resulten 
adecuadas para proteger la identidad de los que in-
tervengan en el procedimiento:

a) Que no conste en los registros de las diligen-
-

bajo los de sus parientes, cónyuge o compañero 
permanente;

-
nes y citaciones, en la sede de la Fiscalía, debiendo 
el órgano interviniente hacerlas llegar reservada-
mente a su destinatario.

Artículo 67. Protección de la imagen de los tes-
tigos. La Ley 906 de 2004 tendrá un artículo 152A, 
el cual quedará así:

Artículo 152A. En aras de garantizar la vida e 
integridad personal de los testigos, el juez o tribu-
nal podrá decretar la prohibición de que sean fo-

-
quier otro medio.

Artículo 68. El artículo 16 de la Ley 1142 que 

Audiencia de control de legali-
dad posterior. Dentro de las veinticuatro (24) horas 
siguientes al recibimiento del informe de Policía 
Judicial sobre las diligencias de las órdenes de re-
gistro y allanamiento, retención de corresponden-
cia, interceptación de comunicaciones o recupera-
ción de información producto de la transmisión de 
datos a través de las redes de comunicaciones, el 

-
rantías, para que realice la audiencia de revisión de 
legalidad sobre lo actuado.

Durante el trámite de la audiencia podrán asis-

judicial y los testigos o peritos que prestaron de-

respectiva, o que intervinieron en la diligencia. 

El juez podrá, si lo estima conveniente, interro-
gar directamente a los comparecientes y, después 

plano sobre la validez del procedimiento.
Parágrafo. Si el cumplimiento de la orden ocu-

rrió luego de formulada la imputación, se deberá 
citar a la audiencia de control de legalidad al impu-
tado y a su defensor para que, si lo desean, puedan 
realizar el contradictorio. En este último evento, se 
aplicarán analógicamente, de acuerdo con la natu-
raleza del acto, las reglas previstas para la audien-
cia preliminar.

Artículo 69. Procedimiento en caso de acepta-
ción de la imputación. El artículo 293 de la Ley 
906 de 2004 quedará así:

Procedimiento en caso de acep-
tación de la imputación. Si el imputado, por ini-
ciativa propia o por acuerdo con la Fiscalía acepta 
la imputación, se entenderá que lo actuado es su-

escrito que contiene la imputación o acuerdo que 
será enviado al Juez de conocimiento. Examina-
do por el juez de conocimiento el acuerdo para 
determinar que es voluntario, libre y espontáneo, 
procederá a aceptarlo sin que a partir de entonces 
sea posible la retractación de alguno de los intervi-
nientes, y convocará a audiencia para la individua-
lización de la pena y sentencia.

Parágrafo. La retractación por parte de los im-
putados que acepten cargos será válida en cual-
quier momento, siempre y cuando se demuestre 
por parte de estos que se vicio su consentimiento o 
que se violaron sus garantías fundamentales.

Artículo 70. El artículo 500 de la Ley 906 de 
2009 tendrá un quinto inciso, el cual quedará así:

Parágrafo 1°.  La 
persona requerida en extradición, con la coadyu-
vancia de su defensor y del Ministerio Público 
podrá renunciar al procedimiento previsto en este 
artículo y solicitar a la Sala de Casación Penal de 
la Corte Suprema de Justicia de plano el corres-
pondiente concepto, a lo cual procederá dentro de 
los veinte (20) días siguientes si se cumplen los 
presupuestos para hacerlo.

Parágrafo 2°. Esta misma facultad opera res-
pecto al trámite de extradición previsto en la Ley 
600 de 2000.

Artículo 71. Solicitud de cambio. El artículo 47 
de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 47. Solicitud de cambio. Antes de ini-
ciarse la audiencia del juicio oral, las partes o el 
Ministerio Público, oralmente o por escrito, po-
drán solicitar el cambio de radicación ante el juez 
que esté conociendo del proceso, quien informará 
al superior competente para decidir.

El juez que esté conociendo de la actuación 
también podrá solicitar el cambio de radicación 
ante el funcionario competente para resolverla.

Parágrafo. El Gobierno Nacional podrá solici-
tar el cambio de radicación por razones de orden 
público, de interés general, de seguridad nacional 
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o de seguridad de los intervinientes, en especial de 
las víctimas, o de los servidores públicos y testi-
gos, así como por directrices de política criminal.

Los cambios de radicación solicitados por el 
Gobierno Nacional, serán presentados ante la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, quien resol-
verá de plano la solicitud. Contra la providencia 
que resuelva la solicitud de cambio de radicación 
no procede recurso alguno.

Lo previsto en este artículo también se aplicará 
a los procesos que se tramitan bajo la Ley 600 de 
2000.

CAPÍTULO III
Medidas para garantizar la seguridad  

ciudadana relacionadas con la extinción  
de dominio

Artículo 72. Causales de la acción de extinción 
del dominio. El artículo 2° de la Ley 793 de 2002 
quedará así:

Artículo 2°. Causales. Se declarará extingui-
do el dominio mediante sentencia judicial, cuando 
ocurriere cualquiera de los siguientes casos:

1. Cuando exista incremento patrimonial injus-

el origen lícito del mismo.
2. Cuando el bien o los bienes de que se trate 

provengan directa o indirectamente de una activi-
dad ilícita.

3. Cuando los bienes de que se trate hayan sido 
utilizados como medio o instrumento para la comi-
sión de actividades ilícitas, sean destinadas a estas 
o correspondan al objeto del delito.

4. Cuando los bienes o recursos de que se trate 
provengan de la enajenación o permuta de otros 
que tengan su origen, directa o indirectamente, en 
actividades ilícitas, o que hayan sido destinados a 
actividades ilícitas o sean producto, efecto, instru-
mento u objeto del ilícito.

5. Cuando los bienes de que se trate tengan ori-
gen lícito, pero hayan sido mezclados, integrados 
o confundidos con recursos de origen ilícito. Se 
exceptúan los títulos depositados en los Depósi-
tos Descentralizados de Valores, siempre y cuando 
los tenedores de esos títulos cumplan satisfacto-
riamente las normas en materia de prevención del 

le sean exigibles. 
Parágrafo 1°. El afectado deberá probar a través 

de los medios idóneos, los fundamentos de su opo-
sición y el origen lícito de los bienes.

Parágrafo 2°. Las actividades ilícitas a las que 

1. El delito de enriquecimiento ilícito.
2. Las conductas cometidas, en perjuicio del 

Tesoro Público y que correspondan a los delitos 
de peculado, interés ilícito en la celebración de 
contratos, de contratos celebrados sin requisitos 
legales, emisión ilegal de moneda o de efectos o 
valores equiparados a moneda; ejercicio ilícito de 
actividades monopolísticas o de arbitrio rentístico; 

hurto sobre efectos y enseres destinados a seguri-
dad y defensa nacionales; delitos contra el patri-
monio que recaigan sobre bienes del Estado; uti-
lización indebida de información privilegiada; uti-
lización de asuntos sometidos a secreto o reserva.

3. Las que impliquen grave deterioro de la mo-

que son actividades que causan deterioro a la mo-
ral social, las que atenten contra la salud pública, 
el orden económico y social, los recursos natura-
les y el medio ambiente, la seguridad pública, la 
administración pública, el régimen constitucional 
y legal, el secuestro, el secuestro extorsivo, la ex-
torsión, el proxenetismo, la trata de personas y el 

Artículo 73. El inciso segundo del artículo 3° 
de la Ley 793 de 2002 quedará así:

Cuando no resultare posible ubicar o extinguir 
el dominio de los bienes determinados sobre los 
cuales verse la extinción del dominio, porque es-
tos hayan sido enajenados, destruidos, ocultados 

lícitos de propiedad del accionado y presentarlos 
al Juez, para que declare extinguido el dominio, 
sobre bienes y valores equivalentes. Lo anterior no 
podrá interpretarse en perjuicio de los terceros de 
buena fe exentos de culpa.

Artículo 74. El artículo 5° de la Ley 793 de 
2002 quedará así:

Artículo 5°. Iniciación de la acción. La acción 
-

ral de la Nación o a solicitud de cualquier persona, 
cuando se considere que existe la probabilidad de 
que concurra alguna de las causales previstas en el 
artículo 2° de la presente ley. También se iniciará 
la acción de extinción de dominio cuando los bie-
nes o recursos de que se trate hubieren sido afecta-
dos dentro de un proceso penal, y el origen de tales 
bienes, su utilización o destinación ilícita no hayan 
sido objeto de investigación o habiéndolo sido no 
se hubiese tomado sobre ellos, por cualquier cau-

La Procuraduría General de la Nación, la Con-
traloría General de la República, la Fuerza Pú-
blica, la Dirección Nacional de Estupefacientes, 
cualquier institución pública, o cualquier persona 
natural o jurídica, deberá informar a la Fiscalía 
General de la Nación, sobre la existencia de bienes 
que puedan ser objeto de la acción de extinción 
de dominio. El incumplimiento de este deber por 
parte de un servidor público constituirá falta dis-
ciplinaria. Los organismos internacionales, habili-
tados para el efecto por un tratado o convenio de 
colaboración recíproca celebrado con el Gobierno 
de Colombia, podrán dar noticia de ello, para el 
inicio de la acción de extinción de dominio.

Parágrafo 1°. La Dirección Nacional de Estu-
pefacientes desde la fase inicial podrá intervenir 
como parte dentro del proceso de extinción de do-
minio. Estará facultada para aportar y solicitar la 
práctica de pruebas dirigidas a demostrar la exis-
tencia de cualquiera de las causales previstas en 
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de los bienes o la de bienes equivalentes, solicitar 
medidas cautelares sobre estos, impugnar las deci-

de dominio, así como impugnar la providencia que 
no reconozca el abandono de los bienes a favor del 
Estado, cuando a ello hubiere lugar.

Parágrafo 2º. En cualquier momento del proce-
so en que aparezca plenamente comprobado que 
no se estructura alguna de las causales invocadas, 
o que se incurrió en un error en la descripción del 
bien, o que la acción no puede iniciarse o prose-
guirse, el operador judicial que lo advierta, decre-
tará de manera extraordinaria la improcedencia de 
la acción. Esta decisión deberá ser consultada.

Artículo 75. El artículo 6° de la Ley 793 de 
2002, quedará así:

Retribución. El particular que de-

contribuya a la obtención de evidencia para la de-
claratoria de extinción de dominio, o las aporte, re-
cibirá una retribución de hasta el 5% del producto 
que el Estado obtenga por la liquidación y venta de 
tales bienes, o del valor comercial de los mismos 
cuando el Estado los retuviere para cualquiera de 
sus órganos o dependencias. Esta tasación la hará 

-
laboración.

La denuncia por la cual se pretenda una retri-
bución, se tramitará en cuaderno separado de la 
actuación principal y estará sometida a reserva. De 
igual manera será reservado el acto administrativo 
a través del cual la Dirección Nacional de Estupe-
facientes pague la retribución ordenada por el juez.

Artículo 76. El artículo 7° de la Ley 793 de 
2002 quedará así:

Artículo 7°. Normas aplicables. La acción de 
extinción se sujetará exclusivamente a las dispo-
siciones de la presente ley y, sólo para llenar sus 
vacíos, se aplicarán las reglas del Código de Pro-
cedimiento Civil, en su orden. En ningún caso po-
drá alegarse prejudicialidad para impedir que se 

procesos.
Artículo 77. El artículo 9A de la Ley 793 de 

2002 quedará así:
Medios de prueba. Son medios de 

prueba la inspección, la peritación, el documento, 
el testimonio, la confesión y el indicio.

-
dios de prueba no contenidos en esta ley, de acuer-
do con las disposiciones que lo regulen, respetan-
do siempre los derechos fundamentales. 

Se podrán utilizar los medios mecánicos, elec-
trónicos y técnicos que la ciencia ofrezca y que no 
atenten contra la dignidad humana.

Las pruebas practicadas válidamente en una 
actuación judicial o administrativa dentro o fue-
ra del país, podrán trasladarse y serán apreciadas 
de acuerdo con las reglas de la sana crítica y con 
observancia de los principios de publicidad y con-
tradicción sobre las mismas.

Artículo 78. Deróguese el artículo 10 de la Ley 
793 de 2002. 

Artículo 79. El artículo 11 de la Ley 793 de 
2002 quedará así:

Artículo 11. De la competencia. Conocerá de la 
acción el Fiscal General de la Nación, directamen-

-
man la Unidad Nacional para la Extinción del De-
recho de Dominio y contra el Lavado de Activos o 

Penales del Circuito Especializado. De acuerdo 
con sus atribuciones constitucionales y legales, el 
Fiscal podrá conformar unidades especiales de ex-
tinción de dominio.

La segunda instancia de las decisiones proferi-
das en el trámite de extinción de dominio, se sur-
tirá ante la Unidad de Fiscalías Delegadas ante el 
Tribunal – Extinción del Derecho de Dominio y 
contra el Lavado de Activos. 

Corresponderá a los jueces penales del circuito 
especializados de extinción de dominio de Bogo-
tá, proferir la sentencia de primera instancia que 
resuelva sobre la extinción de dominio, sin impor-
tar el lugar de ubicación de los bienes. La segun-
da instancia se surtirá ante la Sala de Extinción de 
Dominio del Tribunal Superior del Distrito Judi-
cial de Bogotá.

Artículo 80. El artículo 12 de la Ley 793 de 
2002 quedará así:

Artículo 12. Fase inicial. La fase inicial será 
-

cuales podría recaer la acción, recaudar los medios 
de prueba que evidencien cualquiera de las cau-
sales previstas en el artículo 2° y que quebranten 
la presunción de buena fe exenta de culpa respec-
to de bienes en cabeza de terceros. La fase inicial 
terminará con la resolución de inicio o inhibición, 
según fuere el caso. 

En esta fase o en cualquier momento del pro-

embargo, secuestro y suspensión del poder dispo-
sitivo de cualquier tipo de bien, lo cual incluye las 
divisas, los metales y piedras preciosas, dinero en 

-
res y los rendimientos de los anteriores, lo mismo 
que la orden de no pagarlos aún sin su secuestro o 
aprehensión, así como también la ocupación y la 
incautación sobre bienes cautelados. 

En todo caso, la Dirección Nacional de Estu-
pefacientes será el secuestre o depositario de los 
bienes objeto de medidas cautelares.

Los bienes muebles e inmuebles sobre los que 
se adopten medidas cautelares quedarán de inme-
diato a disposición de la Dirección Nacional de Es-
tupefacientes, a través del Fondo para la Rehabili-
tación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen 
Organizado –FRISCO–, quien podrá enajenarlos, 
directamente o a través de terceras personas, de 
acuerdo con las normas aplicables a la venta de 
bienes con extinción de dominio. Mientras no se 
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produzca la enajenación, la Dirección Nacional de 
Estupefacientes deberá proveer por su adecuada 
administración de acuerdo con los sistemas pre-
vistos en la Ley 785 de 2002 y en sus normas re-
glamentarias. 

De conformidad con lo establecido en el inciso 
anterior, el Gobierno reglamentará lo relativo a las 
garantías para los casos en que no se declare la 
extinción de dominio.

La Dirección Nacional de Estupefacientes po-
drá, mediante resolución motivada, ordenar la re-
vocatoria, suspensión o terminación, según fuere 
el caso, de los actos administrativos de designa-
ción en depósito provisional o cualquier tipo de 
contrato sobre los mencionados bienes suscritos 
con terceros o entre los depositarios provisionales 
y terceros. Sin perjuicio de la obligación de restitu-
ción inmediata a favor de la Dirección Nacional de 
Estupefacientes, en aquellos casos en los que los 
depositarios provisionales, arrendatarios o cual-
quier otro tipo de contratistas que estén adelantan-
do actividades económicos en dichos bienes, de-
berán en el término de cuatro (4) meses contados 

-
pensión o terminación, presentar ante la Dirección 
Nacional de Estupefacientes, la reclamación liqui-
datoria debidamente sustentada de los perjuicios 
que se le hayan podido causar con la revocatoria, 
suspensión o terminación a que se hace referencia.

La Dirección Nacional de Estupefacientes re-
solverá la petición de indemnización mediante 
acto administrativo motivado. Cuando en el acto 
administrativo se reconocieren sumas a favor del 
peticionario, estas serán pagadas por la Dirección 
Nacional de Estupefacientes.

El acto administrativo que resuelva la solicitud 
es susceptible de los recursos de la vía gubernativa 
y de las acciones contencioso administrativas de 
acuerdo con las reglas generales.

La Dirección Nacional de Estupefacientes hará 

bienes y levantará un acta en la que consten las in-
versiones y explotaciones económicas que se eje-
cutaron o se adelanten en el respectivo bien.

Las autoridades administrativas y de policía 
prestarán todo el apoyo que requiera la Dirección 
Nacional de Estupefacientes para hacer efectivos 

Parágrafo 1º. El Fondo para la Rehabilitación, 
Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organi-
zado, es una cuenta especial sin personería jurídica 
administrada por la Dirección Nacional de Estupe-
facientes, de acuerdo con las políticas trazadas por 
el Consejo Nacional de Estupefacientes.

Los bienes, el producto de su venta y adminis-
tración, así como los recursos objeto de extinción 
de dominio, ingresarán al Fondo para la Rehabili-
tación, Inversión, Social y Lucha contra el Crimen 
Organizado y serán asignados por el Consejo Na-

social, seguridad y lucha contra la delincuencia 
organizada, rehabilitación de militares y policías 

responsabilidad penal adolescente, infraestructura 
carcelaria, fortalecimiento de la administración de 
justicia y funcionamiento de la Dirección Nacio-
nal de Estupefacientes.

Parágrafo 2°. La Dirección Nacional de Estupe-
facientes, con cargo a los recursos del Fondo para 
la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha Contra 
el Crimen Organizado, FRISLCO, y la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Coopera-
ción Internacional - Acción Social, con cargo a los 
recursos del Fondo para la Reparación de las Víc-
timas, podrán efectuar los gastos que sean necesa-
rios para la protección, administración, conserva-
ción y mantenimiento de los bienes a su cargo.

Parágrafo 3°. El pago de las obligaciones tribu-
tarias relacionadas con los bienes que administre 
la Dirección Nacional de Estupefacientes y Acción 
Social-Fondo para la Reparación de las Víctimas, 
se regirá por lo dispuesto en el artículo 9° de la 
Ley 785 de 2002. 

Parágrafo 4°. La enajenación de los bienes suje-
tos a registro, se efectuará mediante acto adminis-

-
pondiente, constituirá título traslaticio de dominio 

Parágrafo 5°. En lo relacionado con el Archi-
piélago de San Andrés, Providencia y Santa Ca-
talina, continuarán vigentes los artículos 23 de la 
Ley 793 de 2002 y 70 de la Ley 915 de 2004.

Artículo 81. El artículo 78 de la Ley 1395 de 
2010 que adiciona el artículo 12 de la Ley 793 de 
2002, con el artículo 12A quedará así:

Artículo 12A. Durante la fase inicial y de in-
vestigación con el propósito de recaudar pruebas 

podrá utilizar las siguientes técnicas de investiga-
ción:

a) Registros y allanamientos;
b) Interceptación de comunicaciones telefóni-

cas y similares;
c) Recuperación de información dejada al na-

vegar por internet u otros medios tecnológicos que 
produzcan efectos equivalentes; y vigilancia de 
cosas.

Cuando se decrete la práctica de las anteriores 
técnicas de investigación, se deberá proferir reso-
lución de sustanciación que contenga las razones o 
motivos fundados para su práctica.

El control de garantía y legalidad se hará ante 
los jueces de extinción de dominio.

Artículo 82. El artículo 13 de la Ley 793 de 
2002 quedará así:

Procedimiento. El trámite de la 
acción de extinción de dominio se cumplirá de 
conformidad con las siguientes reglas:
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de la acción de extinción de dominio a los titu-
lares de derechos reales principales y accesorios 

se surtirá de manera personal y en subsidio por 
aviso, de conformidad con los artículos 315 y 320 
del Código de Procedimiento Civil. En los even-
tos previstos en el artículo 318 del Código de Pro-
cedimiento Civil, se procederá al emplazamiento 

de cualquier funcionario público podrá asumir las 
funciones que le son asignadas a las empresas de 
servicio postal autorizado, para efectos de llevar a 

aquellos lugares en donde estas empresas no pres-
ten sus servicios o cuando las condiciones de cual-
quier proceso así lo ameriten.

personalmente podrá realizarse en cualquiera de 
los siguientes sitios:

a) En el lugar de habitación;
b) En el lugar de trabajo;
c) En el lugar de ubicación de los bienes.

virtud de la materialización de una medida caute-
lar, o cuando el afectado hubiese actuado en la fase 
inicial, se entenderá que se encuentra vinculado a 
la actuación y por ende la resolución de inicio se le 

-
cal decretará y practicará las medidas cautelares 

resolución de inicio a los afectados. Contra esta re-
solución procederán los recursos de ley y en caso 
de revocarse la resolución de inicio, se someterá al 
grado jurisdiccional de consulta. Ningún recurso 
suspenderá la ejecución o cumplimiento de la me-
dida cautelar.

Los titulares de derechos reales principales y 
accesorios tendrán un término de diez (10) días 

-
ción, para presentar su oposición y aportar o pedir 
las pruebas.

1. La resolución de inicio se informará al agen-
te del Ministerio Público por cualquier medio ex-
pedito de comunicación.

2. En la resolución de inicio se ordenará empla-
zar a los terceros indeterminados de conformidad 
con lo establecido en el artículo 318 del Código 
de Procedimiento Civil. A los terceros indetermi-
nados que no concurran, se les designará curador 
ad lítem en los términos establecidos en el artículo 
9° y 318 del Código de Procedimiento Civil. Los 

-
carse personalmente dentro del término del empla-
zamiento, tendrán diez (10) días para presentar sus 
oposiciones. El curador de los terceros indetermi-
nados que no concurran, contará con el término de 
diez (10) días contados a partir del día siguiente al 

-
ciones y aportar o pedir pruebas.

abrirá el proceso a pruebas por el término de trein-
ta (30) días, donde ordenará la incorporación de 
las pruebas aportadas que obren en el expediente y 
decretará las que hayan sido oportunamente solici-

que niegue pruebas es susceptible de recurso de 
reposición.

4. Concluido el término probatorio, se correrá 
traslado para alegar de conclusión por el término 
común de cinco (5) días.

5. Transcurrido el término anterior, durante los 
-

lución declarando la procedencia o improcedencia 
de la acción de extinción de dominio, la cual se 
regirá por las siguientes reglas:

a) La procedencia se declarará mediante resolu-
ción apelable;

b) La improcedencia respecto de terceros de 
buena fe exentos de culpa, se declarará mediante 
resolución apelable. En caso de que no sea apela-
da, deberá surtirse el grado jurisdiccional de con-
sulta;

c) Los demás casos de improcedencia, se decla-
rarán mediante resolución apelable. En el evento 
de que la improcedencia no sea apelada o en caso 

-
dencia, la actuación deberá remitirse al juez com-

en la sentencia, previo agotamiento de todas las 
etapas que deben surtirse. En todo caso la impro-
cedencia no surtirá efecto alguno hasta tanto sea 

6. Ejecutoriada la resolución de que trata el nu-
-

pleto al juez competente. El juez correrá traslado a 
los intervinientes por el término de cinco (5) días, 
para que soliciten o aporten pruebas. Decretadas 
las pruebas, el juez tendrá veinte (20) días para 
practicarlas. Cumplido lo anterior, correrá traslado 
por el término común de cinco (5) días para alegar 
de conclusión.

Vencido el término del traslado dentro de los 
treinta (30) días siguientes, el juez dictará senten-
cia declarando o negando la extinción de dominio. 

erga 
omnes.

En contra de la sentencia solo procederá en el 
efecto suspensivo el recurso de apelación inter-
puesto por los intervinientes o por el Ministerio 
Público, que será resuelto por el superior dentro 
de los treinta (30) días siguientes a aquel en que el 
expediente llegue a su despacho. La sentencia de 
primera instancia que niegue la extinción de domi-
nio y que no sea apelada, se someterá en todo caso 
a grado jurisdiccional de consulta. Los términos 
establecidos en el presente artículo son improrro-
gables y de obligatorio cumplimiento y su des-
conocimiento se constituirá en falta disciplinaria 
gravísima.
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Artículo 83. El artículo 14A de la Ley 793 de 
2002 quedará así:

Artículo 14A. Recursos. En los procesos de ex-
tinción de dominio únicamente procede el recurso 
de apelación contra las siguientes providencias:

a) La resolución de inicio, en el efecto devolu-
tivo;

b) La resolución de inhibición, en el efecto sus-
pensivo;

c) La resolución de procedencia, en el efecto 
devolutivo;

d) La resolución de improcedencia respecto de 
terceros de buena fe exentos de culpa, en el efecto 
suspensivo;

e) En los demás casos de resolución de impro-
cedencia, en el efecto devolutivo;

f) La sentencia de primera instancia, en el efec-
to suspensivo.

La providencia que deniegue el recurso de ape-
lación sólo será susceptible de recurso de reposi-
ción, salvo cuando se trate de la apelación de la 
sentencia de primera instancia, evento en el cual 
procederá el recurso de reposición y en subsidio la 
solicitud de copias para la interposición del recur-
so de queja. 

Artículo 84. El artículo 16 de la Ley 793 de 
2002, quedará así:

Causales de nulidad. Serán cau-
sales de nulidad únicamente las establecidas en el 
artículo 140 del Código de Procedimiento Civil y 
su trámite será el señalado en el artículo anterior.

Artículo 85. Requerimientos. La Ley 793 de 
2002 tendrá un artículo 19C, el cual quedará así:

Requerimientos. Las entidades 
-

dazzi, Catastro departamental, Instrumentos Públi-
cos, Notariado y Registro, la Unidad de Informa-
ción y Análisis Financiero (UIAF), entre otras; así 
como entidades privadas que sean objeto de reque-
rimientos por parte de policía judicial, en razón de 
su objeto social, deberán atender dichos requeri-
mientos de manera inmediata oportuna y gratuita, 
en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles una 
vez radicado el requerimiento.

Los gastos de envío serán asumidos por la en-
tidad que expide los documentos, el servidor pú-
blico responsable en una entidad pública que in-
cumpla con el tiempo establecido incurrirá en falta 
disciplinaria. Las sociedades que incumplan este 
requerimiento en el plazo serán sancionadas con 
multa de 10 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, de conformidad con lo señalado en el ar-
tículo 86 de la Ley 222 de 1995.

Artículo 86. Vigencia de las normas sobre ex-
tinción de dominio. Las normas sobre extinción 

vigencia a partir de su promulgación y se aplica-
rán a los procesos iniciados con anterioridad a la 
presente ley. El tránsito de legislación se sujeta-
rá a lo previsto en el artículo 699 del Código de 

tendrá la facultad de disponer que se surtan ínte-
gramente con base en lo establecido en esta ley, 
evento en el cual ordenará dejar sin valor y efecto 

que se pudieron haber surtido con base en la legis-
lación anterior. 

CAPÍTULO IV
Medidas para garantizar la seguridad  
ciudadana relacionadas con el Código  

de la Infancia y la Adolescencia
Artículo 87. Funciones de la Policía Nacional 

para garantizar los Derechos de los Niños, las Ni-
ñas y los Adolescentes. El artículo 89 de la Ley 

tendrá un numeral 18, los cuales quedarán así:
16. Adelantar labores de vigilancia y control de 

las instituciones encargadas de ejecutar las sancio-
-

rantizar la seguridad de los niños, niñas y adoles-
centes y evitar su evasión. De manera excepcional, 
la Policía de Infancia y Adolescencia a solicitud 
del operador, de la autoridad judicial o adminis-
trativa podrá realizar control interno en casos de 
inminente riesgo en la integridad física y personal 
de los adolescentes o de los encargados de su cui-
dado personal.

17. Prestar la logística y el recurso humano 
necesario para el traslado a donde haya lugar de 
niños, niñas y adolescentes infractores de la ley 
penal cuando así lo dispongan las autoridades ju-
diciales y administrativas. El cumplimento de este 
numeral no excluye la corresponsabilidad de los 
entes territoriales.

18. Los Comandantes de Estación de acuerdo 
con su competencia, podrán ordenar el cierre tem-
poral de los establecimientos abiertos al público 
de acuerdo con los procedimientos señalados en el 
Código Nacional de Policía, en cumplimiento de 
las funciones establecidas en los numerales 4, 5, 6 
y 7 del presente artículo, de conformidad con los 
principios rectores y lineamientos establecidos en 
este Código.

Artículo 88. Concepto de la privación de la 
libertad. El artículo 160 de la Ley 1098 de 2006 
quedará así:

Concepto de la privación de la 
libertad. Se entiende por privación de la libertad 
toda forma de internamiento, en un establecimien-
to público o privado, con personal adecuado, ins-

-
cia probada; ordenada por autoridad judicial, del 
que no se permite al adolescente salir por su propia 
voluntad.

Los centros deben cumplir con las condiciones 
de seguridad para evitar la evasión de los adoles-
centes. Si el adolescente se evade, el juez deberá, 
de manera inmediata, ordenar su aprehensión y la 
revisión de la sanción.
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Artículo 89. Sanciones. El artículo 177 de la 
Ley 1098 de 2006 quedará así:

Artículo 177. Sanciones. Son sanciones aplica-
bles a los adolescentes a quienes se les haya decla-
rado su responsabilidad penal:

La amonestación.
Imposición de reglas de conducta.
La prestación de servicios a la comunidad.
La libertad asistida.
La internación en medio semicerrado.
La privación de libertad en centro de atención 

especializado.
Las sanciones previstas en el presente artículo 

se cumplirán en programas o centros de atención 
especializados los que deberán acogerse a los li-

el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 
Parágrafo 1°. Para la aplicación de todas las 

sanciones la autoridad competente deberá asegurar 
que el adolescente esté vinculado al sistema edu-
cativo. El Defensor de Familia o quien haga sus 
veces deberán controlar el cumplimiento de esta 

Parágrafo 2°. El juez que dictó la sanción será 
el competente para controlar su ejecución.

Parágrafo 3º. Los centros de atención especiali-
zada deberán cumplir lo establecido en los artícu-
los 50 y 141 del Código de la Infancia y la Ado-
lescencia.

Artículo 90. La privación de la libertad. El artí-
culo 187 de la Ley 1098 de 2006 quedará así:

Artículo 187. La privación de la libertad. La 
privación de la libertad en centro de atención es-
pecializada se aplicará a los adolescentes mayores 
de dieciséis (16) y menores de dieciocho años (18) 
que sean hallados responsables de la comisión de 
delitos cuya pena mínima establecida en el Código 
Penal sea o exceda de seis años de prisión.

En estos casos la privación de libertad en cen-
tro de atención especializada tendrá una duración 
desde un (1) año hasta cinco (5) años, salvo lo dis-
puesto en los incisos siguientes.

La privación de libertad en Centro de Atención 
Especializada se aplicará a los adolescentes ma-
yores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) 
años, que sean hallados responsables de homicidio 
doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y 
delitos agravados contra la libertad, integridad y 
formación sexual. 

En estos casos, la privación de libertad en cen-
tro de atención especializada tendrá una duración 
desde dos (2) hasta ocho (8) años, con el cumpli-
miento total del tiempo de sanción impuesta por el 

En los casos en que el adolescente haya sido 
víctima del delito de constreñimiento de menores 
de edad para la comisión de delitos o reclutamien-
to ilícito no se aplicará privación de la libertad.

Parte de la sanción de privación de libertad po-
drá ser sustituida por cualquiera de las otras san-
ciones previstas en el artículo 177 de este Código 

de la sanción sustitutiva podrá acarrear la aplica-
ción de la privación de la libertad impuesta inicial-
mente o la aplicación de otra medida. En ningún 
caso, la nueva sanción podrá ser mayor al tiempo 
de la sanción de privación de libertad inicialmente 
previsto.

Parágrafo. Si estando vigente la sanción de pri-
vación de libertad el adolescente cumpliere los 
dieciocho años de edad continuará cumpliéndo-
la hasta su terminación en el Centro de Atención 

-
tectora, educativa y restaurativa establecidas en la 
presente ley para las sanciones.

Los Centros de Atención Especializada presta-
-

ciada entre los adolescentes menores de dieciocho 
años de edad y aquellos que alcanzaron su mayoría 
de edad y deben continuar con el cumplimiento de 
la sanción. Esta atención deberá incluir su separa-
ción física al interior del Centro, así como las de-
más garantías contenidas en la Constitución Polí-
tica y en los Tratados o Convenios Internacionales 

en especial, la Convención sobre los Derechos del 
Niño.

Artículo 91. Sanción para contravenciones de 
policía cometidas por adolescentes. El artículo 
190 de la Ley 1098 de 2006 quedará así:

Sanción para contravenciones 
de policía cometidas por adolescentes. Las contra-
venciones de policía cometidas por adolescentes 
serán sancionadas de la siguiente manera:

Será competente para conocer el proceso y san-
cionar el Comisario de Familia del lugar donde se 
cometió la contravención o en su defecto el Alcal-
de Municipal.

Cuando las contravenciones de lugar a sancio-
nes pecuniarias, estas serán impuestas a quien ten-
ga la patria potestad o la custodia y este será res-
ponsable de su pago, el cual podrá hacerse efectivo 
por jurisdicción coactiva, conmutable con trabajo 
comunitario. 

Los sancionados por contravenciones serán in-
cluidos en programas pedagógicos de educación 
liderados por las Alcaldías.

Artículo 92. Emancipación judicial. Adicio-
nar un numeral 5 al artículo 315 del Código Civil, 

1974, el cual quedará así:
5. Cuando el adolescente hubiese sido sanciona-

do por los delitos de homicidio doloso, secuestro, 
extorsión en todas sus formas y delitos agravados 
contra la libertad, integridad y formación sexual 
y se compruebe que los padres favorecieron estas 
conductas sin perjuicio de la responsabilidad penal 
que les asiste en aplicación del artículo 25 numeral 
2 del Código Penal, que ordena.
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Artículo 93. Explotación de menores de edad. 
El que utilice, instrumentalice, comercialice o 
mendigue con menores de edad directamente o a 
través de terceros incurrirá en prisión de 3 a 7 años 
de prisión y el menor será conducido al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar para aplicar las 
medidas de restablecimientos de derechos corres-
pondientes.

La pena se aumentará a la mitad cuando el actor 
sea un pariente hasta el cuarto grado de consangui-

Artículo 94. Adiciónese dos nuevos parágrafos 
al artículo 42 de la Ley 1098 de 2006, así:

Parágrafo 1°. Considérese obligatorio que to-
das las instituciones educativas públicas y priva-
das estructuren un módulo articulado al PEI -Pro-
yecto Educativo Institucional- para mejorar las ca-

relación con las orientaciones para la crianza que 
contribuyan a disminuir las causas de la violencia 
intrafamiliar y sus consecuencias como: consumo 
de sustancias psicoactivas, embarazo en adoles-
centes, deserción escolar, agresividad, entre otros.

Parágrafo 2°. Las Secretarías de Educación 
Municipal y Departamental deberán orientar y 
supervisar las estrategias y metas del sistema psi-
copedagógico y las Instituciones deberán consig-
narlo dentro del Proyecto Educativo Institucional 
–PEI– como de obligatorio cumplimiento.

Artículo 95. Política Pública de Prevención de 
la Delincuencia Juvenil. Dentro de los seis meses 
siguientes a la expedición de la presente ley, el Go-
bierno Nacional, en coordinación con el Consejo 
Superior de la Judicatura, el Consejo de Política 
Criminal y Penitenciaria, elaborará bajo un enfo-
que de derechos la Política Pública de prevención 
de la delincuencia juvenil con la participación in-
tegral y concertada de las instituciones que con-
forman el Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes y la Procuraduría General de la Na-
ción.

Las organizaciones juveniles registradas y con 
personería jurídica podrán participar y ser escu-
chadas en la construcción de la política pública de 
prevención de la delincuencia juvenil. 

En desarrollo de la política tratada en este artí-
culo, se establecerán los roles y responsabilidades 
de las entidades territoriales, las cuales en virtud de 
los principios constitucionales, de coordinación, 
concurrencia y subsidiaridad entre los diferentes 
niveles de la administración pública, destinarán y 
apropiarán los recursos correspondientes para su 
implementación.

Parágrafo. Para efectos de la preparación de la 
Política Pública de Prevención de la Delincuencia 
Juvenil se podrá invitar a los organismos multila-
terales de los que Colombia hace parte.

Artículo 96. Asistencia y rehabilitación de ado-
lescentes. Los Centros de Atención Especializada 
contarán con programas pedagógicos y de rehabi-
litación para los adolescentes internados en ellos y 
que tengan problemas de drogadicción. 

Los programas de que trata el presente artículo 
estarán a cargo de profesionales especializados y 
quienes deberán brindar todos los elementos para 
la recuperación y resocialización del adolescente.

Parágrafo 1°. Todas las entidades y estableci-
mientos públicos dentro del COPASO –Comité 
Paritario de Salud Ocupacional– entidad adscrita 
al Ministerio de la Protección Social, deberán in-
cluir la ejecución de talleres que conlleven a con-
cientizar a sus funcionarios en los factores protec-
tores para la prevención de violencia intrafamiliar, 
sus deberes y derechos, prevención del consumo 
de alcohol y sustancias psicoactivas y embarazos 
no deseados, para así ayudar a disminuir los ries-
gos laborales que esta circunstancia conlleva. 

Parágrafo 2°. Las entidades y establecimientos 
públicos deben presentar la inclusión del ítem de 
factores para la prevención de la violencia intrafa-
miliar dentro del plan de trabajo, según el artículo 
21, literal f), artículos 35 y 63 del Decreto 1295 de 
1994.

CAPÍTULO V
Disposiciones en materia de seguridad  
y convivencia en el deporte profesional

Artículo 97. El que dentro de un espectáculo 
deportivo, estadio, cancha, tribuna, en el entorno 
de este, o con ocasión del evento deportivo cometa 
cualquiera de las siguientes conductas, incurrirá en 
multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos le-
gales mensuales vigentes y prohibición de acudir a 
escenarios deportivos por un periodo entre seis (6) 
meses a tres (3) años:

1. Pretender ingresar, o estar en posesión o te-
nencia de cualquier tipo de arma de fuego, arma 
blanca, u objetos peligrosos. 

2. Pretender ingresar, o estar en posesión o te-
nencia de cualquier tipo de estupefacientes. 

3. Promover o causar violencia contra miem-

esta ejecute un acto propio del servicio. 
4. Invadir el terreno de juego en torneo profe-

sional.
5. No atienda las recomendaciones de los cuer-

pos de logística en lo que tiene que ver con la ubi-
cación y tránsito de lugares no autorizados para el 
público, en torneo profesional.

6. Pretender ingresar o ingerir bebidas alcohóli-
cas en torneo de fútbol profesional.

Serán agravantes de la conducta cualquiera de 
las que a continuación se enumeran, y en tal caso 
tendrán como sanción multa de ocho (8) a quince 
(15) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
y prohibición de acudir a escenarios deportivos 
por un periodo entre un (1) año a seis (6) años: 
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1. Ser organizador o protagonista en el evento 
deportivo. 

2. Ser dirigente de un club con deportistas pro-
fesionales. 

3. Actuar bajo los efectos de estupefacientes, 
psicotrópicos, estimulantes o sustancias análogas. 

Artículo 98. Incitación a la agresión física o 
verbal, o daños a infraestructura deportiva, públi-
ca, residencial o comercial con ocasión de espec-
táculo deportivo. Sin perjuicio de las penas con-
templadas en la Ley 599 de 2000, el que dentro de 
un espectáculo deportivo, estadio, cancha, tribuna, 
en el entorno de este, o con ocasión del evento de-
portivo incite o cometa acto de agresión física o 
verbal sobre otra persona, o daños a infraestructu-
ra deportiva pública, residencial o comercial, será 
sancionado con una multa y la prohibición de in-
gresar a escenarios deportivos de la siguiente for-
ma:

a) Agresión física: La multa será de veinte (20) 
a cien (100) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes y prohibición de acudir a escenarios de-
portivos por un período entre tres (3) años y cinco 
(5) años;

b) Agresión verbal: La sanción será a través de 
trabajo social con la comunidad sobre la forma-
ción pedagógica para la prevención y el desarrollo 
social de la convivencia en los escenarios depor-
tivos. 

En caso de reincidencia, la multa será de uno 
(1) a veinte (20) salarios mínimos legales mensua-
les vigentes y prohibición de acudir a escenarios 
deportivos por un período entre un (1) año hasta 
tres (3) años;

c) Daño a infraestructura deportiva, pública, re-
sidencial o comercial, la multa será de veinte (20) 
a cien (100) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes y prohibición de acudir a escenarios de-
portivos por un período entre dos (2) años y cuatro 
(4) años. 

Parágrafo 1°. Se entenderá por infraestructu-
ra deportiva, los estadios, las canchas, escenarios 
deportivos, instalaciones de los clubes, centros de 
entrenamiento y se hace extensivo a los medios de 
transporte que movilicen jugadores, directivos e 
hinchas.

Parágrafo 2°. El menor de edad que incurra en 
las conductas descritas será conducido por la Po-
licía Nacional para que se llame a quienes osten-
ten la patria potestad y hacerlos solidarios en las 
sanciones aquí previstas y a que hubiere lugar. Se 
iniciará proceso de pérdida de custodia del menor.

CAPÍTULO VI
Otras medidas para garantizar la seguridad 

ciudadana
Artículo 99. El artículo 128 de la Ley 906 de 

2004 quedará así:
Artículo 128. -

ción. La Fiscalía General de la Nación estará obli-
-

judiciales.

En los eventos en que el capturado no presente 
documento de identidad, la policía judicial toma-

con documentos obtenidos en la Registraduría Na-
cional del Estado Civil y sus delegadas, de mane-
ra directa, o a través de la consulta de los medios 
técnicos o tecnológicos de los que se dispongan o 
tengan acceso.

identidad, la policía judicial que realizó la confron-
tación remitirá el registro decadactilar de manera 
inmediata a la Registraduría Nacional del Estado 
Civil a efectos de que expida copia de la fotocédu-
la, en un tiempo no superior a 24 horas.

En caso de no aparecer la persona en los archi-
vos de la Registraduría Nacional del Estado Civil, 
esta autoridad lo registrará de manera excepcional 

inicialmente y procederá a asignarle un cupo nu-
mérico, sin tener que agotar los procedimientos 
regulados en el Decreto 1260 de 1970, o demás 

Concluido el procedimiento la Registraduría 
Nacional del Estado Civil informará los resultados 
a la autoridad solicitante.

Artículo 100. Toda persona que obtenga el per-
miso para el porte de armas, deberá contratar una 
póliza de responsabilidad civil, para amparar los 
daños y perjuicios a terceras personas derivada del 
uso de la misma. Dicha póliza deberá ser expedida 
por una compañía de seguros debidamente autori-
zada. El valor asegurado por cada arma, autoriza-
da, no será inferior a 400 salarios mínimos men-
suales legales vigentes.

-
ca de Seguridad Ciudadana, el Gobierno Nacional 
presentará al Congreso de la República durante los 
seis meses siguientes a la sanción de esta ley, un 
proyecto de ley tendiente a establecer los aspectos 
relativos a la prevención del crimen y del delito, 
formación, educación y cultura de la no violencia 
en el país.

Artículo 102. Suprímase el numeral 4 del artí-
culo 211 del Código de Policía, Decreto 1355 de 
1970.

Artículo 103. Política de salud mental en es-
tablecimientos carcelarios y de resocialización de 
jóvenes. Autorízase la implementación de atención 
psicológica y psiquiátrica penitenciaria, en pro del 
mejoramiento de las condiciones de vida de las 
personas con trastornos mentales recluidas en las 
cárceles colombianas, que incluya un programa ar-
ticulado para la detección temprana de trastornos 
mentales en esta población.

(6) meses al Gobierno Nacional facultades ex-
traordinarias para ampliar la planta de personal de 
la Fiscalía General de la Nación, creando los car-
gos que sean necesarios para que esta entidad pue-
da contar con los recursos humanos requeridos, en 
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hechos punibles cometidos por cualquier organi-
zación armada ilegal conforme a las normas apli-
cables.

Artículo 105. Manipulación de equipos ter-
minales móviles. El que manipule, reprograme, 

los servicios de comunicaciones en cualquiera de 

datos positivas y negativas que se crearán para el 
efecto y que administrará la entidad regulatoria 
correspondiente, incurrirá en prisión de seis (6) 
a ocho (8) años y multa de seis (6) a setecientos 
(700) salarios mínimos mensuales legales vigen-
tes.

La reglamentación para la elaboración de las re-
feridas bases de datos será máximo tres (3) meses 
después de expedida la ley. A más tardar el 1° de 
enero de 2012 las bases de datos deberán estar en 
funcionamiento.

La pena se incrementará en una tercera parte, si 
quien realice las conductas descritas en el inciso 
anterior hace parte de una red, grupo u organiza-
ción de carácter delincuencial o criminal.

Queda excluido de este delito g el desbloqueo 
de las bandas de los terminales móviles.

En la misma pena incurrirá la persona que ac-
tive terminales móviles de servicios de comunica-
ciones con violación de las disposiciones y pro-

entidad regulatoria correspondiente.
Los equipos terminales que hayan sido altera-

dos, conforme a los verbos rectores de este tipo 
penal, serán decomisados por las autoridades de 
policía. Cuando la detección la haga el proveedor 
de servicios, procederá a efectuar la respectiva de-
nuncia ante las autoridades competentes previa re-
tención del equipo.

Artículo 106. Adiciónese un numeral 21 al artí-
culo 22 de la Ley 1341 de 2009, así:

operadores de comunicaciones, comercializadores 
y distribuidores deberán garantizar que las bandas 
de los terminales móviles estén desbloqueadas 
para que el usuario pueda activarlos en cualquier 

-
ticas de bases de datos, tanto positivas como nega-

-
ción de equipos terminales móviles, así como esta-
blecer las obligaciones de los proveedores de redes 
y servicios de comunicaciones, comercializadores, 
distribuidores o cualquier comerciante de equipos 
terminales móviles, y las relativas al reporte de la 

ante la CRC y al suministro de esta información 
a los usuarios. Las bases de datos de que trata el 
presente numeral, deberán ser implementadas y 
administrativas de manera centralizada, a través de 
un tercero, por parte de los proveedores de redes y 
servicios de comunicaciones y la información con-
signada en dichas bases de datos tendrá carácter 

público, sin perjuicio de la información que con-
tenga datos personales, la cual será protegida de 
conformidad con lo establecido por la ley.

Artículo 107. Dirección Nacional de Estupefa-
cientes o quien haga sus veces. Cuando esta ley 
haga referencia a la Dirección Nacional de Estu-

entidad o a quien la sustituya o haga sus veces, 
según lo determine el Gobierno Nacional.

Artículo 108. El artículo 74 del Código de Pro-
cedimiento Penal, Ley 906 de 2004, quedará así:

 Artículo 74. Delitos que requieren querella. 
Para iniciar la acción penal será necesario querella 
en los siguientes delitos, excepto cuando el sujeto 
pasivo sea un menor de edad:

1. Aquellos que de conformidad con el Códi-
go Penal no tienen señalada pena privativa de la 
libertad.

2. Inducción o ayuda al suicidio (C. P. artículo 
107); lesiones personales sin secuelas que produ-
jeren incapacidad para trabajar o enfermedad sin 
exceder de sesenta (60) días (C. P. artículo 112 in-
cisos 1o. y 2o.); lesiones personales con deformi-
dad física transitoria (C. P. artículo 113 inciso 1o.); 
lesiones personales con perturbación funcional 
transitoria (C. P. artículo 114 inciso 1o.); parto o 
aborto preterintencional (C. P. artículo 118); lesio-
nes personales culposas (C. P. artículo 120); omi-
sión de socorro (C. P. artículo 131); violación a la 
libertad religiosa (C. P. artículo 201); injuria (C. P. 
artículo 220); calumnia (C. P. artículo 221); injuria 
y calumnia indirecta (C. P. artículo 222); injuria 
por vías de hecho (C. P. artículo 226); injurias recí-
procas (C. P. artículo 227); violencia intrafamiliar 
(C. P. artículo 229); maltrato mediante restricción 
a la libertad física (C. P. artículo 230); inasistencia 
alimentaria (C. P. artículo 233); malversación y 
dilapidación de los bienes de familiares (C. P. artí-
culo 236); hurto simple cuya cuantía no exceda de 
ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensua-
les legales vigentes (C. P. artículo 239 inciso 2°); 

de ganado (C. P. artículo 243); estafa cuya cuantía 
no exceda de ciento cincuenta (150) salarios mí-
nimos mensuales legales vigentes (C. P. artículo 
246 inciso 3°); emisión y transferencia ilegal de 

(C. P. artículo 249); aprovechamiento de error aje-
no o caso fortuito (C. P. artículo 252); alzamiento 
de bienes (C. P. artículo 253); disposición de bien 
propio gravado con prenda (C. P. artículo 255); de-

ilegal de los servicios de telecomunicaciones (C. 
P. artículo 257); malversación y dilapidación de 
bienes (C. P. artículo 259); usurpación de tierras  
(C. P. artículo 261); usurpación de aguas (C. P. ar-

artículo 263); perturbación de la posesión sobre 
inmuebles (C. P. artículo 264); daño en bien aje-
no (C. P. artículo 265); usura y recargo de ventas 
a plazo (C. P. artículo 305); falsa autoacusación  
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(C. P. artículo -
fesionales (C. P. artículo 445); Violación de los de-
rechos de reunión y asociación (C.P. Artículo 200.)

Artículo 109. Responsabilidad de vigilancia, 
control y prevención. La responsabilidad de la vi-
gilancia, control y prevención respecto a los inte-

eventos deportivos, será compartida entre los clu-
bes deportivos y las autoridades pertinentes.

El recaudo de las multas de las que trata el pre-
sente título, estará a cargo de Instituto Colombiano 
del Deporte (Coldeportes), y así mismo este debe-

graduación de las sanciones y método mediante el 
cual los infractores sancionados podrán interpelar 
las mismas. 

Los recaudos que por este concepto se generen, 
el Instituto Colombiano del Deporte (Coldeportes) 
deberá destinarlos en programas de socialización 
y formación pedagógica que promuevan la paz, la 
tranquilidad, la convivencia en los estadios y esce-
narios deportivos.

Artículo 110. Créese la Comisión de Evaluación 
del Sistema de Responsabilidad Penal para Adoles-

quienes serán copresidentes de la comisión; un (1) 

Observatorio del Sistema de Responsabilidad Pe-
nal para Adolescentes de la Universidad Nacional, 

y diferenciada y que garantice la justicia restau-
rativa, la verdad y la reparación del daño, para el 
cual fue creado. 

Dicha comisión ejercerá las siguientes funciones:

Responsabilidad Penal para Adolescentes.
-

ción y operación del Sistema y los vacíos en la 
articulación de las instituciones responsables del 
mismo y elaborar el diagnóstico en el término es-
tablecido en este artículo.

los dos puntos anteriores. Estas recomendaciones 
deberán estar acompañadas de un Plan de Acción 
que permita a las diferentes entidades vinculadas 
al Sistema de Responsabilidad Penal para Adoles-

-
caz y pertinente.

Responsabilidad Penal para Adolescentes –SRPA– 
desarrollará la evaluación en un plazo no mayor a 
seis meses a partir de la expedición de la presente 
ley.

Artículo 111. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga en lo pertinen-
te las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas,
Juan Manuel Galán Pachón, Senador de la Re-

pública; Alfredo Rafael Deluque Zuleta, Represen-
tante a la Cámara.

La Presidencia indica a la Secretaría continuar 
con el siguiente Informe de Conciliación.

107 de 2010 Cámara (acumulado con el Proyec-
to de ley número 085 de 2010 Cámara), por la 
cual se dictan medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas de violaciones 
a los Derechos Humanos e Infracciones al Dere-
cho Internacional Humanitario y se dictan otras 
disposiciones.

Los honorables Senadores Manuel Julián Ma-
zenet Corrales, Héctor Julio Alfonso López, Arleth 
Patricia Casado de López, Teresita García Rome-
ro, Nora María García Romero, Félix José Valera 
Ibáñez, Antonio Guerra de la Espriella y Daira de 
Jesús Galvis Méndez, quienes radican por Secreta-
ría las siguientes constancias:

Constancia
Por medio del presento escrito dejo constancia 

que me retiro del recinto de Plenaria del Senado, 
ya que presenté solicitud de impedimento para vo-
tar el Proyecto de Ley de Víctimas, y hoy se vota 
su conciliación.

Manuel Julián Mazenet Corrales
1º. VI. 2010

Constancia
Siendo las ____quiero dejar constancia de mi 

retiro del recinto del Senado de la Sesión Plenaria 
del día de hoy, miércoles 1° de junio de 2011, en 
el momento en el cual se está considerando, dis-
cutiendo y votando el informe de conciliación del 
Proyecto de ley número 213 de 2010 Senado, 107 
de 2010 Cámara (acumulado con el Proyecto de 
ley número 085 de 2010 Cámara), por la cual se 
dictan medidas de atención, asistencia y repara-
ción integral a las víctimas de violaciones a los 
Derechos Humanos e Infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario y se dictan otras dis-
posiciones, porque a pesar que la Plenaria no me 
aprobó el impedimento considero que moralmente 
no debo estar presente en la discusión y votación 
del citado proyecto. 

Héctor Julio Alfonso López,
Senador de la República.

* * *
Constancia

Debido a la negativa del impedimento que pre-
senté ante la Plenaria del Senado, para votar la con-
ciliación del Proyecto de ley número 213 de 2010 
Senado, 107 de 2010 Cámara (acumulado con el 
Proyecto de ley número 085 de 2010 Cámara), por 
la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas de violaciones a 
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los Derechos Humanos e Infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario y se dictan otras dis-
posiciones, dejo constancia de mi retiro del recin-
to del honorable Senado de la República, siendo 
las_______, del 1° de junio de 2011.

Arleth Casado de López,
Senadora de la República.

* * *
Bogotá, D. C., junio 1° de 2011
Doctor 
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA 
Presidente del Senado de la República 
Bogotá, D. C. 
Referencia: Solicitud de Declaratoria de Impe-

dimento 
Honorables Senadores de la República, de con-

formidad en lo dispuesto en el artículo 291 del Re-
glamento Interno del Congreso, solicito se acepte 
mi declaración de impedimento para participar en 
todo lo relacionado con el informe de conciliación 
en el Senado del 
2010 Senado, 107 de 2010 Cámara (acumulado 
con el Proyecto de ley número 085 de 2010 Cá-
mara), por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas de 
violaciones a los Derechos Humanos e Infraccio-
nes al Derecho Internacional Humanitario y se 
dictan otras disposiciones. Teniendo en cuenta que 
unos de mis hermanos fue víctima de un secuestro.

Sin otro particular, me suscribo. 
Cordialmente, 

Teresita García Romero,
Senadora de la República.

* * *
Constancia

Debido a la negativa del impedimento que pre-
senté ante la Plenaria del Senado, para la discusión 
y votación del Proyecto de ley número 213 de 2010 
Senado, 107 de 2010 Cámara (acumulado con el 
Proyecto de ley número 085 de 2010 Cámara), por 
la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas de violaciones a 
los Derechos Humanos e Infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario y se dictan otras dis-
posiciones, dejo constancia de mi retiro del recin-
to del honorable Senado de la República, siendo 
las________, del 1° de junio de 2011. 

Nora García Burgos,
Senadora de la República.

* * *

LEGISLATURA 2010-2011 - 
PRIMER PERIODO

Constancia
El suscrito Senador se permite dejar expresa 

constancia de su retiro del recinto antes de ini-
ciarse la votación del Informe de Conciliación del 
Proyecto de ley número 213 de 2010 Senado, 107 

de 2010 Cámara (acumulado con el Proyecto de 
ley número 085 de 2010 Cámara), por la cual se 
dictan medidas de atención, asistencia y repara-
ción integral a las víctimas de violaciones a los 
Derechos Humanos e Infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario y se dictan otras dis-
posiciones, por considerar que estaría incurso en 

en un proceso de justicia y paz.
Atentamente,

Félix José Valera Ibáñez,
Senador de la República.

* * *
Constancia

Dejo expresa constancia de mi retiro del recin-
to antes de iniciarse la discusión y votaciones co-
rrespondientes a la aprobación de la conciliación 
y del Proyecto de ley número 213 de 2010 Senado 
– 107 de 2010 Cámara, acumulado con el Proyecto 
de ley número 85 de 2010 Cámara, por la cual se 
dictan medidas de atención, reparación integral y 
restitución de tierras a las víctimas de violaciones 
a los Derechos Humanos e Infracciones al Dere-
cho Internacional Humanitario y se dictan otras 
disposiciones. Según los motivos expresados en el 
impedimento radicado. 

Atentamente,
Antonio Guerra de la Espriella,

Senador de la República.
* * *

Bogotá, D. C., junio 1° del 2011
Doctor 
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA 
Presidente 
Honorable Senado de la República 
Señor Presidente:
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 

286, 291, 292, de la Ley 5ª de 1992, por medio 
del presente escrito le solicito, dar curso a la pre-
sente petición de impedimento para participar en 
los debates deliberaciones y votaciones correspon-
dientes a la aprobación de la Conciliación del Pro-
yecto de ley número 213 de 2010 Senado – 107 
de 2010 Cámara, acumulado con el Proyecto de 
ley número 85 de 2010  Cámara, por la cual se 
dictan medidas de atención, reparación integral y 
restitución de tierras a las víctimas de violaciones 
a los Derechos Humanos e Infracciones al Dere-
cho Internacional Humanitario y se dictan otras 
disposiciones. 

La presente solicitud de aprobación de impe-
dimento, la realizó en consideración a que en la 
Corte Suprema de Justicia se encuentra en trámite 
investigación preliminar a mi nombre y adicional-
mente he sido víctima de manera directa de las ac-
tuaciones de los grupos armados al margen de la 
ley de los que trata el proyecto inicialmente citado. 

Cordialmente,
Antonio Guerra de la Espriella,

Senador de la República.



GACETA DEL CONGRESO  483  Miércoles, 6 de julio de 2011 Página 61

Constancia
Señor 
Presidente del Senado de la República 
ARMANDO BENEDETTI 
Presente. 
Proyecto de ley número 213 de 2011 Senado – 

107 de 2010 Cámara “víctimas”.
Como en días pasados, expresé mi impedi-

mento por escrito para votar la ley de víctimas, es 
menester reiterarle en esta Sesión Plenaria (1° de 
junio de 2011) mi impedimento para votar la con-
ciliación del citado proyecto, por iguales razones. 
Esto es, porque fui secuestrada y es obvio, tengo la 
calidad de víctima; y en segundo lugar, porque en 
mi profesión ejercí como parte civil en representa-
ción de personas que durante mi actuación otrora, 
fueron reconocidas como víctimas de los Montes 
de María. 

En consecuencia, dejo constancia de mi retiro 
del recinto en el momento de votar este mismo, 
pero así mismo reseño que por no tener ningún 
tipo de causales que me impidan para votar el resto 
de proyectos, anuncié que participaré su discusión 
y votación. 

Atentamente,
Daira de Jesús Galvis Méndez,

Senadora.
La Presidencia concede el uso de la palabra al 

honorable Senador Alexánder López Maya.
Palabras del honorable Senador Alexánder Ló-

pez Maya.
Con la venia de la Presidencia hace uso de la 

palabra el honorable Senador Alexánder López 
Maya:

Presidente, mire, en relación a la Ley de Víc-
timas, nosotros queremos mantener nuestra cohe-
rencia, pero también nuestra decisión como Parti-
do Político de izquierda, como defensores de De-
rechos Humanos, como responsables de este tema 
que es un tema trascendental para los aconteceres 
históricos que ha tenido este país en materia de 
violencia, pero también en materia de violación de 
Derechos Humanos, consideramos que esta Ley de 
Víctimas es muy importante.

Nosotros generamos unas consideraciones, 
además de ser respetuosas, de fondo, que fueron 
presentadas en un documento que yo dejé en esta 
Plenaria, que recogía 11 elementos u 11 ejes cen-
trales que debían ser incorporados a esta Ley de 
Víctimas y que desafortunadamente no fueron te-
nidas en cuenta, ni al momento de la discusión, ni 
en la conciliación de esta ley.

Para nosotros que conocemos de fondo y que 
además hemos participado en el esclarecimiento 
de estos hechos con investigaciones desde nuestro 
partido y desde muchos de los hombres y mujeres 
que han investigado y que han sido víctimas de 

estas violaciones a los Derechos Humanos, es de 
vital importancia que estos 11 elementos o estas 11 
ideas que presentamos a la Plenaria del Senado y 
que presentamos igualmente con el Representante 
a la Cámara, Iván Cepeda y con el Senador Ave-
llaneda, fuesen tenidas en cuenta, pues nosotros 
lamentamos, señor Presidente que la conciliación, 
pues que nosotros buscamos introducir estos ele-
mentos, no hayan tenido en cuenta, pues cada una 
de esta propuestas que allegamos en su momento.

Nosotros insistimos en que ese proyecto debe 

inclusive las víctimas organizadas en cada una de 
sus responsabilidades y por eso, señor Presiden-
te, nosotros consideramos que este proyecto debió 
contener esos elementos, esas ideas, esas propues-
tas y nosotros no vamos a votar.

Entonces en consecuencia esa consideración, 
dejando en claro que la Ley de Víctimas, como tal, 
la que nosotros propusimos en un adendo que fue 
presentado o no en un adendo sino en 105 propo-
siciones, que presentó nuestro Ponente, el Senador 
Luis Carlos Avellaneda, contenían, efectivamente 

no permitieron ni en la Plenaria, ni tampoco per-
mitieron en la conciliación. Era eso no más señor 
Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Luis Carlos Avellaneda Tara-
zona.

Palabras del honorable Senador Luis Carlos 
Avellaneda Tarazona.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Luis Carlos Ave-
llaneda Tarazona, quien deja una constancia:

Gracias Presidente. Presidente, el Polo Demo-
crático Alternativo, tanto en Cámara como en Se-
nado, estuvo apoyando este proyecto de ley, solo 
que en muchos momentos encontramos que el 
proyecto, las ponencias no recogían las legítimas 
aspiraciones de los derechos de las víctimas a que 
ellas tiene en el marco del Derecho Internacional y 
en el marco de nuestro Derecho.

Por ello presentamos una ponencia alternativa y 
debo decir que como conciliador que fui del texto 

esa conciliación, igual que estuvimos votando aquí 
los textos, pese a las grandes falencias que el pro-
yecto tiene en la esperanza de que el proyecto o 
la ley que ya se va a convertir, sea un punto de 

la verdad es que no quedamos satisfechos, hubié-
ramos querido que saliera una mejor ley. 

En cuanto a la fecha de reparación, que quería-
mos que tanto para el tema de reparación como de 
restitución de tierras fuera el 1° de enero de 1980, 
como en el tema de que no se confundiera otorga-
miento de derechos sociales y ayuda humanitaria 
con reparación, que la restitución fuera patrimo-
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nial, que existiese un procedimiento administra-
tivo rápido para restitución de tierras, cuando no 
hubiesen problemas, que existieran posibilidades 
de retorno seguro, tanto desde el punto de vista 
jurídico de la titulación de las tierras como sobre 
todo de los proyectos productivos para garantizar 

problemáticos. 
Sin embargo, por considerar, repito, que es un 

avance a favor de las víctimas es que he suscrito 
esa acta de conciliación y por ello quería también 
aclarar, tanto el voto que dejamos en la Sesión Ple-
naria donde se votó este proyecto, como en el tema 
de la conciliación. Gracias señor Presidente.

Constancia
En mi condición de integrante de la comisión 

de conciliación designada por parte del Senado 
de la República, a propósito de la aprobación del 
Proyecto de Ley de Reparación a las Víctimas, he 

entendiendo que, tras varias décadas de la violen-
cia que ha tenido que soportar nuestra sociedad y 
sus consecuencias en todas las dimensiones que la 
constituyen, es imperativo asumir desde el Estado, 
la responsabilidad de reconocer, visibilizar, acom-
pañar y resarcir a quienes han tenido que sufrir de 
manera directa y dolorosa los daños que esta oca-
siona; y la ley que se propone en alguna medida 
avanza en esa dirección. 

Sin embargo, considero que es una necesidad 
imperiosa, profundizar las disposiciones legales 
que garanticen sin ambages, integralidad en la 
reparación a las víctimas, otorgándoles las herra-
mientas jurídicas, económicas, sociales y políticas, 
para superar su situación de vulnerabilidad y para 
retomar su proyecto de vida. 

Teniendo como base tal propósito, durante la 
discusión y aprobación del proyecto de ley nos se-
paramos del texto mayoritario en diversos temas, 
ahora en la conciliación, nuestra actitud proposi-
tiva no fue tenida en cuenta ni por el gobierno, ni 
por el acuerdo de unidad nacional al traer un texto 
preparado previamente, mostrando el deprecio por 
el debate y decisión democrática e invisibilizando 
la oposición. 

Así las cosas, los temas problemáticos no fue-
ron corregidos y persisten en el texto conciliado, 
entre los cuales destaco: las fechas a partir de las 
cuales se reconocen indemnización y restitución 
de tierras, las disposiciones acerca de los meno-
res reclutados de manera forzosa; la negación de 
la eventual condición de víctima a integrantes de 
grupos armados al margen de la ley a la luz del 
DIH; la exclusión de las llamadas Bandas Crimi-
nales BACRIM del universo de victimarios; la 
falta de un proceso administrativo expedito para 
la restitución de tierras en los casos de ausencia 
de oposición; la confusión entre medidas de repa-
ración, asistencia y ayuda humanitaria; el vacío 

respecto de medidas de restitución del patrimo-
nio; la carencia de disposiciones especiales de 
protección de colectivos, asociaciones y sindica-
tos; el nefasto contrato de transacción y el dere-

restitución de tierras. 
Como integrante del Polo Democrático Alter-

nativo, espero que este proyecto de ley, que muy 
seguramente se convertirá en ley de la República, 
sea un punto de partida en un camino de recono-
cimiento y reparación a las víctimas, tan necesario 
para la reconciliación y el camino de paz que tanto 
anhelamos los colombianos y colombianas.

Carlos Avellaneda Tarazona,
Senador de la República.

Por Secretaría se da lectura al Informe de Me-
diación que acordaron las Comisiones designadas 
por los Presidentes de ambas Corporaciones, para 
conciliar las discrepancias surgidas en la apro-
bación del Proyecto de ley número 213 de 2010 
Senado, 107 de 2010 Cámara (acumulado con el 
Proyecto de ley número 085 de 2010 Cámara), por 
la cual se dictan medidas de atención, asistencia 
y reparación integral a las víctimas de violaciones 
a los Derechos Humanos e Infracciones al Dere-
cho Internacional Humanitario y se dictan otras 
disposiciones.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Jorge Enrique Robledo Casti-
llo.

Palabras del honorable Senador Jorge Enrique 
Robledo Castillo.

Con la venia de la Presidencia hace uso de 
la palabra el honorable Senador Jorge Enrique 
Robledo Castillo:

Presidente, creo que se debe votar con el apa-
rato, que es como se votan aquí los proyectos de 
ley, se supone. Entonces, le pido formalmente que 
haya una votación nominal e individual para que 
se sepa ¿cómo vota cada quien en esta Plenaria?, 
entre otras cosas, porque creo que no hay quórum.

No, pero ¿por qué usted hace esas, aseveracio-
nes para no decirle otra cosa? No, pero por qué tira 
ese manto de sospecha, doctor Robledo. Lo que le 
estoy diciendo doctor Robledo es que usted dice 
que se debe hacer así, no, ahí está el ¿cómo es? 
1431 de enero de este año.

Es la nueva ley que yo lo invito a que la lea, que 
se puede hacer. Esa ley dice que también puedo 

-
tación. 

doctor Cristo, lo derrotamos para que no se veri-
-

temos nominalmente para ver quién está con las 
víctimas y quién no está con las víctimas. Maldad 
viene, maldad va.
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Señor Secretario, entonces abra el registro, abra 
el registro para votar la conciliación de víctimas.

Por solicitud del honorable Senador Jorge En-
rique Robledo Castillo, lsurgidasa Presidencia 
somete a consideración de la Plenaria el Informe 
de Conciliación al Proyecto de ley número 213 de 
2010 Senado, 107 de 2010 Cámara (acumulado 
con el Proyecto de ley número 085 de 2010 Cáma-
ra) leído, cierra su discusión y abre la votación, e 
indica a la Secretaría abrir el registro electrónico 
para proceder a la votación nominal.

La Presidencia cierra la votación e indica a la 
Secretaría cerrar el registro electrónico e informar 
el resultado de la votación.

Por Secretaría se informa el siguiente resultado:

Votación nominal al informe de conciliación del 

107 de 2010 Cámara (acumulado con el Proyec-
to de ley número 085 de 2010 Cámara)

por la cual se dictan medidas de atención, asis-
tencia y reparación integral a las víctimas de vio-
laciones a los Derechos Humanos e Infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario y se dictan 

otras disposiciones.
Honorables Senadores:
Por el Sí
Aguilar Hurtado Nerthink Mauricio
Andrade Serrano Hernán Francisco
Arbeláez Escalante Amparo 
Avellaneda Tarazona Luis Carlos 
Avirama Avirama Marco Aníbal 
Baena López Carlos Alberto 
Ballesteros Bernier Jorge Eliécer
Barreras Montealegre Roy Leonardo 
Barriga Peñaranda Carlos Emiro
Benedetti Villaneda Armando 
Carlosama López Germán Bernardo
Celis Carrillo Bernabé 
Cepeda Sarabia Efraín José 
Chavarro Cuéllar Carlos Ramiro
Clavijo Contreras José Iván
Corzo Román Juan Manuel 
Cristo Bustos Juan Fernando 
Delgado Blandón César Tulio
Delgado Ruiz Edinson 
Durán Barrera Jaime Enrique 
Enríquez Maya Carlos Eduardo 
Enríquez Rosero Manuel Mesías
Ferro Solanilla Carlos Roberto
Galán Pachón Juan Manuel

Galvis Aguilar Honorio
García Realpe Guillermo 
García Turbay Lidio Arturo 
Gerléin Echeverría Roberto Víctor
Gómez Román Édgar Alfonso
Guevara Jorge Eliécer
Herrera Acosta José Francisco 
Hoyos Giraldo Germán Darío 
Hurtado Angulo Hemel 
Iragorri Hormaza Jorge Aurelio
Jiménez Gómez Gilma 
Laserna Jaramillo Juan Mario
Londoño Ulloa Jorge Eduardo
Lozano Ramírez Juan Francisco
Martínez Aristizábal Maritza
Merlano Morales Eduardo Carlos
Mora Jaramillo Manuel Guillermo 
Moreno Piraquive Alexandra
Name Cardozo José David 
Name Vásquez Iván Leonidas 
Ospina Gómez Mauricio Ernesto
Paredes Aguirre Myriam Alicia 
Pedraza Gutiérrez Jorge Hernando
Quintero Marín Carlos Arturo 
Rendón Roldán Liliana María 
Sánchez Ortega Camilo Armando 
Sierra Grajales Luis Emilio 
Soto Jaramillo Carlos Enrique
Sudarsky Rosecubaumm Jhon
Toro Torres Dilian Francisca
Velasco Chaves Luis Fernando 
Vélez Uribe Juan Carlos
Villalba Mosquera Rodrigo 
Villegas Villegas Germán 
Virgüez Piraquive Manuel Antonio
Wilches Sarmiento Claudia Jeanneth
Zapata Correa Gabriel Ignacio
Zuccardi de García Piedad
Honorables Senadores:
Por el No
López Maya Alexánder
Ramírez Ríos Gloria Inés
Robledo Castillo Jorge Enrique
1º. VI. 2011 
En consecuencia, ha sido aprobado el Informe 

de Conciliación al Proyecto de ley número 213 de 
2010 Senado, 107 de 2010 Cámara (acumulado 
con el Proyecto de ley número 085 de 2010 Cáma-
ra), con el quórum constitucional requerido.

Aprobado 1° de junio de 2011
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INFORME DE CONCILIACIÓN AL PRO-
-

NADO, 107 DE 2010 CÁMARA, ACUMULA-
DO CON EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

085 DE 2010 CÁMARA
por la cual se dictan medidas de atención, asisten-

-
to armado interno y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 31 de mayo de 2011
Doctores
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA
Presidente
Senado de la República
CARLOS ALBERTO ZULUAGA DÍAZ
Presidente
Cámara de Representantes
Ciudad.
Asunto: Informe de Conciliación al Proyecto 

 Senado, 107 de 2010 
Cámara, acumulado con el Proyecto de ley núme-
ro 085 de 2010 Cámara, por la cual se dictan me-
didas de atención, asistencia y reparación integral 

dictan otras disposiciones.
Señores Presidentes:
De acuerdo con las designaciones efectuadas 

por las Presidencias del honorable Senado de la 
República y de la honorable Cámara de Repre-
sentantes, y de conformidad con los artículos 161 
de la Constitución Política y 186 de la Ley 5ª de 
1992, los suscritos: Representantes y Senadores 
integrantes de la Comisión Accidental de Conci-
liación nos permitimos someter a consideración de 
las plenarias de Senado y de la Cámara de Repre-
sentantes, para continuar con el trámite correspon-
diente, el texto conciliado del proyecto de ley de 
la referencia, dirimiendo de esta manera las dis-
crepancias existentes entre los textos aprobados en 
Sesión Plenaria de la Cámara los días 7 y 13 de 
diciembre de 2010 y en la Sesión Plenaria del Se-
nado el 24 de mayo de 2011 .

procedimos a realizar un estudio comparativo de 
los textos aprobados en las respectivas Cámaras 
para establecer las diferencias materia de con-
ciliación, encontrándose que un gran número de 
artículos presenta diferencias sustanciales y de 
forma entre las dos cámaras, para lo cual decidi-
mos acoger en su totalidad el texto aprobado en 
segundo debate por la Plenaria del Senado de la 
República, así como también el título aprobado 
por esta célula legislativa, con algunos ajustes y 
precisiones en cuanto a concordancias.

En relación con el artículo 3°, esta Comisión 
también acoge el texto aprobado en segundo de-
bate por la Plenaria del Senado de la República, 

contenida, cobija y bajo ninguna circunstancia ex-
cluye a las víctimas del Partido Político “Unión 
Patriótica”.

Dadas las anteriores consideraciones, nos per-
mitimos presentar ante las Plenarias del Senado de 
la República y de la Cámara de Representantes, el 
texto conciliado que a continuación transcribimos: 
TEXTO DEFINITIVO DEL INFORME DE 
LA COMISIÓN ACCIDENTAL DE CONCI-

-
MARA DE REPRESENTANTES AL INFOR-
ME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE 

DE 2010 CÁMARA, ACUMULADO CON EL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 085 DE 2010 

CÁMARA
por la cual se dictan medidas de atención, asisten-

-
to armado interno y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
CAPÍTULO I

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto establecer un conjunto de medidas judicia-
les, administrativas, sociales y económicas, indi-

de las violaciones contempladas en el artículo 3º 
de la presente ley, dentro de un marco de justicia 
transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce 
de sus derechos a la verdad, la justicia y la repa-
ración con garantía de no repetición, de modo que 

-
que a través de la materialización de sus derechos 
constitucionales.

Artículo 2°. . La presente ley 
regula lo concerniente a ayuda humanitaria, aten-
ción, asistencia y reparación de las víctimas de que 
trata el artículo 3º de la presente ley, ofreciendo 
herramientas para que estas reivindiquen su digni-
dad y asuman su plena ciudadanía.

Las medidas de atención, asistencia y repara-
ción para los pueblos indígenas y comunidades 

-
cas para cada uno de estos grupos étnicos, las cua-

sus usos y costumbres, así como sus derechos co-
lectivos, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 205 de la presente ley.

Artículo 3°. Víctimas. Se consideran víctimas, 
para los efectos de esta ley, aquellas personas que 
individual o colectivamente hayan sufrido un daño 
por hechos ocurridos a partir del 1º enero de 1985, 
como consecuencia de infracciones al Derecho In-
ternacional Humanitario o de violaciones graves y 

-

armado interno.
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También son víctimas el cónyuge, compañero 
o compañera permanente, parejas del mismo sexo 
y familiar en primer grado de consanguinidad, pri-
mero civil de la víctima directa, cuando a esta se 
le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. A 
falta de estas, lo serán los que se encuentren en el 
segundo grado de consanguinidad ascendente.

De la misma forma, se consideran víctimas las 
personas que hayan sufrido un daño al intervenir 
para asistir a la víctima en peligro o para prevenir 
la victimización.

La condición de víctima se adquiere con inde-
pendencia de que se individualice, aprehenda, pro-
cese o condene al autor de la conducta punible y de 
la relación familiar que pueda existir entre el autor 
y la víctima.

Parágrafo 1°. Cuando los miembros de la Fuer-
za Pública sean víctimas en los términos del pre-
sente artículo, su reparación económica correspon-
derá por todo concepto a la que tengan derecho de 
acuerdo al régimen especial que les sea aplicable. 
De la misma forma, tendrán derecho a las medidas 
de satisfacción y garantías de no repetición señala-
das en la presente ley.

Parágrafo 2°. Los miembros de los grupos ar-
mados organizados al margen de la ley no serán 
considerados víctimas, salvo en los casos en los 
que los niños, niñas o adolescentes hubieren sido 
desvinculados del grupo armado organizado al 
margen de la ley siendo menores de edad.

Para los efectos de la presente ley, el o la cón-
yuge, compañero o compañera permanente, o los 
parientes de los miembros de grupos armados or-
ganizados al margen de la ley serán considerados 
como víctimas directas por el daño sufrido en sus 
derechos en los términos del presente artículo, 
pero no como víctimas indirectas por el daño su-
frido por los miembros de dichos grupos.

contenida en presente artículo, no serán considera-
dos como víctimas quienes hayan sufrido un daño 
en sus derechos como consecuencia de actos de 
delincuencia común.

Parágrafo 4º. Las personas que hayan sido víc-
timas por hechos ocurridos antes del primero de 
enero de 1985 tienen derecho a la verdad, medidas 
de reparación simbólica y a las garantías de no re-
petición previstas en la presente ley, como parte 
del conglomerado social y sin necesidad de que 
sean individualizadas.

-
templada en el presente artículo, en ningún caso 
podrá interpretarse o presumir reconocimiento 
alguno de carácter político sobre los grupos te-
rroristas y/o armados ilegales, que hayan ocasio-

-
mizante la presente ley, en el marco del Derecho 
Internacional Humanitario y de los Derechos 
Humanos, de manera particular de lo estableci-

-
-

petencias y funciones que le corresponden en 
virtud de la constitución, la ley y los reglamentos 
a las Fuerzas Armadas de combatir otros actores 
criminales, no se afectará en absoluto por las dis-
posiciones contenidas en la presente ley.

CAPÍTULO II
Principios generales

Artículo 4°. Dignidad. El fundamento axiológi-
co de los derechos a la verdad, la justicia y la repa-
ración, es el respeto a la integridad y a la honra de 
las víctimas. Las víctimas serán tratadas con con-
sideración y respeto, participarán en las decisio-
nes que las afecten, para lo cual contarán con in-
formación, asesoría y acompañamiento necesario 
y obtendrán la tutela efectiva de sus derechos en 
virtud del mandato constitucional, deber positivo 
y principio de la dignidad.

El Estado se compromete a adelantar priorita-
riamente acciones encaminadas al fortalecimiento 
de la autonomía de las víctimas para que las medi-
das de atención, asistencia y reparación estableci-
das en la presente ley, contribuyan a recuperarlas 
como ciudadanos en ejercicio pleno de sus dere-
chos y deberes.

Artículo 5°. Principio de buena fe. El Estado 
presumirá la buena fe de las víctimas de que trata 
la presente ley. La víctima podrá acreditar el daño 
sufrido, por cualquier medio legalmente aceptado. 
En consecuencia, bastará a la víctima probar de 
manera sumaria el daño sufrido ante la autoridad 
administrativa, para que esta proceda a relevarla 
de la carga de la prueba.

En los procesos en los que se resuelvan medi-
das de reparación administrativa, las autoridades 
deberán acudir a reglas de prueba que faciliten a 
las víctimas la demostración del daño sufrido y 
aplicarán siempre el principio de buena fe a favor 
de estas.

En los procesos judiciales de restitución de tie-
rras, la carga de la prueba se regulará por lo dis-
puesto en el artículo 78 de la presente ley.

Artículo 6°. Igualdad. Las medidas contempla-
das en la presente ley serán reconocidas sin distin-
ción de género, respetando la libertad u orienta-
ción sexual, raza, la condición social, la profesión, 
el origen nacional o familiar, la lengua, el credo 

Artículo 7°. Garantía del debido proceso. El 
Estado a través de los órganos competentes debe 

-
titución Política.

Artículo 8°. Justicia transicional. Entiéndase 
por justicia transicional los diferentes procesos y 
mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados 
con los intentos de la sociedad por garantizar que 
los responsables de las violaciones contempladas 
en el artículo 3º de la presente ley, rindan cuentas 
de sus actos, se satisfagan los derechos a la justi-
cia, la verdad y la reparación integral a las vícti-
mas, se lleven a cabo las reformas institucionales 
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necesarias para la no repetición de los hechos y la 
desarticulación de las estructuras armadas ilegales, 

-
nal y la paz duradera y sostenible.

Artículo 9°. Carácter de las medidas transi-
cionales. El Estado reconoce que todo individuo 
que sea considerado víctima en los términos de la 
presente ley, tiene derecho a la verdad, justicia, re-
paración y a que las violaciones de que trata el ar-
tículo 3º de la presente ley, no se vuelvan a repetir, 
con independencia de quién sea el responsable de 
los delitos.

Las medidas de atención, asistencia y repara-

de contribuir a que las víctimas sobrelleven su 
sufrimiento y, en la medida de lo posible, al res-
tablecimiento de los derechos que les han sido 
vulnerados. Estas medidas se entenderán como he-
rramientas transicionales para responder y superar 
las violaciones contempladas en el artículo 3° de 
la presente ley.

Por lo tanto, las medidas de atención, asisten-
cia y reparación contenidas en la presente ley, así 
como todas aquellas que han sido o que serán im-
plementadas por el Estado con el objetivo de re-
conocer los derechos de las víctimas a la verdad, 
justicia y reparación, no implican reconocimiento 
ni podrán presumirse o interpretarse como recono-
cimiento de la responsabilidad del Estado, deriva-
da del daño antijurídico imputable a este en los tér-
minos del artículo 90 de la Constitución Nacional, 
como tampoco ningún otro tipo de responsabilidad 
para el Estado o sus agentes.

El hecho que el Estado reconozca la calidad de 
víctima en los términos de la presente ley, no podrá 
ser tenido en cuenta por ninguna autoridad judicial 
o disciplinaria como prueba de la responsabilidad 
del Estado o de sus agentes. Tal reconocimiento no 
revivirá los términos de caducidad de la acción de 
reparación directa.

En el marco de la justicia transicional las au-
toridades judiciales y administrativas competentes 
deberán ajustar sus actuaciones al objetivo primor-
dial de conseguir la reconciliación y la paz dura-
dera y estable. Para estos efectos se deberá tener 

las consecuencias de las violaciones de que trata 
el artículo 3° de la presente ley, y la naturaleza de 
las mismas.

En los eventos en que las víctimas acudan a la 
jurisdicción contencioso administrativa en ejerci-
cio de la acción de reparación directa, al momento 
de tasar el monto de la reparación, la autoridad ju-
dicial deberá valorar y tener en cuenta el monto de 
la reparación que en favor de las víctimas se haya 
adoptado por el Estado, en aras de que sea contem-
plado el carácter transicional de las medidas que 
serán implementadas en virtud de la presente ley.

Artículo 10. Condenas en subsidiariedad. Las 
condenas judiciales que ordenen al Estado repa-
rar económicamente y de forma subsidiaria a una 
víctima debido a la insolvencia, imposibilidad de 

pago o falta de recursos o bienes del victimario 
condenado o del grupo armado organizado al mar-
gen de la ley al cual este perteneció, no implican 
reconocimiento ni podrán presumirse o interpre-
tarse como reconocimiento de la responsabilidad 
del Estado o de sus agentes.

En los procesos penales en los que sea conde-
nado el victimario, si el Estado debe concurrir sub-
sidiariamente a indemnizar a la víctima, el pago 
que este deberá reconocer se limitará al monto 
establecido en el reglamento correspondiente para 
la indemnización individual por vía administrativa 
de que trata la presente ley en el artículo 132, sin 
perjuicio de la obligación en cabeza del victima-
rio de reconocer la totalidad de la indemnización 
o reparación decretada dentro del proceso judicial.

Artículo 11. Coherencia externa. Lo dispuesto 
en esta ley procura complementar y armonizar los 
distintos esfuerzos del Estado para garantizar los 
derechos a la verdad, justicia y reparación de las 
víctimas, y allanar el camino hacia la paz y la re-
conciliación nacional.

Artículo 12. Coherencia interna. Lo dispuesto 
en esta ley, procura complementar y armonizar las 
medidas de restitución, indemnización, rehabilita-
ción, satisfacción y garantías de no repetición, con 
miras a allanar el camino hacia la paz y la reconci-
liación nacional.

Artículo 13. Enfoque diferencial. El principio 
de enfoque diferencial reconoce que hay pobla-
ciones con características particulares en razón de 
su edad, género, orientación sexual y situación de 
discapacidad. Por tal razón, las medidas de ayuda 
humanitaria, atención, asistencia y reparación in-
tegral que se establecen en la presente ley, conta-
rán con dicho enfoque.

El Estado ofrecerá especiales garantías y medi-
das de protección a los grupos expuestos a mayor 
riesgo de las violaciones contempladas en el ar-
tículo 3° de la presente ley, tales como mujeres, 
jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas 
en situación de discapacidad, campesinos, líderes 
sociales, miembros de organizaciones sindicales, 
defensores de derechos humanos y víctimas de 
desplazamiento forzado.

Para el efecto, en la ejecución y adopción por 
parte del Gobierno Nacional de políticas de asis-
tencia y reparación en desarrollo de la presente ley, 
deberán adoptarse criterios diferenciales que res-
pondan a las particularidades y grado de vulnera-
bilidad de cada uno de estos grupos poblacionales.

Igualmente, el Estado realizará esfuerzos enca-
minados a que las medidas de atención, asistencia 
y reparación contenidas en la presente ley, contri-
buyan a la eliminación de los esquemas de discri-
minación y marginación que pudieron ser la causa 
de los hechos victimizantes.

Artículo 14. Participación conjunta. La supera-

implica la realización de una serie de acciones que 
comprende:
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El deber del Estado de implementar las medidas 
de atención, asistencia y reparación a las víctimas.

El deber de solidaridad y respeto de la sociedad 
civil y el sector privado con las víctimas, y el apoyo 
a las autoridades en los procesos de reparación; y

La participación activa de las víctimas.
Artículo 15. Respeto mutuo. Las actuaciones de 

los funcionarios y las solicitudes elevadas por las 
víctimas en el marco de los procedimientos deri-
vados de esta ley, se regirán siempre por el respeto 
mutuo y la cordialidad.

El Estado deberá remover los obstáculos admi-
nistrativos que impidan el acceso real y efectivo de 
las víctimas a las medidas de atención, asistencia 
y reparación.

Artículo 16. Obligación de sancionar a los res-
ponsables. Las disposiciones descritas en la pre-
sente ley, no eximen al Estado de su responsabili-
dad de investigar y sancionar a los responsables de 
las violaciones contempladas en el artículo 3° de 
la presente ley.

Artículo 17. Progresividad. El principio de pro-
gresividad supone el compromiso de iniciar proce-
sos que conlleven al goce efectivo de los Derechos 
Humanos, obligación que se suma al reconoci-
miento de unos contenidos mínimos o esenciales 
de satisfacción de esos derechos que el Estado 
debe garantizar a todas las personas, e ir acrecen-
tándolos paulatinamente.

Artículo 18. Gradualidad. El principio de gra-
dualidad implica la responsabilidad Estatal de di-

en tiempo, espacio y recursos presupuestales que 
permitan la escalonada implementación de los 
programas, planes y proyectos de atención, asis-
tencia y reparación, sin desconocer la obligación 
de implementarlos en todo el país en un lapso de-
terminado, respetando el principio constitucional 
de igualdad.

Artículo 19. Sostenibilidad. Para efectos de 
cumplir con las medidas de ayuda humanitaria, 
atención, asistencia y reparación dispuestas en el 
presente marco, el Gobierno Nacional dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la expedición de la 
presente ley, creará un Plan Nacional de Finan-
ciación mediante un documento CONPES que 
propenda por la sostenibilidad de la ley, y tomará 
las medidas necesarias para garantizar de manera 
preferente la persecución efectiva de los bienes de 

Reparaciones del que trata el artículo 54 de la Ley 
975 de 2005.

presente ley, deberá hacerse en tal forma que ase-

conjunto, continuidad y progresividad, a efectos de 
garantizar su viabilidad y efectivo cumplimiento.

Artículo 20. Principio de prohibición de doble 
reparación y de compensación. La indemnización 
recibida por vía administrativa se descontará a la 

podrá recibir doble reparación por el mismo con-
cepto.

Artículo 21. Principio complementariedad. 
Todas las medidas de atención, asistencia y repa-
ración deben establecerse de forma armónica y 
propender por la protección de los derechos de las 
víctimas.

Tanto las reparaciones individuales, ya sean ad-
ministrativas o judiciales, como las reparaciones 
colectivas o a los colectivos, deben ser comple-
mentarias para alcanzar la integralidad.

Artículo 22. Acción de repetición y subroga-
ción. El Estado deberá ejercer las acciones de re-
petición y aquellas en las que se subrogue de con-
formidad con la ley, contra el directamente respon-
sable del delito según se determine en el proceso 
judicial correspondiente.

Artículo 23. Derecho a la verdad. Las víctimas, 
sus familiares y la sociedad en general, tienen el 
derecho imprescriptible e inalienable a conocer la 
verdad acerca de los motivos y las circunstancias 
en que se cometieron las violaciones de que tra-
ta el artículo 3° de la presente ley, y en caso de 
fallecimiento o desaparición, acerca de la suerte 
que corrió la víctima, y al esclarecimiento de su 
paradero. La Fiscalía General de la Nación y los 
organismos de policía judicial deberán garantizar 
el derecho a la búsqueda de las víctimas mientras 
no sean halladas vivas o muertas.

El Estado debe garantizar el derecho y acceso a 
la información por parte de la víctima, sus repre-
sentantes y abogados con el objeto de posibilitar 
la materialización de sus derechos, en el marco de 
las normas que establecen reserva legal y regulan 

Artículo 24. Derecho a la justicia. Es deber del 
Estado adelantar una investigación efectiva que 
conduzca al esclarecimiento de las violaciones 
contempladas en el artículo 3° de la presente ley, 

-
tiva sanción.

Las víctimas tendrán acceso a las medidas de 
atención, asistencia y reparación contempladas en 
esta ley o en otros instrumentos legales sobre la 
materia, sin perjuicio de su ejercicio del derecho 
de acceso a la justicia.

Artículo 25. Derecho a la reparación integral. 
Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de 
manera adecuada, diferenciada, transformadora y 
efectiva por el daño que han sufrido como conse-
cuencia de las violaciones de que trata el artículo 
3° de la presente ley.

La reparación comprende las medidas de resti-
tución, indemnización, rehabilitación, satisfacción 
y garantías de no repetición, en sus dimensiones 
individual, colectiva, material, moral y simbólica. 
Cada una de estas medidas será implementada a 
favor de la víctima dependiendo de la vulneración 
en sus derechos y las características del hecho vic-
timizante.

Parágrafo 1°. Las medidas de asistencia adi-
cionales consagradas en la presente ley propen-
den por la reparación integral de las víctimas y 



Página 68 Miércoles, 6 de julio de 2011 GACETA DEL CONGRESO  483

se consideran complementarias a las medidas de 
reparación al aumentar su impacto en la población 

reparador de las medidas de asistencia estableci-
das en la presente ley, en la medida en que consa-
gren acciones adicionales a las desarrolladas en el 
marco de la política social del Gobierno Nacional 
para la población vulnerable, incluyan criterios de 
priorización, así como características y elementos 
particulares que responden a las necesidades espe-

No obstante este efecto reparador de las medi-
das de asistencia, estas no sustituyen o reemplazan 
a las medidas de reparación. Por lo tanto, el costo 
o las erogaciones en las que incurra el Estado en 
la prestación de los servicios de asistencia, en nin-
gún caso serán descontados de la indemnización 
administrativa o judicial a que tienen derecho las 
víctimas.

Parágrafo 2°. La 
los términos de la presente ley no constituye repa-
ración y en consecuencia tampoco será descontada 
de la indemnización administrativa o judicial a que 
tienen derecho las víctimas.

Artículo 26. Colaboración armónica. Las en-
tidades del Estado deberán trabajar de manera ar-
mónica y articulada para el cumplimiento de los 

su autonomía.
Artículo 27. Aplicación normativa. En lo dis-

puesto en la presente ley, prevalecerá lo estableci-
do en los tratados y convenios internacionales rati-

Humanitario y Derechos Humanos que prohíban 
su limitación durante los estados de excepción, por 
formar parte del bloque de constitucionalidad. En 
los casos de reparación administrativa, el intér-
prete de las normas consagradas en la presente ley 
se encuentra en el deber de escoger y aplicar la 
regulación o la interpretación que más favorezca 
a la dignidad y libertad de persona humana, así 
como a la vigencia de los derechos humanos de 
las víctimas.

Artículo 28. Derechos de las víctimas. Las víc-
timas de las violaciones contempladas en el artí-
culo 3° de la presente ley, tendrán entre otros los 
siguientes derechos en el marco de la normativi-
dad vigente:

1. Derecho a la verdad, justicia y reparación.
2. Derecho a acudir a escenarios de diálogo ins-

titucional y comunitario.

-
ger y garantizar el derecho a la vida en condiciones 
de dignidad.

4. Derecho a solicitar y recibir atención huma-
nitaria.

5. Derecho a participar en la formulación, im-
plementación y seguimiento de la política pública 
de prevención, atención y reparación integral.

6. Derecho a que la política pública de que trata 
la presente ley, tenga enfoque diferencial.

por razón de su tipo de victimización se haya divi-
dido el núcleo familiar.

8. Derecho a retornar a su lugar de origen o 
reubicarse en condiciones de voluntariedad, se-
guridad y dignidad, en el marco de la política de 
seguridad nacional.

9. Derecho a la restitución de la tierra si hubiere 
sido despojado de ella, en los términos estableci-
dos en la presente ley.

10. Derecho a la información sobre las rutas y 
los medios de acceso a las medidas que se estable-
cen en la presente ley.

11. Derecho a conocer el estado de procesos ju-
diciales y administrativo que se estén adelantando, 
en los que tengan un interés como parte o inter-
vinientes.

12. Derecho de las mujeres a vivir libres de vio-
lencia.

Artículo 29. Desarrollo del principio de parti-
cipación conjunta. En virtud del principio de par-
ticipación conjunta establecido en la presente ley, 
las víctimas deberán:

Brindar información veraz y completa a las au-
toridades encargadas de hacer el registro y el se-
guimiento de su situación o la de su hogar, por lo 
menos una vez al año, salvo que existan razones 

 que impidan suministrar esta infor-
-

cialidad de la información suministrada por las 
víctimas y de manera excepcional podrá ser co-
nocida por las distintas entidades que conforman 
el Sistema Nacional de Atención y Reparación de 
las Víctimas para lo cual suscribirán un acuerdo de 

información.
Hacer uso de los mecanismos de atención y re-

paración de acuerdo con los objetivos para los cua-
les fueron otorgados.

Artículo 30. Principio de publicidad. El Estado 
a través de las diferentes entidades a las cuales se 
asigna responsabilidades en relación con las me-
didas contempladas en esta ley, deberán promover 

-
tarán dirigidos a las víctimas. A través de estos de-
berán brindar información y orientar a las víctimas 
acerca de los derechos, medidas y recursos con los 
que cuenta, al igual que sobre los medios y rutas 
judiciales y administrativas a través de las cuales 
podrán acceder para el ejercicio de sus derechos.

Artículo 31. Medidas especiales de protección. 
Las autoridades competentes deberán adoptar me-
didas de protección integral a las víctimas, testigos 
y a los funcionarios públicos que intervengan en 
los procedimientos administrativos y judiciales de 
reparación y en especial de restitución de tierras, 
a través de los cuales las víctimas reclaman sus 
derechos, cuando ello sea necesario según el nivel 
de riesgo evaluado para cada caso particular, y en 
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la medida en que exista amenaza contra sus dere-
chos fundamentales a la vida, la integridad física, 
la libertad y la seguridad personal, atendiendo a 
la jurisprudencia y normatividad existente sobre la 
materia.

Estas medidas podrán extenderse al núcleo fa-
miliar, siempre que ello sea necesario según el ni-
vel de riesgo evaluado para cada caso particular, 
exista amenaza contra los derechos fundamentales 
a la vida, la integridad física, la libertad y la segu-
ridad personal del núcleo familiar y se demuestre 
parentesco con la víctima. El estudio técnico de 
nivel de riesgo gozará de carácter reservado y con-

Cuando las autoridades judiciales, administrati-
vas o del Ministerio Público tengan conocimiento 
de situaciones de riesgo señaladas en el presente 
artículo, remitirán de inmediato tal información a 
la autoridad competente designada de acuerdo a 
los programas de protección, para que inicien el 
procedimiento urgente conducente a la protección 
de la víctima, de acuerdo a la evaluación de ries-

Parágrafo 1°. Los programas de protección 
contemplados en la presente ley, se desarrollarán 
en el marco de los programas existentes en la ma-
teria, al momento de expedición de la presente ley, 
y garantizando su coherencia con las políticas de 
seguridad y defensa nacional.

Parágrafo 2°. Teniendo en cuenta que los proce-
sos de reparación judicial y administrativo pueden 
representar un riesgo especial para las víctimas y 
los funcionarios públicos que intervienen en estas 
actuaciones, se deberán establecer medidas de pre-

lo cual se tendrá en cuenta la información del Sis-
tema de Alertas Tempranas de la Defensoría del 
Pueblo si es del caso. Especialmente, en aquellos 
municipios en donde se estén adelantando proce-
sos de restitución, las alcaldías deberán formular 
estrategias de seguridad pública de manera con-
junta con el Ministerio del Interior y de Justicia, 
el Ministerio de Defensa y el Ministerio de Agri-

afectaciones a los derechos de las víctimas, sus re-
presentantes, así como de los funcionarios.

Lo anterior sin perjuicio de las medidas de pro-
tección contempladas en esta ley de acuerdo al 
análisis de riesgo.

Parágrafo 3º. 
protección para las mujeres víctimas deberán tener 
en cuenta las modalidades de agresión, las caracte-

-
des para protegerse de sus agresores y la vulnera-
bilidad ante ellos.

Artículo 32. Criterios y elementos para la re-
visión e implementación de los programas de 
protección integral. Los programas de protección 
deberán incluir en su revisión e implementación 
un carácter integral que incluya los siguientes cri-
terios:

1. Los programas de protección deben contem-
plar medidas proporcionales al nivel de riesgo de 
la víctima antes, durante y después de su partici-
pación en procesos judiciales o administrativos 
contemplados en la normatividad relacionada con 
dichos programas.

-
jados por la jurisprudencia de la Corte Constitu-
cional, así como la decisión de la medida de pro-
tección, deben ser conocidos previamente por la 
víctima o testigo.

3. El riesgo y los factores que lo generan deben 
-

al respecto. El riesgo debe ser evaluado periódi-
camente y las medidas actualizadas de acuerdo a 
dicha evaluación, de conformidad con la normati-
vidad vigente.

4. Las medidas de protección deberán ser opor-

protección de la víctima o testigo. Una vez deci-
dida la medida de protección por parte del órga-
no competente, la víctima o testigo podrá sugerir 
medidas alternativas o complementarias a la de-
cidida si considera que esta no resulta adecuada 
para las circunstancias particulares del caso. El 
órgano competente determinará su conveniencia, 
viabilidad y aplicabilidad. Lo anterior se realizará 
en el marco de la oferta institucional de protección 
existente.

5. Los programas de protección deberán ampa-
rar sin discriminación alguna a las víctimas y testi-
gos cuya vida, seguridad y libertad estén en riesgo 
con ocasión a su participación en procesos judi-
ciales o administrativos contemplados en la nor-
matividad relacionada con dichos programas. Por 
consiguiente, los programas establecerán las medi-
das sin perjuicio del tipo de delito que se investiga 
o juzga, del presunto responsable del hecho, de la 
fecha de ocurrencia del delito o del procedimien-
to judicial o administrativo para el reclamo de los 
derechos, siempre y cuando exista un claro nexo 
causal entre las amenazas y la participación de la 
víctima o testigo en algún proceso judicial o ad-
ministrativo o su impedimento para participar en 
el mismo.

6. Los programas de protección, los criterios 
para la evolución de riesgo y las decisiones sobre 
las medidas deberán atender y tomar en considera-
ción criterios diferenciales por género, capacidad, 
cultura y ciclo vital, de conformidad con la juris-
prudencia de la Corte Constitucional.

7. Los programas de protección deberán estar 
en coordinación permanente con los programas de 

causado por el hecho victimizante y la situación de 
riesgo generada.

8. Las entrevistas realizadas con las víctimas 
dentro del marco del programa de protección de-

en particular cuando involucran mujeres, niñas, ni-
ños y adolescentes.
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9. Se deberá dar información permanente a las 
autoridades judiciales y administrativas que ade-
lantan los procesos de investigación que ocasio-

en el transcurso del mismo se tenga en cuenta la 
situación de la víctima y testigo. En particular, se 
tendrán en cuenta las razones que puedan impedir 

en las diligencias y se adoptarán correctivos para 
propiciar que su participación no se vea obstacu-
lizada.

Parágrafo 1°. Además de los criterios señalados 
en el presente artículo, para la revisión, diseño e 
implementación de los programas de protección 
integral se deberán tener en cuenta los siguientes 
elementos:

El Ministerio de Defensa Nacional y la Fuer-
za Pública, en coordinación con el Ministerio del 
Interior y de Justicia, el Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural a través de la Unidad Adminis-
trativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas, 
tomará las medidas necesarias para garantizar la 
seguridad en los procesos de restitución antes, du-
rante y después de que se lleven a cabo.

Las organizaciones comunitarias y de victimas 
con presencia en las áreas donde se lleven a cabo 
procesos de restitución y reparación colectiva, po-
drán entregar insumos a los órganos competentes 
para la determinación y análisis de riesgo.

Las autoridades competentes pondrán en mar-
cha una campaña sostenida de comunicación en 
prevención, garantía y defensa de los derechos de 
las víctimas que fomente la solidaridad social a ni-
vel local y nacional.

Parágrafo 2°. La revisión y adecuación a los 
criterios establecidos en el presente artículo de los 
programas de protección existentes, deberán ser 
realizadas en un plazo no mayor de seis (6) meses 
a partir de la vigencia de la presente ley.

Artículo 33. Participación de la sociedad civil 
y la empresa privada. La presente ley reconoce 
que los esfuerzos transicionales que propenden 
por la materialización de los derechos de las vícti-
mas, especialmente a la reparación, involucran al 
Estado, la sociedad civil y el sector privado. Para 
el efecto, el Gobierno Nacional diseñará e imple-
mentará programas, planes, proyectos y políticas 
que tengan como objetivo involucrar a la sociedad 
civil y la empresa privada en la consecución de la 
reconciliación nacional y la materialización de los 
derechos de las víctimas.

Artículo 34. Compromisos del Estado. El Esta-
do colombiano reitera su compromiso real y efecti-
vo de respetar y hacer respetar los principios cons-
titucionales, tratados y convenios e instrumentos 
que forman parte del bloque de constitucionalidad 
impidiendo que de un acto suyo o de sus agentes, 
sin importar su origen ideológico o electoral, se 
cause violación alguna a cualquiera de los habi-
tantes de su territorio, en particular dentro de las 
circunstancias que inspiraron la presente ley.

TÍTULO II
DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS DENTRO  

DE LOS PROCESOS JUDICIALES
Artículo 35. Información de asesoría y apoyo. 

-
mados de todos los aspectos jurídicos, asistencia-
les, terapéuticos u otros relevantes relacionados 
con su caso, desde el inicio de la actuación. Para 
tales efectos, las autoridades que intervengan en 
las diligencias iniciales, los funcionarios de poli-
cía judicial, los defensores de familia y comisarios 
de familia en el caso de los niños, niñas y adoles-
centes, los Fiscales, Jueces o integrantes del Mi-
nisterio Público deberán suministrar la siguiente 
información:

1. Las entidades u organizaciones a las que pue-
de dirigirse para obtener asesoría y apoyo.

2. Los servicios y garantías a que tiene derecho 
o que puede encontrar en las distintas entidades y 
organizaciones.

3. El lugar, la forma, las autoridades y requisi-
tos necesarios para presentar una denuncia.

4. Las actuaciones subsiguientes a la denuncia 
y los derechos y mecanismos que como víctima 
puede utilizar en cada una de ellas. Las autorida-
des deben informar a las mujeres sobre derecho a 
no ser confrontadas con el agresor o sus agresores.

5. Las autoridades ante las cuales puede solici-
tar protección y los requisitos y condiciones míni-
mos que debe acreditar para acceder a los progra-
mas correspondientes.

brindarle orientación, asesoría jurídica o servicios 
de representación judicial gratuitos.

7. Las instituciones competentes y los derechos 
de los familiares de las víctimas en la búsqueda, 

-
ción forzada y de las medidas de prevención para 
la recuperación de las víctimas.

8. Los trámites y requisitos para hacer efectivos 
los derechos que le asisten como víctima.

Parágrafo 1º. Frente a los delitos contra la li-
bertad, integridad y formación sexual, así como 
los delitos contra la libertad e integridad personal 
como la desaparición forzada y el secuestro, las 
autoridades que intervienen en las diligencias ini-
ciales deberán brindar garantías de información 
reforzadas, mediante personal especializado en 
atención psicosocial, sobre las instituciones a las 
que deben dirigirse para obtener asistencia médica 
y psicológica especializada, así como frente a sus 
derechos y la ruta jurídica que debe seguir.

Parágrafo 2º. En cada una de las entidades pú-

a víctimas, se dispondrá de personal capacitado en 
atención de víctimas de violencia sexual y género, 
que asesore y asista a las víctimas.

Artículo 36. Garantía de comunicación a las 
víctimas. 
dentro de la actuación penal o en el marco de los 
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procesos de justicia y paz, las víctimas deberán ser 
informadas del inicio, desarrollo y terminación del 
proceso, de las instancias en que pueden partici-
par, de los recursos judiciales a su disposición y 
de la posibilidad de presentar pruebas, entre otras 
garantías previstas en las disposiciones legales vi-
gentes. En especial, el Fiscal, Juez o Magistrado 
competente comunicará a la víctima sobre lo si-
guiente:

1. Del curso o trámite dado a su denuncia.
2. Del inicio de la investigación formal y de la 

posibilidad de constituirse en parte dentro de la ac-
tuación.

3. De la captura del presunto o presuntos res-
ponsables.

4. De la decisión adoptada sobre la detención 
preventiva o libertad provisional de los presuntos 
responsables.

o de la audiencia de imputación de cargos.
6. Del inicio del juicio.
7. De la celebración de las audiencias públicas 

preparatorias y de juzgamiento y de la posibilidad 
de participar en ellas.

8. De la sentencia proferida por el Juez o Ma-
gistrado.

9. De los recursos que cabe interponer en contra 
de la sentencia.

10. De la exhumación de restos o cadáveres que 
pudieran corresponder a un familiar desaparecido, 

-
mación y del procedimiento en el que tienen que 

de los restos.
11. De las medidas vigentes para la protección 

de las víctimas y testigos y los mecanismos para 
acceder a ellas.

12. De las decisiones sobre medidas cautelares 
que recaigan sobre bienes destinados a la repara-
ción.

13. De las demás actuaciones judiciales que 
afecten los derechos de las víctimas.

Parágrafo 1º. Las comunicaciones se harán por 
escrito, por medio electrónico o por cualquier me-
dio idóneo para la víctima, y el funcionario deberá 
dejar constancia o registro de ellas en su despacho.

Parágrafo 2º. La comunicación sobre la reali-
zación de las diligencias judiciales en las que la 
víctima pueda participar, deberá efectuarse en un 
término razonable, y de conformidad con el res-
pectivo proceso.

Artículo 37. Audición y presentación de prue-
bas. La víctima tendrá derecho, siempre que lo 
solicite, a ser oída dentro de la actuación penal, a 
pedir pruebas y a suministrar los elementos proba-
torios que tenga en su poder.

La autoridad competente podrá interrogar a la 
víctima en la medida estrictamente necesaria para 
el esclarecimiento de los hechos investigados, con 

pleno respeto a sus derechos, en especial, su dig-
nidad y su integridad moral y procurando en todo 
caso utilizar un lenguaje y una actitud adecuados 
que impidan su revictimización.

Artículo 38. Principios de la prueba en casos 
de violencia sexual. En los casos en que se investi-
guen delitos que involucren violencia sexual con-
tra las víctimas, el Juez o Magistrado aplicará las 
siguientes reglas:

1. El consentimiento no podrá inferirse de nin-
guna palabra o conducta de la víctima cuando la 
fuerza, la amenaza de la fuerza, la coacción o el 
aprovechamiento de un entorno coercitivo hayan 
disminuido su capacidad para dar un consenti-
miento voluntario y libre.

2. El consentimiento no podrá inferirse de nin-
guna palabra o conducta de la víctima cuando esta 
sea incapaz de dar un consentimiento voluntario y 
libre.

3. El consentimiento no podrá inferirse del si-
lencio o de la falta de resistencia de la víctima a la 
supuesta violencia sexual.

4. La credibilidad, la honorabilidad o la dispo-
nibilidad sexual de la víctima o de un testigo no 
podrán inferirse de la naturaleza sexual del com-
portamiento anterior o posterior de la víctima o de 
un testigo.

5. El Juez o Magistrado no admitirá pruebas so-
bre el comportamiento sexual anterior o ulterior de 
la víctima o de un testigo.

Parágrafo. La Fiscalía General de la Nación, 
contando con los aportes de la Defensoría del Pue-
blo, la Procuraduría General de la Nación, organis-
mos internacionales y organizaciones que trabajen 
en la materia, creará un protocolo para la investi-
gación de delitos contra la libertad, integridad y 
formación sexuales, en el que se contemplen me-
didas jurídicas y psicosociales y aspectos como el 
fortalecimiento de las capacidades de los funcio-
narios para la investigación, el trato, la atención y 
la asistencia a las víctimas durante todas las etapas 

atención de las mujeres, niños, niñas y adolescen-
tes víctimas.

Artículo 39. Declaración a puerta cerrada. 
Cuando por razones de seguridad, o porque la enti-

en audiencia pública o cuando la presencia del in-
culpado genere alteraciones en el estado de ánimo 
de las víctimas, el Juez o Magistrado de la causa 

declaración se rinda en un recinto cerrado, en pre-

Público y del propio Juez o Magistrado. En este 
caso, la víctima deberá ser informada que su de-
claración será grabada por medio de audio o video.

Artículo 40. Testimonio por medio de audio o 
video. El Juez o Magistrado podrá permitir que un 
testigo rinda testimonio oralmente o por medio de 
audio o video, con la condición que este procedi-
miento le permita al testigo ser interrogado por 
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el Fiscal, por la Defensa y por el funcionario del 
conocimiento, en el momento de rendir su testi-
monio.

La autoridad competente deberá cerciorarse 
que el lugar escogido para rendir el testimonio por 
medio de audio o video, garantice la veracidad, la 
privacidad, la seguridad, el bienestar físico y psi-
cológico, la dignidad y la privacidad del testigo. 
La autoridad tendrá la obligación de garantizar la 
seguridad y los medios necesarios para rendir tes-
timonio cuando se trate de un niño, niña o adoles-
cente.

Parágrafo. Para el caso de los niños, niñas y 
adolescentes víctimas, el Juez o Magistrado tendrá 
la obligación de protegerles y garantizar todos los 
medios necesarios para facilitar su participación 
en los procesos judiciales.

Artículo 41. Modalidad especial de testimonio. 

por solicitud del Fiscal, de la Defensa, del Minis-
terio Público o de la víctima, medidas especiales 
orientadas a facilitar el testimonio de la víctima, 
un niño o niña, adolescente, un adulto mayor o una 
víctima de violencia sexual. El funcionario com-
petente, tendrá en cuenta la integridad de las per-
sonas y tomando en consideración que la violación 
de la privacidad de un testigo o una víctima puede 
entrañar un riesgo para su seguridad, controlará di-

-
tar cualquier tipo de hostigamiento o intimidación 
y prestando especial atención al caso de víctimas 
de delitos de violencia sexual.

Artículo 42. Presencia de personal especializa-
do. Cuando el Juez o Magistrado lo estime conve-

-
tar que el testimonio de la víctima sea recibido con 
acompañamiento de personal experto en situacio-
nes traumáticas, tales como psicólogos, trabajado-
res sociales, siquiatras o terapeutas, entre otros. La 
víctima también tendrá derecho a elegir el sexo de 
la persona ante la cual desea rendir declaración. 
Esta norma se aplicará especialmente en los casos 
en que la víctima sea mujer o adulto mayor, o haya 
sido objeto de violencia sexual, tortura u otros tra-
tos crueles, inhumanos o degradantes y será obli-
gatoria en los casos en que la víctima sea un niño, 
niña o adolescente.

Parágrafo. Cuando las víctimas no se expresen 
en castellano, se dispondrá la presencia de traduc-
tores o intérpretes para recabar su declaración, 
presentar solicitudes y adelantar las actuaciones 
en las que hayan de intervenir.

Artículo 43. Asistencia judicial. La Defensoría 
del Pueblo prestará los servicios de orientación, 
asesoría y representación judicial a las víctimas a 

Defensor del Pueblo efectuará los ajustes o mo-

capacidad institucional en el cumplimiento de este 
mandato.

Parágrafo 1°. El Defensor del Pueblo, en el tér-
mino de seis (6) meses, reorganizará la estructura 

garantizar el cumplimiento de las funciones asig-
nadas en la presente ley.

Parágrafo 2°. La Defensoría del Pueblo pres-
tará los servicios de representación judicial a las 
víctimas que lo soliciten mediante el Sistema Na-
cional de Defensoría Pública. Para ello, designará 
representantes judiciales que se dedicarán exclu-
sivamente a la asistencia judicial de las víctimas 
a través de un programa especial que cumpla tal 
cometido, incorporando criterios de asesoría di-
ferenciales y un componente de asistencia para 
mujeres víctimas.

Artículo 44. Gastos de la víctima en relación 
con los procesos judiciales. Las víctimas respecto 
de las cuales se compruebe de manera sumaria y 
expedita la falta de disponibilidad de recursos para 
cubrir los gastos en la actuación judicial, serán ob-
jeto de medidas tendientes a facilitar el acceso le-
gítimo al proceso penal.

De manera preferente y en atención a los recur-
sos monetarios y no monetarios disponibles, po-
drán ser objeto de medidas tales como el acceso a 
audiencias a través de teleconferencias o cualquier 
otro medio tecnológico que permita adelantar las 
respectivas etapas procesales.

Parágrafo 1°. Cuando las víctimas voluntaria-
mente decidan interponer recursos de tutela o acu-
dir a la justicia contencioso-administrativa, para 
obtener una reparación o indemnización por el 
daño sufrido, los apoderados o abogados que las 
representen en el proceso no podrán, en ningún 
caso, recibir, pactar o acordar honorarios que su-
peren los dos (02) salarios mínimos legales men-
suales vigentes en el caso de las acciones de tute-
la, o de veinticinco (25) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, en el caso de las acciones ante 
la jurisdicción contencioso administrativa, inclu-
yendo la suma que sea acordada como cuota de 
éxito, cuota litis, o porcentaje del monto decretado 
a favor de la víctima por la autoridad judicial. Lo 
anterior tendrá aplicación independientemente de 
que se trate de uno o varios apoderados e inde-
pendientemente de que un proceso reúna a varias 
víctimas.

Parágrafo 2°. Lo previsto en este artículo será 
reglamentado por el Gobierno Nacional, en un tér-
mino no mayor a un (1) año contado a partir de la 
vigencia de la presente ley.

Artículo 45. Los organismos con funciones 
permanentes de Policía Judicial destinarán, de su 
planta actual de personal, a un grupo especializado 

-
cación de bienes y activos que hayan ocultado las 
personas sindicadas de menoscabar los derechos 
de las víctimas de las que trata la presente ley.

Artículo 46. Cuando de los elementos materia-
les probatorios, evidencia física, información le-
galmente obtenida, o demás evidencia recaudada 
durante una investigación penal por el daño de los 
derechos de las víctimas de las que trata la presente 
ley, se pueda inferir razonablemente que la estruc-
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tura u organización ilegal a la que perteneció el in-
vestigado recibió apoyo económico, de manera vo-
luntaria, de una persona natural o jurídica nacional 

nacional, o que servidores públicos dispusieron de 
la función pública para promover acciones de vio-
laciones a las normas internacionales de derechos 
humanos o infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario por parte de la respectiva estructura 

pruebas recaudadas a un Fiscal ordinario, de con-
formidad con el Código de Procedimiento Penal y 
las normas que regulan la materia.

En los eventos en que durante el procedimien-
to regulado en la Ley 975 de 2005, el Fiscal de 
Justicia y Paz advierta alguna de las circunstancias 
mencionadas en el inciso anterior, este deberá re-
mitir el expediente y las pruebas recaudadas a un 
Fiscal ordinario, de conformidad con el Código de 
Procedimiento Penal y las normas que regulan la 
materia.

En los eventos en que se declare la responsabili-
dad penal de la persona natural o del representante 

-
lial o subsidiaria en el territorio nacional o del ser-
vidor público, según sea el caso, el Juez de conoci-

Público, abrirá inmediatamente un incidente de 
reparación especial, que se surtirá de conformidad 
con lo establecido en el Código de Procedimiento 
Penal, sin necesidad de que se individualicen las 
víctimas, comoquiera que el Juez o Magistrado de 
conocimiento tendrá en consideración el daño de 
derechos causado por el grupo armado al margen 
de la ley que hubiere sido apoyado.

Al decidir el incidente de reparación el Juez 
o Magistrado de conocimiento ordenará, a título 
de reparación a las víctimas, que la misma suma 
de dinero con que el condenado o los condenados 

estructura u organización ilegal, o su equivalente 
en dinero si el apoyo fue en especie, o la suma que 
el Juez o Magistrado estime pertinente en caso de 
que la misma no esté determinada dentro del pro-
ceso, sea consignada a favor del Fondo de Repara-
ción a las Víctimas de la Violencia.

El Juez o Magistrado también podrá ordenar 
al condenado la ejecución de medidas de satisfac-
ción, las cuales deberán ser realizadas directamen-
te por este. Esta disposición no tendrá efectos para 
la responsabilidad subsidiaria del Estado la cual 
se regirá por lo establecido en el artículo 10 de la 
presente ley.

Parágrafo 1°. Cuando en el transcurso del pro-
ceso penal el juez de conocimiento advierta razo-
nes fundadas para pensar que la estructura u or-
ganización ilegal a la que perteneció el acusado 
recibió apoyo económico, de manera voluntaria, 
de una persona natural o jurídica nacional o ex-

-
cional, deberá remitir el expediente y las pruebas 

recaudadas a un Fiscal ordinario, de conformidad 
con el Código de Procedimiento Penal y las nor-
mas que regulan la materia.

Parágrafo 2°. La persona jurídica cuyo repre-
sentante legal sea condenado en los términos del 
presente artículo, deberá concurrir como tercero 
civilmente responsable al incidente de reparación 
en los términos del Código de Procedimiento Pe-
nal. Así mismo, el Juez o Magistrado también po-
drá ordenar la ejecución de medidas de satisfac-
ción a favor de las víctimas por parte de las perso-

Parágrafo 3°. En ningún caso, en los términos 
del presente artículo, el Juez o Magistrado podrá 
ordenar a una persona jurídica, a título de repara-
ción, consignar a favor del Fondo de Reparación a 
las víctimas de la violencia en más de una ocasión 
por los mismos hechos.

TÍTULO III
AYUDA HUMANITARIA, ATENCIÓN  

Y ASISTENCIA
CAPÍTULO I

Ayuda humanitaria a las víctimas
Artículo 47. Ayuda humanitaria. Las víctimas 

de 
recibirán ayuda humanitaria de acuerdo a las 
necesidades inmediatas que guarden relación 
directa con el hecho victimizante, con el obje-
tivo de socorrer, asistir, proteger y atender sus ne-
cesidades de alimentación, aseo personal, manejo 
de abastecimientos, utensilios de cocina, atención 
médica y psicológica de emergencia, transporte 
de emergencia y alojamiento transitorio en con-
diciones dignas, y con enfoque diferencial, en el 
momento de la violación de los derechos o en el 
momento en el que las autoridades tengan conoci-
miento de la misma.

Las víctimas de los delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexual, recibirán asistencia 
médica y psicológica especializada de emergencia.

Parágrafo 1°. Las entidades territoriales en 
primera instancia, la Unidad Administrativa 
Especial de Atención y Reparación a Víctimas, 
y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
subsidiariamente, deberán prestar el alojamiento 
y alimentación transitoria en condiciones dignas y 
de manera inmediata a la violación de los derechos 
o en el momento en que las autoridades tengan co-
nocimiento de la misma.

Parágrafo 2°. Las instituciones hospitalarias, 
públicas o privadas, del territorio nacional, que 
prestan servicios de salud, tienen la obligación 
de prestar atención de emergencia de manera in-
mediata a las víctimas que la requieran, con inde-
pendencia de la capacidad socioeconómica de los 
demandantes de estos servicios y sin exigir con-
dición previa para su admisión, cuando estas lo 
requieran en razón a una violación a las que se 

Parágrafo 3°. La Unidad Administrativa Espe-
cial para la Atención y Reparación, deberá ade-
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lantar las acciones pertinentes ante las distintas 
entidades que conforman el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación a Víctimas para garanti-
zar la ayuda humanitaria. De igual manera, y de 
acuerdo a lo contemplado en el artículo 49 de la 
Ley 418 de 1997 y sus prórrogas correspondientes, 
prestará por una sola vez, a través de mecanismos 

trámite, y de acuerdo a su competencia, la ayuda 
humanitaria.

Parágrafo 4°. En lo que respecta a la atención 
humanitaria para la población víctima del despla-
zamiento forzado, se regirá por lo establecido en el 
capítulo III del presente Título.

Artículo 48. Censo. En el evento en que se 
presenten atentados terroristas y desplaza-
mientos masivos la Alcaldía Municipal a través 
de la Secretaría de Gobierno, dependencia, fun-
cionario o autoridad que corresponda, con el 
acompañamiento de la Personería Municipal, de-
berá elaborar el censo de las personas afectadas en 
sus derechos fundamentales a la vida, integridad 
personal, libertad personal, libertad de domicilio, 
residencia y bienes.

Dicho censo deberá contener como mínimo la 
-

cripción del hecho, y remitirlo a la Unidad Ad-
ministrativa Especial para la Atención y Repa-
ración Integral a las Víctimas en un término no 
mayor a ocho (8) días hábiles contados a partir de 
la ocurrencia del mismo.

La información se consignará en un forma-
to único de uso obligatorio, que para tales efec-
tos expedirá la Unidad Administrativa Especial 
para la Atención y Reparación Integral a las Víc-
timas, y hará parte del Registro Único de Vícti-
mas, y reemplazará la declaración a la que hace 
referencia el artículo 155 en lo que respecta a los 
hechos victimizantes registrados en el censo.

Parágrafo. En el caso de los desplazamientos 
masivos, el censo procederá conforme al artícu-

a las personas que conforman el desplazamien-
to masivo de rendir una declaración individual 
para solicitar su inscripción en el Registro Úni-
co de Víctimas.

CAPÍTULO II
Medidas de asistencia y atención  

a las víctimas
Artículo 49. Asistencia y atención. Se entiende 

por asistencia a las víctimas el conjunto integrado 
de medidas, programas y recursos de orden polí-

-
go del Estado, orientado a restablecer la vigencia 
efectiva de los derechos de las víctimas, brindarles 
condiciones para llevar una vida digna y garanti-
zar su incorporación a la vida social, económica y 
política.

Por su parte, entiéndase por atención, la acción 
de dar información, orientación y acompañamien-

to jurídico y psicosocial a la víctima, con miras a 

derechos a la verdad, justicia y reparación.
Artículo 50. Asistencia funeraria. En cumpli-

miento de su objeto y en desarrollo de sus facul-
tades, las entidades territoriales, en concordancia 
con las disposiciones legales de los artículos 268 
y 269 del Decreto-Ley 1333 de 1986, pagarán con 
cargo a sus presupuestos y sin intermediarios, a las 

-
tos funerarios de las mismas, siempre y cuando no 
cuenten con recursos para sufragarlos.

Parágrafo. Los costos funerarios y de traslado, 
en caso de que la víctima fallezca en un municipio 
distinto a su lugar habitual de residencia, serán su-
fragados por los municipios donde ocurrió el dece-
so y aquel en el que la víctima residía.

Artículo 51. Medidas en materia de educación. 
Las distintas autoridades educativas adoptarán, 
en el ejercicio de sus competencias respectivas, 
las medidas necesarias para asegurar el acceso y 
la exención de todo tipo de costos académicos en 

-
veles de preescolar, básica y media a las víctimas 
señaladas en la presente ley, siempre y cuando es-
tas no cuenten con los recursos para su pago. De 

contratar el servicio educativo con instituciones 
privadas.

En educación superior, las instituciones técni-
cas profesionales, instituciones tecnológicas, ins-
tituciones universitarias o escuelas tecnológicas y 
universidades de naturaleza pública, en el marco de 
su autonomía, establecerán los procesos de selec-
ción, admisión y matrícula que posibiliten que las 
víctimas en los términos de la presente ley, puedan 
acceder a sus programas académicos ofrecidos por 
estas instituciones, especialmente mujeres cabeza 
de familia y adolescentes y población en condición 
de discapacidad.

Por su parte, el Ministerio de Educación Nacio-
nal incluirá a las víctimas de que trata la presente 
ley, dentro de las estrategias de atención a la po-
blación diversa y adelantará las gestiones para que 
sean incluidas dentro de las líneas especiales de 
crédito y subsidios del Icetex.

Dentro de los cupos habilitados y que se habi-
litaren para la formación que imparte el Servicio 
Nacional de Aprendizaje (SENA), se priorizará, 
facilitará y garantizará el acceso a las víctimas de 
que trata la presente ley.

Artículo 52. Medidas en materia de salud. El 
Sistema General de Seguridad Social en Salud ga-
rantizará la cobertura de la asistencia en salud a 
las víctimas de la presente ley, de acuerdo con las 
competencias y responsabilidades de los actores 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

Toda persona que sea incluida en el Registro 
Único de Víctimas de que trata la presente ley, ac-

en el artículo 32.2 de la Ley 1438 de 2011, y se 
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considerará elegible para el subsidio en salud, sal-
vo en los casos en que se demuestre capacidad de 
pago de la víctima.

Parágrafo 1°. -
tura de la asistencia en salud a las víctimas de que 
trata la presente ley, priorizando y atendiendo a 
las necesidades particulares de esta población, se 
realizará la actualización del Plan Obligatorio de 
Salud, de acuerdo con las competencias y respon-
sabilidades de los actores del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y en los términos de la 
Ley 1438 de 2011.

Parágrafo 2º. Las víctimas que se encuentren 
registradas en el Sisbén 1 y 2 quedarán exentas de 
cualquier cobro de copago o cuota moderadora, 
en todo tipo de atención en salud que requieran. 

-
gimen subsidiado.

Artículo 53. Atención de emergencia en salud. 
Las instituciones hospitalarias, públicas o priva-
das, del territorio nacional, que prestan servicios 
de salud, tienen la obligación de prestar atención 
de emergencia de manera inmediata a las víctimas 
que la requieran, con independencia de la capaci-
dad socioeconómica de los demandantes de estos 
servicios y sin exigir condición previa para su ad-
misión.

Artículo 54. Servicios de asistencia en salud. 
Los servicios de asistencia médica, quirúrgica y 
hospitalaria consistirán en:

1. Hospitalización.
2. Material médico-quirúrgico, osteosíntesis, 

órtesis y prótesis, conforme con los criterios téc-

3. Medicamentos.
4. Honorarios Médicos.
5. Servicios de apoyo tales como bancos de 

sangre, laboratorios, imágenes diagnósticas.
6. Transporte.
7. Examen del VIH sida y de ETS, en los casos 

en que la persona haya sido víctima de acceso car-
nal violento.

8. Servicios de interrupción voluntaria del em-
barazo en los casos permitidos por la jurispruden-

-
luto respeto de la voluntad de la víctima.

9. La atención para los derechos sexuales y re-
productivos de las mujeres víctimas.

Parágrafo. El reconocimiento y pago de los 
servicios de asistencia médica, quirúrgica y hos-

por conducto del Ministerio de la Protección 
Social con cargo a los recursos del Fosyga, sub-

de Tránsito, únicamente en los casos en que se 
deban prestar los servicios de asistencia para 
atender lesiones transitorias permanentes y las 
demás afectaciones de la salud que tengan rela-
ción causal directa con acciones violentas que 

produzcan un daño en los términos del artículo 
3º de la presente ley, salvo que estén cubiertos 
por planes voluntarios de salud.

Artículo 55. Remisiones. -
tema General de Seguridad Social en Salud, que 
resultaren víctimas de acuerdo a la presente ley, 
serán atendidos por las instituciones prestadoras 
de salud y una vez se les preste la atención de ur-
gencias y se logre su estabilización, si estas institu-
ciones no contaren con disponibilidad o capacidad 
para continuar prestando el servicio, serán remi-

las entidades de aseguramiento para que allí se 
continúe el tratamiento requerido. La admisión y 
atención de las víctimas en tales instituciones hos-
pitalarias es de aceptación inmediata y obligatoria 
por parte de estas, en cualquier parte del territorio 

-
mediatamente al Fosyga sobre la admisión y aten-
ción prestada.

Parágrafo. Aquellas personas que se encuentren 
en la situación prevista en la presente norma y que 

de seguridad social en salud o a un régimen de ex-

en el artículo 158 de la Ley 100 de 1993 mientras 

-
dos a dicho régimen.

Artículo 56. Pólizas de salud. Los gastos que 
demande la atención de las víctimas amparadas 
con pólizas de compañías de seguros de salud o 
contratos con empresas de medicina prepagada, 
serán cubiertos por el Estado de conformidad con 
lo establecido en el presente Capítulo, cuando no 

-
ciente por el respectivo seguro o contrato.

Artículo 57. Evaluación y control. El Ministe-
rio de la Protección Social o la Superintendencia 
Nacional de Salud, según el caso, ejercerá la eva-
luación y control sobre los aspectos relativos a:

1. Número de pacientes atendidos.
2. Acciones médico-quirúrgicas.
3. Suministros e insumos hospitalarios gas- 

tados.
4. Causa de egreso y pronóstico.
5. Condición del paciente frente al ente hospi-

talario.
6. El efectivo pago al prestador.
7. Negación de atención oportuna por parte 

de prestadores o aseguradores.
8. Las condiciones de calidad en la atención 

por parte de IPS, EPS o regímenes exceptuados.
9. Los demás factores que constituyen costos 

del servicio, de conformidad con lo dispuesto en 
la presente ley.

Artículo 58. Inspección y vigilancia. El incum-
plimiento de lo dispuesto en este capítulo, será 
para las entidades prestadoras de los servicios de 
salud, para las EPS, Regímenes especiales y para 
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los empleados responsables, causal de sanción por 
las autoridades competentes en desarrollo de sus 
funciones de inspección y vigilancia, de conformi-
dad con lo previsto en el artículo 49 y 50 de la Ley 
10 de 1990, y demás normas concordantes.

Artículo 59. Asistencia por los mismos hechos. 
-

guna de las anteriores medidas, no serán asistidas 
nuevamente por el mismo hecho victimizante, sal-
vo que se compruebe que es requerida la asistencia 
por un hecho sobreviniente.

CAPÍTULO III
De la atención a las víctimas  
del desplazamiento forzado

Artículo 60. -
ción. La atención a las víctimas del desplazamien-
to forzado, se regirá por lo establecido en este ca-
pítulo y se complementará con la política pública 
de prevención y estabilización socioeconómica 
de la población desplazada establecida en la Ley 
387 de 1997 y demás normas que lo reglamenten.

Las disposiciones existentes orientadas a lograr 
el goce efectivo de los derechos de la población en 
situación de desplazamiento, que no contraríen la 
presente ley, continuarán vigentes.

Parágrafo 1º. El costo en el que incurra el Esta-
do en la prestación de la oferta dirigida a la pobla-
ción desplazada, en ningún caso será descontado 
del monto de la indemnización administrativa o 
judicial a que tiene derecho esta población.

Esta oferta, siempre que sea prioritaria, preva-
-

cas, tiene efecto reparador, exceptuando la aten-
ción humanitaria inmediata, de emergencia y de 
transición.

Parágrafo 2º. Para los efectos de la presente ley, 
se entenderá que es víctima del desplazamiento 
forzado toda persona que se ha visto forzada a mi-
grar dentro del territorio nacional, abandonando su 
localidad de residencia o actividades económicas 
habituales, porque su vida, su integridad física, su 
seguridad o libertad personales han sido vulnera-
das o se encuentran directamente amenazadas, con 

artículo 3° de la presente ley.
Artículo 61. La declaración sobre los hechos 

 
La persona víctima de desplazamiento forzado de-
berá rendir declaración ante cualquiera de las insti-
tuciones que integran el Ministerio Público, dentro 
de los dos (2) años siguientes a la ocurrencia del 
hecho que dio origen al desplazamiento, siempre y 
cuando estos hechos hubiesen ocurrido a partir del 
1º de enero de 1985, y no se encuentre registrada 
en el Registro Único de Población Desplazada.

La declaración hará parte del Registro Único de 
Víctimas, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 
155 de la presente ley. La valoración que realice el 
funcionario encargado de recibir la solicitud de re-

gistro debe respetar los principios constitucionales 
-

lencia del derecho sustancial.
Parágrafo 1°. Se establece un plazo de dos (2) 

años para la reducción del subregistro, periodo en 
el cual las víctimas del desplazamiento de años an-

que se decida su inclusión o no en el Registro.
Para este efecto, el Gobierno Nacional adelan-

tará una campaña de divulgación a nivel nacional 
-

do que no han declarado se acerquen al Ministerio 
Público para rendir su declaración.

Parágrafo 2°. En las declaraciones presentadas 
dos años después de la ocurrencia del hecho que 
dio lugar al desplazamiento forzado, el funciona-
rio del Ministerio Público deberá indagar sobre 
las razones por las cuales no se llevó a cabo con 

-

la accesibilidad de las víctimas a la protección del 
Estado.

En cualquier caso, se deberá preguntar sobre las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar que gene-
raron su desplazamiento para contar con informa-
ción precisa que permita decidir sobre la inclusión 
o no del declarante al Registro.

Parágrafo 3°. En evento de fuerza mayor que 
haya impedido a la víctima del desplazamiento 
forzado rendir la declaración en el término esta-
blecido en el presente artículo, se empezará a con-
tar el mismo desde el momento en que cesen las 
circunstancias motivo de tal impedimento.

La víctima de desplazamiento forzado deberá 
informar al funcionario del Ministerio Público, 
quien indagará por dichas circunstancias y enviará 
la diligencia a la Unidad Administrativa Especial 
para la Atención y Reparación Integral a las Víc-
timas para que realice las acciones pertinentes de 
acuerdo a los eventos aquí mencionados.

Artículo 62. Etapas de la atención humanita-
ria. Se establecen tres fases o etapas para la aten-
ción humanitaria de las víctimas de desplazamien-
to forzado:

1. Atención Inmediata.
2. Atención Humanitaria de Emergencia, y
3. Atención Humanitaria de Transición.
Parágrafo. Las etapas aquí establecidas varían 

según su temporalidad y el contenido de dicha 
ayuda, de conformidad a la evaluación cualitativa 
de la condición de vulnerabilidad de cada víctima 
de desplazamiento que se realice por la entidad 
competente para ello.

Artículo 63. Atención inmediata. Es la ayuda 
humanitaria entregada a aquellas personas que 

-
cuentran en situación de vulnerabilidad acentuada 
y requieren de albergue temporal y asistencia ali-
mentaria.
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Esta ayuda será proporcionada por la entidad 
territorial de nivel municipal receptora de la po-
blación en situación de desplazamiento. Se atende-
rá de manera inmediata desde el momento en que 
se presenta la declaración, hasta el momento en el 
cual se realiza la inscripción en el Registro Único 
de Víctimas.

Parágrafo 1º. Podrán acceder a esta ayuda hu-
manitaria las personas que presenten la declaración 
de que trata el artículo 61 de esta ley, y cuyo hecho 
que dio origen al desplazamiento haya ocurrido 
dentro de los tres (3) meses previos a la solicitud.

Cuando se presenten casos de fuerza mayor que 
le impidan a la víctima del desplazamiento forzado 
presentar su declaración en el término que este pa-
rágrafo establece, se empezará a contar el mismo 
desde el momento en que cesen las circunstancias 
motivo de tal impedimento, frente a lo cual, el fun-
cionario de Ministerio Público indagará por dichas 
circunstancias e informará a la Entidad competen-
te para que realicen las acciones pertinentes.

Parágrafo 2º. Hasta tanto el Registro Único 
de Víctimas entre en operación, se mantendrá el 
funcionamiento del Registro Único de Población 
Desplazada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 
153 de la presente ley.

Artículo 64. Atención humanitaria de emergen-
cia. Es la ayuda humanitaria a la que tienen dere-
cho las personas u hogares en situación de despla-
zamiento una vez se haya expedido el acto admi-
nistrativo que las incluye en el Registro Único de 
Víctimas, y se entregará de acuerdo con el grado 
de necesidad y urgencia respecto de su subsisten-
cia mínima.

Realizado el registro se enviará copia de la in-
formación relativa a los hechos delictivos a la Fis-
calía General de la Nación para que adelante las 
investigaciones necesarias.

Parágrafo 1º. La atención humanitaria de emer-
gencia seguirá siendo entregada por la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Coopera-
ción Internacional hasta tanto se le garanticen los 
recursos de operación de la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas.

La Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
deberá entregar la ayuda humanitaria a través de 

reciban en su totalidad y de manera oportuna.
Parágrafo 2º. Hasta tanto el Registro Único 

de Víctimas entre en operación, se mantendrá el 
funcionamiento del Registro Único de Población 
Desplazada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 
154 de la presente ley.

Artículo 65. Atención humanitaria de transi-
ción. Es la ayuda humanitaria que se entrega a la 
población en situación de Desplazamiento inclui-
da en el Registro Único de Víctimas que aún no 
cuenta con los elementos necesarios para su sub-

sistencia mínima, pero cuya situación, a la luz de 
la valoración hecha por la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas, no presenta las características de gra-
vedad y urgencia que los haría destinatarios de la 
Atención Humanitaria de Emergencia.

Parágrafo 1°. El Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar deberá adelantar las acciones perti-
nentes para garantizar la alimentación de los hoga-
res en situación de desplazamiento. De igual for-
ma, la Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
y los entes territoriales adoptarán las medidas con-
ducentes para garantizar el alojamiento temporal 
de la población en situación de desplazamiento.

Parágrafo 2°. Los programas de empleo diri-
gidos a las víctimas de que trata la presente ley, 
se considerarán parte de la ayuda humanitaria de 
transición.

Parágrafo 3º. Hasta tanto el Registro Único 
de Víctimas entre en operación, se mantendrá el 
funcionamiento del Registro Único de Población 
Desplazada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 
154 de la presente ley.

Artículo 66. Retornos y reubicaciones. Con el 
propósito de garantizar la atención integral a las 
personas víctimas de desplazamiento forzado que 
deciden voluntariamente retornar o reubicarse, 
bajo condiciones de seguridad favorables, estas 
procurarán permanecer en el sitio que hayan ele-
gido para que el Estado garantice el goce efectivo 
de los derechos, a través del diseño de esquemas 
especiales de acompañamiento.

Cuando no existan las condiciones de seguridad 
para permanecer en el lugar elegido, las víctimas 
deberán acercarse al Ministerio Público y declarar 
los hechos que generen o puedan generar su des-
plazamiento.

Parágrafo 1º. La Unidad Administrativa Espe-
cial para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, deberá adelantar las acciones pertinen-
tes ante las distintas entidades que conforman el 
Sistema Nacional de Atención y Reparación a las 
Víctimas para garantizar la efectiva atención inte-
gral a la población retornada o reubicada, especial-
mente en lo relacionado con los derechos mínimos 

-
cional del Estado Civil, salud a cargo del Ministe-
rio de la Protección Social, Educación a cargo del 
Ministerio de Educación Nacional, alimentación 

-
lombiano de Bienestar Familiar, vivienda digna a 
cargo del Ministerio de Ambiente, Vivienda y De-
sarrollo Territorial cuando se trate de vivienda 
urbana, y cargo del Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural cuando se trate de vivienda 
rural y orientación ocupacional a cargo del Servi-
cio Nacional de Aprendizaje.

Parágrafo 2º. La Unidad Administrativa Es-
pecial para la Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas, reglamentará el procedimiento 
para garantizar que las personas víctimas de 
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desplazamiento forzado que se encuentren fuera 
del territorio nacional con ocasión de la violacio-

-
te ley, sean incluidas en los programas de retorno 
y reubicación de que trata el presente artículo.

Artículo 67. Cesación de la condición de vul-
Cesará la con-

ocasionada por el hecho mismo del desplazamien-
to, cuando la persona víctima de desplazamiento 
forzado a través de sus propios medios o de los 
programas establecidos por el Gobierno Nacional, 
alcance el goce efectivo de sus derechos. Para ello 
accederá a los componentes de atención integral 
al que hace referencia la política pública de pre-
vención, protección y atención integral para las 
víctimas del desplazamiento forzado de acuerdo al 
artículo 60 de la presente ley.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional establece-
rá los criterios para determinar la cesación de la 

a causa del hecho mismo del desplazamiento, de 
acuerdo con los indicadores de goce efectivo de 

-
dencialmente.

Parágrafo 2°. Una vez cese la condición de vul-

el Registro Único de Víctimas, para dejar constan-
cia de la cesación a la que se ha hecho referencia 
en este artículo.

En todo caso, la persona cesada mantendrá su 
condición de víctima, y por ende, conservará los 
derechos adicionales que se desprenden de tal si-
tuación.

Parágrafo 3º. Hasta tanto el Registro Único 
de Víctimas entre en operación, se mantendrá el 
funcionamiento del Registro Único de Población 
Desplazada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 
154 de la presente ley.

Artículo 68. Evaluación de la cesación de la 
condición de vulnerabilidad y debilidad mani-

La Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación Integral a las víctimas y los 
alcaldes municipales o distritales del lugar donde 
reside la persona en situación de desplazamiento, 
evaluarán cada dos años las condiciones de vulne-

hecho mismo del desplazamiento.
Esta evaluación se realizará a través de los me-

canismos existentes para hacer seguimiento a los 
hogares, y aquellos para declarar cesada la condi-

acuerdo al artículo anterior.
Las entidades del orden nacional, regional o 

local deberán enfocar su oferta institucional para 
lograr la satisfacción de las necesidades asociadas 
al desplazamiento, de conformidad con los resulta-
dos de la evaluación de cesación.

TÍTULO IV
REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 69. Medidas de reparación. Las víc-
timas de que trata esta ley, tienen derecho a ob-
tener las medidas de reparación que propendan 
por la restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición en sus di-
mensiones individual, colectiva, material, moral y 
simbólica. Cada una de estas medidas será imple-
mentada a favor de la víctima dependiendo de la 
vulneración en sus derechos y las características 
del hecho victimizante.

Artículo 70. El Estado colombiano, a través del 
Plan Nacional para la Atención y Reparación In-
tegral a las Víctimas, deberá adoptar un programa 
integral dentro del cual se incluya el retorno de la 
víctima a su lugar de residencia o la reubicación y 
la restitución de sus bienes inmuebles.

CAPÍTULO II
Disposiciones generales de restitución

Artículo 71. Restitución. Se entiende por resti-
tución, la realización de medidas para el restable-
cimiento de la situación anterior a las violaciones 
contempladas en el artículo 3° de la presente ley.

CAPÍTULO III
Restitución de tierras. Disposiciones  

generales
Artículo 72. Acciones de restitución de los des-

pojados. El Estado colombiano adoptará las medi-
das requeridas para la restitución jurídica y mate-
rial de las tierras a los despojados y desplazados. 
De no ser posible la restitución, para determinar 
y reconocer la compensación correspondiente.

Las acciones de reparación de los despoja-
dos son: la restitución jurídica y material del 
inmueble despojado. En subsidio, procederá, en 
su orden, la restitución por equivalente o el re-
conocimiento de una compensación.

En el caso de bienes baldíos se procederá con 
la adjudicación del derecho de propiedad del 
baldío a favor de la persona que venía ejercien-
do su explotación económica si durante el des-
pojo o abandono se cumplieron las condiciones 
para la adjudicación.

La restitución jurídica del inmueble despo-
jado se realizará con el restablecimiento de los 
derechos de propiedad o posesión, según el caso. 
El restablecimiento del derecho de propiedad 
exigirá el registro de la medida en el folio de 
matrícula inmobiliaria. En el caso del derecho 
de posesión, su restablecimiento podrá acompa-
ñarse con la declaración de pertenencia, en los 
términos señalados en la ley.

En los casos en los cuales la restitución ju-
rídica y material del inmueble despojado sea 
imposible o cuando el despojado no pueda retor-
nar al mismo, por razones de riesgo para su vida e 
integridad personal, se le ofrecerán alternativas de 
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restitución por equivalente para acceder a terre-
nos de similares características y condiciones en 
otra ubicación, previa consulta con el afectado.

La compensación en dinero solo procederá en 
el evento en que no sea posible ninguna de las for-
mas de restitución.

El Gobierno Nacional reglamentará la materia 
dentro de los (6) seis meses siguientes a la expedi-
ción de la presente ley.

Artículo 73. Principios de la restitución. La 
restitución de que trata la presente ley estará regi-
da por los siguientes principios:

1. Preferente. La restitución de tierras, acom-
pañada de acciones de apoyo posrestitución, cons-
tituye la medida preferente de reparación integral 
para las víctimas.

2. Independencia. El derecho a la restitución de 
las tierras es un derecho en sí mismo y es indepen-
diente de que se haga o no efectivo el retorno de 
las víctimas a quienes les asista ese derecho.

3. Progresividad. Se entenderá que las medi-
das de restitución contempladas en la presente ley 
tienen como objetivo el de propender de manera 
progresiva por el restablecimiento del proyecto de 
vida de las víctimas.

4. Estabilización. Las víctimas del desplaza-
miento forzado y del abandono forzado, tienen 
derecho a un retorno o reubicación voluntaria en 
condiciones de sostenibilidad, seguridad y digni-
dad.

5. Seguridad jurídica. Las medidas de restitu-
ción propenderán por garantizar la seguridad ju-
rídica de la restitución y el esclarecimiento de la 
situación de los predios objeto de restitución. Para 
el efecto, se propenderá por la titulación de la pro-
piedad como medida de restitución, considerando 
la relación jurídica que tenían las víctimas con los 
predios objeto de restitución o compensación.

6. Prevención. Las medidas de restitución se 
producirán en una marca de prevención del des-
plazamiento forzado, de protección a la vida e in-
tegridad de los reclamantes y de protección jurídi-
ca y física de las propiedades y posesiones de las 
personas desplazadas.

retorno o reubicación y de la reintegración a la co-
munidad contará con la plena participación de las 
víctimas.

8. Prevalencia constitucional. Corresponde a 
las autoridades judiciales de que trata la presen-
te ley, el deber de garantizar la prevalencia de los 
derechos de las víctimas del despojo y el abando-
no forzado, que tengan un vínculo especial cons-
titucionalmente protegido, con los bienes de los 
cuales fueron despojados. En virtud de lo anterior, 
restituirán prioritariamente a las víctimas más vul-
nerables, y a aquellas que tengan un vínculo con la 
tierra que sea objeto de protección especial.

Artículo 74. Despojo y abandono forzado de 
tierras. Se entiende por despojo la acción por me-

dio de la cual, aprovechándose de la situación de 
violencia, se priva arbitrariamente a una persona 
de su propiedad, posesión u ocupación, ya sea de 
hecho, mediante negocio jurídico, acto administra-
tivo, sentencia, o mediante la comisión de delitos 
asociados a la situación de violencia.

Se entiende por abandono forzado de tierras 
la situación temporal o permanente a la que se ve 
abocada una persona forzada a desplazarse, razón 
por la cual se ve impedida para ejercer la admi-
nistración, explotación y contacto directo con los 
predios que debió desatender en su desplazamien-
to durante el periodo establecido en el artículo 75.

La perturbación de la posesión o el abandono 
del bien inmueble, con motivo de la situación de 
violencia que obliga al desplazamiento forzado 
del poseedor durante el período establecido en el 
artículo 75, no interrumpirá el término de prescrip-
ción a su favor.

El despojo de la posesión del inmueble o el des-
plazamiento forzado del poseedor durante el pe-
ríodo establecido en el artículo 75 no interrumpirá 
el término de usucapión exigido por la normativa. 
En el caso de haberse completado el plazo de po-
sesión exigido por la normativa, en el mismo pro-
ceso, se podrá presentar la acción de declaración 
de pertenencia a favor del restablecido poseedor.

Si el despojo o el desplazamiento forzado per-
turbaron la explotación económica de un baldío, 
para la adjudicación de su derecho de dominio 
a favor del despojado no se tendrá en cuenta la 
duración de dicha explotación. En estos casos el 
Magistrado deberá acoger el criterio sobre la Uni-
dad Agrícola Familiar como extensión máxima a 

exceda de esta extensión.
El propietario o poseedor de tierras o explota-

dor económico de un baldío, informará del hecho 
del desplazamiento a cualquiera de las siguientes 
entidades: la Personería Municipal, la Defensoría 
del Pueblo, la Procuraduría Agraria, la Unidad Ad-
ministrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas o a la Procuraduría General de 

que haya lugar.
Parágrafo. 

independiente de la responsabilidad penal, admi-
nistrativa, disciplinaria, o civil, tanto de la perso-
na que priva del derecho de propiedad, posesión, 
ocupación o tenencia del inmueble, como de quien 
realiza las amenazas o los actos de violencia, se-
gún fuere el caso.

Artículo 75. Titulares del derecho a la restitu-
ción. Las personas que fueran propietarias o posee-
doras de predios, o explotadoras de baldíos cuya 
propiedad se pretenda adquirir por adjudicación, 
que hayan sido despojadas de estas o que se hayan 
visto obligadas a abandonarlas como consecuencia 

violaciones de que trata el artículo 3º de la presen-
te ley, entre el 1º de enero de 1991 y el término 
de vigencia de la Ley, pueden solicitar la restitu-
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ción jurídica y material de las tierras despojadas o 
abandonadas forzadamente, en los términos esta-
blecidos en este capítulo.

PROCEDIMIENTO DE RESTITUCIÓN  
Y PROTECCIÓN DE DERECHOS  

DE TERCEROS
Registro de tierras presuntamente 

despojadas y abandonas forzosamente. Créase el 
“Registro de tierras despojadas y abandonas for-
zosamente” como instrumento para la restitución 

Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente 
se inscribirán también las personas que fueron des-
pojadas de sus tierras u obligadas a abandonarlas 
y su relación jurídica con estas, determinando con 
precisión los predios objeto de despojo, en forma 
preferente mediante georreferenciación, así como 

-
mada en relación con el predio.

El registro se implementará en forma gradual y 
progresiva, de conformidad con el reglamento, te-
niendo en cuenta la situación de seguridad, la den-
sidad histórica del despojo y la existencia de con-
diciones para el retorno. La conformación y admi-
nistración del registro estará a cargo de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas que se crea por esta ley.

-
cio, o por solicitud del interesado. En el registro se 
determinará el predio objeto del despojo o aban-
dono forzado, la persona y el núcleo familiar del 
despojado o de quien abandonó el predio. Cuando 
resulten varios despojados de un mismo predio o 
múltiples abandonos, la Unidad los inscribirá indi-
vidualmente en el registro. En este caso se tramita-
rán todas las solicitudes de restitución y compen-
sación en el mismo proceso.

Una vez recibida la solicitud de inscripción de 
un predio en el registro por la parte interesada, o 

-
trativa Especial de Gestión de Restitución de Tie-
rras Despojadas, comunicará de dicho trámite al 
propietario, poseedor u ocupante que se encuentre 

aportar las pruebas documentales que acrediten la 
propiedad, posesión u ocupación de dicho predio 
de buena fe, conforme a la ley. Esta Unidad tendrá 
un término de sesenta (60) días, contado a partir 
del momento en que acometa el estudio conforme 
con el inciso segundo de este artículo, para deci-
dir sobre su inclusión en el Registro. Este término 
podrá ser prorrogado hasta por treinta (30) días, 
cuando existan o sobrevengan circunstancias que 

La inscripción de un predio en el registro de 
tierras despojadas será requisito de procedibilidad 

este Capítulo.
La Unidad Administrativa Especial de Gestión 

de Restitución de Tierras Despojadas tendrá acce-
so a todas las bases de datos sobre las víctimas de 
despojo o abandono forzado, del Instituto Geográ-

-
lizados, de las notarías, del Instituto Colombiano 
de Desarrollo Rural, de la Superintendencia de 

instrumentos públicos, entre otros.
Para estos efectos, las entidades dispondrán de 

servicios de intercambio de información en tiem-
po real con la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, con 
base en los estándares de seguridad y políticas de-

-
tegia de Gobierno en Línea.

En los casos en que la infraestructura tecnoló-
gica no permita el intercambio de información en 
tiempo real, los servidores públicos de las entida-
des y organizaciones respectivas, deberán entregar 
la información en el término máximo de diez (10) 
días, contados a partir de la solicitud. Los servi-
dores públicos que obstruyan el acceso a la infor-
mación o incumplan con esta obligación incurrirán 
en falta gravísima, sin perjuicio de las sanciones 
penales a que haya lugar.

Parágrafo 1°. Las autoridades que reciban infor-
mación acerca del abandono forzado y de despojo 
de tierras deben remitir a la Unidad Administra-
tiva Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas, al día hábil siguiente a su recibo, toda 
la información correspondiente con el objetivo de 
agilizar la inscripción en el registro y los procesos 
de restitución.

Parágrafo 2°. La Unidad Administrativa Espe-
cial de Gestión de Restitución de Tierras Despoja-
das deberá permitir el acceso a la información por 
parte de la Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas, en 
aras de garantizar la integridad e interoperatividad 
de la Red Nacional de Información para la Aten-
ción y Reparación Integral a las Víctimas.

Artículo 77. Presunciones de despojo en re-
lación con los predios inscritos en el registro de 
tierras despojadas. En relación con los predios 
inscritos en el Registro de Tierras despojadas y 
abandonadas forzosamente se tendrán en cuenta 
las siguientes presunciones:

1. Presunciones de derecho en relación con 
ciertos contratos. Para efectos probatorios dentro 
del proceso de restitución, se presume de derecho 
que existe ausencia de consentimiento, o causa ilí-
cita, en los negocios y contratos de compraventa 

se prometa transferir un derecho real, la posesión 
u ocupación sobre el inmueble objeto de restitu-
ción, celebrados durante el periodo previsto en el 
artículo 75, entre la víctima de este, su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, los familia-
res o mayores de edad con quienes conviva, sus 
causahabientes con las personas que hayan sido 

-
ciación de grupos armados que actúan por fuera de 
la ley cualquiera que sea su denominación, o por 

últimos hayan actuado por sí mismos en el nego-
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cio, o a través de terceros. La ausencia de consen-
timiento en los contratos y negocios mencionados 
en este numeral genera la inexistencia del acto o 
negocio de que se trate y la nulidad absoluta de 
todos los actos o negocios posteriores que se cele-
bren sobre la totalidad o una parte del bien.

2. Presunciones legales en relación con ciertos 
contratos. Salvo prueba en contrario, para efectos 
probatorios dentro del proceso de restitución, se 
presume que en los siguientes negocios jurídicos 
hay ausencia de consentimiento o de causa lícita, 
en los contratos de compraventa y demás actos ju-

-
meta transferir un derecho real, la posesión o la 
ocupación sobre inmuebles siempre y cuando no 
se encuentre que la situación está prevista en el 
numeral anterior, en los siguientes casos:

a) En cuya colindancia hayan ocurrido actos 
de violencia generalizados, fenómenos de despla-
zamiento forzado colectivo, o violaciones graves 
a los derechos humanos en la época en que ocu-
rrieron las amenazas o hechos de violencia que 
se alega causaron el despojo o abandono, o en 
aquellos inmuebles en donde se haya solicitado 
las medidas de protección individuales y colec-
tivas relacionadas en la Ley 387 de 1997, excep-
to en aquellos casos autorizados por la autoridad 
competente, o aquellos mediante el cual haya 
sido desplazada la víctima de despojo, su cónyu-
ge, compañero o compañera permanente, los fa-
miliares o mayores de edad con quienes convivía 
o sus causahabientes.

b) Sobre inmuebles colindantes de aquellos 
en los que, con posterioridad o en forma conco-
mitante a las amenazas, se cometieron los hechos 
de violencia o el despojo se hubiera producido un 
fenómeno de concentración de la propiedad de la 
tierra en una o más personas, directa o indirecta-
mente; sobre inmuebles vecinos de aquellos donde 

de los usos de la tierra como la sustitución de agri-
cultura de consumo y sostenimiento por mono-
cultivos, ganadería extensiva o minería industrial, 
con posterioridad a la época en que ocurrieron las 
amenazas, los hechos de violencia o el despojo.

c) Con personas que hayan sido extraditadas 

estos últimos hayan actuado por sí mismos en el 
negocio, o a través de terceros.

d) En los casos en los que el valor formalmente 
consagrado en el contrato, o el valor efectivamente 
pagado, sean inferiores al cincuenta por ciento del 
valor real de los derechos cuya titularidad se tras-
lada en el momento de la transacción.

e) Cuando no se logre desvirtuar la ausencia de 
consentimiento en los contratos y negocios men-
cionados en alguno de los literales del presente ar-
tículo, el acto o negocio de que se trate será repu-
tado inexistente y todos los actos o negocios poste-
riores que se celebren sobre la totalidad o parte del 
bien estarán viciados de nulidad absoluta.

f) Frente a propiedad adjudicada de conformi-
dad con la Ley 135 de 1961 y el Decreto 561 de 
1989, a empresas comunitarias, asociaciones o 
cooperativas campesinas, cuando con posteriori-
dad al desplazamiento forzado se haya dado una 
transformación en los socios integrantes de la em-
presa.

3. Presunciones legales sobre ciertos actos ad-
ministrativos. Cuando la parte opositora hubiere 
probado la propiedad, posesión u ocupación, y el 
posterior despojo de un bien inmueble, no podrá 
negársele su restitución con fundamento en que un 
acto administrativo posterior legalizó una situa-
ción jurídica contraria a los derechos de la vícti-
ma. Para efectos probatorios dentro del proceso de 
restitución, se presume legalmente que tales actos 
son nulos. Por lo tanto, el juez o Magistrado podrá 
decretar la nulidad de tales actos. La nulidad de 
dichos actos produce el decaimiento de todos los 
actos administrativos posteriores y la nulidad de 
todos los actos y negocios jurídicos privados que 
recaigan sobre la totalidad del bien o sobre parte 
del mismo.

4. Presunción del debido proceso en decisiones 
judiciales. Cuando el solicitante hubiere probado 
la propiedad, posesión u ocupación, y el posterior 
despojo de un bien inmueble, no podrá negársele 
su restitución con fundamento en que una senten-
cia que hizo tránsito a cosa juzgada otorgó, trans-

favor de un tercero, o que dicho bien fue objeto de 
diligencia de remate, si el respectivo proceso ju-
dicial fue iniciado entre la época de las amenazas 
o hechos de violencia que originaron el desplaza-
miento y la de la sentencia que da por terminado el 
proceso de que trata esta ley.

Para efectos probatorios dentro del proceso de 
restitución, se presume que los hechos de violen-
cia le impidieron al despojado ejercer su derecho 
fundamental de defensa dentro del proceso a través 
del cual se legalizó una situación contraria a su de-
recho. Como consecuencia de lo anterior, el juez o 
Magistrado podrá revocar las decisiones judiciales 
a través de las cuales se vulneraron los derechos 
de la víctima y a ordenar los ajustes tendientes a 

la víctima del despojo.
5. Presunción de inexistencia de la posesión. 

Cuando se hubiera iniciado una posesión sobre el 
bien objeto de restitución, durante el periodo pre-

proceso de que trata la presente ley, se presumirá 
que dicha posesión nunca ocurrió.

Artículo 78. Inversión de la carga de la prueba. 
Bastará con la prueba sumaria de la propiedad, po-
sesión u ocupación y el reconocimiento como des-
plazado en el proceso judicial, o en su defecto, la 
prueba sumaria del despojo, para trasladar la carga 
de la prueba al demandado o a quienes se opongan 
a la pretensión de la víctima en el curso del proce-
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so de restitución, salvo que estos también hayan 
sido reconocidos como desplazados o despojados 
del mismo predio.

Artículo 79. Competencia para conocer de los 
procesos de restitución. Los Magistrados de los 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial Sala 
Civil, especializados en restitución de tierras, de-
cidirán en única instancia los procesos de restitu-
ción de tierras, y los procesos de formalización de 
títulos de despojados y de quienes abandonaron 
en forma forzosa sus predios, en aquellos casos en 
que se reconozcan opositores dentro del proceso. 
Así mismo, conocerán de las consultas de las sen-
tencias dictadas por los Jueces Civiles del Circui-
to, especializados en restitución de tierras.

Los Jueces Civiles del Circuito, especializados 
en restitución de tierras, conocerán y decidirán en 
única instancia los procesos de restitución de tie-
rras y los procesos de formalización de títulos de 
despojados y de quienes abandonaron en forma 
forzosa sus predios, en aquellos casos en que no se 
reconozcan opositores dentro del proceso.

En los procesos en que se reconozca personería 
a opositores, los Jueces Civiles del Circuito, espe-
cializados en restitución de tierras, tramitarán el 
proceso hasta antes del fallo y lo remitirán para lo 
de su competencia al Tribunal Superior de Distrito 
Judicial.

Las sentencias proferidas por los Jueces Civiles 
del Circuito especializados en restitución de tie-
rras que no decreten la restitución a favor del des-
pojado serán objeto de consulta ante el Tribunal 
Superior de Distrito Judicial Sala Civil, en defensa 
del ordenamiento jurídico y la defensa de los dere-
chos y garantías de los despojados.

Parágrafo 1º. Los Magistrados del Tribunal 
Superior del Distrito Judicial Sala Civil, especia-
lizados en restitución de tierras, podrán decretar 

necesarias, las que se practicarán en un término no 
mayor de veinte (20) días.

Parágrafo 2º. Donde no exista Juez civil del 
Circuito especializado en restitución de tierras, 
podrá presentarse la demanda de restitución ante 
cualquier juez civil municipal, del circuito o pro-
miscuo, quien dentro de los dos (2) días siguientes 
deberá remitirla al funcionario competente.

Artículo 80. Competencia territorial. Serán 
competentes de modo privativo los jueces y Magis-
trados del lugar donde se hallen ubicados los bienes, 
y si estos se encuentran en varios municipios con 
distintas jurisdicciones, serán competentes el juez y 
los magistrados del municipio de la respectiva juris-
dicción donde se presente la demanda.

Artículo 81. Legitimación. Serán titulares de la 
acción regulada en esta ley:

Las personas a que hace referencia el artículo 75.
Su cónyuge o compañero o compañera perma-

nente con quien se conviva al momento en que 
ocurrieron los hechos o amenazas que llevaron al 
despojo o al abandono forzado, según el caso.

Cuando el despojado, o su cónyuge o compañe-
ro o compañera permanente hubieran fallecido, o 
estuvieren desaparecidos podrán iniciar la acción 
los llamados a sucederlos, de conformidad con el 
Código Civil, y en relación con el cónyuge o el 
compañero o compañera permanente se tendrá en 
cuenta la convivencia marital o de hecho al mo-
mento en que ocurrieron los hechos.

En los casos contemplados en el numeral ante-
rior, cuando los llamados a sucederlos sean meno-
res de edad o personas incapaces, o estos vivieran 
con el despojado y dependieran económicamente 
de este, al momento de la victimización, la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas actuará en su nombre y a su 
favor.

Los titulares de la acción podrán solicitar a la 
Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tie-
rras Despojadas que ejerza la acción en su nombre 
y a su favor.

Artículo 82. Solicitud de restitución o forma-
lización por parte de la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas. La Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas 
podrá solicitar al Juez o Magistrado la titulación 
y entrega del respectivo predio incluido en el re-
gistro de tierras despojadas a favor del titular de la 
acción y representarlo en el proceso.

Parágrafo. Los titulares de la acción pueden tra-
mitar en forma colectiva las solicitudes de resti-
tución o formalización de predios registrados en 
la Unidad, en las cuales se dé uniformidad con 
respecto a la vecindad de los bienes despojados o 
abandonados, el tiempo y la causa del desplaza-
miento.

Artículo 83. Solicitud de restitución o formali-
zación por parte de la víctima. Cumplido el requi-

76, el despojado podrá dirigirse directamente al 
Juez o Magistrado, según lo dispuesto en el artí-
culo 79, mediante la presentación de demanda es-
crita u oral, por sí misma o a través de apoderado.

Artículo 84. Contenido de la solicitud. La so-
licitud de restitución o formalización deberá con-
tener:

-
tener como mínimo los siguientes datos: la ubica-
ción, el departamento, municipio, corregimiento 

número de la cédula catastral.
b) La constancia de inscripción del predio en el 

registro de tierras despojadas.
c) Los fundamentos de hecho y de derecho de 

la solicitud.

despojado y de su núcleo familiar, o del grupo de 
personas solicitantes, según el caso.
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-

el predio.

del predio.
Parágrafo 1º. Se garantizará la gratuidad a favor 

de las víctimas, de los trámites de que trata el pre-
sente artículo, incluyendo la exención del arancel 

Parágrafo 2º. En los casos en que no sea posible 
allegar con la solicitud los documentos contenidos 
a literales e) y f) del presente artículo, se podrán 
acreditar por cualquiera de los medios de prueba 
admisibles señalados en el Código de Procedi-
miento Civil su calidad de propietario, poseedor u 
ocupante de las tierras objeto de restitución.

Artículo 85. Trámite de la solicitud. La sustan-
ciación de la solicitud estará a cargo del Juez o 
Magistrado según el caso, a quien corresponderá 
por reparto que será efectuado por el Presidente 
de la Sala el mismo día, o a más tardar el siguiente 
día hábil. El Juez o Magistrado tendrá en conside-

las víctimas para considerar la tramitación prefe-
rente de sus reclamaciones.

Artículo 86. Admisión de la solicitud. El auto 
que admita la solicitud deberá disponer:

de Registro de Instrumentos Públicos indicando el 
folio de matrícula inmobiliaria y la orden de remi-

-
ción jurídica del bien, dentro de los cinco (5) días 
siguientes al recibo de la orden de inscripción.

b) La sustracción provisional del comercio del 
predio o de los predios cuya restitución se solicita, 
hasta la ejecutoria de la sentencia.

c) La suspensión de los procesos declarativos 
de derechos reales sobre el predio cuya restitución 
se solicita, los procesos sucesorios, de embargo, 
divisorios, de deslinde y amojonamiento, de ser-
vidumbres, posesorios de cualquier naturaleza, 
de restitución de tenencia, de declaración de per-
tenencia y de bienes vacantes y mostrencos, que 
se hubieran iniciado ante la justicia ordinaria en 
relación con el inmueble o predio cuya restitución 
se solicita, así como los procesos ejecutivos, judi-
ciales, notariales y administrativos que afecten el 
predio, con excepción de los procesos de expro-
piación.

-
presentante legal del municipio a donde esté ubi-
cado el predio, y al Ministerio Público.

e) La publicación de la admisión de la solici-
tud, en un diario de amplia circulación nacional, 

familiar del despojado o de quien abandonó el pre-
dio cuya restitución se solicita, para que las per-
sonas que tengan derechos legítimos relacionados 
con el predio, los acreedores con garantía real y 

otros acreedores de obligaciones relacionadas con 
el predio, así como las personas que se consideren 
afectadas por la suspensión de procesos y procedi-
mientos administrativos comparezcan al proceso y 
hagan valer sus derechos.

Parágrafo. Adicionalmente el Juez o Magistra-
do en este auto o en cualquier estado del proceso 
podrá decretar las medidas cautelares que conside-
re pertinentes para prevenir un daño inminente o 
para hacer cesar el que se estuviere causando sobre 
el inmueble.

Artículo 87. Traslado de la solicitud. El trasla-

tradición y libertad de matrícula inmobiliaria don-
de esté comprendido el predio sobre el cual se so-
licite la restitución y a la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Des-
pojadas cuando la solicitud no haya sido tramitada 
con su intervención.

e) del artículo anterior se entenderá surtido el 
traslado de la solicitud a las personas indeter-
minadas que consideren que deben comparecer 
al proceso para hacer valer sus derechos legíti-
mos y a quienes se consideren afectados por el 
proceso de restitución.

Cumplidas las anteriores formalidades sin que 
los terceros determinados se presenten, se les de-
signará un representante judicial para el proceso 
en el término de cinco (5) días.

Artículo 88. Oposiciones. Las oposiciones se 
deberán presentar ante el juez dentro de los 
quince (15) días siguientes a la solicitud. Las 
oposiciones a la solicitud efectuadas por particula-
res se presentarán bajo la gravedad del juramento 
y se admitirán, si son pertinentes. Las oposiciones 
que presente la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, 
cuando la solicitud no haya sido tramitada con su 
intervención deberá ser valorada y tenida en cuen-
ta por el Juez o Magistrado.

La Unidad Administrativa Especial de Gestión 
de Restitución de Tierras Despojadas, cuando no 
haya actuado como solicitante podrá presentar 
oposición a la solicitud de restitución.

Al escrito de oposición se acompañarán los do-
cumentos que se quieran hacer valer como prueba 
de la calidad de despojado del respectivo predio, 
de la buena fe exenta de culpa, del justo título del 
derecho y las demás pruebas que pretenda hacer 
valer el opositor en el proceso, referentes al valor 
del derecho, o la tacha de la calidad de despojado 
de la persona o grupo en cuyo favor se presentó la 
solicitud de restitución o formalización.

Cuando la solicitud haya sido presentada por 
la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas de conformidad 
con lo previsto en este capítulo y no se presenten 
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opositores, el Juez o Magistrado procederá a dictar 
sentencia con base en el acervo probatorio presen-
tado con la solicitud.

Artículo 89. Pruebas. Son pruebas admisibles 
todas las reconocidas por la ley. En particular el 
Juez o Magistrado tendrá en cuenta los documen-
tos y pruebas aportadas con la solicitud, evitará la 
duplicidad de pruebas y la dilación del proceso con 
la práctica de pruebas que no considere pertinentes 
y conducentes. Tan pronto el Juez o Magistrado 
llegue al convencimiento respecto de la situación 
litigiosa, podrá proferir el fallo sin necesidad de 
decretar o practicar las pruebas solicitadas.

El valor del predio lo podrá acreditar el opositor 
mediante el avalúo comercial del predio elaborado 
por una Lonja de Propiedad Raíz de las calidades 
que determine el Gobierno Nacional. Si no se pre-
senta controversia sobre el precio, se tendrá como 
valor total del predio el avalúo presentado por la 
autoridad catastral competente.

-
nientes de la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión de Restitución de Tierras despojadas en 
el Registro de Tierras Despojadas y abandonadas 

Artículo 90. Periodo probatorio. El período 
probatorio será de treinta (30) días, dentro del cual 
serán practicadas las pruebas que se hubieren de-
cretado en el proceso.

Artículo 91. Contenido del fallo. La sentencia 
-

piedad, posesión del bien u ocupación del baldío 
objeto de la demanda y decretará las compensacio-
nes a que hubiera lugar, a favor de los opositores 
que probaron buena fe exenta de culpa dentro del 
proceso. Por lo tanto, la sentencia constituye título 

La sentencia deberá referirse a los siguientes 

motivada, según el caso:
a) Todas y cada una de las pretensiones de los 

solicitantes, las excepciones de opositores y las so-
licitudes de los terceros;

-
de de los inmuebles que se restituyan, indicando 
su ubicación, extensión, características generales 

matrícula inmobiliaria.
-

mentos públicos para que inscriba la sentencia, en 

corresponda el registro del predio restituido o for-
malizado.

-
trumentos públicos para que cancele todo antece-
dente registral sobre gravámenes y limitaciones de 
dominio, títulos de tenencia, arrendamientos, de 
la denominada falsa tradición y las medidas cau-

telares registradas con posterioridad al despojo o 
abandono, así como la cancelación de los corres-
pondientes asientos e inscripciones registrales.

e) Las órdenes para que los inmuebles restitui-
dos queden protegidos en los términos de la Ley 
387 de 1997, siempre y cuando los sujetos a quie-
nes se les restituya el bien estén de acuerdo con 

f) En el caso de que procediera la declaración 
de pertenencia, si se hubiese sumado el término 
de posesión exigido para usucapir previsto por la 

instrumentos públicos para que inscriba dicha de-
claración de pertenencia.

g) En el caso de la explotación de baldíos, se 
ordenará al Incoder la realización de las adjudica-
ciones de baldíos a que haya lugar.

h) Las órdenes necesarias para restituir al po-
seedor favorecido en su derecho por la sentencia 
dentro del proceso de restitución, de acuerdo con 
lo establecido en la presente ley, cuando no se le 
reconozca el derecho de dominio en la respectiva 
providencia.

i) Las órdenes necesarias para que se desenglo-
ben o parcelen los respectivos inmuebles cuando 
el inmueble a restituir sea parte de uno de mayor 
extensión. El Juez o Magistrado también ordenará 
que los predios se engloben cuando el inmueble 
a restituir incluya varios predios de menor exten-
sión.

j) Las órdenes pertinentes para que se haga 
efectivo cumplimiento de las compensaciones de 
que trata la ley, y aquellas tendientes a garantizar 
los derechos de todas las partes en relación con las 
mejoras sobre los bienes objeto de restitución.

k) Las órdenes necesarias para que la persona 
-

ministrativa el bien que le fue despojado y que fue 
imposible restituirle.

l) La declaratoria de nulidad de las decisiones 
judiciales que por los efectos de su sentencia, pier-
dan validez jurídica, de conformidad con lo esta-
blecido en la presente ley.

m) La declaratoria de nulidad de los actos ad-
ministrativos que extingan o reconozcan derechos 

-
nes jurídicas particulares y concretas, debatidos en 
el proceso, si existiera mérito para ello, de confor-
midad con lo establecido en esta ley, incluyendo 
los permisos, concesiones y autorizaciones para el 
aprovechamiento de los recursos naturales que se 
hubieran otorgado sobre el predio respectivo.

n) La orden de cancelar la inscripción de cual-
quier derecho real que tuviera un tercero sobre el 
inmueble objeto de restitución, en virtud de cua-
lesquiera obligaciones civiles, comerciales, admi-
nistrativas o tributarias contraídas, de conformidad 
con lo debatido en el proceso.

o) Las órdenes pertinentes para que la fuerza 
pública acompañe y colabore en la diligencia de 
entrega material de los bienes a restituir.
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p) Las órdenes que sean necesarias para ga-
rantizar la efectividad de la restitución jurídica y 
material del bien inmueble y la estabilidad en el 
ejercicio y goce efectivo de los derechos de las 
personas reparadas.

q) Las órdenes y condenas exigibles de quienes 
hayan sido llamados en garantía dentro del proce-

-
dos de buena fe derrotados en el proceso.

r) Las órdenes necesarias para garantizar que 
las partes de buena fe exenta de culpa vencidas 
en el proceso sean compensadas cuando fuera del 
caso, en los términos establecidos por la presente 
ley.

s) La condena en costas a cargo de la parte ven-
cida en el proceso de restitución de que trata la 
presente ley cuando se acredite su dolo, temeridad 
o mala fe.

de la Nación en caso de que como resultado del 
proceso se perciba la posible ocurrencia de un he-
cho punible.

Parágrafo 1º. Una vez ejecutoriada la sentencia, 
su cumplimiento se hará de inmediato. En todo 
caso, el Juez o Magistrado mantendrá la compe-
tencia para garantizar el goce efectivo de los de-
rechos del reivindicado en el proceso, prosiguién-
dose dentro del mismo expediente las medidas de 
ejecución de la sentencia, aplicándose, en lo proce-
dente, el artículo 335 del Código de Procedimiento 
Civil. Dicha competencia se mantendrá hasta tanto 
estén completamente eliminadas las causas de la 
amenaza sobre los derechos del reivindicado en el 
proceso.

Parágrafo 2º. El Juez o Magistrado dictará el 
fallo dentro de los cuatro meses siguientes a la so-
licitud. El incumplimiento de los términos aplica-
bles en el proceso constituirá falta gravísima.

Parágrafo 3º. Incurrirá en falta gravísima el fun-

cumplimiento de las órdenes contenidas en el fallo 
o no brinde al Juez o al Magistrado el apoyo re-
querido por este para la ejecución de la sentencia.

Parágrafo 4º. El título del bien deberá en-
tregarse a nombre de los dos cónyuges o com-
pañeros permanentes, que al momento del des-
plazamiento, abandono o despojo, cohabitaban, 
así al momento de la entrega del título no están 
unidos por ley.

Artículo 92. Recurso de revisión de la senten-
cia. Contra la sentencia se podrá interponer el re-
curso de revisión ante la Sala de Casación Civil de 
la Corte Suprema de Justicia, en los términos de 
los artículos 379 y siguientes del Código de Proce-
dimiento Civil.

La Corte Suprema de Justicia proferirá los au-
tos interlocutorios en un término no mayor de diez 
(10) días y decisión en un término máximo de dos 
(2) meses.

Artículo 93. . Las providencias 

Artículo 94. Actuaciones y trámites inadmisi-
bles. En este proceso no son admisibles la deman-
da de reconvención, la intervención excluyente 

-
guren excepciones previas, ni la conciliación. En 
caso de que se propongan tales actuaciones o trá-
mites, el Juez o Magistrado deberá rechazarlas de 
plano, por auto que no tendrá recurso alguno.

Artículo 95. Acumulación procesal. Para efec-
tos del proceso de restitución de que trata la pre-
sente ley, se entenderá por acumulación proce-
sal, el ejercicio de concentración en este trámite 
especial de todos los procesos o actos judiciales, 
administrativos o de cualquier otra naturaleza que 
adelanten autoridades públicas o notariales en los 
cuales se hallen comprometidos derechos sobre el 
predio objeto de la acción. También serán objeto 
de acumulación las demandas en las que varios 
sujetos reclamen inmuebles colindantes, o inmue-
bles que estén ubicados en la misma vecindad, así 
como las impugnaciones de los registros de pre-
dios en el Registro de Tierras Despojadas y aban-
donadas forzosamente.

desde el momento en que los funcionarios mencio-
nados sean informados sobre la iniciación del pro-
cedimiento de restitución por el magistrado que 
conoce del asunto, perderán competencia sobre los 
trámites respectivos y procederán a remitírselos en 
el término que este señale.

La acumulación procesal está dirigida a obtener 
una decisión jurídica y material con criterios de 

el cierre y estabilidad de los fallos. Además, en el 
caso de predios vecinos o colindantes, la acumula-
ción está dirigida a criterios de economía procesal 
y a procurar los retornos con carácter colectivo di-
rigidos a restablecer las comunidades de manera 
integral bajo criterios de justicia restaurativa.

Parágrafo 1º. En los casos de acumulación pro-
cesal de que trata el presente artículo, los términos 
se ampliarán por un tiempo igual al establecido 
para dichos procesos.

Parágrafo 2º. En todo caso, durante el trámite 
del proceso, los notarios, registradores y demás 

petición de parte, cualquier actuación que por ra-
zón de sus competencias afecte los predios objeto 
de la acción descrita en la presente ley incluyendo 
los permisos, concesiones y autorizaciones para el 
aprovechamiento de los recursos naturales que se 
hubieran otorgado sobre el predio respectivo.

Artículo 96. Información para la restitución. 

Consejo Superior de la Judicatura o quien haga sus 
veces, la Superintendencia de Notariado y Regis-

catastro descentralizado competente, el Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural o quien haga sus 
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veces, deberán poner al tanto a los Jueces, a los 
-

mentos Públicos, a las Notarías y a sus dependen-

requerimientos del proceso de restitución.
Para facilitar las comunicaciones, los intercam-

bios de información, el aporte de pruebas, el cum-
plimiento de las órdenes judiciales en el ámbito de 
la acción de restitución, las instituciones anterior-
mente señaladas integrarán a partir de protocolos 
previamente establecidos y estandarizados, sus 
sistemas de información con el de la rama judicial.

Además de la agilidad en las comunicaciones 
entre las instituciones y los Jueces y los Magistra-
dos, las instituciones deberán realizar los ajustes 

-
jo interno de información que permita cumplir este 
propósito.

Parágrafo. Mientras se implementa la articula-
ción de los sistemas de información, las entidades 
cumplirán los objetivos del presente artículo por 
los medios más idóneos.

Artículo 97. Compensaciones en especie y 
reubicación. Como pretensión subsidiaria, el soli-
citante podrá pedir al Juez o Magistrado que como 
compensación y con cargo a los recursos del Fon-
do de la Unidad Administrativa Especial de Ges-
tión de Tierras Despojadas, le entregue un bien 
inmueble de similares características al despojado, 
en aquellos casos en que la restitución material del 
bien sea imposible por alguna de las siguientes ra-
zones:

a) Por tratarse de un inmueble ubicado en una 
zona de alto riesgo o amenaza de inundación, de-
rrumbe, u otro desastre natural, conforme lo esta-
blecido por las autoridades estatales en la materia.

b) Por tratarse de un inmueble sobre el cual 
se presentaron despojos sucesivos, y este hubie-
se sido restituido a otra víctima despojada de ese 
mismo bien.

c) Cuando dentro del proceso repose prueba 
-

rial del bien implicaría un riesgo para la vida o la 
integridad personal del despojado o restituido, o 
de su familia.

d) Cuando se trate de un bien inmueble que 
haya sido destruido parcial o totalmente y sea im-
posible su reconstrucción en condiciones similares 
a las que tenía antes del despojo.

Artículo 98. Pago de compensaciones. El valor 
de las compensaciones que decrete la sentencia a 
favor de los opositores que probaron la buena fe 
exenta de culpa dentro del proceso, será pagado 
por el Fondo de la Unidad Administrativa Espe-
cial de Gestión de Restitución de Tierras Despoja-
das. En ningún caso el valor de la compensación o 
compensaciones excederá el valor del predio acre-
ditado en el proceso.

En los casos en que no sea procedente adelantar 
el proceso, y cuando de conformidad con el artícu-
lo 97 proceda la compensación en especie u otras 

compensaciones ordenadas en la sentencia la Uni-
dad Administrativa Especial de Gestión de Resti-
tución de Tierras Despojadas tendrá competencia 
para acordar y pagar la compensación económica 
correspondiente, con cargo a los recursos del fon-
do. El Gobierno Nacional reglamentará la materia.

El valor de las compensaciones monetarias de-
berá ser pagado en dinero.

Artículo 99. Contratos para el uso del predio 
restituido. Cuando existan proyectos agroindus-
triales productivos en el predio objeto de resti-
tución y con el propósito de desarrollar en forma 
completa el proyecto, el Magistrado que conozcan 
del proceso podrá autorizar, mediante el trámite 
incidental, la celebración de contratos entre los 

s de la restitución, y el opositor que 
estuviera desarrollando el proyecto productivo, 
sobre la base del reconocimiento del derecho 
de dominio del restituido o restituidos, y que el 
opositor haya probado su buena fe exenta de culpa 
en el proceso.

Cuando no se pruebe la buena fe exenta de cul-
pa, el Magistrado entregará el proyecto producti-
vo a la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
de Restitución de Tierras Despojadas para que lo 
explote a través de terceros y se destine el produ-
cido del proyecto a programas de reparación co-
lectiva para víctimas en las vecindades del predio, 

El Magistrado velará por la protección de los 
derechos de las partes y que estos obtengan una 
retribución económica adecuada.

Artículo 100. Entrega del predio restituido. La 
entrega del predio objeto de restitución se hará al 
despojado en forma directa cuando este sea el so-
licitante, o a la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión de Restitución de Tierras Despojadas a fa-
vor del despojado, dentro de los tres días siguien-
tes al pago de las compensaciones ordenadas por 
el Juez o Magistrado, cuando hubiera lugar a ello, 
o dentro de los tres días siguientes a la ejecutoria 
de la sentencia.

Para la entrega del inmueble el Juez o Magis-
trado de conocimiento practicará la respectiva di-
ligencia de desalojo en un término perentorio de 
cinco (5) días y para ello podrá comisionar al Juez 
Municipal, quien tendrá el mismo término para 
cumplir con la comisión. Las autoridades de poli-
cía prestarán su concurso inmediato para el desalo-
jo del predio. De la diligencia se levantará un acta 
y en ella no procederá oposición alguna.

Si en el predio no se hallaran habitantes al mo-
mento de la diligencia de desalojo se procederá a 
practicar el allanamiento, de conformidad con los 
artículos 113 y 114 del Código de Procedimiento 
Civil. En este caso se realizará un inventario de los 
bienes, dejándolos al cuidado de un depositario.

Artículo 101. Protección de la restitución. Para 
proteger al restituido en su derecho y garantizar el 
interés social de la actuación estatal, el derecho a 
obtener la restitución no será transferible por acto 
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entre vivos a ningún título durante los siguientes 
dos años contados a partir de la entrega del predio, 
salvo que se trate de un acto entre el despojado y 
el Estado.

Asimismo, una vez obtenida la restitución, 
cualquier negociación entre vivos de las tierras 
restituidas al despojado dentro de los dos (2) años 
siguientes a la fecha de ejecutoria de la decisión 
de restitución, o de entrega, si esta fuera posterior, 

declaración judicial, a menos que se obtenga la au-
torización previa, expresa y motivada del Juez o 
Tribunal que ordenó la restitución.

Parágrafo. La autorización de que trata el se-
gundo inciso de este artículo no será necesaria 
cuando se trate de respaldar créditos a nombre del 
restituido otorgados por entidades vigiladas por la 
Superintendencia Financiera.

Artículo 102. Mantenimiento de competencia 
después del fallo. Después de dictar sentencia, el 
Juez o Magistrado mantendrá su competencia so-
bre el proceso para dictar todas aquellas medidas 
que, según fuere el caso, garanticen el uso, goce y 
disposición de los bienes por parte de los despoja-
dos a quienes les hayan sido restituidos o forma-
lizados predios, y la seguridad para sus vidas, su 
integridad personal, y la de sus familias.

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL  
DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN  

DE TIERRAS DESPOJADAS
Artículo 103. Creación de la Unidad Adminis-

trativa Especial de Gestión de Restitución de Tie-
rras Despojadas. Créase la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Des-
pojadas por el término de diez (10) años, como una 
entidad especializada de carácter temporal, adscri-
ta al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
con autonomía administrativa, personería jurídica 
y patrimonio independiente. Su domicilio está en 
la ciudad de Bogotá y contará con el número plural 
de dependencias que el Gobierno Nacional dispon-
ga, según lo requieran las necesidades del servicio.

Artículo 104. Objetivo de la Unidad Adminis-
trativa Especial de Gestión de Restitución de Tie-
rras Despojadas. La Unidad Administrativa Espe-
cial de Gestión de Restitución de Tierras Despo-
jadas tendrá como objetivo fundamental servir de 
órgano administrativo del Gobierno Nacional para 
la restitución de tierras de los despojados a que se 

Artículo 105. Funciones de la Unidad Admi-
nistrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas. Serán funciones de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas las siguientes:

1. Diseñar, administrar y conservar el Regis-
tro de Tierras Despojadas y Abandonadas For-
zosamente de conformidad con esta ley y el re-
glamento.

2. Incluir en el registro las tierras despojadas y 

3. Acopiar las pruebas de despojos y abandonos 
forzados sobre los predios para presentarlas en los 

capítulo.

que no cuenten con información catastral o regis-
-

mentos Públicos la consecuente apertura de folio 
de matrícula a nombre de la Nación y que se les 
asigne un número de matrícula inmobiliaria.

5. Tramitar ante las autoridades competentes 
los procesos de restitución de predios de los des-
pojados o de formalización de predios abandona-
dos en nombre de los titulares de la acción, en los 
casos previstos en esta ley.

6. Pagar en nombre del Estado las sumas orde-
nadas en las sentencias de los procesos de restitu-
ción a favor de los terceros de buena fe exenta de 
culpa.

7. Pagar a los despojados y desplazados las 
compensaciones a que haya lugar cuando, en casos 
particulares, no sea posible restituirles los predios, 
de conformidad con el reglamento que expida el 
Gobierno Nacional.

8. Formular y ejecutar programas de alivios de 
pasivos asociados a los predios restituidos y for-
malizados.

9. Crear y Administrar programas de subsidios 
a favor de los restituidos o de quienes se les forma-
licen los predios de conformidad con este capítulo, 
para la cancelación de los impuestos territoriales y 
nacionales relacionados directamente con los pre-
dios restituidos y el alivio de créditos asociados al 
predio restituido o formalizado.

-
vos y funciones que le señale la ley.

Parágrafo 1°. La Fiscalía General de la Nación, 
y las autoridades militares y de policía prestarán el 
apoyo y colaboración que le sea requerido por el 
Director de la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión de Tierras Despojadas para el desarrollo 
de las funciones previstas en los numerales 2 y 3 
de este artículo.

Parágrafo 2°. Hasta tanto entre en funciona-
miento la Unidad Administrativa Especial de Ges-
tión de Restitución de Tierras Despojadas, las fun-
ciones de este organismo podrán ser ejercidas por 
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

Artículo 106. Dirección y representación. La 
Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas estará dirigida 
por su Consejo Directivo y por el Director Ejecuti-
vo de la Unidad, quien será su representante legal.

Artículo 107. Consejo Directivo de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas. El Consejo directivo de 
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la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas estará integrado 
de la siguiente manera:

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural o 
su delegado, quien lo presidirá.

El Ministro del Interior y de Justicia, o su de-
legado.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su 
delegado.

El Ministro de Medio Ambiente Vivienda y De-
sarrollo Territorial o su delegado.

El Ministro de Defensa Nacional o su delegado.
El Director del Departamento Nacional de Pla-

neación o su delegado.
El Director General de la Unidad Administrati-

va Especial para la Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas.

El Director del Instituto Colombiano de Desa-
rrollo Rural, Incoder.

El Presidente del Banco Agrario.
El Presidente del Fondo para el Financiamiento 

Agropecuario, Finagro.
El Defensor del Pueblo o su Delegado.
Dos representantes de la Mesa Nacional de Par-

ticipación de Víctimas de acuerdo al Título VIII.
El Director Ejecutivo de la Unidad Administra-

tiva Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas asistirá con voz a las sesiones del Con-
sejo.

Artículo 108. Director Ejecutivo de la Unidad. 
El Director Ejecutivo de la Unidad será su repre-
sentante legal, funcionario de libre nombramiento 
y remoción, designado por el Presidente de la Re-
pública.

Artículo 109. Estructura interna. Dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia 
de la presente ley, el Gobierno Nacional, estable-
cerá la estructura interna y el régimen de vincula-
ción de personal de la Unidad, considerando el co-
nocimiento y experiencia de los candidatos en los 
temas propios del presente capítulo, de tal forma 
que se mantenga la coordinación interinstitucional 
y se cumplan los objetivos propuestos en materia 
de restitución a los despojados.

Artículo 110. Régimen jurídico de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitu-
ción de Tierras Despojadas. El régimen jurídico 
de la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
de Restitución de Tierras Despojadas será el con-
templado en esta ley, y en lo no previsto en ella 
tendrá el régimen de los establecimientos públicos 
del orden nacional.

Artículo 111. Del Fondo de la Unidad Admi-
nistrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas. Créase el Fondo de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas como un fondo sin perso-
nería jurídica, adscrito a la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión de Restitución de Tierras Des-
pojadas. El Fondo tendrá como objetivo principal 

de tierras de los despojados y el pago de compen-
saciones.

Artículo 112. Administración del fondo. Los re-
cursos del Fondo se administrarán a través de una 

-
-

tiva Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas. La administración de los recursos del 
Fondo estará sometida al régimen de la sociedad 

reglamentará la materia.
Artículo 113. Recursos del fondo. Al Fondo in-

gresarán los siguientes recursos:
1. Los recursos provenientes del Presupuesto 

General de la Nación.
2. Las donaciones públicas o privadas para el 

desarrollo de los objetivos de la Unidad Adminis-
trativa Especial de Gestión de Restitución de Tie-
rras Despojadas.

3. Los aportes de cualquier clase, provenientes 
de la cooperación internacional para el cumpli-
miento de los objetivos de la Unidad Administra-
tiva Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas.

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, y las 
demás entidades, de conformidad con las normas 
vigentes.

5. Las demás propiedades y demás activos que 
adquiera a cualquier título con los recursos del 
Fondo y las sumas que reciba en caso de enajena-
ción de estos.

6. Los ingresos y los rendimientos producto de 
la administración de los recursos y bienes del Fon-
do.

7. Los demás bienes y recursos que adquiera o 

8. Las propiedades rurales que hayan sido ob-
jeto de extinción de dominio y que se encuentren 
actualmente bajo la administración de la Dirección 
Nacional de Estupefacientes, lo mismo que aque-
llas de las que adquiera la propiedad en el futuro, 
en las cuantías y porcentajes que determine el Go-
bierno Nacional.

9. Los predios rurales que sean cedidos por los 
restituidos al Fondo.

Parágrafo. La Central de Inversiones S.A. – 
CISA S.A. podrá entregar a la Unidad Administra-
tiva Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas los bienes que esta requiera para sus 
sedes. Así mismo la SAE y la DNE podrán en-
tregar bienes a la Unidad para el desarrollo de su 
objeto y cumplimiento de sus funciones al menor 
valor posible, sin que este exceda del costo de ad-
quisición de esos bienes.
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NORMAS PARA LAS MUJERES  
EN LOS PROCESOS DE RESTITUCIÓN

Artículo 114. Atención preferencial para las 
mujeres en los trámites administrativos y judicia-
les del proceso de restitución. Las mujeres vícti-
mas de despojo o abandono forzado, gozarán de 
especial protección del Estado en los trámites 
administrativos y judiciales relacionados en esta 
ley. Para ello la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas 
dispondrá de un programa especial para garantizar 
el acceso de las mujeres a los procedimientos con-
templados para la restitución, mediante ventanillas 
de atención preferencial, personal capacitado en 
temas de género, medidas para favorecer el acceso 
de las organizaciones o redes de mujeres a proce-
sos de reparación, así como de áreas de atención 
a los niños, niñas y adolescentes y discapacitados 
que conformen su grupo familiar, entre otras me-
didas que se consideren pertinentes.

La tramitación de las solicitudes de mujeres 
despojadas cabezas de familia ante la Unidad Ad-
ministrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas se atenderá con prelación so-
bre las demás solicitudes.

Artículo 115. Atención preferencial en los pro-
cesos de restitución. Las solicitudes de restitución 
adelantadas por la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas 
en favor de las madres cabeza de familia y de las 
mujeres despojadas, al igual que las solicitudes 
que sean presentadas ante el Juez o Magistrado por 
mujeres que pretendan la restitución de tierras de 
conformidad con los mandatos de esta ley, serán 
sustanciadas con prelación, para lo cual se pospon-
drá la atención de otras solicitudes.

Artículo 116. Entrega de predios. Una vez la 
sentencia ordene la entrega de un predio a una mu-
jer despojada, la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas 
y las autoridades de policía o militares deberán 
prestar su especial colaboración para velar por la 
entrega oportuna del predio y para procurar man-
tener las condiciones de seguridad que le permitan 
usufructuar su propiedad. Siempre y cuando medie 
consentimiento previo de las mujeres víctimas y se 
garantice la decisión concertada de la adopción y 
ejecución de estas medidas.

Artículo 117. -
sagrados en la Ley 731 de 2002. Las mujeres a 
quienes se les restituya o formalice predios en los 
términos de la presente ley tendrán prioridad en la 

731 de 2002, en materia de crédito, adjudicación 
de tierras, garantías, seguridad social, educación, 
capacitación y recreación, subsidio familiar, pla-
nes y programas de reforestación, y jornadas de 
cedulación.

Artículo 118. Titulación de la propiedad y resti-
tución de derechos. En desarrollo de las disposicio-
nes contenidas en este capítulo, en todos los casos 
en que el demandante y su cónyuge, o compañero 

o compañera permanente, hubieran sido víctimas 
-

ble cuya restitución se reclama, el juez o magistra-

la compensación se efectúen a favor de los dos, y 
cuando como consecuencia de la sentencia se otor-
gue el dominio sobre el bien, también ordenará a la 

efectúe el respectivo registro a nombre de los dos, 
aun cuando el cónyuge o compañero o compañera 
permanente no hubiera comparecido al proceso.

OTRAS DISPOSICIONES
Artículo 119. Creación de cargos. El Conse-

jo Superior de la Judicatura, creará los cargos de 
Magistrados de los Tribunales Superiores y Jueces 
Civiles del Circuito, especializados en restitución 
de tierras, de conformidad con el numeral 5 del 
artículo 85 de la Ley 270 de 1996 y normas con-
cordantes. El Consejo Superior de la Judicatura 
creará los cargos de otros funcionarios que sean 
requeridos para el cumplimiento de esta ley. La 

se hará en forma gradual y progresiva, acorde con 
las necesidades del servicio.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional creará en 
la Superintendencia de Notariado y Registro y con 
carácter transitorio, la Superintendencia Delegada 
para la Protección, Restitución y Formalización de 
Tierras y los cargos de coordinadores regionales 
de tierras y demás personal, profesional, técnico 
y operativo que se requiera para atender las dispo-
siciones judiciales y administrativas relacionadas 

-
sente ley.

Parágrafo 2°. La Procuraduría General de la 
Nación y la Fiscalía General de la Nación de-

personal que el Gobierno Nacional proveerá 
conforme a las facultades extraordinarias pre-
vistas en el numeral 2 del artículo 10 de la Ley 
1424 de 2010, para cumplir con sus deberes cons-
titución y legales, principalmente para atender e 
intervenir en los procesos de restitución de tierras 
ante los jueces y Tribunales Superiores de Distri-
to judicial.

Artículo 120. Régimen penal. El que obtenga 
la inscripción en el registro de tierras despojadas 
alterando o simulando deliberadamente las condi-
ciones requeridas para su inscripción, u ocultando 
las que la hubiesen impedido, incurrirá en prisión 
de ocho (8) a doce (12) años. De la misma mane-
ra, el servidor público que teniendo conocimiento 
de la alteración o simulación fraudulenta, facili-
te, o efectúe la inscripción en el registro de tierras 
despojadas, incurrirá en la misma pena e inhabi-
litación para el ejercicio de derechos y funciones 
públicas de diez (10) a veinte (20) años.

Las mismas penas se impondrán al que presente 
ante el Tribunal solicitud de restitución de tierras 
en desarrollo de las disposiciones de esta ley, sin 
tener la calidad de despojado, o a quien presente 
oposición a una solicitud de restitución, a través 
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de medios fraudulentos o documentos falsos y a 
quien emplee en el proceso pruebas que no corres-
pondan con la realidad.

-
galidad de los títulos o el despojo de las tierras o 
de los derechos reclamados en el proceso se harán 

en el código de procedimiento penal.
Artículo 121. Mecanismos reparativos en re-

lación con los pasivos. En relación con los pasi-
vos de las víctimas, generados durante la época 
del despojo o el desplazamiento, las autoridades 
deberán tener en cuenta como medidas con efecto 
reparador, las siguientes:

-
tera morosa del impuesto predial u otros impues-
tos, tasas o contribuciones del orden municipal o 
distrital relacionadas con el predio restituido o for-
malizado. Para estos efectos las entidades territo-

-
neración de estos pasivos a favor de las víctimas 
del despojo o abandono forzado.

2. La cartera morosa de servicios públicos 
domiciliarios relacionada con la prestación de 
servicios -
nanciero existentes al momento de los hechos a 
los predios restituidos o formalizados deberán ser 
objeto de un programa de condonación de cartera 
que podrá estar a cargo del Plan Nacional para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

Artículo 122. Normas especiales. Las dispo-
siciones contenidas en este capítulo reglamentan 
de manera general la restitución de tierras en el 
contexto de la presente ley y prevalecerán y ser-
virán para complementar e interpretar las normas 
especiales que se dicten en esta materia. En caso 

aplicarán de preferencia las disposiciones de este 
capítulo, siempre que sean más favorables a la víc-
tima.

CAPÍTULO IV
Restitución de vivienda

Artículo 123. Medidas de restitución en mate-
ria de vivienda. Las víctimas cuyas viviendas ha-
yan sido afectadas por despojo, abandono, pérdida 
o menoscabo, tendrán prioridad y acceso preferen-
te a programas de subsidios de vivienda en las mo-
dalidades de mejoramiento, construcción en sitio 
propio y adquisición de vivienda, establecidos por 
el Estado. Lo anterior, sin perjuicio de que el vic-
timario sea condenado a la construcción, recons-
trucción o indemnización.

Las víctimas podrán acceder al Subsidio Fami-
liar de Vivienda de conformidad con la normati-
vidad vigente que regula la materia y a los me-
canismos especiales previstos en la Ley 418 de 

adicionan.
El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desa-

rrollo Territorial, o la entidad que haga sus veces, 
o el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 

o la entidad que haga sus veces, según correspon-
da, ejercerá las funciones que le otorga la norma-
tividad vigente que regula la materia con relación 
al subsidio familiar de vivienda de que trata este 
capítulo, teniendo en cuenta el deber constitucio-
nal de proteger a las personas que se encuentren 

cual deberá dar prioridad a las solicitudes que pre-
senten los hogares que hayan sido víctimas en los 
términos de la presente ley.

El Gobierno Nacional realizará las gestiones 
necesarias para generar oferta de vivienda con el 

del presente artículo, tengan aplicación efectiva en 
soluciones habitacionales.

Parágrafo 1°. La población víctima del despla-
zamiento forzado, accederá a los programas y pro-
yectos diseñados por el Gobierno, privilegiando a 
la población mujeres cabeza de familia desplaza-
das, los adultos mayores desplazados y la pobla-
ción discapacitada desplazada.

Parágrafo 2º. Se priorizará el acceso a progra-
mas de subsidio familiar de vivienda a aquellos 
hogares que decidan retornar a los predios afecta-

-
dad por parte de la autoridad competente.

Artículo 124. Postulaciones al subsidio fami-
liar de vivienda. Los postulantes al Subsidio Fa-
miliar de Vivienda en las condiciones de que trata 
este capítulo, podrán acogerse a cualquiera de los 
planes declarados elegibles por el Fondo Nacional 
de Vivienda o la entidad que haga sus veces, o por 
el Banco Agrario o la entidad que haga sus veces, 
según corresponda.

Artículo 125. Cuantía máxima. La cuantía 
máxima del subsidio familiar de vivienda de que 
trata este capítulo será el que se otorgue en el mo-

-
das de interés social.

Artículo 126. Entidad encargada de tramitar 
postulaciones. Las postulaciones al Subsidio Fa-
miliar de Vivienda de que trata este capítulo, serán 
atendidas por el Ministerio del Medio Ambiente 
Vivienda y Desarrollo Territorial si el predio es 
urbano, o por el Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural si el predio es rural, con cargo a los 
recursos asignados por el Gobierno Nacional para 
el Subsidio de Vivienda de Interés Social.

Artículo 127. Normatividad aplicable. Se apli-
cará al Subsidio Familiar de Vivienda de que trata 
este capítulo, lo establecido en la normatividad vi-
gente que regula la materia, en cuanto no sea con-
traria a lo que aquí se dispone.

CAPÍTULO V
Crédito y pasivos

Artículo 128. Medidas en materia de crédito. 
En materia de asistencia crediticia las víctimas de 
que trata la presente ley, tendrán acceso a los bene-

-
culos 16, 32, 33 y 38 de la Ley 418 de 1997, en los 
términos en que tal normatividad establece.
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Los créditos otorgados por parte de los esta-
blecimientos de crédito a las víctimas de que trata 
la presente ley, y que como consecuencia de los 
hechos victimizantes hayan entrado en mora o 

-

una categoría de riesgo especial de acuerdo con 
la reglamentación que expida la Superintendencia 

en el presente artículo no serán consideradas como 
reestructuración.

Parágrafo. Se presume que aquellos créditos 
que hayan entrado en mora o hayan sido objeto 

-
ción, con posterioridad al momento en que ocu-
rrió el daño, son consecuencia de las violaciones 

ley.
Artículo 129. Tasa de redescuento. Finagro y 

Bancoldex, o las entidades que hagan sus veces, 
establecerán líneas de redescuento en condiciones 

que otorguen los establecimientos de crédito a las 
-

ciar actividades tendientes a la recuperación de su 
capacidad productiva. Para el efecto, se tendrá en 
cuenta lo previsto en la Ley 418 de 1997, prorro-

de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006 y 1421 de 
2010.

Parágrafo. Las entidades de redescuento de que 
trata este artículo deberán asegurar que los estable-
cimientos de crédito redescontantes realicen una 

dichos créditos.
CAPÍTULO VI

Formación, generación de empleo y carrera 
administrativa

Artículo 130. Capacitación y planes de empleo 
urbano y rural. El Servicio Nacional de Aprendi-
zaje, SENA, dará prioridad y facilidad para el ac-
ceso de jóvenes y adultos víctimas, en los términos 
de la presente ley, a sus programas de formación y 
capacitación técnica.

El Gobierno Nacional dentro de los seis (6) me-
ses siguientes a la promulgación de la presente ley, 
a través del Ministerio de la Protección Social y el 
Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, diseña-
rá programas y proyectos especiales para la gene-

-
yar el autosostenimiento de las víctimas, el cual 
se implementará a través del Plan Nacional para 
la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

Artículo 131. Derecho preferencial de acceso 
a la carrera administrativa. La calidad de víctima 
será criterio de desempate, en favor de las vícti-
mas, en los concursos pertenecientes a los siste-
mas de carrera general y carreras especiales para 
acceder al servicio público.

Parágrafo. El derecho consagrado en el presen-

en el numeral 3 del artículo 2° de la Ley 403 de 
1997.

CAPÍTULO VII
Indemnización por vía administrativa

Artículo 132. Reglamentación. El Gobierno 
Nacional, reglamentará dentro de los seis (6) me-
ses siguientes a la promulgación de la presente ley, 
el trámite, procedimiento, mecanismos, montos y 
demás lineamientos para otorgar la indemnización 
individual por la vía administrativa a las víctimas. 
Este reglamento deberá determinar, mediante el 
establecimiento de criterios y objetivos y tablas de 
valoración, los rangos de montos que serán entre-
gados a las víctimas como indemnización admi-
nistrativa dependiendo del hecho victimizante, así 
como el procedimiento y los lineamientos necesa-
rios para garantizar que la indemnización contri-
buya a superar el estado de vulnerabilidad en que 
se encuentra la víctima y su núcleo familiar. De 
igual forma, deberá determinar la manera en que 
se deben articular las indemnizaciones otorgadas a 
las víctimas antes de la expedición de la presente 
ley.

La víctima podrá aceptar, de forma expresa y 
voluntaria, que la entrega y recepción de la indem-
nización administrativa se entiende realizada en el 
marco de un contrato de transacción en el cual la 

incluye todas las sumas que este debe reconocerle 
por concepto de su victimización, con el objeto de 
precaver futuros procesos judiciales o terminar un 
litigio pendiente. Lo anterior, sin perjuicio del re-
conocimiento de las demás medidas de reparación 
consagradas en la presente ley, de los derechos no 
patrimoniales de las víctimas, y en el entendido 
que ello no releva al victimario de su obligación 
de reparar a la víctima según sea establecido en el 
marco de un proceso judicial de cualquier natura-
leza.

En el evento que la víctima acepte que la entre-
ga y recepción de la indemnización administrativa 
se entiende realizada en el marco de un contrato 
de transacción, el monto de esta indemnización 
será superior al valor que le entregaría a la vícti-
ma por este mismo concepto, según el reglamento 
que para el efecto expida el gobierno nacional. Los 
funcionarios o personal encargado de asesorar a 
las víctimas deberán manifestarle, de forma clara, 
sencilla y explicativa, las implicaciones y diferen-
cias de aceptar o no que la indemnización sea rea-
lizada en el marco de un contrato de transacción.

Parágrafo 1°. El presente artículo surtirá efectos 
para las indemnizaciones administrativas que sean 
entregadas a partir de la fecha de expedición de la 
presente ley, así la solicitud fuese hecha con ante-
rioridad. Así mismo, las víctimas que al momento 
de la expedición de la presente ley hubiesen re-
cibido indemnización administrativa por parte del 
Estado, contarán con un (1) año contado a partir 
de la expedición de la presente ley para manifes-
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tarle por escrito a la Agencia Presidencial para la 
Acción Social y la Cooperación internacional o a 
la Unidad administrativa especial para la atención 
y reparación a las víctimas si ya estuviese en fun-
cionamiento, si desean aceptar de forma expresa 
y voluntaria que la indemnización administrativa 
fue entregada en el marco de un contrato de tran-
sacción en los términos del presente artículo. En 
este evento, la Agencia Presidencial para la Ac-
ción Social y la cooperación internacional o a la 
Unidad Administrativa Especial para la atención y 
reparación a las víctimas según sea el caso, deberá 
volver a examinar el monto de la indemnización 
entregado a la víctima y comunicarle el procedi-
miento que debe surtirse, de conformidad con el 
reglamento que el Gobierno Nacional establezca 
para el efecto, para entregar las sumas adicionales 
a que haya lugar.

Parágrafo 2º. El Comité Ejecutivo de que trata 
los artículos 164 y 165 de la presente ley será el 
encargado de revisar, por solicitud debidamente 
sustentada del Ministro de Defensa, el Procurador 
General de la Nación o el Defensor del Pueblo, las 
decisiones que conceden la indemnización por vía 
administrativa. Esta solicitud de revisión procede-
rá por las causales y en el marco del procedimiento 
que determine el Gobierno nacional.

En este sentido, el Comité Ejecutivo cumplirá 
las funciones de una instancia de revisión de las 
indemnizaciones administrativas que se otorguen 
y establecerá criterios y lineamientos que deberán 
seguir las demás autoridades administrativas a la 
hora de decidir acerca de una solicitud de indem-
nización. La decisión que adopte el Comité Ejecu-

revisión no se suspenderá el acceso por parte de 
la víctima a las medidas de asistencia, atención y 
reparación de que trata la presente ley.

Parágrafo 3º. La indemnización administrativa 
para la población en situación de desplazamiento 
se entregará por núcleo familiar, en dinero y a tra-
vés de uno de los siguientes mecanismos, en los 

-
cional:

i) Subsidio integral de tierras;
ii) Permuta de predios;
iii) Adquisición y adjudicación de tierras;
iv) Adjudicación y titulación de baldíos para 

población desplazada;
v) Subsidio de Vivienda de Interés Social Ru-

ral, en la modalidad de mejoramiento de vivienda, 
construcción de vivienda y saneamiento básico, o

vi) Subsidio de Vivienda de Interés Social Ur-
bano en las modalidades de adquisición, mejora-
miento o construcción de vivienda nueva.

La suma que sea adicional al monto que para la 
población no desplazada se encuentra establecido 
en otras normas para los mecanismos señalados en 
este parágrafo, se entenderá que es entregada en 
forma de indemnización administrativa.

Parágrafo 4º. El monto de los 40 salarios mí-
nimos legales vigentes del año de ocurrencia del 
hecho, que hayan sido otorgados en virtud del ar-
tículo 15 de la Ley 418 de 1997 por la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Coopera-
ción Internacional con motivo de hechos victimi-
zantes que causan muerte o desaparición forzada, 
o el monto de hasta 40 salarios mínimos legales 
vigentes otorgados por la incapacidad permanente 
al afectado por la violencia, constituyen indemni-
zación por vía administrativa.

Artículo 133. Indemnización judicial, restitu-
ción e indemnización administrativa. En los even-
tos en que la víctima no acepte de forma expresa 
y voluntaria, que la entrega y recepción de la in-
demnización administrativa se entiende realizada 
en el marco de un contrato de transacción en los 
términos del artículo anterior, y el Estado sea con-
denado judicialmente a repararla, se descontarán 
de dicha condena la suma de dinero que la víctima 
haya recibido de cualquier entidad del Estado y 
que constituyan reparación. De igual forma, de la 
condena judicial se descontará el valor monetario 
de los predios que sean restituidos, de conformi-
dad con la tasación monetaria que se realice de los 
mismos.

Artículo 134. El Gobierno Nacional, a través de 
la Unidad Administrativa para la Atención y Repa-
ración a las Víctimas, implementará un programa 
de acompañamiento para promover una inversión 
adecuada de los recursos que la víctima reciba a 

-
construir su proyecto de vida, orientado principal-
mente a:

1. Formación técnica o profesional para las víc-
timas o los hijos de estas.

2. Creación o fortalecimiento de empresas pro-
ductivas o activos productivos.

3. Adquisición o mejoramiento de vivienda 
nueva o usada.

4. Adquisición de inmuebles rurales.
CAPÍTULO VIII

Medidas de rehabilitación
Artículo 135. Rehabilitación. La rehabilitación 

como medida de reparación consiste en el conjun-
to de estrategias, planes, programas y acciones de 
carácter jurídico, médico, psicológico y social, di-
rigidos al restablecimiento de las condiciones físi-
cas y psicosociales de las víctimas en los términos 
de la presente ley.

Artículo 136. El Gobierno Nacional, dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la promulgación de 
la presente ley, deberá implementar un programa 
de rehabilitación que deberá incluir tanto las me-
didas individuales y colectivas que permitan a las 
víctimas desempeñarse en su entorno familiar, cul-
tural, laboral y social y ejercer sus derechos y li-
bertades básicas de manera individual y colectiva.

El acompañamiento psicosocial deberá ser 
transversal al proceso de reparación y prolongarse 
en el tiempo de acuerdo con las necesidades de las 
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víctimas, sus familiares y la comunidad, teniendo 
-

cidades culturales, religiosas y étnicas. Igualmente 
debe integrar a los familiares y de ser posible pro-
mover acciones de discriminación positiva a favor 
de mujeres, niños, niñas, adultos mayores y dis-
capacitados debido a su alta vulnerabilidad y los 
riesgos a los que se ven expuestos.

Artículo 137. Programa de atención psicoso-
cial y salud integral a víctimas. El Gobierno Na-
cional, a través del Ministerio de la Protección So-
cial, creará dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la expedición de la presente ley, el Programa de 
Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas, 
el cual se implementará a través del Plan Nacional 
para la Atención y Reparación Integral a las Vícti-
mas, comenzando en las zonas con mayor presen-
cia de víctimas.

El Programa deberá incluir lo siguiente:
1. Proactividad. Los servicios de atención de-

ben propender por la detección y acercamiento a 
las víctimas.

2. Atención individual, familiar y comunita-
ria. Se deberá garantizar una atención de calidad 
por parte de profesionales con formación técnica 

-
te cuando se trate de víctimas de violencia sexual, 
para lo cual deberá contar con un componente 
de atención psicosocial para atención de mujeres 
víctimas. Se deberá incluir entre sus prestaciones 
la terapia individual, familiar y acciones comuni-
tarias según protocolos de atención que deberán 
diseñarse e implementarse localmente en función 
del tipo de violencia y del marco cultural de las 
víctimas.

3. Gratuidad. Se garantizará a las víctimas el 
acceso gratuito a los servicios del Programa de 
Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas, 
incluyendo el acceso a medicamentos en los casos 

gastos de desplazamiento cuando sea necesario.
4. Atención preferencial. Se otorgará priori-

dad en aquellos servicios que no estén contempla-
dos en el programa.

5. Duración. La atención estará sujeta a las ne-
cesidades particulares de las víctimas y afectados, 
y al concepto emitido por el equipo de profesio-
nales.

6. Ingreso. Se diseñará un mecanismo de in-

y Salud Integral a Víctimas y permita el acceso a 
los servicios de atención.

7. Interdisciplinariedad. Se crearán mecanis-
mos de prestación de servicios constituidos por 
profesionales en psicología y psiquiatría, con el 
apoyo de trabajadores sociales, médicos, enfer-
meras, promotores comunitarios, entre otros pro-
fesionales, en función de las necesidades locales, 
garantizando la integralidad de acción para el ade-

Parágrafo. Los gastos derivados de la atención 
brindada por el Programa de Atención Psicosocial 
y Salud Integral a Víctimas serán reconocidos y 
pagados por conducto del Ministerio de la Protec-
ción Social con cargo a los recursos del Fondo de 
Solidaridad y Garantía del Sistema General de Se-
guridad Social en Salud (Fosyga), Subcuenta de 

salvo que estén cubiertos por otro ente asegurador 
en salud.

Artículo 138. De la estructura, funciones y ope-
ratividad del programa de atención psicosocial y 
salud integral a víctimas. El Gobierno Nacional, 
de acuerdo a lo contemplado en el artículo anterior, 
reglamentará la estructura, funciones y la forma en 
que operará el Programa de Atención Psicosocial y 
Salud Integral a Víctimas.

De la misma forma, deberá establecer la articu-
lación con las entidades territoriales de acuerdo a 
los artículos 172 y 173 de la presente ley, para su 
cumplimiento en el nivel territorial, especialmen-
te, para el desarrollo de la estrategia del Modelo 
Único de Atención Integral a Víctimas.

CAPÍTULO IX
Medidas de satisfacción

Artículo 139. Medidas de satisfacción. El Go-
bierno Nacional, a través del Plan Nacional para 
la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
deberá realizar las acciones tendientes a restable-
cer la dignidad de la víctima y difundir la verdad 
sobre lo sucedido, de acuerdo a los objetivos de las 
entidades que conforman el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación a las Víctimas.

Las medidas de satisfacción serán aquellas ac-
ciones que proporcionan bienestar y contribuyen a 
mitigar el dolor de la víctima.

Las medidas de satisfacción deberán ser inter-
pretadas a mero título enunciativo, lo cual implica 
que a las mismas se pueden adicionar otras:

a) Reconocimiento público del carácter de víc-
tima, de su dignidad, nombre y honor, ante la co-
munidad y el ofensor;

b) Efectuar las publicaciones a que haya lugar 
relacionadas con el literal anterior.

c) Realización de actos conmemorativos;
d) Realización de reconocimientos públicos;
e) Realización de homenajes públicos;
f) Construcción de monumentos públicos en 

perspectiva de reparación y reconciliación;
g) Apoyo para la reconstrucción del movimien-

to y tejido social de las comunidades campesinas, 
especialmente de las mujeres.

h) Difusión pública y completa del relato de las 
víctimas sobre el hecho que la victimizó, siempre 
que no provoque más daños innecesarios ni genere 
peligros de seguridad;

i) Contribuir en la búsqueda de los desapareci-
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y su inhumación posterior, según las tradiciones 
familiares y comunitarias, a través de las entidades 

j) Difusión de las disculpas y aceptaciones de 
responsabilidad hechas por los victimarios;

k) Investigación, juzgamiento y sanción de los 
responsables de las violaciones de derechos hu-
manos;

l) Reconocimiento público de la responsabili-
dad de los autores de las violaciones de derechos 
humanos.

Parágrafo. Para la adopción de cualquiera de las 
medidas señaladas anteriormente, así como aque-
llas que constituyen otras medidas de satisfacción 
no contempladas en la presente ley, deberá contar-
se con la participación de las víctimas de acuerdo 
a los mecanismos de participación previstos en la 
Constitución y la ley, así como el principio de en-
foque diferencial establecido en el artículo 13.

Artículo 140. Exención en la prestación del ser-
vicio militar. Salvo en caso de guerra exterior, las 

-
tén obligadas a prestar el servicio militar, quedan 
exentas de prestarlo, sin perjuicio de la obligación 
de inscribirse y adelantar los demás trámites co-
rrespondientes para resolver su situación militar 
por un lapso de cinco (5) años contados a partir 
de la fecha de promulgación de la presente ley o 
de la ocurrencia del hecho victimizante, los cuales 
estarán exentos de cualquier pago de la cuota de 
compensación militar.

Artículo 141. Reparación simbólica. Se entien-
de por reparación simbólica toda prestación reali-
zada a favor de las víctimas o de la comunidad en 
general que tienda a asegurar la preservación de la 
memoria histórica, la no repetición de los hechos 
victimizantes, la aceptación pública de los hechos, 
la solicitud de perdón público y el restablecimien-
to de la dignidad de las víctimas.

Artículo 142. Día Nacional de la memoria y 
Solidaridad con las Víctimas. El 9 de abril de cada 
año, se celebrará el Día de la memoria y Solidari-
dad con las Víctimas y se realizarán por parte del 
Estado colombiano, eventos de memoria y reco-
nocimiento de los hechos que han victimizado a 
los colombianos y colombianas.

El Congreso de la República se reunirá en pleno 
ese día para escuchar a las víctimas en una jornada 
de sesión permanente.

Artículo 143. Del deber de memoria del Esta-
do. El deber de Memoria del Estado se traduce en 
propiciar las garantías y condiciones necesarias 
para que la sociedad, a través de sus diferentes ex-
presiones tales como víctimas, academia, centros 
de pensamiento, organizaciones sociales, organi-
zaciones de víctimas y de derechos humanos, así 
como los organismos del Estado que cuenten con 
competencia, autonomía y recursos, puedan avan-
zar en ejercicios de reconstrucción de memoria 
como aporte a la realización del derecho a la ver-
dad del que son titulares las víctimas y la sociedad 
en su conjunto.

Parágrafo. En ningún caso las instituciones 
del Estado podrán impulsar o promover ejerci-
cios orientados a la construcción de una historia 

principios constitucionales de pluralidad, partici-
pación y solidaridad y los derechos de libertad de 
expresión y pensamiento. Se respetará también la 
prohibición de censura consagrada en la Carta Po-
lítica.

Artículo 144. De los archivos sobre violacio-
nes a los Derechos Humanos e infracciones al De-
recho Internacional Humanitario ocurridas con 

 Dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la promulgación de 
la presente ley, el Centro de Memoria Histórica 
diseñará, creará e implementará un Programa de 
Derechos Humanos y Memoria Histórica, el cual 
tendrá como principales funciones las de acopio, 
preservación y custodia de los materiales que re-
coja o de manera voluntaria sean entregados por 

documenten todos los temas relacionados con las 
violaciones contempladas en el artículo 3° de la 
presente ley, así como con la respuesta estatal ante 
tales violaciones.

Los archivos judiciales estarán a cargo de la 
Rama Judicial, la cual en ejercicio de su autono-
mía podrá optar, cuando lo considere pertinente y 

en los términos de la presente ley, encomendar su 
custodia al Archivo General de la Nación o a los 
Archivos de los entes territoriales.

Parágrafo 1°. En ningún caso se obstaculizarán 
o interferirán experiencias, proyectos, programas 
o cualquier otra iniciativa que sobre reconstruc-
ción de memoria histórica avancen entidades u 
organismos públicos o privados. Los entes territo-
riales, en desarrollo de los principios de autonomía 
y descentralización, pueden desarrollar iniciativas 
sobre la materia y crear espacios dedicados a esta 
labor.

Parágrafo 2°. La Procuraduría General de la 
Nación deberá garantizar la no destrucción, altera-

los archivos administrativos en todas las institu-

anterior sin perjuicio de la aplicación de las nor-
mas penales pertinentes, y de los documentos que 
tengan carácter reservado.

Parágrafo 3°. Para efectos de la aplicación del 
presente artículo se tendrá en cuenta lo dispuesto 
en la Ley 594 de 2000 y en el Capítulo X sobre 
conservación de archivos contenido en la Ley 975 
de 2005.

Parágrafo 4°. Los documentos que no tengan 
carácter reservado y reposen en archivos priva-
dos y públicos en los que consten las violaciones 
contempladas en el artículo 3° de la presente ley, 
serán constitutivos del patrimonio documental bi-

Parágrafo 5°. La obtención de las copias que se 
soliciten, serán con cargo al solicitante.

Artículo 145. Acciones en materia de memoria 
histórica. Dentro de las acciones en materia de 
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memoria histórica se entenderán comprendidas, 
bien sean desarrolladas por iniciativa privada o por 
el Centro de Memoria Histórica, las siguientes:

1. Integrar un archivo con los documentos ori-

victimizantes a los que hace referencia la presente 
ley, así como la documentación sobre procesos si-
milares en otros países, que reposen en sitios como 
museos, bibliotecas o archivos de entidades del 
Estado.

2. Recopilar los testimonios orales correspon-
dientes a las víctimas y sus familiares de que trata 
la presente ley, a través de las organizaciones so-
ciales de derechos humanos y remitirlos al archi-
vo de que trata el numeral anterior, para lo cual 
se podrá incorporar lo obrado en las audiencias 
públicas realizadas en el marco de la Ley 975 de 
2005, siempre y cuando no obste reserva legal para 
que esta información sea pública, y no constituya 
revictimización.

3. Poner a disposición de los interesados los do-
cumentos y testimonios de los que tratan los nu-
merales 1 y 2 del presente artículo, siempre que los 
documentos o testimonios no contengan informa-

4. Fomentar a través de los programas y enti-
dades existentes, la investigación histórica sobre 

difusión de sus resultados.
5. Promover actividades participativas y for-

armado interno, con enfoque diferencial.
6. Realizar exhibiciones o muestras, eventos de 

difusión y de concientización sobre el valor de los 
derechos humanos.

7. El Ministerio de Educación Nacional, con el 
-

nente para toda la población, en especial para po-
blaciones en condición de vulnerabilidad y afecta-
das por la violencia, fomentará desde un enfoque 
de derechos, diferencial, territorial y restitutivo, 
el desarrollo de programas y proyectos que pro-
muevan la restitución y el ejercicio pleno de los 
derechos, desarrollen competencias ciudadanas y 

-
tes del país; y propendan a la reconciliación y la 
garantía de no repetición de hechos que atenten 
contra su integridad o violen sus derechos.

Parágrafo. En estas acciones el Estado deberá 
garantizar la participación de las organizaciones 
de víctimas y sociales y promoverá y reconocerá 
las iniciativas de la sociedad civil para adelantar 
ejercicios de memoria histórica, con un enfoque 
diferencial. Adicionalmente las actividades de 

-
culo harán especial énfasis sobre las modalida-
des de violencia contra la mujer en el marco de 

la presente ley.
Artículo 146. Centro de Memoria Histórica. 

Créase el Centro de la Memoria Histórica, como 
establecimiento público del orden nacional, ads-
crito al Departamento Administrativo de la Pre-

sidencia de la República, con personería jurídica, 
patrimonio propio y autonomía administrativa y 

como sede principal la ciudad de Bogotá, D. C.
Artículo 147. Objeto, estructura y funciona-

miento. El Centro de Memoria Histórica tendrá 
como objeto reunir y recuperar todo el material 
documental, testimonios orales y por cualquier 
otro medio relativos a las violaciones de que trata 
el artículo 3° de la presente ley. La información 
recogida será puesta a disposición de los intere-
sados, de los investigadores y de los ciudadanos 
en general, mediante actividades museísticas, pe-
dagógicas y cuantas sean necesarias para propor-
cionar y enriquecer el conocimiento de la historia 
política y social de Colombia. Los investigadores 
y funcionarios del Centro de Memoria Histórica 
no podrán ser demandados civilmente ni investi-

en sus informes.
El Gobierno Nacional determinará la estruc-

tura, el funcionamiento y alcances del Centro de 
Memoria Histórica.

Artículo 148. Funciones del Centro de Memo-
ria Histórica. Son funciones generales del Centro 
de Memoria Histórica, sin perjuicio de las que se 

funcionamiento:
Diseñar, crear y administrar un Museo de la 

Memoria, destinado a lograr el fortalecimiento de 
la memoria colectiva acerca de los hechos desa-
rrollados en la historia reciente de la violencia en 
Colombia.

Administrar el Programa de Derechos Huma-
nos y Memoria Histórica de que trata el artículo 
144 de la presente ley.

Desarrollar e implementar las acciones en ma-
teria de memoria histórica de que trata el artículo 
145 de la presente ley.

CAPÍTULO X
Garantías de no repetición

Artículo 149. Garantías de no repetición. El 
Estado colombiano adoptará, entre otras, las si-
guientes garantías de no repetición:

a) La desmovilización y el desmantelamiento 
de los grupos armados al margen de la Ley;

pública y completa de la verdad, en la medida en 
que no provoque más daños innecesarios a la vícti-
ma, los testigos u otras personas, ni cree un peligro 
para su seguridad;

c) La aplicación de sanciones a los responsables 
de las violaciones de que trata el artículo 3° de la 
presente ley;

d) La prevención de violaciones contempladas 
en el artículo 3° de la presente ley, para lo cual, 
ofrecerá especiales medidas de prevención a los 
grupos expuestos a mayor riesgo como mujeres, 
niños, niñas y adolescentes, adultos mayores, lí-
deres sociales, miembros de organizaciones sindi-



Página 96 Miércoles, 6 de julio de 2011 GACETA DEL CONGRESO  483

cales, defensores de derechos humanos y víctimas 
de desplazamiento forzado, que propendan superar 
estereotipos que favorecen la discriminación, en 
especial contra la mujer y la violencia contra ella 

e) La creación de una pedagogía social que pro-
mueva los valores constitucionales que fundan la 
reconciliación, en relación con los hechos acaeci-
dos en la verdad histórica;

f) Fortalecimiento técnico de los criterios de 
asignación de las labores de desminado humanita-
rio, el cual estará en cabeza del Programa para la 
Atención Integral contra Minas Antipersonal;

g) Diseño e implementación de una estrategia 
general de comunicaciones en Derechos Humanos 
y Derecho Internacional Humanitario, la cual debe 
incluir un enfoque diferencial;

h) Diseño de una estrategia única de capaci-
tación y pedagogía en materia de respeto de los 
Derechos Humanos y del Derecho Internacional 
Humanitario, que incluya un enfoque diferencial, 
dirigido a los funcionarios públicos encargados de 
hacer cumplir la ley, así como a los miembros de la 
Fuerza Pública. La estrategia incluirá una política 
de tolerancia cero a la violencia sexual al interior 
de las entidades del Estado;

i) Fortalecimiento de la participación efectiva 

sus escenarios comunitarios, sociales y políticos, 
para contribuir al ejercicio y goce efectivo de sus 
derechos culturales;

j) Difusión de la información sobre los dere-
chos de las víctimas radicadas en el exterior;

k) El fortalecimiento del Sistema de Alertas 
Tempranas.

l) La reintegración de niños, niñas y adolescen-
tes que hayan participado en los grupos armados al 
margen de la ley;

m) Diseño e implementación de estrategias, 
proyectos y políticas de reconciliación de acuerdo 
a lo dispuesto en la Ley 975, tanto a nivel social 
como en el plano individual;

n) El ejercicio de un control efectivo por las au-
toridades civiles sobre la Fuerza Pública;

-
nación del contrato de los funcionarios públicos 
condenados en violaciones contempladas en el ar-
tículo 3° de la presente ley.

p) La promoción de mecanismos destinados a 

q) Diseño e implementación de estrategias de 
pedagogía en empoderamiento legal para las víc-
timas;

r) La derogatoria de normas o cualquier acto 
administrativo que haya permitido o permita la 
ocurrencia de las violaciones contempladas en el 
artículo 3° de la presente ley, de conformidad con 
los procedimientos contencioso-administrativos 
respectivos.

s) Formulación de campañas nacionales de 
prevención y reprobación de la violencia con-
tra la mujer, niños, niñas y adolescentes, por los 
hechos ocurridos en el marco de las violaciones 

Parágrafo. El Gobierno Nacional, a través del 
Plan Nacional de Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas, reglamentará las garantías de no 
repetición que correspondan mediante el fortale-
cimiento de los diferentes planes y programas que 
conforman la política pública de prevención y pro-
tección de las violaciones contempladas en el artí-
culo 3º de la presente ley.

Artículo 150. Desmantelamiento de las estruc-
turas económicas y políticas. El Estado colombia-
no adoptará las medidas conducentes a lograr el 
desmantelamiento de las estructuras económicas 

sustento a los grupos armados al margen de la ley, 

de no repetición de las que trata el artículo anterior.
CAPÍTULO XI

Otras medidas de reparación
Artículo 151. Reparación colectiva. Dentro de 

los seis (6) meses siguientes a la promulgación de 
la presente ley, la Unidad Administrativa Especial 
para la Atención y Reparación Integral a las Víc-
timas, tomando en consideración las recomenda-
ciones de la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, y a través del Plan Nacional de 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
deberá implementar un Programa de Reparación 
Colectiva que tenga en cuenta cualquiera de los si-
guientes eventos:

a) El daño ocasionado por la violación de los 
derechos colectivos;

-
chos individuales de los miembros de los colec-
tivos;

c) El impacto colectivo de la violación de dere-
chos individuales.

Artículo 152. Sujetos de reparación colecti-
va. Para efectos de la presente ley, serán sujetos 
de la reparación colectiva de que trata el artículo 
anterior:

1. Grupos y organizaciones sociales y políticos.
2. Comunidades determinadas a partir de un 

reconocimiento jurídico, político o social que se 
haga del colectivo, o en razón de la cultura, la zona 
o el territorio en el que habitan, o un propósito co-
mún.

TÍTULO V
DE LA INSTITUCIONALIDAD  

PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN  
A LAS VÍCTIMAS

CAPÍTULO I
Red Nacional de Información para la Atención 

y Reparación a las Víctimas
Artículo 153. De la Red Nacional de Informa-

ción para la Atención y Reparación a las Víctimas. 
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La Unidad Administrativa Especial para la Aten-
ción y Reparación Integral a las Víctimas será la 
responsable de la operación de la Red Nacional de 
Información para la Atención y Reparación a las 
Víctimas.

La Red Nacional de Información para la Aten-
ción y Reparación a las Víctimas será el instru-
mento que garantizará al Sistema Nacional de 
Atención y Reparación a las Víctimas una rápida 

violaciones de que trata el artículo 3° de la presen-

de las circunstancias que ocasionaron y ocasionan 
el daño a las víctimas.

Evaluará la magnitud del problema, y permiti-
rá al Sistema Nacional de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas adoptar las medidas para la 
atención inmediata, elaborar planes para la aten-
ción y reparación integral de las víctimas inscritas 
en el Registro Único de Víctimas.

De la misma forma, la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral 
a las víctimas, deberá garantizar la interoperabi-
lidad de los sistemas de información de registro, 
atención y reparación a víctimas, para lo cual se 
soportará en la Red Nacional que actualmente ma-
neja la Agencia Presidencial para la Acción Social 
y la Cooperación Internacional para la atención a 
la población en situación de desplazamiento, y que 
será trasladada a la Unidad de Atención y Repara-
ción Integral a las Víctimas dentro de un (1) año 
contado a partir de la promulgación de la presente 
ley.

CAPÍTULO II
Registro Único de Víctimas

Artículo 154. Registro Único de Víctimas. La 
Unidad Administrativa Especial para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, será la respon-
sable del funcionamiento del Registro Único de 
Víctimas. Este Registro se soportará en el Registro 
Único de Población Desplazada que actualmente 
maneja la Agencia Presidencial para la Acción So-
cial y la Cooperación Internacional para la aten-
ción a la población en situación de desplazamien-
to, y que será trasladado a la Unidad de Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas dentro de un 
(1) año contado a partir de la promulgación de la 
presente ley.

Parágrafo. La Agencia Presidencial para la Ac-
ción Social y la Cooperación Internacional deberá 
operar los registros de población víctima a su car-
go y existentes a la fecha de vigencia de la pre-
sente ley, incluido el Registro Único de Población 
Desplazada, mientras se logra la interoperabilidad 
de la totalidad de estos registros y entre en funcio-
namiento el Registro Único de Víctimas garanti-
zando la integridad de los registros actuales de la 
información.

Artículo 155. Solicitud de registro de las víc-
timas. Las víctimas deberán presentar una decla-
ración ante el Ministerio Público en un término 

de cuatro (4) años contados a partir de la promul-
gación de la presente ley para quienes hayan sido 
victimizadas con anterioridad a ese momento, y 
de dos (2) años contados a partir de la ocurren-
cia del hecho respecto de quienes lo sean con pos-
terioridad a la vigencia de la ley, conforme a los 

Nacional, y a través del instrumento que diseñe la 
Unidad Administrativa Especial para la Atención y 
Reparación Integral a las víctimas, el cual será de 
uso obligatorio por las entidades que conforman el 
Ministerio Público.

En el evento de fuerza mayor que haya impe-
dido a la víctima presentar la solicitud de registro 
en el término establecido en este artículo, se em-
pezará a contar el mismo desde el momento en que 
cesen las circunstancias que motivaron tal impedi-
mento, para lo cual deberá informar de ello al Mi-
nisterio Público quien remitirá tal información a la 
Unidad Administrativa Especial para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas.

La valoración que realice el funcionario encar-
gado de realizar el proceso de valoración debe res-
petar los principios constitucionales de dignidad, 

-
recho sustancial.

Parágrafo. Las personas que se encuentren ac-
tualmente registradas como víctimas, luego de un 
proceso de valoración, no tendrán que presentar 
una declaración adicional por los mismos hechos 
victimizantes. Para efectos de determinar si la per-
sona ya se encuentra registrada se tendrán en cuen-
ta las bases de datos existentes al momento de la 
expedición de la presente ley.

victimizantes adicionales a los contenidos en las 
bases de datos existentes, deberá presentar la de-

Artículo 156. Procedimiento de registro. Una 
vez presentada la solicitud de registro ante el Mi-
nisterio Público, la Unidad Administrativa Espe-
cial para la Atención y Reparación Integral a las 

victimizantes contenidos en la misma, para lo cual 
consultará las bases de datos que conforman la 
Red Nacional de Información para la Atención y 
Reparación a las Víctimas.

Con fundamento en la información contenida 
en la solicitud de registro, así como la informa-

Unidad Administrativa Especial para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas adoptará una 
decisión en el sentido de otorgar o denegar el re-
gistro, en un término máximo de sesenta ( ) días 
hábiles.

Una vez la víctima sea registrada, accederá a 
las medidas de asistencia y reparación previstas en 
la presente ley dependiendo de la vulneración en 
sus derechos y las características del hecho victi-
mizante, salvo las medidas de ayuda humanitaria 
y atención de emergencia en salud, a las cuales 
se podrá acceder desde el momento mismo de la 
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víctima, y la inclusión de la persona en el Registro 
Único de Víctimas bastará para que las entidades 
presten las medidas de asistencia, atención y re-
paración a las víctimas que correspondan según el 
caso.

Parágrafo 1°. De conformidad con el artículo 
-

teger el derecho a la intimidad de las víctimas y su 
seguridad, toda la información suministrada por la 
víctima y aquella relacionada con la solicitud de 
registro es de carácter reservado.

Parágrafo 2°. En el evento en que la víctima 
mencione el o los nombres del potencial perpetra-
dor del daño que alega haber sufrido para acceder 
a las medidas de atención, asistencia y reparación 
previstas en la presente ley, este nombre o nom-
bres, en ningún caso, serán incluidos en el acto 
administrativo mediante el cual se concede o se 
niegue el registro.

Parágrafo 3°. El Gobierno Nacional establecerá 
los mecanismos para la reconstrucción de la ver-
dad y la memoria histórica, conforme a los artí-
culos 139, 143, 144 y 145 de la presente ley, y se 
deberán articular con los mecanismos vigentes.

Parágrafo 4°. En lo que respecta al registro, se-
guimiento y administración de la información de 
la población víctima del desplazamiento forzado, 
se regirá por lo establecido en el Título III, Capítu-
lo III de la presente ley.

Parágrafo 5°. La información de que trata el ar-
tículo 48 de la presente ley, se tendrá en cuenta en 
el proceso de registro.

Parágrafo 6°. La víctima podrá allegar docu-
mentos adicionales al momento de presentar su 
declaración ante el Ministerio Público, quien lo 
remitirá a la entidad encargada del Registro Único 
de Víctimas para que sean tenidos en cuenta al mo-

Artículo 157. Recursos contra la decisión del 
registro. Contra la decisión que deniegue el re-
gistro, el solicitante podrá interponer el recurso 
de reposición ante el funcionario que tomó la de-
cisión dentro de los cinco (5) días siguientes a la 

-
terponer el recurso de apelación ante el Director 
de la Unidad Administrativa Especial de Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas de que trata 
la presente ley contra la decisión que resuelve el 
recurso de reposición dentro de los cinco (5) días 

Las entidades que componen el Ministerio Pú-
blico podrán interponer los recursos de reposición 
ante el funcionario que tomó la decisión y en sub-
sidio el de apelación ante el Director de la Unidad 
Administrativa Especial de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas de que trata la presente ley 
contra la decisión que concede el registro, dentro 
de los cinco (5) días siguientes contados a partir 
de su comunicación. Igualmente, si el acto hubiere 
sido obtenido por medios ilegales, tales autorida-

des podrán solicitar, en cualquier tiempo, la re-
vocatoria directa del acto para cuyo trámite no es 
necesario obtener el consentimiento del particular 
registrado.

Artículo 158. Actuaciones administrativas. Las 
actuaciones que se adelanten en relación con el re-
gistro de las víctimas se tramitarán de acuerdo con 
los principios y el procedimiento establecido en el 
Código Contencioso Administrativo. En particu-
lar, se deberá garantizar el principio constitucional 
del debido proceso, buena fe y favorabilidad. Las 
pruebas requeridas serán sumarias.

Deberá garantizarse que una solicitud de regis-
tro sea decidida en el menor tiempo posible, en el 
marco de un trámite administrativo ágil y expedi-
to, en el cual el Estado tendrá la carga de la prueba.

En toda actuación administrativa en la cual ten-
gan interés las víctimas tienen derecho a obtener 

-
cidos para el efecto, a aportar documentos u otros 
elementos de prueba, a que dichos documentos 
sean valorados y tenidos en cuenta por las autori-
dades al momento de decidir.

CAPÍTULO III
Sistema Nacional de Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas
Artículo 159. Creación del Sistema Nacional 

de Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 
Créase el Sistema Nacional de Atención y Repa-
ración Integral a las Víctimas, el cual estará cons-
tituido por el conjunto de entidades públicas del 
nivel gubernamental y estatal en los órdenes na-
cional y territoriales y las demás organizaciones 
públicas o privadas, encargadas de formular o eje-
cutar los planes, programas, proyectos y acciones 

integral de las víctimas de que trata la presente ley.
Artículo 160. De la conformación del Sistema 

Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas. 
El Sistema Nacional de Atención y Reparación a 
las Víctimas estará conformado por las siguientes 
entidades y programas:

En el orden nacional por:
1. El Ministerio del Interior y de Justicia.
2. El Ministerio de Relaciones Exteriores.
3. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
4. EL Ministerio de Defensa Nacional.
5. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

Rural.
6. El Ministerio de la Protección Social.
7. El Ministerio de Comercio, Industria y Tu-

rismo.
8. El Ministerio de Educación Nacional.
9. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desa-

rrollo Territorial.
10. El Ministerio de Tecnologías de la Informa-

ción y las Comunicaciones.
11. El Ministerio de Cultura.
12. El Departamento Nacional de Planeación.
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13. La Agencia Presidencial para la Acción So-
cial y la Cooperación Internacional.

14. La Unidad Administrativa Especial de Aten-
ción y Reparación Integral a las Víctimas.

15. La Unidad Administrativa Especial de Ges-
tión de Restitución de Tierras Despojadas.

16. La Fiscalía General de la Nación.
17. La Defensoría del Pueblo.
18. La Registraduría Nacional del Estado Civil.
19. El Consejo Superior de la Judicatura - Sala 

Administrativa.
20. La Policía Nacional.
21. El Servicio Nacional de Aprendizaje.
22. EI Instituto Colombiano de Crédito y Estu-

dios Técnicos en el Exterior.
23. El Instituto Colombiano de Bienestar Fami-

liar.
24. EI Instituto Colombiano de Desarrollo Ru-

ral.
25. El Archivo General de la Nación.
26. El Instituto Nacional de Medicina Legal y 

Ciencias Forenses.

28. La Superintendencia de Notariado y Regis-
tro.

29. El Banco de Comercio Exterior.
30. El Fondo para el Financiamiento del Sector 

Agropecuario.
31. Las demás organizaciones públicas o pri-

vadas que participen en las diferentes acciones de 
atención y reparación en el marco de la presente 
ley.

32. La Mesa de Participación de Víctimas del 
nivel nacional, de acuerdo al Título VIII.

En el orden territorial, por:
1. Por los Departamentos, Distritos y Munici-

pios.
2. Por las entidades descentralizadas funcional-

mente o por servicios con funciones y competen-
cias para la atención y reparación a las víctimas a 

3. Por la Mesa de Participación de Víctimas del 
respectivo nivel, de acuerdo al Título VIII.

Y los siguientes programas:
1. Programa Presidencial de Atención Integral 

contra minas antipersonal.
2. Programa Presidencial de Derechos Huma-

nos y Derecho Internacional Humanitario.
Artículo 161. Objetivos del sistema de atención 

y reparación a las víctimas. Los objetivos de las 
entidades que conforman el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
como parte de dicho Sistema, serán los siguientes:

1. Participar en la formulación e implementa-
ción de la política integral de atención, asistencia 
y reparación a las víctimas de que trata esta ley.

2. Adoptar las medidas de atención que faciliten 

a la verdad, justicia y reparación de las víctimas.
3. Adoptar las medidas de asistencia que con-

tribuyan a restablecer los derechos de las víctimas 
de que trata la presente ley, brindando condiciones 
para llevar una vida digna.

4. Adoptar las medidas que contribuyan a ga-
-

timas que hubieren sufrido daño como consecuen-
cia de las violaciones contempladas en el artículo 
3° de la presente ley.

5. Adoptar los planes y programas que garan-
ticen el ejercicio efectivo de los derechos de las 
víctimas y la implementación de las medidas de 
que trata la presente ley.

6. Integrar los esfuerzos públicos y privados 
para la adecuada atención integral y garantía de 
los derechos humanos y de la aplicación del De-
recho Internacional Humanitario que les asisten a 
las víctimas.

7. Garantizar la canalización de manera opor-

administrativos y económicos que sean indispen-
sables para el cumplimiento de los planes, proyec-
tos y programas de atención, asistencia y repara-
ción integral de las víctimas en sus niveles nacio-
nal y territorial.

8. Garantizar la coordinación interinstitucional, 
la articulación de su oferta y programas, al igual 
que la programación de recursos, asignación, fo-
calización y ejecución de manera integral y articu-
lada de la provisión de bienes y servicios públicos 
prestados de acuerdo con las soluciones brindadas.

las entidades responsables de las diferentes medi-
das de atención, asistencia y reparación a las víc-
timas para el cumplimiento de lo dispuesto en la 
presente ley.

10. Realizar los esfuerzos institucionales y apo-
yar la implementación de una plataforma de infor-
mación que permita integrar, desarrollar y consoli-
dar la información de las diferentes entidades que 
hacen parte del Sistema Nacional de Atención y 

llevar a cabo el monitoreo, seguimiento y evalua-
ción del cumplimiento de las responsabilidades 
atribuidas en el marco de la presente ley.

11. Apoyar los esfuerzos de las Organizacio-
nes de la Sociedad Civil que acompañan y hacen 
seguimiento al proceso de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas.

12. Garantizar la adecuada coordinación entre 
la Nación y las entidades territoriales y entre estas, 
para el ejercicio de sus competencias y funciones 
al interior del Sistema, de acuerdo con los princi-
pios constitucionales y legales de corresponsabi-
lidad. Coordinación, concurrencia, subsidiariedad, 
complementariedad y de delegación.
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Parágrafo. Para el logro de los anteriores objeti-
vos se elaborará el Plan Nacional para la atención 
y Reparación Integral a las Víctimas.

Artículo 162. Del funcionamiento del Sistema 
Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas. 
El Sistema contará con dos instancias en el orden 
nacional: El Comité Ejecutivo para la Atención y 
Reparación a las Víctimas el cual diseñará y adop-
tará la política pública en materia de atención, asis-
tencia y reparación a víctimas en coordinación con 

una Unidad Administrativa Especial para la Aten-
ción y Reparación Integral a las Víctimas que co-
ordinará la ejecución de esta política pública.

En el orden territorial el Sistema contará con 
los Comités Territoriales de Justicia Transicional, 
creados por los gobernadores y alcaldes distritales 
y Municipales.

Artículo 163. Órganos de dirección, coordina-
ción y ejecución de la política pública en materia 
de asistencia, atención y reparación a las vícti-
mas. Para la formulación y adopción de las políti-
cas, planes generales, programas y proyectos para 
la asistencia, atención y reparación a las víctimas 
de las violaciones contempladas en el artículo 3° 
de la presente ley, la inclusión social, la atención a 
grupos vulnerables y la reintegración social y eco-
nómica, se creará una institución de primer nivel 
de la administración pública, del sector central, de 
la Rama Ejecutiva del orden nacional.

Artículo 164. Comité Ejecutivo para la Aten-
ción y Reparación a las Víctimas. Confórmase el 
Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación a 
las Víctimas, el cual estará integrado de la siguien-
te manera:

1. El Presidente de la República, o su represen-
tante, quien lo presidirá.

2. El Ministro del Interior y de Justicia, o quien 
este delegue.

3. El Ministro de Hacienda y Crédito Público, o 
quien este delegue.

4. El Ministro de Agricultura y Desarrollo Ru-
ral, o quien este delegue.

5. El Director del Departamento Nacional de 
Planeación, o quien este delegue.

6. El Director de la Agencia Presidencial para 
la Acción Social y la Cooperación Internacional, o 
quien este delegue.

7. El Director de la Unidad Administrativa Es-
pecial para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas.

Parágrafo 1º. La Secretaría Técnica del Comi-
té Ejecutivo para la Atención y la Reparación In-
tegral a las Víctimas será ejercida por la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Repa-
ración Integral a las Víctimas.

Parágrafo 2º. Los Ministros y Directores que 
conforman el Comité únicamente podrán delegar 
su participación en los viceministros, subdirecto-
res, en los Secretarios Generales o en los Directo-
res Técnicos.

Artículo 165. Funciones del Comité Ejecutivo 
para la Atención y Reparación a las Víctimas. El 
Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación a 
las Víctimas, es la máxima instancia de decisión 
del Sistema Nacional de Atención y Reparación 
a las Víctimas, con el objeto de materializar los 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación 
integral. En desarrollo de este mandato tendrá las 
siguientes funciones:

1. Diseñar y adoptar las políticas, estrategias, 
planes, programas y proyectos para la atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas.

2. Diseñar, adoptar y aprobar el Plan Nacional 
de Atención y Reparación Integral de que trata la 
presente ley.

3. Disponer que las entidades del Sistema Na-
cional de Atención y Reparación a las Víctimas 
garanticen la consecución de recursos presupues-

-

diferentes al Presupuesto General de la Nación, 
para garantizar la adecuada y oportuna prestación 
de los servicios.

4. Apoyar y gestionar la consecución de recur-
sos presupuestales para la ejecución de las políti-
cas, estrategias, planes, proyectos y programas.

5. Aprobar las bases y criterios de la inversión 
pública en materia de atención, asistencia y repa-
ración integral a las Víctimas.

6. Determinar los instrumentos de coordinación 
en materia presupuestal de planeación, ejecución 
y evaluación, para el adecuado desarrollo de su 
mandato.

7. Realizar el seguimiento a la implementación 
de la presente ley, teniendo en cuenta la contribu-
ción efectiva a los derechos a la verdad, justicia y 
reparación integral de las víctimas, de acuerdo a 
las obligaciones contempladas en la presente ley.

8. Darse su propio reglamento.
9. Las demás que le sean asignadas por el Go-

bierno Nacional.
Parágrafo 1°. El Comité Ejecutivo para la Aten-

ción y Reparación a las Víctimas se reunirá por lo 
menos una vez cada seis (6) meses, y de manera 
extraordinaria cuando se considere necesario. El 
Comité Ejecutivo contará además, con los subco-
mités técnicos que se requieran para el diseño de la 
política pública de atención y reparación integral.

Parágrafo 2º. Para el cumplimiento de sus fun-
ciones, el Comité Ejecutivo para la Atención y 
Reparación a las Víctimas podrá convocar como 
invitados a representantes o delegados de otras en-
tidades que estime pertinente, así como a dos re-
presentantes de la Mesa de Participación de Vícti-
mas del nivel nacional de acuerdo a lo establecido 
en el título VIII de la presente ley.

Artículo 166. De la Unidad Administrativa Es-
pecial para la Atención y Reparación a las Vícti-
mas. Créase la Unidad de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas como una Unidad Admi-
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nistrativa Especial con personería jurídica y au-
tonomía administrativa y patrimonial, adscrita al 
Departamento Administrativo de la Presidencia de 
la República.

La Unidad tendrá su sede en Bogotá, D. C., y 
su patrimonio estará constituido por los aportes 
del Presupuesto General de la Nación, los activos 

-
cas del orden nacional y los demás ingresos que a 
cualquier título reciba.

Artículo 167. De los órganos de dirección y ad-
ministración. La Unidad Administrativa Especial 
de Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
tendrá un Director de libre nombramiento y remo-
ción por el Presidente de la República, y contará 
con la estructura interna y la planta de personal 

-
dades del servicio.

Artículo 168. De las funciones de la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Re-
paración Integral a las Víctimas. La Unidad Ad-
ministrativa Especial de Atención y Reparación 
Integral a las víctimas coordinará de manera orde-

las actuaciones de las entidades que conforman 
el Sistema Nacional de Atención y Reparación a 

implementación de la política pública de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas y 
asumirá las competencias de coordinación señala-
das en las Leyes 387, 418 de 1997, 975 de 2005, 
1190 de 2008, y en las demás normas que regulen 
la coordinación de políticas encaminadas a satisfa-
cer los derechos a la verdad, justicia y reparación 
de las víctimas. Además, le corresponde cumplir 
las siguientes funciones:

1. Aportar los insumos necesarios para el dise-
ño, adopción y evaluación de la política pública de 
atención y reparación integral a las víctimas.

2. Garantizar la operación de la Red Nacional 
de Información para la Atención y Reparación a 
las Víctimas, incluyendo la interoperabilidad de 
los distintos sistemas de información para la aten-
ción y reparación a víctimas.

3. Implementar y administrar el Registro Único 
de Víctimas, garantizando la integridad de los re-
gistros actuales de la información.

entidades que conforman el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación a las Víctimas, respecto a 
su contribución en el goce efectivo de los derechos 
a la verdad, justicia y reparación integral a las víc-
timas, de acuerdo con las obligaciones contempla-
das en la presente ley.

5. Coordinar con el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público y el Departamento Nacional de 
Planeación, la asignación y transferencia a las en-
tidades territoriales de los recursos presupuestales 
requeridos para la ejecución de los planes, proyec-
tos y programas de atención, asistencia y repara-
ción integral a las víctimas de acuerdo con lo dis-
puesto por la presente ley.

6. Ejercer la coordinación nación-territorio, 
para lo cual participará en los comités territoriales 
de justicia transicional.

7. Administrar los recursos necesarios y hacer 
entrega a las víctimas de la indemnización por vía 
administrativa de que trata la presente ley.

8. Administrar el Fondo para la Reparación de 
las Víctimas y pagar las indemnizaciones judicia-
les ordenadas en el marco de la Ley 975 de 2005.

9. Coordinar los lineamientos de la defensa ju-
rídica de las entidades que conforman el Sistema 
Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas 
y asumir directamente la defensa jurídica en rela-
ción con los programas que ejecuta de conformi-
dad con la presente ley.

10. Garantizar los mecanismos y estrategias 
para la efectiva participación de las víctimas con 
enfoque diferencial en el diseño de los planes, pro-
gramas y proyectos de atención, asistencia y repa-
ración integral.

11. Coordinar la creación, fortalecimiento e im-
plementación, así como gerenciar los Centros Re-
gionales de Atención y Reparación que considere 
pertinentes para el desarrollo de sus funciones.

-
mos necesarios para diseñar las medidas de repara-
ción colectiva de acuerdo a los artículos 151 y 152, 
e implementar las medidas de reparación colectiva 
adoptadas por el Comité Ejecutivo de Atención y 
Reparación a las víctimas.

13. Desarrollar estrategias en el manejo, acom-
pañamiento, orientación, y seguimiento de las 
emergencias humanitarias y atentados terroristas.

14. Implementar acciones para garantizar la 
atención oportuna e integral en la emergencia de 
los desplazamientos masivos.

las personas y familias que fueron víctimas de des-
plazamiento forzado, de acuerdo a lo dispuesto por 
el artículo 66.

16. Entregar la asistencia humanitaria a las víc-
timas de que trata el artículo 47 de la presente ley, 
al igual que la ayuda humanitaria de emergencia 
de que trata el artículo 64, la cual podrá ser en-
tregada directamente o a través de las entidades 
territoriales. Realizar la valoración de que trata el 
artículo 65 para determinar la atención humanita-
ria de transición a la población desplazada.

17. Realizar esquemas especiales de acompaña-
miento y seguimiento a los hogares víctimas.

18. Apoyar la implementación de los mecanis-
mos necesarios para la rehabilitación comunitaria 
y social.

19. Contribuir a la inclusión de los hogares víc-
timas en los distintos programas sociales que desa-
rrolle el Gobierno Nacional.

20. Implementar acciones para generar con-
diciones adecuadas de habitabilidad en caso de 
atentados terroristas donde las viviendas han sido 
afectadas.
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21. Las demás que señale el Gobierno Nacional.
Parágrafo. Los Centros Regionales de Atención 

y Reparación de que trata el presente artículo, uni-

la atención de las víctimas, de tal forma que las 
mismas sólo tengan que acudir a estos Centros para 
ser informadas acerca de sus derechos y remitidas 
para acceder de manera efectiva e inmediata a las 
medidas de asistencia y reparación consagradas en 
la presente ley, así como para efectos del Registro 

-
nistrativa Especial de Atención y Reparación Inte-
gral a las Víctimas podrá celebrar convenios inte-
radministrativos con las entidades territoriales o el 
Ministerio Público, y en general celebrar cualquier 

atención a las víctimas de que trata la presente ley. 
Estos centros regionales de atención y reparación 
se soportarán en la infraestructura que actualmen-
te atiende víctimas, para lo cual se coordinará con 

presente ley.
Artículo 169. Desconcentración. La Unidad 

Administrativa Especial para la Atención y Repa-
ración a las Víctimas cumplirá sus funciones de 
forma desconcentrada, a través de las unidades o 
dependencias territoriales con las que hoy cuenta 
la Agencia Presidencial para la Acción Social y la 
Cooperación Internacional o la entidad que cum-
pla sus funciones, para lo cual suscribirá los con-
venios correspondientes.

La Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación podrá suscribir los conve-
nios que se requieran para la buena prestación del 
servicio con las entidades u organismos del orden 
territorial.

Artículo 170. Transición de la institucionali-
dad. Durante el año siguiente a la vigencia de la 
presente ley, el Gobierno Nacional deberá hacer 
los ajustes institucionales que se requieran en las 
entidades y organismos que actualmente cumplen 
funciones relacionadas con los temas objeto de la 

-
ciones y garantizar la continuidad en el servicio, 
sin que en ningún momento se afecte la atención a 
las víctimas.

La Agencia Presidencial para la Acción Social 
y la Cooperación Internacional se transformará en 
un Departamento administrativo que se encargará 

proyectos para la asistencia, atención y reparación 

el artículo 3° de la presente ley, la inclusión social, 
la atención a grupos vulnerables y la reintegración 
social y económica.

Parágrafo. Hasta tanto se adopte la estructu-
ra y la planta de personal de la Unidad Adminis-
trativa Especial para la Atención y Reparación 
Integral a Víctimas, y se transforme la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Coope-
ración Internacional en Departamento Admi-
nistrativo, esta entidad, así como las demás que 

vienen cumpliendo estas funciones, continuarán 
ejecutando las políticas de atención y reparación 
a las víctimas de que trata la presente ley.

Los empleos de carrera administrativa que se 
creen como resultado de las reformas institucio-
nales que deben implementarse en la presente 
ley, serán provistos a través de una convocatoria 
especial que deberá adelantar la Comisión Na-
cional de Servicio Civil, para tales propósitos.

Artículo 171. Transición de la Comisión Na-
cional de Reparación y Reconciliación. La Unidad 
de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
asumirá las funciones y responsabilidades de la 
Comisión Nacional de Reparación y Reconcilia-
ción -CNRR, establecidas en la Ley 975 de 2005 y 
las demás normas y decretos que la reglamentan, 

la expedición de la presente ley. Igualmente, inte-
grará para su funcionamiento toda la documenta-
ción, experiencia y conocimientos acumulados por 
la Comisión Nacional de Reparación y Reconcilia-
ción –CNRR, para lo cual, el Gobierno Nacional, 
en los términos del artículo anterior, garantizará la 
transición hacia la nueva institucionalidad de for-

De igual forma, las funciones de las Comisio-
nes Regionales de Restitución de Bienes a que 

2005, serán asumidas por la Unidad Administrati-
va Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas.

Artículo 172. Coordinación y articulación 
Nación-territorio. La Unidad de Atención y Repa-
ración Integral a las Víctimas, deberá diseñar con 
base en los principios de coordinación, concurren-
cia y subsidiariedad establecidos en la Constitu-
ción Política, una estrategia que permita articular 
la oferta pública de políticas nacionales, departa-
mentales, distritales y municipales, en materia de 
ayuda humanitaria, atención, asistencia y repara-
ción integral, teniendo en cuenta lo siguiente:

Las condiciones diferenciales de las entidades 
territoriales en función de factores tales como su 

insatisfechas e índice de presión, entendido este 
último como la relación existente entre la pobla-
ción víctima por atender de un municipio, distrito 
o departamento y su población total, teniendo en 
cuenta además las especiales necesidades del ente 
territorial en relación con la atención de víctimas.

Articulación de la oferta pública de políticas 
nacionales, departamentales, municipales y distri-
tales, en materia de ayuda humanitaria, atención, 
asistencia y reparación a víctimas.

La estructuración de un sistema de correspon-
sabilidad a través del cual sea posible:

3.1. Efectuar el acompañamiento técnico de las 
instancias del nivel departamental y local, para la 
formulación de los programas de atención y repa-
ración integral de víctimas.
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3.2. Prestar la asistencia técnica, administrativa 
-

sente ley.
3.3. Realizar comunicaciones e información 

oportuna sobre los requerimientos y decisiones 
tomadas al interior del Sistema Nacional de Aten-
ción y Reparación a Víctimas.

3.4. Delegar mediante convenios procesos de 
atención oportuna como lo es respecto de la ca-
racterización de la condición de víctima y de la 

3.5. Proveer a las entidades territoriales la in-
formación que requieran para adecuar sus planes 
de atención y reparación a las víctimas y asignar 

3.6. Establecer el sistema de monitoreo y segui-
miento de las inversiones realizadas y la atención 
prestada para optimizar la atención.

3.7. Realizar una muestra periódica y sistemáti-
ca representativa que permita medir las condicio-
nes de los hogares atendidos por los programas de 
atención y reparación integral en la encuesta de 
goce efectivo de derechos.

en armonía con las autoridades territoriales y las 
condiciones particulares y diferenciadas existentes 
en cada región.

3.9. Establecer esquemas de complementación 
de los esfuerzos seccionales y locales para atender 
las prioridades territoriales frente a las víctimas en 
los términos establecidos en la presente ley.

3.10. Prestar asistencia técnica para el diseño 
de planes, proyectos y programas de acuerdo a 
lo dispuesto en la presente a nivel departamental, 
municipal y distrital, para lo cual contará con la 
participación de dichos entes territoriales, el De-
partamento de Planeación Nacional y la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Repa-
ración Integral a las Víctimas.

Artículo 173. De los comités territoriales de jus-
ticia transicional. El Gobierno Nacional, a través 
de la Unidad Administrativa Especial de Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas, promoverá 
la creación de los Comités Territoriales de Justicia 
Transicional con el apoyo del Ministerio del Inte-
rior y de Justicia, encargados de elaborar planes de 

de lograr la atención, asistencia y reparación inte-
gral a las víctimas, coordinar las acciones con las 
entidades que conforman el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación a las Víctimas en el nivel 
departamental, distrital y municipal, articular la 
oferta institucional para garantizar los derechos de 
las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, 
así como la materialización de las garantías de no 
repetición, coordinar las actividades en materia de 
inclusión social e inversión social para la pobla-
ción vulnerable y adoptar las medidas conducentes 
a materializar la política, planes, programas y es-
trategias en materia de desarme, desmovilización 
y reintegración.

Estos Comités estarán conformados por:
1. El Gobernador o el alcalde quien lo presidirá, 

según el caso.
2. El Secretario de Gobierno departamental o 

municipal, según el caso.
3. El Secretario de Planeación departamental o 

municipal, según el caso.
4. El Secretario de Salud departamental o muni-

cipal, según el caso.
5. El Secretario de Educación departamental o 

municipal, según el caso.
6. El Comandante de División o el comandante 

de Brigada, que tenga jurisdicción en la zona.
7. El Comandante de la Policía Nacional en la 

respectiva jurisdicción.
8. El Director Regional o Coordinador del Cen-

tro Zonal del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar.

9. El Director Regional del Servicio Nacional 
de Aprendizaje (SENA).

10. Un representante del Ministerio Público.
11. Dos representantes de las Mesas de Partici-

pación de Víctimas de acuerdo al nivel territorial, 
según lo dispuesto en el Título VIII de la presente 
ley.

12. Un delegado del Director de la Unidad Ad-
ministrativa Especial de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas.

Parágrafo 1°. Los comités de que trata el pre-
sente artículo, podrán convocar a representantes o 
delegados de otras entidades que en el marco de la 
presente ley contribuyan a garantizar los derechos 
a la verdad, justicia y reparación integral a las víc-
timas, y en general a organizaciones cívicas o a 
las personas o representantes que considere con-
venientes.

Parágrafo 2°. El Gobernador o alcalde. Realiza-
rán la secretaría técnica de los comités territoriales 
de justicia transicional. Para lo cual diseñarán un 
instrumento que les permita hacer seguimiento a 
los compromisos de las entidades que hacen parte 
del Comité.

Parágrafo 3°. Las autoridades que componen el 
-

drán delegar, en ningún caso, su participación en el 
mismo o en cualquiera de sus reuniones.

Artículo 174. De las funciones de las entidades 
territoriales. Con miras al cumplimiento de los 
objetivos trazados en el artículo 161, y en concor-
dancia con los artículos 172 y 173, y dentro del 
año siguiente a la promulgación de la presente 
ley, las entidades territoriales procederán a dise-
ñar e implementar, a través de los procedimientos 
correspondientes, programas de prevención, asis-
tencia, atención, protección y reparación integral 
a las víctimas, los cuales deberán contar con las 
asignaciones presupuestales dentro los respectivos 
planes de desarrollo y deberán ceñirse a los linea-
mientos establecidos en el Plan Nacional para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas.
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Sin perjuicio de lo anterior, las entidades te-
rritoriales cumplirán las siguientes funciones es-
peciales para la atención, asistencia y reparación 
integral a las víctimas:

1. Con cargo a los recursos del presupuesto de-
partamental, distrital o municipal, con sujeción a 

Desarrollo Departamental, Distrital y Municipal y 
en concordancia con el Plan Nacional de Atención 
y Reparación a las Víctimas, deberán prestarles 
asistencia de urgencia, asistencia de gastos fune-
rarios, complementar las medidas de atención y 
reparación integral y gestionar la presencia y res-
puesta oportuna de las autoridades nacionales res-
pectivas para la atención, asistencia y reparación 
integral a las víctimas.

2. Con cargo a los recursos que reciban del Sis-
tema General de Participaciones y con sujeción a 
las reglas constitucionales y legales correspondien-

de los servicios de salud, educación, agua potable 
y saneamiento básico.

3. Con sujeción a las órdenes y directrices que 
imparta el Presidente de la República para el man-
tenimiento, conservación y restablecimiento del 
orden público, garantizar la seguridad y protección 
personal de las víctimas con el apoyo de la Policía 
Nacional de la cual deben disponer a través de los 
Gobernadores y Alcaldes como primeras autorida-
des de policía administrativa en los órdenes depar-
tamental, distrital y municipal. Para tal efecto, el 
Ministerio del Interior y de Justicia coordinará con 
las autoridades territoriales la implementación de 
estas medidas.

4. Elaborar y ejecutar los planes de acción para 
garantizar la aplicación y efectividad de las me-
didas de prevención, asistencia, atención y repa-
ración integral a las víctimas en sus respectivos 
territorios, que respondan a los distintos hechos 
victimizantes generados por las violaciones con-
templadas en el artículo 3° de la presente ley.

Parágrafo 1º. Los planes y programas que adop-
ten las entidades territoriales deben garantizar los 
derechos fundamentales de las víctimas y tendrán 
en cuenta el enfoque diferencial.

Parágrafo 2º. La actuación de los departamen-
tos, distritos y municipios corresponde a la que 
en cumplimiento de los mandatos constitucional 
y leal deben prestar a favor de la población, sin 
perjuicio de la actuación que deban cumplir esas y 
las demás autoridades públicas con sujeción a los 
principios de concurrencia, complementariedad y 
subsidiariedad.

Parágrafo 3º. Los alcaldes y los Concejos Dis-
tritales y Municipales, respectivamente garantiza-
rán a las Personerías Distritales y Municipales los 
medios y los recursos necesarios para el cumpli-
miento de las funciones relacionadas con la imple-
mentación de la presente ley.

CAPÍTULO IV
Plan Nacional de Atención y Reparación  

Integral a las Víctimas
Artículo 175. Diseño y objetivos del Plan Na-

cional de Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas. El Gobierno Nacional, dentro del año si-
guiente a la expedición de la presente ley, adoptará 
mediante decreto reglamentario, el Plan Nacional 
de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
el cual establecerá los mecanismos necesarios para 
la implementación de todas las medidas de aten-
ción, asistencia y reparación contempladas en la 
presente ley.

Para tal efecto, el Gobierno Nacional deberá 
elaborar un documento CONPES el cual conten-
drá el plan de ejecución de metas, presupuesto y el 
mecanismo de seguimiento, y determinará anual-
mente, la destinación, los mecanismos de transfe-
rencia y ejecución, el monto de los recursos y las 
entidades, de acuerdo a las obligaciones contem-

Parágrafo. El Gobierno Nacional propenderá 
por incluir a las víctimas en el proceso de diseño y 
seguimiento del Plan de Atención y Reparación a 
las Víctimas.

Artículo 176. De los objetivos. Los objetivos 
del Plan Nacional de Atención y Reparación In-
tegral a las Víctimas, serán los siguientes, entre 
otros:

1. Adoptar las medidas de asistencia y atención 
señaladas en la presente ley, en disposiciones vi-
gentes y en pronunciamiento de las Altas Cortes 
sobre la materia.

2. Implementar las medidas de reparación inte-
gral que sirvan a los programas que debe diseñar 
el Estado colombiano en procura de garantizar la 
reparación a las víctimas, teniendo en cuenta los 
principios del Derecho Internacional Humanitario, 
normas Internacionales de Derechos Humanos, 
normas constitucionales y demás vigentes sobre la 
materia, así como los criterios de reparación enun-
ciados por la jurisprudencia y la Comisión Nacio-
nal de Reparación y Reconciliación.

3. Adoptar mecanismos que faciliten la asisten-
cia legal a las víctimas para garantizar el derecho 
a la verdad, la justicia, la restitución de los dere-
chos vulnerados y de sus bienes patrimoniales, así 
como el derecho a la reparación integral.

4. Diseñar y adoptar medidas que garanticen 
a las víctimas su acceso a planes, programas y 
proyectos integrales de desarrollo urbano y rural, 
ofreciéndole los medios necesarios para la repara-
ción del daño sufrido, evitando procesos de revic-
timización.

5. Brindar atención especial a las mujeres y ni-
ños, preferencialmente a las viudas, mujeres cabe-
za de familia y huérfanos.

6. Diseñar una estrategia de atención integral 
a las víctimas para articular la atención que brin-

procurando además la plena articulación entre el 
nivel central y el territorial.
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7. Programar las herramientas necesarias para 
ejecutar y realizar seguimiento y monitoreo al 
Sistema de Información que permita el manejo e 
intercambio de la información sobre las víctimas, 
entre las diferentes instituciones del Estado que las 

-
caz información nacional y regional.

Parágrafo. Para el cumplimiento del Plan Na-
cional se requiere la implementación del diseño 
institucional a nivel nacional y territorial, y que los 
programas satisfagan las necesidades de atención 
y el derecho a la reparación de las víctimas.

CAPÍTULO IV
Fondo de Reparación para las Víctimas  

de la Violencia
Artículo 177. Fondo de Reparación. El artículo 

54 de la Ley 975 de 2005 será adicionado con el 
siguiente inciso:

Adicionalmente este Fondo estará conformado 
por las siguientes fuentes:

a) El producto de las multas impuestas a los in-
dividuos o a los grupos armados al margen de la 
ley en el marco de procesos judiciales y adminis-
trativos;

b) Las contribuciones voluntarias efectuadas 
por gobiernos, organizaciones internacionales, 
particulares, sociedades y otras entidades;

-
cieras como resultado de la opción de donación 

electrónicos y transacciones por Internet;
d) Las sumas recaudadas por almacenes de ca-

dena y grandes supermercados por concepto de 
donación voluntaria de la suma requerida para el 
redondeo de las vueltas;

e) El monto de la condena económica de quie-
nes han sido condenados por concierto para delin-

grupos armados al margen de la ley;
f) El monto establecido en la sentencia como 

consecuencia al apoyo brindado por las empresas 

al margen de la ley;
g) Los recursos provenientes de los procesos de 

extinción de dominio que se surtan en virtud de la 
Ley 793 de 2002, en las cuantías o porcentajes que 
determine el Gobierno Nacional.

Parágrafo 1º. Los bienes inmuebles rurales que 
han ingresado al Fondo de Reparación para las 
Víctimas de la violencia, serán trasladados a peti-
ción de la Unidad Especial de Gestión de Tierras 
Despojadas, en los términos y mediante el procedi-
miento que el Gobierno Nacional establecerá para 
el efecto. A partir de la expedición de la presente 
ley, los bienes inmuebles entregados en el marco 
del proceso de la Ley 975 de 2005, serán trans-
feridos directamente a la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Tierras Despojadas a su so-
licitud, y siempre que ello no afecte destinaciones 

la Ley 975 de 2005 y demás normas que regulan 
la materia.

disponer las medidas necesarias para informar a 
sus usuarios y clientes de cajeros electrónicos y 
portales de internet, sobre la opción de contribuir 
al Fondo de Reparación del que trata el presente 
artículo, mediante la donación de una suma no me-
nor del 1% del salario mínimo diario vigente, por 
cada transacción realizada.

Parágrafo 3°. Los almacenes de cadena y gran-
des supermercados dispondrán las medidas ne-
cesarias para informar a sus clientes acerca de la 
opción de contribuir voluntariamente al Fondo de 
Reparación del que trata el presente artículo me-
diante la donación de la suma requerida para el re-
dondeo de las vueltas. Dichas sumas serán transfe-
ridas cada mes vencido al Fondo de Reparaciones 
y los costos de la transferencia serán directamente 
asumidos por los almacenes y grandes supermer-
cados.

Parágrafo 4°. La disposición de los bienes que 
integran el Fondo para la Reparación de las Víc-

de 2005 se realizará a través del derecho privado. 
Para su conservación podrán ser objeto de comer-
cialización, enajenación o disposición a través de 
cualquier negocio jurídico, salvo en los casos, en 
que exista solicitud de restitución, radicada for-
malmente en el proceso judicial, al cual están vin-
culados los bienes por orden judicial.

La enajenación o cualquier negocio jurídico 
sobre los bienes del Fondo se realizará mediante 

de Registro correspondiente, cuando la naturaleza 
jurídica del bien lo exija.

CAPÍTULO V
Régimen disciplinario de los funcionarios  

públicos frente a las víctimas
Artículo 178. Deberes de los funcionarios pú-

blicos. Son deberes de los funcionarios públicos 
frente a las víctimas:

1. Respetar y asegurar que se respeten y aplicar 
las normas Internacionales de Derechos Humanos 
y del Derecho Internacional Humanitario.

rápida, completa e imparcial.
3. Tratar a las víctimas con humanidad y respe-

to de su dignidad y sus Derechos Humanos.
4. Adoptar o solicitar a la autoridad competente 

en forma inmediata las medidas apropiadas para 
garantizar la seguridad, su bienestar físico y psi-
cológico y su intimidad, así como los de sus fami-
lias, de acuerdo con los programas de protección 
existentes.

5. Tratar a las víctimas con consideración y 
atención especiales para que los procedimientos 
jurídicos y administrativos destinados a hacer jus-
ticia y conceder una reparación no den lugar a un 
nuevo trauma.
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6. Velar por el acceso igual y efectivo a la justi-
cia; la reparación adecuada y efectiva del derecho 
menoscabado y el acceso a información pertinente 
sobre las violaciones y los mecanismos de repa-
ración, con independencia de quien resulte ser en 

7. Adoptar o solicitar a la autoridad competen-

conseguir que no continúen las violaciones.

y completa, en la medida en que no provoque más 
daños o amenace la seguridad y los intereses de la 
víctima, de sus familiares, de los testigos o de per-
sonas que han intervenido para ayudar a la víctima 
o impedir que se produzcan nuevas violaciones.

9. Adelantar todas las acciones tendientes a la 
búsqueda de las personas desaparecidas, de las 
identidades de los secuestrados y de los cadáveres 
de las personas asesinadas, incluidas las personas 

prestar la ayuda para establecer el paradero de las 
-

humarlos según el deseo explícito o presunto de 
la víctima o las tradiciones o prácticas culturales 
de su familia y comunidad. La aplicación del Plan 
Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas 
es obligatoria.

Parágrafo 1°. Los deberes mencionados en los 
numerales 6, 8, y 9 serán predicables frente a las 
autoridades competentes.

Parágrafo 2°. El Ministerio Público vigilará el 
cumplimiento de los deberes aquí consagrados, es-
pecialmente, el deber legal de búsqueda de las víc-
timas incorporadas al Registro Nacional de Des-
aparecidos. La omisión del deber legal de búsque-

parte de los funcionarios públicos será sancionado 
disciplinariamente.

Artículo 179. Faltas disciplinarias. Incurrirá en 
falta disciplinaria gravísima el funcionario público 
que:

1. Estando obligado a ello se niegue a dar una 

reputación y los derechos de la víctima y de las 
personas estrechamente vinculadas a ella.

2. Estando obligado a ello se niegue a dar una 
disculpa pública que incluya el reconocimiento de 
los hechos y la aceptación de responsabilidades.

3. Impida u obstaculice el acceso de las vícti-
mas y sus representantes a la información, no su-
jeta a reserva legal, sobre las causas de su victi-
mización y sobre las causas y condiciones de las 

presente ley, así como a conocer la verdad acerca 
de esas violaciones.

4. Proporcione información falsa a las víctimas 
o sobre los hechos que produjeron la victimiza-
ción.

5. Discrimine por razón de la victimización.

Artículo 180. Responsabilidad de funciona-
rios. Sin perjuicio de la responsabilidad penal o 
disciplinaria a que hubiere lugar, los funcionarios 
públicos que en el ejercicio del proceso penal o 
cualquier otro tipo de actuación jurisdiccional o 
administrativa afecten derechos de las víctimas, 
responderán ante los Tribunales y Juzgados com-
petentes por dichas infracciones.

TÍTULO VII
PROTECCIÓN INTEGRAL A LOS NIÑOS,  

NIÑAS Y ADOLESCENTES VÍCTIMAS
Artículo 181. Derechos de los niños, niñas y 

adolescentes víctimas. Para efectos de la presente 
ley se entenderá por niño, niña y adolescente toda 
persona menor de 18 años. Los niños, niñas y ado-
lescentes víctimas de las violaciones contempla-
das en el artículo 3° de la presente ley, gozarán de 
todos los derechos civiles, políticos, sociales, eco-
nómicos y culturales, con el carácter de preferente 
y adicionalmente tendrán derecho, entre otros:

1. A la verdad, la justicia y la reparación inte-
gral.

2. Al restablecimiento de sus derechos preva-
lentes.

3. A la protección contra toda forma de violen-
cia, perjuicio o abuso físico o mental, malos tratos 
o explotación, incluidos el reclutamiento ilícito, el 
desplazamiento forzado, las minas antipersonal y 
las municiones sin explotar y todo tipo de violen-
cia sexual.

Parágrafo. Para los efectos del presente Título 
serán considerados también víctimas, los niños, 
niñas y adolescentes concebidos como consecuen-
cia de una violación sexual con ocasión del con-

Artículo 182. Reparación integral. Los niños, 
niñas y adolescentes víctimas en los términos de 
la presente ley, tienen derecho a la reparación inte-
gral. Este derecho incluye las medidas de indem-
nización, rehabilitación, satisfacción, restitución y 
garantías de no repetición.

Parágrafo 1°. La reparación integral prevista 
en este artículo será asumida por el Estado en su 
conjunto a través de las entidades competentes, en 
particular las que integran el Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar.

Parágrafo 2°. El Comité Ejecutivo para la Aten-
ción y Reparación a las Víctimas con apoyo del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como 
coordinador del Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar, deberá diseñar con fundamento en la pre-

garan-
tizar un proceso de reparación integral para los ni-
ños, niñas y adolescentes víctimas, el cual deberá 
estar contenido en el documento Conpes de que 
trata la presente ley.

Artículo 183. Restablecimiento de los dere-
chos. Los derechos de niños, niñas y adolescentes 
que han sido vulnerados, deberán ser restablecidos 
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mediante los procesos y mecanismos que la Cons-
titución y las leyes y, en particular, el Código de 

Artículo 184. Derecho a la indemnización. Los 
niños, niñas y adolescentes víctimas tienen el de-
recho a obtener una indemnización. Los padres, o 
en su defecto, el defensor de familia, podrán elevar 
la solicitud, como representantes legales del niño, 
niña o adolescente, de la indemnización a la que 
estos tengan derecho.

Cuando los niños, niñas o adolescentes hubie-
ren sido víctimas del reclutamiento ilícito, deben 
haber sido desvinculados del grupo armado orga-
nizado al margen de la ley siendo menores de edad 
para acceder a la indemnización.

Artículo 185. -
rios para niños, niñas y adolescentes. La entidad 
judicial o administrativa que reconozca la indem-
nización a favor de un niño, niña o adolescente, 
ordenará, en todos los casos, la constitución de 

-
gurándose que se trate del que haya obtenido en 

los últimos seis meses. La suma de dinero les será 
entregada una vez alcancen la mayoría de edad.

Artículo 186. Acceso a la justicia. Es obliga-
ción del Estado, investigar y sancionar a los au-
tores y partícipes de las violaciones contempladas 
en el artículo 3° de la presente ley, de las que sean 
víctimas los niños, niñas y adolescentes.

Para el efecto, la Fiscalía General de la Nación, 
la Procuraduría General de la Nación, la Defenso-
ría del Pueblo y el Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar diseñarán conjuntamente los meca-
nismos para garantizar su participación, con miras 
a la efectiva realización de los derechos a la ver-
dad, la justicia y la reparación.

Artículo 187. Reconciliación. Los niños, niñas 
y adolescentes, tienen derecho a que el Estado en 
su conjunto, garantice un proceso de construcción 
de convivencia y de restauración de las relaciones 

sociedad.
Para el efecto el Instituto Colombiano de Bien-

estar Familiar, tomando en consideración las reco-
mendaciones de la Comisión Nacional de Repa-
ración y Reconciliación, impartirá las directrices 
de una política de Reconciliación para que sean 
adoptadas por el Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar.

Artículo 188. Niños, niñas y adolescentes huér-
fanos. Todos los niños, niñas y adolescentes huér-
fanos tanto de padre y madre, o de solo uno de 
ellos, como consecuencia de las violaciones a las 

-
drán derecho a la reparación integral. Cualquier 
autoridad del orden departamental, regional o lo-
cal, y cualquier servidor público que tenga cono-
cimiento de esta situación, deberá comunicar tal 
situación de manera inmediata al Instituto Colom-
biano de Bienestar Familiar, para que a través del 

Defensor de Familia, se inicien los trámites judi-
ciales y administrativos orientados a la reparación 
integral de sus derechos.

Artículo 189. Niños, niñas y adolescentes víc-
timas de minas antipersonales, municiones sin 
explotar y artefactos explosivos improvisados. 
Todos los niños, niñas y adolescentes víctimas de 
minas antipersonal, municiones sin explotar y ar-
tefactos explosivos improvisados tendrán derecho 
a la reparación integral. Los niños, niñas y adoles-
centes víctimas de minas antipersonal, municiones 
sin explotar y artefactos explosivos improvisados 
tendrán derecho a recibir de manera gratuita y por 

tratamiento médico, prótesis, órtesis y asistencia 
psicológica, que garanticen su plena rehabilita-
ción.

Parágrafo. El reconocimiento y pago del trata-
miento de que trata el presente artículo, se hará por 
conducto del Ministerio de la Protección Social 
con cargo a los recursos al Fondo de Solidaridad y 
Garantía del Sistema General de Seguridad Social 
en salud, Fosyga, subcuenta de eventos catastró-

-
biertos por otro ente asegurador en salud y dando 
cabal cumplimiento y desarrollo al Título III de 

Artículo 190. Niños, niñas y adolescentes víc-
timas del reclutamiento ilícito. Todos los niños, 
niñas y adolescentes víctimas del reclutamiento, 
tendrán derecho a la reparación integral en los tér-
minos de la presente ley. Los niños, niñas y adoles-
centes víctimas del delito de reclutamiento ilícito 
podrán reclamar la reparación del daño, de acuer-
do con la prescripción del delito consagrada en el 
artículo 83 del Código Penal.

La restitución de los derechos de los niños, ni-
ñas y adolescentes estará a cargo del Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar. Una vez los niños, 
niñas y adolescentes cumplan la mayoría de edad, 
podrán ingresar al proceso de reintegración social 
y económica que lidera la Alta Consejería para la 
Reintegración Social y Económica de Personas y 
Grupos Alzados en Armas, siempre que cuenten 

armado organizado al margen de la ley expedida 
por el Comité Operativo para la Dejación de las 
Armas.

Artículo 191. Norma más favorable. Las nor-
mas del presente título se aplicarán sin perjuicio 
de lo dispuesto en otras disposiciones de esta ley. 
En caso de duda, en los procesos de reparación 
administrativa, se aplicará la disposición que sea 
más favorable para el niño, niña o adolescente, en 
consonancia con el interés superior del niño.

TÍTULO VIII
PARTICIPACIÓN DE LAS VÍCTIMAS

Artículo 192. Es deber del Estado de garantizar 
la participación efectiva de las víctimas en el di-
seño, implementación ejecución y sentimiento al 
cumplimiento de la ley y los planes, proyectos y 



Página 108 Miércoles, 6 de julio de 2011 GACETA DEL CONGRESO  483

programas que se creen con ocasión de la misma. 
Para esto se deberá hacer uso de los mecanismos 
democráticos previstos en la Constitución y la ley, 
para lo cual deberá, entre otros:

Garantizar la disposición de los medios e instru-
mentos necesarios para la elección de sus represen-
tantes en las instancias de decisión y seguimiento 
previstas en esta ley, el acceso a la información 
el diseño de espacios de participación adecuados 
para la efectiva participación de las víctimas en los 
niveles nacional, departamental y municipal.

Llevar a cabo ejercicios de rendición de cuentas 
sobre el cumplimiento de los planes, proyectos y 
programas que se diseñen y ejecuten en el marco 
de esta ley y en cumplimiento de lo dispuesto por 
el artículo 209 de la Constitución Política. Estos 
ejercicios deberán contar con la participación de 
las organizaciones de víctimas.

Artículo 193. Mesa de participación de vícti-
mas. Se garantizará la participación oportuna y 
efectiva de las víctimas de las que trata la presente 
ley, en los espacios de diseño, implementación, eje-
cución y evaluación de la política a nivel nacional, 

deberán conformar las Mesas de Participación de 
Víctimas, propiciando la participación efectiva de 
mujeres, niños, niñas y adolescentes, adultos ma-

Se garantizará la participación en estos espacios 
de organizaciones defensoras de los derechos de 
las víctimas y de las organizaciones de víctimas, 

las víctimas en la elección de sus representantes en 
las distintas instancias de decisión y seguimiento 
al cumplimiento de la ley y los planes, proyectos y 
programas que se creen en virtud de la misma, par-
ticipar en ejercicios de rendición de cuentas de las 
entidades responsables y llevar a cabo ejercicios 
de veeduría ciudadanía, sin perjuicio del control 
social que otras organizaciones al margen de este 
espacio puedan hacer.

Parágrafo 1º. Para la conformación de las mesas 
a nivel municipal, departamental y nacional, las 
organizaciones de las que trata el presente artículo 
interesadas en participar en ese espacio, deberán 
inscribirse ante la Personería en el caso del nivel 
municipal o distrital, o ante la Defensoría del Pue-
blo en el caso departamental y nacional, quienes a 
su vez ejercerán la Secretaría técnica en el respec-
tivo nivel.

Será requisito indispensable para hacer parte de 
la Mesa de Participación de Víctimas a nivel de-
partamental, pertenecer a la Mesa de Participación 
de Víctimas en el nivel municipal correspondiente, 
y para la Mesa de Participación de Víctimas del 
nivel nacional, pertenecer a la mesa en el nivel de-
partamental correspondiente.

Parágrafo 2º. Estas mesas se deberán conformar 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedi-
ción de la presente ley. El Gobierno Nacional de-

berá garantizar los medios para la efectiva partici-
pación, a través de la Unidad Administrativa para 
la Atención y Reparación Integral a las víctimas.

Parágrafo 3º. La Mesa de Participación de Víc-
timas a nivel nacional, será la encargada de la 
elección de los representantes de las víctimas que 
harán parte del Consejo Directivo de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas, los representantes ante el 
Comité Ejecutivo de Atención y Reparación a las 
Víctimas de acuerdo al artículo 164, así como los 
representantes del Comité de Seguimiento y Moni-
toreo que establece la presente ley. Representantes 
que serán elegidos de los integrantes de la mesa.

Las Mesas de Participación de Víctimas a nivel 
territorial serán las encargadas de la elección de 
los representantes de las víctimas que integren los 
Comités Territoriales de Justicia Transicional de 
que trata el artículo 173.

Parágrafo 4º. La Unidad Administrativa Espe-
cial para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas deberá establecer el procedimiento para 
que las instancias de organización y participación 
de la población desplazada, existentes al momento 
de expedición de la presente ley, queden incorpo-
radas dentro de las mesas de que trata el presente 
artículo.

Artículo 194. Herramientas de participación. 
Para garantizar la participación efectiva de que 
trata el presente Título, los alcaldes, gobernado-
res y el Comité Ejecutivo de Atención y Repara-
ción a las víctimas, contarán con un protocolo de 

condiciones necesarias para el derecho a la parti-
cipación.

Ese protocolo de participación efectiva deberá 
garantizar que las entidades públicas encargadas 
de tomar decisiones en el diseño, implementación 
y ejecución de los planes y programas de atención 
y reparación remitan con anticipación a las Mesas 
de Participación de Víctimas del nivel municipal, 
distrital, departamental y nacional, según corres-
ponda, las decisiones proyectadas otorgándoles a 
los miembros de las respectivas mesas la posibili-
dad de presentar observaciones.

Las entidades públicas encargadas de la toma de 
decisiones deberán valorar las observaciones reali-
zadas por las Mesas de Participación de Víctimas, 
de tal forma que exista una respuesta institucional 
respecto de cada observación. Las observaciones 
que una vez valoradas, sean rechazadas, deben ser 
dadas a conocer a las respectivas mesas con la jus-

TÍTULO IX
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 195. Extraditados. En virtud del prin-
cipio de coherencia externa establecido en el artí-
culo 12, para contribuir a la efectividad del dere-
cho a la justicia, el Estado colombiano adoptará las 
medidas conducentes a garantizar la participación 
efectiva de las víctimas en las investigaciones, pro-
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cesos y procedimientos judiciales de los integran-
tes de grupos armados organizados al margen de la 
ley o desmovilizados de estos grupos que hubieren 
sido condenados por las violaciones a las que se 

encuentran en jurisdicción extranjera por efecto de 
extradición concedida por el Estado colombiano. 
De la misma manera el Estado procurará adoptar 
medidas conducentes para su colaboración con la 
administración de justicia, a través de testimonios 
dirigidos a esclarecer hechos y conductas, relacio-
nadas con las violaciones contempladas en el artí-
culo 3° de la presente ley.

Para contribuir a la efectividad del derecho a 
la verdad adoptará las medidas conducentes para 

artículo, revelen los motivos y las circunstancias 
en que se cometieron las violaciones y en caso de 
fallecimiento o desaparición, la suerte que corrió 
la víctima.

Para contribuir a la efectividad del derecho a 
la reparación adoptará las medidas tendientes a 
garantizar que los bienes de los extraditados sean 
entregados o incautados con destino al fondo de 
reparación para las víctimas establecido en el artí-
culo 54 de la Ley 975 de 2005.

Artículo 196. Medidas de satisfacción y repara-
ción simbólica por parte de algunos actores. Los 
miembros de las organizaciones armadas al mar-
gen de la ley, que en desarrollo de procesos de paz 
adelantados con el Gobierno Nacional, se hayan 

auto inhibitorio, preclusión de la investigación o 
cesación de procedimiento, en los términos previs-
tos en las Leyes 77 de 1989, 104 de 1993 y 418 
de 1997 y los Decretos 206 de 1990, 213 de 1991 
y 1943 de 1991 y la Organización Revolucionaria 
del Pueblo (ORP), estarán obligados a enaltecer 
la memoria de sus víctimas a través de la ejecu-
ción de las medidas de satisfacción y de reparación 
simbólica previstas en esta ley.

Para tal efecto, el Gobierno Nacional a través 
del Ministerio del Interior y de Justicia tendrá un 
término máximo de cuatro (4) meses para realizar 
un informe de los miembros de dichas organiza-

del Estado.
Esta información será remitida al coordinador 

del Sistema Nacional de Atención y Reparación 
a las Víctimas, quien en el término de doce (12) 
meses, deberá imponer las medidas que resulten 
necesarias para que las personas relacionadas en 
el informe presentado por el Gobierno Nacional, 
procedan individual o colectivamente, a ejecutar 
las medidas de satisfacción o compensación moral 
necesarias y de reparación simbólica previstas en 
esta ley.

-
cia y proporcionalidad de las medidas a imponer se 
somete a la decisión del coordinador del Sistema 
Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas.

Quienes hayan pertenecido a las organizaciones 
armadas al margen de la ley, podrán acudir direc-
tamente al Ministerio del Interior y de Justicia, en 
el término máximo de tres (3) meses, para poner 
de presente su intención de enaltecer a las vícti-
mas, en desarrollo del procedimiento consagrado 
en esta disposición.

Como resultado del trámite aquí previsto, el di-
rector del Sistema Nacional de Atención y Repara-
ción a las Víctimas procederá, con la colaboración 
de los organismos competentes, a la elaboración y 
divulgación de un documental, con cargo al Fon-
do para el Desarrollo de la Televisión Pública, en 
el que se reavive la memoria de las víctimas y se 
haga público el perdón de los victimarios por los 
hechos cometidos. Todas las entidades del Estado 
estarán obligadas a otorgar los medios dispuestos 
a su alcance para garantizar la realización de este 
documental, el cual deberá ser transmitido por el 
Canal Institucional y por los canales regionales y 
privados, en los términos en que se establezca por 
la Comisión Nacional de Televisión, o la entidad 
que haga sus veces.

Artículo 197. Financiación de medidas de aten-
ción y reparación integral a las víctimas de viola-
ciones a los Derechos Humanos e infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario, con ocasión 

Las medidas que im-
pliquen un aumento de las funciones de las ins-
tituciones del Estado, deben ser asumidas con el 
espacio presupuestal establecido para cada una en 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo. De igual forma 
los programas o proyectos estructurados en desa-
rrollo de esta ley deben priorizarse por las entida-
des dentro de su oferta institucional y su espacio 

-
titucionales y legales que les han sido asignadas 
a los demás organismos y entidades estatales, que 
también tienen carácter prioritario.

Artículo 198. Inscripción fraudulenta de vícti-
mas. Si con posterioridad al reconocimiento de la 
indemnización administrativa se demostrare que la 
persona no tenía la calidad de víctima o de bene-

-
ñosa o fraudulenta, se revocarán las medidas de 
indemnización otorgadas, se ordenará el reintegro 
de los recursos que se hubieren reconocido y en-
tregado por este concepto y se compulsarán copias 
a la autoridad competente para la investigación a 
que haya lugar.

Artículo 199. Fraude en el registro de víctimas. 
El que obtenga el registro como víctima, alteran-
do o simulando deliberadamente las condiciones 
requeridas para su inscripción, u ocultando las 
que la hubiesen impedido, incurrirá en prisión de 
cinco (5) a ocho (8) años. De la misma manera, 
el servidor público que teniendo conocimiento de 
la alteración o simulación fraudulenta, facilite, o 
efectúe la inscripción en el registro de las víctimas, 
incurrirá en la misma pena e inhabilidad para el 
ejercicio de derechos y funciones públicas de cin-
co (5) a ocho (8) años.
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Artículo 200. Informes de ejecución de la ley. 
El Presidente de la República deberá presentar un 
informe anual sobre los avances en la ejecución y 
cumplimiento de la presente ley, el cual deberá ser 
presentado al Congreso de la República dentro del 
mes siguiente a cada inicio de legislatura.

La presentación de este informe se transmitirá 
por el canal institucional y los canales regionales. 
De igual manera, deberá ser publicado en los por-
tales de internet de todas las entidades que compo-
nen el Sistema Nacional de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas y serán distribuidas las co-
pias impresas que se consideren convenientes para 
que las víctimas y sus organizaciones, así como la 
sociedad civil en general accedan a él.

Artículo 201. Mecanismo de monitoreo y se-
guimiento al cumplimiento de la ley. Confórmese 
la Comisión de Seguimiento y Monitoreo, la cual 
tendrá como función primordial hacer seguimiento 
al proceso de diseño, implementación, ejecución y 
cumplimiento de las medidas contenidas en esta 
ley.

Estará conformada por:
1. El Procurador General de la Nación o su de-

legado, quien la presidirá.
2. El Defensor del Pueblo o su delegado, quien 

llevará la secretaría técnica.
3. El Contralor General de la Nación o su de-

legado.
4. Tres representantes de las víctimas de acuer-

do con el procedimiento establecido en el Título 
VIII, los cuales deberán ser rotados cada dos años.

Parágrafo 1°. La comisión deberá reunirse por 
lo menos una vez cada seis (6) meses y rendir un 
informe al Congreso de la República dentro del 
mes siguiente a cada inicio de legislatura de cada 
año.

Parágrafo 2°. Las funciones de seguimiento y 
monitoreo por parte de la Procuraduría General de 
la Nación y de la Contraloría General de la Re-
pública se ejercerán sin perjuicio de las funciones 
constitucionales y legales que ejercen como orga-
nismos de control.

De igual manera deberán compulsar copias a la 
Fiscalía General de la Nación cuando en el ejer-
cicio de las funciones atribuidas a esta comisión 
evidencien la ocurrencia de un ilícito.

Artículo 202. Las Mesas Directivas de las Co-
misiones Primeras de Senado y Cámara conforma-
rán una comisión en la que tendrán asiento todos 
los partidos y movimientos políticos representados 
en las respectivas comisiones, encargada de efec-
tuar el seguimiento de la aplicación de esta ley, 
recibir las quejas que se susciten en ocasión de la 
misma y revisar los informes que se soliciten al 
Gobierno nacional.

El Gobierno deberá presentar informes dentro 
de los primeros diez (10) días de cada periodo le-
gislativo a las comisiones de que trata este artícu-
lo, referidos a la utilización de las atribuciones que 

sobre las medidas tendientes a mejorar las condi-
ciones sociales, psicológicas y económicas de las 
víctimas. Estas comisiones designaron un coordi-
nador respectivamente.

Artículo 203. Rutas y medios de acceso. El 
Comité Ejecutivo de Atención y Reparación a las 
Víctimas en el marco de sus funciones, deberá ela-
borar la ruta única de acceso a las medidas de ayu-
da humanitaria, atención, asistencia y reparación 
contempladas en la presente ley, a través de las 
cuales las víctimas podrán ejercer sus derechos.

De igual manera, y de acuerdo al artículo 30 de 
la presente ley, el Ministerio Público deberá velar, 
para que las entidades que conforman el Sistema 
Nacional de Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, hagan uso de la ruta única.

Artículo 204. El Gobierno Nacional, a tra-
vés del Ministerio de Relaciones Exteriores, y de 
acuerdo a lo dispuesto en el artículo 30, garanti-
zará que las víctimas de que trata la presente ley 
que se encuentren fuera del país sean informadas y 
orientadas adecuadamente acerca de sus derechos, 
medidas y recursos.

Artículo 205. De conformidad con el artículo 
150 numeral 10 de la Constitución Nacional, re-
vístase al Presidente de la República de precisas 
facultades extraordinarias, por el término de seis 
(6) meses contados a partir de la expedición de la 
presente ley, para expedir por medio de decretos 
con fuerza de ley, la regulación de los derechos y 
garantías de las víctimas pertenecientes a pueblos 
y comunidades indígenas, ROM y negras, afroco-
lombianas, raizales y palenqueras en lo relativo a:

a) Generar el marco legal de la política pública 
de atención, reparación integral y de restitución de 
tierras de las víctimas pertenecientes a pueblos y 
comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolom-
bianas, raizales y palenqueras de conformidad con 
la Constitución Nacional, los instrumentos inter-
nacionales que hacen parte del bloque de consti-
tucionalidad, las leyes, la jurisprudencia, los prin-
cipios internacionales a la verdad, la justicia, la 
reparación y las garantías de no repetición.

b) En la elaboración de las normas con fuerza 
de ley que desarrollen la política pública diferen-
cial para las víctimas pertenecientes a pueblos y 
comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolom-
bianas, raizales y palenqueras, el Gobierno Nacio-
nal consultará a los pueblos étnicos a través de las 
autoridades y organizaciones representativas bajo 
los parámetros de la jurisprudencia constitucional, 

cumplimiento al derecho fundamental de la con-
sulta previa. La metodología de la consulta previa 
para la elaboración de las normas con fuerza de ley 
que desarrollen la política pública diferencial para 
las víctimas pertenecientes a pueblos y comuni-
dades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras, será concertada entre el go-
bierno nacional y los pueblos étnicos a través de 
las autoridades y organizaciones representativas.
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Parágrafo 1°. Hasta la aprobación de las normas 
con fuerza de ley que desarrollen la política pú-
blica diferencial para las víctimas pertenecientes a 
pueblos y comunidades indígenas, ROM y negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras, las nor-
mas que puedan afectar a estas comunidades que-
darán condicionadas a la realización de la consulta 
previa de todo proyecto, programa o presupuesto 
que pueda llegar a afectarlas.

Parágrafo 2°. Las facultades extraordinarias 
conferidas al Presidente de la República en el pre-
sente artículo para desarrollar la política pública 
diferencial para la atención, reparación integral y 
restitución de tierras a las víctimas pertenecientes 
a pueblos y comunidades indígenas, ROM, negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras, serán 

-
tencia material de estos pueblos tradicionales, así, 
como para incluir diferencialmente sus derechos 
en tanto a víctimas de violaciones graves y mani-

Humanos o infracciones al Derecho Internacio-
nal Humanitario.

Parágrafo 3°. Las facultades conferidas al Pre-
sidente de la República comprenderán en el mismo 

la defensoría del pueblo creando, suprimiendo o 
-

plimiento y desarrollo de las funciones y compe-
tencias asignadas a la institución en esta ley.

Artículo 206. Desarrollo rural. El Gobierno 
Nacional, a través del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, deberá presentar en un término 
de seis (6) meses a partir de la expedición de la 
presente ley, la iniciativa que regule el desarrollo 
rural del país, donde se prioricen las víctimas de 
despojo y abandono forzado, en el acceso a crédi-
tos, asistencia técnica, adecuación predial, progra-
mas de comercialización de productos, entre otros, 
que contribuyan a la reparación de las víctimas.

Artículo 207. Cualquier persona que demande 
la condición de víctima en los términos del artí-
culo 3º de la presente ley, que utilice las vías de 
hecho para invadir, usar u ocupar un predio del 
que pretenda restitución o reubicación como medi-
da reparadora, sin que su situación jurídica dentro 
del proceso de restitución de tierras despojadas y 
abandonadas forzosamente haya sido resuelta en 
los términos de los artículos 91, 92 y siguientes 
de la presente ley, o en las normas que las modi-

-

de esta ley.
Lo anterior sin perjuicio de la aplicación de las 

demás normas vigentes que sancionen dicha con-
ducta.

Artículo 208. Vigencia y derogatorias. La pre-
sente ley rige a partir de su promulgación y tendrá 
una vigencia de diez (10) años, y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias, en particu-

2005.

Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional presentará 
un informe anual al Congreso de la República de-
tallado sobre el desarrollo e implementación de la 
presente ley, así como el objeto cumplido de las 
facultades implementadas.

Parágrafo 2º. Un año antes del vencimiento de 
la vigencia de esta ley, el Congreso de la Repú-
blica deberá pronunciarse frente a la ejecución y 
cumplimiento de la misma.

La Presidencia indica a la Secretaría continuar 
con el siguiente punto del Orden del Día.

IV
Lectura de Informes que no hacen referencia  

a Proyectos de Ley o de Reforma  
Constitucional

Ascensos Militares
Armada Nacional
Por Secretaría se da lectura a la proposición 

presentada por el honorable Senador ponente, Éd-
gar Alfonso Gómez Román.

La Presidencia somete a consideración de la Ple-
naria la proposición leída y, cerrada su discusión, 
esta le imparte su aprobación, por unanimidad.
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En desarrollo del inciso 2º del artículo 173 de 
nuestra Carta Política, apruébase el ascenso al gra-
do de Contralmirante del Capitán de Navío de la 
Armada Nacional, Germán González Reyes.

Édgar Alfonso Gómez Román,
Senador Ponente.

1º. VI. 2011
Por Secretaría se da lectura a la proposición 

presentada por el honorable Senador ponente, Juan 
Francisco Lozano Ramírez.

La Presidencia somete a consideración de la 
Plenaria la proposición leída y, cerrada su discu-
sión, esta le imparte su aprobación, por unanimi-
dad.

Proposición número 217
En desarrollo del inciso 2º del artículo 173 de 

nuestra Carta Política, apruébase el ascenso al gra-
do de Contralmirante de la República de Colom-

Navío, Gabriel Enrique Mercado Rosa.
Juan Francisco Lozano Ramírez,

Senador Ponente.
1º. VI. 2011
Por Secretaría se da lectura a la proposición 

presentada por el honorable Senador Armando Be-
nedetti Villaneda.

La Presidencia somete a consideración de la 
Plenaria la proposición leída y, cerrada su discu-
sión, esta le imparte su aprobación, por unanimi-
dad.

Proposición número 218
Moción de duelo

La Mesa Directiva, los Senadores de la Repú-
blica, el Secretario General, el Subsecretario Ge-
neral, los Secretarios de las Comisiones Constitu-
cionales, Legales y Accidentales y los funcionarios 
del honorable Senado de la República, lamentan 
profundamente el sensible fallecimiento de la se-
ñora Rosalba Rojas de Rocha, madre del Secreta-
rio General de la Comisión Cuarta Constitucional 
Permanente, doctor Alfredo Enrique Rocha Rojas.

Que doña Rosalba Rojas de Rocha, mujer ejem-
plar, se distinguió por la fortaleza de su carácter, 
valores espirituales y excelsas calidades humanas.

Esta Corporación hace llegar su voz de condo-
lencia y solidaridad a su esposo don Jorge Rocha 
Durán, a sus hijos Jorge, Rodolfo, Inés y Alfredo, 
demás familiares y amigos por tan irreparable pér-
dida.

La presente proposición será entregada en Nota 
de Estilo al doctor Alfredo Enrique Rocha Rojas, 
en representación de su distinguida familia.

de junio de dos mil once (2011).
Armando Benedetti Villaneda, Aurelio Iragorri 

Hormaza, Bernardo Miguel Elías Vidal, Dilian 
Francisca Toro Torres, Hernán Francisco Andra-
de Serrano, Efraín José Cepeda Sarabia, -
ma ilegible…

1º. VI. 2011

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Juan Manuel Galán Pachón.

Palabras del honorable Senador Juan Manuel 
Galán Pachón.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Juan Manuel Ga-
lán Pachón, quien da lectura a una constancia:

Constancia
-

culo 3° del Proyecto de ley número 213 de 2010 
Senado, 107 de 2010 Cámara, acumulado con el 
Proyecto de ley número 085 de 2010 Cámara, el 
cual habla de los mínimos derechos a los que pue-
den acceder las víctimas de hechos anteriores al 1° 
de enero de 1985. 

En el texto aprobado por el Senado se recogían 
para las víctimas los derechos individuales como 
el derecho a la verdad, las garantías a la reparación 
simbólica y a la no repetición. 

Sin embargo, el texto conciliado agrega a este 
parágrafo la expresión “como parte del conglome-
rado social y sin necesidad de que sean individua-
lizadas”. Esto es un retroceso en cuanto al alcance 
de la ley y desconoce el carácter imprescriptible 
del derecho a la verdad y la justicia de quienes 
fueron objeto de Infracciones al Derecho Interna-
cional Humanitario o de violaciones graves y ma-

Humanos. 
Hoy víctimas de la guerrilla y de los primeros 

grupos de autodefensa encuentran en esta ley un 
obstáculo para su justa aspiración a conocer la ver-
dad relacionada con su caso y a lograr la asunción 
de responsabilidad de los autores.

Juan Manuel Galán P.,
Senador de la República (PLC).

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la honorable Senadora Myriam Alicia Paredes 
Aguirre.

Palabras de la honorable Senadora Myriam Ali-
cia Paredes Aguirre.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra la honorable Senadora Myriam Alicia 
Paredes Aguirre, quien da lectura a una cons-
tancia:

Constancia
Queremos dejar constancia de nuestra preocu-

pación por la ausencia de garantías en materia de 
seguridad que se están presentando en algunos 
municipios colombianos considerados en alto ries-
go por el Gobierno Nacional, frente a la contienda 
electoral del próximo 30 de octubre. 

Lo hacemos motivados por los hechos del día 
de ayer, 31 de mayo, en el municipio de Ipiales, 
donde se presentó un caso de tentativa de homici-
dio al periodista Mario Esteban López, quien hace 
parte activa, como comunicador de una campaña 
de candidatura a la Alcaldía de ese municipio, vul-
nerando así el derecho a la vida y a la libre ex-
presión consagrado como un derecho fundamen-
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tal en el artículo 20 de la Constitución Política de 
Colombia. Situación ya conocida por el Gobierno 
Nacional en cabeza del Ministro del Interior y Jus-
ticia, Germán Vargas Lleras, el Viceministro del 
Interior, Aurelio Iragorri Valencia y Nicolás Ran-
cés Muñoz, Brigadier General de la Dipro. 

-
cional la instauración de medidas necesarias y per-
tinentes para garantizar el desarrollo normal de la 
jornada electoral de poderes locales y regionales, 
así como garantizar la seguridad para la integridad 
física de los candidatos y de quienes hacen parte 
activa de este ejercicio democrático.

 

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Jorge Eliécer Guevara.

Palabras del honorable Senador Jorge Eliécer 
Guevara.

Con la venia de la Presidencia hace uso de 
la palabra el honorable Senador Jorge Eliécer 
Guevara:

Presidente pido la palabra. Yo quiero ante esta 
Plenaria hacer una precisión en torno al voto que 
acabo de suscribir, apoyando la ponencia que esta-
blece y aprueba la Conciliación de la Ley de Víc-
timas.

Conjuntamente con el Senador Ospina y el Se-
nador Avellaneda hemos votado esta proposición 
y por supuesto la conciliación porque nos parece 
que si bien la Ley de Víctimas no es la ley ideal, 
no es la ley que quisiéramos para el país, es una ley 
que entre otras cosas reconoce aspectos necesarios 
para arrancar en un acto de justicia con la gente 

En primer lugar, las víctimas se han puesto 
como primer hecho de la vida, como primer hecho 
de la ley. Hoy no son los victimarios los que se 
reconocen aquí sino las víctimas y eso es un paso 
supremamente importante en una política de paci-

de la condición de las víctimas y de manera parti-
cular para hacer Justicia y Reparación.

En segundo lugar, creo que reconocer víctimas 
de Estado es un paso progresivo importante, haber 
traído la fecha a otras etapas y no como la presentó 

en esta ley.
Y otros aspectos Presidente que por efectos del 

tiempo no me voy a poner a explicar pero creo 
que yo no comparto la política de todo o nada que 
muchos compañeros comparten y me parece que 
apoyar esta ley es apoyar un paso importante para 

un grupo de millones de colombianos que han sido 
afectados por los factores de violencia en el país.

Por eso hemos acompañado esta ley y decla-
ramos ante el país que acompañaremos sus desa-
rrollos porque el pueblo colombiano necesita esta 
ley, no es la ley ideal, lo repito, para concluir, pero 
no podemos quedarnos esperando ideales, nece-
sitamos una Ley de Víctimas aquí y ahora y por 
eso los 3 Senadores, el Senador Avellaneda, el Se-
nador Ospina y el Senador Guevara y nos había 
anunciado su voto el Senador Camilo Romero de 
que acompañábamos esta decisión trascendental 
para las víctimas de nuestro país. Muchas gracias 
Presidente.

Quedo contento con esa declaración porque 
queda claro que el Polo está de polo a polo, eso es 
lo que yo en ningún momento estoy analizando, 
estoy describiendo lo que acabo de oír. 

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Guillermo García Realpe.

Palabras del honorable Senador Guillermo Gar-
cía Realpe.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Guillermo Gar-
cía Realpe:

De Defensa Nacional y Comercio Exterior, Pre-
sidente. Muchas gracias, simplemente para solici-
tar a la Presidencia que ponga en consideración 
la proposición leída y explicada sobre los graves 
hechos de Orden Público que vienen sucediendo 
en el Sur de Colombia en el departamento de Na-
riño especialmente con ocasión del grave atentado 
contra el Periodista Mario Esteban López que fue 
fruto de un secuestro inicialmente y luego de un 
atentado que prácticamente casi que es cremado 
vivo en una manifestación cruel, absolutamente 
desahuciante de nuestra sociedad.

Señor Presidente, por favor ponga en conside-
ración la proposición que va por vía de votación 
ordinaria, señor Presidente. Presidente en conside-
ración la proposición.

En el transcurso de la sesión, los honorables Se-
nadores Jorge Eduardo Géchem Turbay y Milton 
Árlex Rodríguez Sarmiento radican por Secretaría 
la siguiente constancia:

Constancia
Ante la situación de la ola invernal de Ubaté, 

nadie ha hecho presencia a la fecha, del Gobierno 
Nacional en el municipio de Lenguazaque.

Milton Arlex Rodríguez Sarmiento.
1º. VI. 2010
Bogotá, D. C., junio 1° de 2011
Doctor
EMILIO OTERO DAJUD
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
Respetado doctor:
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Con la presente dejo constancia que establece 
mi registro debidamente, pero que me retiro del 
recinto para no votar la conciliación de la Ley de 
Víctimas, por cuanto estoy impedido para hacerlo.

Le agradezco su colaboración.
Cordial saludo,

Jorge Eduardo Gechem Turbay,
Senador de la República.

VI
Negocios sustanciados por la Presidencia
Por Secretaría fueron radicados los siguientes 

documentos, para su respectiva publicación.
Comisión Sexta Constitucional Permanente

Bogotá, D. C., mayo 24 de 2011 
Senador
ARMANDO BENEDETTI
Presidente
Honorable Senado de la República
Ciudad 
Referencia:

Ginebra-Suiza - Cuarto Foro Parlamentario sobre 

Respetado Presidente: 
Atentamente, nos permitimos presentar infor-

me a la Mesa Directiva de la Corporación, sobre 
nuestra participación en el IV Foro Parlamentario 

-
mación, “El triple reto de la ciberseguridad: Infor-
mación, ciudadanos e infraestructura”. 

1. Asistentes en representación del honora-
ble Congreso de la República de Colombia* 

– Honorable Senador Plinio Olano Becerra - 
Presidente Comisión Sexta Senado. 

– Honorable Senador Carlos Roberto Ferro So-
lanilla. 

*(Según Resolución 102 del 10 de mayo de 
2011). 

2. Escenario 
– Ciudad de Ginebra-Suiza.
– Organization: United Nations, Inter-Parlia-

mentary Union and International Telecommunica-
tion Union. 

– Fechas: Del 18 al 20 de mayo de 2011. 
3. Contexto 
El IV Foro Parlamentario “El triple reto de la 

ciberseguridad: Información, ciudadanos e in-
fraestructura” reunió a miembros de parlamentos 
centrándose en cuestiones relativas a la sociedad 
de la información organizados en el marco del 
Centro Mundial de las TIC en el Parlamento.

El Cuarto Foro Parlamentario se centró en las 
responsabilidades en materia de representación, 
elaboración de leyes y control que incumben a 
los miembros de los parlamentos en la esfera de 
la ciberseguridad. Abordó los especiales retos que 
plantean el uso ilícito de la información y las tec-
nologías de la comunicación, como la salvaguar-

dia de los ciudadanos en el entorno conectado, la 
protección de información, datos e infraestructuras 
estatales, y la respuesta transnacional a la ciberde-
lincuencia. 

4. El caso colombiano 
El objetivo del Foro para Colombia, fue profun-

dizar y recolectar datos a través del diálogo entre 
los legisladores sobre las diferentes prioridades es-
tratégicas y políticas aplicadas a nivel nacional en 
los diferentes países, bosquejar una amplia pers-
pectiva de los diferentes compromisos nacionales 
encaminados a responder a los retos mencionados, 
delinear la función y responsabilidades de los par-
lamentos en sus funciones legislativas y de control 
en relación con el tema de la ciberseguridad, iden-

recomendaciones para que las legislaturas adopten 
las medidas pertinentes. 

El Foro se desarrolló durante ocho (8) sesiones, 
que se desarrollaron así: 

Primera sesión: Hacia el logro de un equili-
brio entre los Derechos Humanos fundamenta-
les y las inquietudes de seguridad: La función 
de los legisladores. 

En esta primera sesión participó Michael Ka-
tundu, Director Adjunto, Tecnología Informática, 
de la Comisión de Comunicaciones de Kenya, el 
cual nos mostró la situación que se ha vivido en 
la región del Este de África con la llegada de los 

diferentes situaciones, por un lado se generó un 
crecimiento exponencial en el uso del internet y de 
esta manera acerco a los países del Este de Áfri-
ca a poder obtener la información global. Por otro 
lado, esto género que estos países estuvieran más 
propensos a los ataques cibernéticos.

Nemanja Malisevic, Coordinador, Counter Te-
rrorism News (CTN), de la Organización para la 
Seguridad y Cooperación en Europa. Ellos nos 
mostraron como Internet se ha convertido en una 
herramienta fundamental para las empresas y los 
gobiernos. Además de constituirse en un vehícu-
lo de gran importancia para que los ciudadanos se 
expresen. 

La problemática y la afectación mundial que 
los delitos cibernéticos causan a naciones y ciuda-
danos por igual. La necesidad de legislar sobre la 

la defensa de los ciberataques de los Estados. 
La necesidad de dar respuesta a las preocupa-

ciones legítimas en materia de seguridad puede en 
ocasiones generar cierta contradicción con el de-
recho a la libertad de expresión y el respeto a la 
privacidad. La sesión se centró en la responsabi-
lidad que incumbe a los legisladores de garantizar 
el respeto de los derechos fundamentales de los 
ciudadanos al tiempo que se ofrece a las empresas 
y los gobiernos medios adecuados para responder 
a los crecientes retos de seguridad. 

Se analizaron varias propuestas que en materia 
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en contra de estos delitos, que no solo afectan la 

sino que vulneran los Derechos Humanos e infan-
tiles mediante la pornografía, la trata de personas 
y otros aspectos que denigran la condición social y 
que a su vez se convierten en un delito de creciente 
frecuencia. 

Segunda sesión: Proteger la privacidad de 
los ciudadanos en la era de los medios de comu-
nicación social. 

En esta segunda parte con la intervención de 
Patrice Martin-Lalande, Miembro de la Asamblea 
Nacional de Francia, co-Presidente del Grupo de 
Estudio sobre “Internet, audiovisual y Sociedad de 
la Información” y Solange Ghernaouti-Hélie, Pro-
fesora, Facultad de Comercio y Economía, Uni-
versidad de Lausanne. 

A medida que los ciudadanos, y en particular 
los jóvenes, revelan a través de las redes sociales 
en Internet una cantidad ingente de información 
privada, los legisladores se encuentran cada vez 
más obligados a preservar la privacidad y los datos 
de los ciudadanos frente a los agentes comerciales 
y no comerciales, así como frente a organizaciones 
delictivas. Durante la sesión se debatirá el impacto 
del uso de los medios de comunicación social en 
la privacidad de los usuarios y las opciones de que 
disponen las instituciones de gobierno para dar 
respuesta al problema. 

Los Senador Ferro y Olano, expusieron la expe-
riencia Colombiana en materia de protección de la 
información la Ley 1273 de 2009, que creó nuevas 
medidas de materia penal relacionadas con deli-
tos informáticos con penas de prisión de hasta 120 
meses y multas de hasta 1.500 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes y que ha permitido a 
las autoridades castigar a quienes infringen y vio-
lentan de forma premeditada la privacidad de la 
sociedad, las entidades privadas y estatales. 

Continuación del informe de actividades rea-
lizadas en el marco de la tercera, cuarta, quinta 
y sexta sesió -
guridad en el ciberespacio: Establecimiento de 
marcos jurídicos adecuados para luchar contra 
formas nuevas y emergentes de cierdelincuen-
cia: Protección de los niños en rep: Garantizar 
la seguridad de infraestructuras esenciales.

Fecha: 19 de mayo de 2011 
Destino: Ginebra-Suiza.

Ferro Solanilla
Los Senadores Plinio Olano Becerra y Carlos 

Ferro Solanilla, participaron en cada una de las se-
siones del Foro, además para el segundo día de este 
importante evento, solicitaron buscar un paquete 
mínimo de seguridad para la protección informáti-
ca a través de una resolución de las Naciones Uni-
das, que comprometería a los países miembros de 
esta organización. 

En la tercera sesión, se trató la progresiva inci-
dencia de la ciberdelincuencia, desde el spam, has-

disposición de participar en actividades y transac-
ciones en la red, por tal razón se trataron diferen-
tes alternativas que propicien un entorno favorable 
para las personas y las empresas que les permita 

sus actividades e interacción comercial entre las 
Naciones. 

Si bien es cierto, que las Naciones han adop-
tado medidas en contra de la delincuencia ciber-
nética, la cuarta sesión buscó establecer un marco 

que tienen la responsabilidad de hacer cumplir la 
ley. Los Senadores Ferro y Olano aportaron algu-
nas experiencias que en materia de seguridad y en 
especial protección a la niñez la Policía Nacional, 
la Fiscalía General de la Nación, han implementa-

-
ras importantes de ciberdelincuentes, no solo de 
quien ejercen prostitución infantil, además de los 

-
ciedad. 

Sin embargo, para los Senadores, estos esfuer-

atenuar las medidas de prevención, en un esfuerzo 
con otros estados para vigilar con mayor deteni-
miento las páginas que contengan mensajes que 
puedan ser contraproducentes para la niñez y el 

estos controles no pueden lesionar la democracia y 
las libertades que esta conlleva. 

Los riesgos de la niñez son inminentes en la 
red, el uso de Internet ha incrementado de forma 
notable su exposición a personas inescrupulosas 
con intenciones negativas. En ese sentido se exa-
minó las posiciones que los parlamentarios pueden 
adoptar para proteger a los niños en la red, sobre la 
base de las tareas realizadas a nivel internacional 
por la UIT y otras organizaciones internacionales. 

Otro aspecto importante que se trató en el desa-
rrollo del foro, fue la seguridad de infraestructuras 
esenciales, puesto que el número creciente de ci-
berataques contra la infraestructura nacional, pro-
cedentes de fuentes internas y externas, esta se está 
convirtiendo en una inquietud prioritaria para los 
gobiernos. La sexta sesión se centró en la función 
de los parlamentarios de velar por el ejecutivo para 
que adquiera la debida capacidad para responder a 
estas amenazas y la ejerza de forma efectiva.

Continuación del informe de actividades 
realizadas en el marco de la séptima y octava 
sesión: La respuesta parlamentaria: prácticas 
óptimas en la mejora de la Ciberseguridad: Co-
operación en materia de seguridad.:

Fecha: 20 de mayo de 2011 
Destino: Ginebra-Suiza.
La elaboración de leyes en el seno de Comisio-

nes Parlamentarias Especializadas, la supervisión 
externa de los órganos regulares, el control de más 
medidas gubernamentales, las audiencias e inves-
tigaciones en temas concretos, y la representación 
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de las inquietudes de los ciudadanos son algunas 
de las tareas que los parlamentarios están llevando 
a cabo en el mundo para mejorar la ciberseguridad. 
Por tal razón fue de gran importancia debatir en la 
sesión séptima, para extraer la experiencia de la 
legislación del mundo. Los Senadores Ferro y Ola-
no, expusieron las herramientas que la Ley 1273 
de 2009, les ha dado a los organismos de control 
para luchar en contra de los delitos electrónicos. 

que hay una ausencia de un marco jurídico con-
venido a nivel internacional sobre ciberseguridad 
y ciberdelincuencia, la falta de normas internacio-
nales en la lucha contra este delito obstaculiza y 
se constituye una amenaza en el ciberespacio. En 
esta sesión se examinaron mecanismos existentes 
en materia de coordinación internacional sobre ci-
berseguridad y se estudiaron las opciones en apo-
yo del programa mundial sobre ciberseguridad. 

Asistentes 
A este Foro asistió una delegación por cada país 

que pertenece a la organización. Cada delegación 
estaba conformada por 2 o 3 parlamentarios. To-
dos los participantes pertenecen a los organismos 
parlamentarios de sus países: 
Afganistán Croacia Irlanda 
Albania Cuba Israel
Argelia Cyprus Italia
Andorra República Checa Japón
Angola República Democrá-

tica
Jordán 

Argentina del Congo Kazajistán 
Armenia República de Kenia
Australia Democrática Popu-

lar de
Kuwait 

Austria Corea Kyrgyzstan
Azerbaiyán Dinamarca República Democrá-

tica
Bahrain República de Djibouti Popular de Lao
Bangladesh República Domini-

cana
Letonia 

Belarus Ecuador Líbano 
Belgium Egipto Reino de Lesoto 
Benín El Salvador Liberia 
Bolivia Estonia Libyan 
Bosnia  Etiopía Jamahiriya 
Herzegovina Finlandia Liechtenstein 
Botswana Francia Lithuania 
Brasil Gabón Luxembourg 
Bulgaria Gambia Malawi 
Burkina Faso Georgia Malaysia 
Burundi Alemania Maldives 
Cambodia Ghana Mali 
Camerón Grecia Malta 
Canadá Guatemala Mauritania 
Cape Verde Guinea-Bissau Mauritius
Chile Hungary México 
China Iceland Micronesia 
Colombia India Mónaco 
Comoros Indonesia Mongolia 
Congo Irán Montenegro 
Costa Rica Iraq Moroco 
Cóte d’lvoire Paraguay Mozambique 
Namibia Perú Arabia Saudí 
Nepal Filipinas Senegal 

Holanda  Polonia  Serbia 
Nueva Zelanda Portugal  Seychelles 
Nicaragua Qatar Sierra Leona 
Nigeria República de Corea Singapur 
Noruega República de Mol-

dovia 
Eslovaquia 

Oman Rumania Eslovenia 
Pakistán Federación Rusia Sur Africa 
Palau Ruanda España 
Palestina Samoa Sri Lanka 
Panamá San Marino Sudán 
Papua República Democrá-

tica 
Suriname 

New Guinea de Santo Tomo y Suiza 
Tayikistán Príncipe Suecia 
Tailandia Uganda República Árabe de 

Siria 
Timor-Leste Ucrania Tanzania 
República Yu-
goslavia 

Emiratos Árabes Uni-
dos 

Uruguay 

Togo Reino Unido Venezuela 
Trinidad y To-
bago 

República Unida de Vietnam 

Tunes  Yemen 
Turquía Zambia 

Zimbabue 
-

Anexos:
– Copia de la Carta de Invitación y Formulario 

Inscripción.
– Resolución de Designación y Autorización 

Viáticos.

World Summit on the Information Society.
Agradecemos su amable atención y colabora-

ción para el trámite correspondiente.
Presentado por: 
Plinio Olano Becerra, honorable Senador de la 

República, Presidente Comisión Sexta; Carlos Fe-
rro Solanilla, honorable Senador de la República.

C.C. – Comisión Acreditación Documental.
   – Sección de Pagaduría Senado.
   – Secretaría General Senado.

* * *

30 de marza de 2011 
Señora Presidenta, 
Señor Presidente:
Tenemos el agrado de invitar a su parlamento a 

participar en el Cuarto Foro Parlamentario sobre 

“El triple reto de la ciberseguridad: Información, 
ciudadanos e infraestructura”. 
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El evento, iniciativa de colaboración entre las 
Naciones Unidas y la Unión Interparlamentaria 
(UIP’), está organizado conjuntamente por el De-
partamento de Asuntos Económicos y Sociales 
(DAES) de las Naciones Unidas, la UIP y la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones (UIT), a tra-
vés del Centro Mundial para las TIC en el Parla-
mento. El Foro tendrá lugar los días 18, 19 y 20 de 
mayo de 2011 en la sede de la Organización Inter-
nacional del Trabajo (OIT) en Ginebra (Suiza).

El Foro se celebrará en el contexto del Foro de 
la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Infor-
mación 2011 una semana completa dedicada por 
las Naciones Unidas a examinar con diferentes 
asociados –gobiernos, empresas, la sociedad civil 
y organizaciones internacionales– los resultados 
conseguidos por la comunidad internacional cinco 
años después de la Cumbre Mundial sobre la So-
ciedad de la Información (véase www.wsis.org). 

-
guración de la Sociedad de la información se basa 
en los resultados de las ediciones de 2008, 2009 y 
2010 y tiene por objeto reforzar el diálogo entre 
los Legisladores sobre las medidas parlamentarias 
que pueden contribuir al desarrollo de sociedades 
de la información integradoras y orientadas a las 
personas. 

El Cuarto Foro Parlamentario se centrará en las 
responsabilidades de los miembros de los parla-
mentos en materia de representación, elaboración 
de leyes y control en la esfera de la ciberseguridad. 
Abordará los retos particulares que plantea el uso 
ilícito de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, como la protección de los ciuda-
danos en el entorno interconectado, la protección 
de los datos, la información y la infraestructura 
estatales, y la respuesta internacional a la ciberde-
lincuencia.

Adjuntamos a la presente invitación una nota 
recordatoria, el programa provisional, el programa 
anotado y una nota de información práctica sobre 
el Foro Parlamentario. Se facilitará información 
adicional relativa al Foro en el sitio web del Centro 
Mundial para las TIC en el Parlamento: 

-
rum2011.

Se propone, que las delegaciones estén encabe-
zadas por los Presidentes de las Comisiones Parla-
mentarias con competencias en materia de ciencia, 
tecnología, información y telecomunicaciones. 

Los nombres de todas las personas que com-
ponen la delegación de su parlamento deberán ser 
comunicados al Centro Mundial para las TIC en 
el Parlamento a más tardar el 6 de mayo de 2011  
utilizando el formulario de inscripción que se ad-
junta (correo electrónico: info@ictparliament.org; 
fax: +39 0668211960). Las delegaciones también 
pueden inscribirse en línea en la página web del 
Foro antes citada.

Foro y lograr un intercambio de medidas de po-
lítica sustanciales entre parlamentos de todo el 
mundo, rogamos a su parlamento que presente con 
antelación una contribución por escrito en la que 
se expliquen las medidas legislativas y de control 

adoptadas para abordar cuestiones de ciberseguri-
dad las contribuciones deben seguir las pautas es-
tablecidas en la planilla adjunta. 

-
lamento en este evento, y esperamos recibir los 
nombres de sus delegados en el plazo establecido.

testimonio de nuestra más alta consideración.

SENADO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
PRESIDENCIA

RESOLUCIÓN NÚMERO 102 DE 2011
(mayo 10)

por medio de la cual se ordena el reconocimiento de 
viáticos y tiquetes a dos Senadores de la República.

El Secretario Privado del Senado de la Republi-
ca, en su calidad de ejecutor del gasto del Senado 
de la República y en uso de sus facultades Consti-
tucionales y Legales, y en especial las conferidas 
por la Ley 5ª de 1992, y 

CONSIDERANDO:
Que mediante Resolución número 205 del 10 de 

mayo del 2011, la Mesa Directiva del Senado de la 
República autorizó la asistencia y participación de 
los Senadores Carlos Ferro Solanilla y Plinio Edil-
berto Olano Becerra para viajar al Estado de Suiza 
durante los días 17 al 21 de mayo del 2011. 

Que el propósito del viaje es asistir al Foro del 
Centro Mundial para las TIC, en atención a invita-
ción formulada por las Naciones Unidas y la Unión 
Interparlamentaria, a llevarse a cabo en la ciudad 
de Ginebra-Suiza del 17 al 21 de mayo del 2011. 

Que la precitada resolución, se autorizó a los 
Senadores Carlos Ferro Solanilla y Plinio Edilber-
to Olano Becerra cinco (5) días de viáticos y la 
expedición de los respectivos tiquetes aéreos para 
su desplazamiento.

viáticos para los funcionarios del orden nacional, 
encargados en comisiones de servicio al extranje-
ro, los cuales se deben asignar en dólares estado-
unidenses. 

Que en el mencionado decreto se señala que 
para Europa, Asia, Oceanía y Argentina le corres-
ponde, dado el salario de los Senadores, una suma 
diaria de 390 dólares, a razón de $1.779 pesos mo-
neda corriente, tasa de cambio representativa del 
mercado del día 10 de mayo del 2011, para un total 
de seiscientos noventa y tres mil ochocientos diez 
pesos diarios, que representan un total de tres mi-
llones cuatrocientos sesenta y nueve mil cincuenta 
(3.469.050) pesos moneda corriente, que corres-
ponden a cinco días de viáticos, a los Senadores 
Carlos Ferro Solanilla y Plinio Edilberto Olano 
Becerra. 

Que existe disponibilidad presupuestal para 
realizar este gasto como consta en el CDP 1111 del 
14 de enero del 2011, expedido por la Sección de 
Presupuesto de esta Corporación. 
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Que la expedición de tiquetes aéreos en la ruta 
Bogotá-Ginebra-Bogotá se hará con cargo al Con-
trato número 301 del 13 de mayo del 2010, suscri-
to con Subatours. 

Que en mérito de lo expuesto este Despacho, 
RESUELVE:

Artículo 1°. Reconocer y ordenar pagar a los 
Senadores Carlos Ferro Solanilla y Plinio Edilber-
to Olano Becerra la suma de tres millones cuatro-
cientos sesenta y nueve mil cincuenta (3.469.050) 
pesos moneda corriente a cada uno, lo que corres-
ponde a cinco (5) días de viáticos, a la ciudad de 
Ginebra, Suiza durante los días 17 al 21 de mayo 

-
víese copia a la Dirección General Administrativa, 
Secretaría General, División Financiera y Presu-
puesto, División de Recursos Humanos y Sección 
de Pagaduría.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 10 de mayo de 2011.
El Secretario Privado,

Jaime Berdugo Pérez.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
* * *
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* * *
Bogotá, D. C., junio 1° de 2011 
Doctor 
ARMANDO BENEDETTI 
Presidente 
Honorable Senado de la República 
Ciudad

-
hington

Apreciado doctor: 
Comedidamente nos permitimos presentar In-

ciudad Washington-EE. UU., en cumplimiento a la 

designación hecha por la Mesa Directiva del Sena-
do de la República, mediante Resolución número 
207 de mayo 11 de 2011. 

Cordialmente,
Piedad Zuccardi de García, Bernabé Celis Ca-

rrillo, Gabriel Zapata Correa,
Senadores de la República.

INFORME VIAJE COMISIÓN OFICIAL
WASHINGTON

Fecha viaje: Del 25 al 27 de mayo de 2011 
Destino: Washington 
Objetivo del viaje: 
El objetivo del viaje con el Banco Interameri-

cano de Desarrollo, BID, junto con el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público y como Miembros 
de la Comisión Interparlamentaria de Crédito Pú-
blico, fue el diálogo abierto acerca del apoyo que 
el BID le brinda a Colombia. Igualmente se discu-
tieron las perspectivas sobre la economía mundial, 
Regional y Nacional, las relaciones con Estados 
Unidos, el intercambio de opiniones sobre la Es-
trategia del Banco en Colombia para los próximos 

-
das dentro de la reciente discusión de aumento de 
Capital. 

La Mesa Directiva del honorable Senado de la 
República, en uso de sus facultades Constitucio-
nales y Legales, mediante Resolución número 207 
de mayo 11 de 2011, aprobada en Sesión Plenaria 
del Senado de la República, se faculta a la Mesa 
Directiva de la Corporación, para que autorice la 
asistencia y participación de los diferentes miem-
bros que la integran, cuando se requiera represen-
tar fuera del país al Congreso de la República.

Informe del viaje: 
Objetivos 

-
gional 

– La integración global y regional como motor 
del crecimiento y el desarrollo.

– Requisitos necesarios para las iniciativas de 
integración sostenibles.

integración de tercera generación en América 
Latina y el Caribe 

– El estado de la integración global y regional 
en América Latina y el Caribe.

– Cerrar la brecha de la integración global: una 
región competitiva en los mercados globales.

– Cerrar la brecha de la integración regional: un 
mercado totalmente conectado.

– Enlazar plataformas normativas nacionales: 
-

tativa.
– Bienes públicos regionales. Una nueva plata-

forma para la cooperación multisectorial. 
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la Integración 
– Apoyar la integración: un mandato básico de 

desarrollo del Banco.
– Lecciones aprendidas del apoyo del Banco al 

software de la integración.
– Lecciones aprendidas del apoyo del BID al 

hardware de la integración.
– Lecciones aprendidas en el apoyo del Banco a 

los bienes públicos regionales. 
Á

renovado de integración
– Objetivos de la estrategia de integración del 

Banco.
reas temáticas de intervención del Banco.

– -
ción.

– Modalidades de la intervención del Banco.
– Riesgos. 
Marcos de Resultados 
Referencias 

Consolidar la base de conocimiento del Banco 
respecto de la agenda de integración; fortalecer la 
capacidad regional para gestionar iniciativas mo-
dernas de integración; incorporar adicionalidad a 
las operaciones en sectores con y sin garantía so-
berana clave; e incorporar la integración al progra-
ma operacional del Banco.

la aplicación del nuevo mandato sobre integración 
establecido por los Gobernadores del Banco en el 
Noveno Aumento General de Recursos y su propó-

a la integración global y regional competitiva de 
América Latina y el Caribe. 

La implementación de la estrategia sirve de 
marco para que el Banco logre el objetivo del 15% 

-
tribuya a todas las dimensiones de los objetivos de 
desarrollo regional relacionados con la integración 
y las demás estrategias del Noveno Aumento Ge-
neral de Recursos, en aras de los objetivos de la 
nueva Estrategia Institucional del Banco de redu-
cir la pobreza y la desigualdad y contribuir al cre-
cimiento sostenible. 

El principio central de la estrategia es que el 
Banco debe actuar simultáneamente en relación 
con el software (marcos normativos y regulatorios) 
y el hardware (integración física) de la integración, 
asegurando la coherencia entre las intervenciones 
nacionales y regionales. La concentración en el 
conjunto continuo de software-hardware y el for-
talecimiento de la producción de bienes públicos 
regionales serán fundamentales para preservar la 
ventaja comparativa histórica del BID como banco 
de integración de América Latina y el Caribe. 

El documento resume un amplio corpus de es-
tudios normativos, que documenta la necesidad de 
que la región de América Latina y el Caribe adop-
te una estrategia de integración de tercera genera-
ción, y se basa en dicho corpus. En el documento 

se llega a la conclusión de que la región tiene que 
superar dos brechas entrelazadas en la integración 
global y regional: la captación de una participación 
equitativa en el comercio mundial y la profundiza-
ción de los mercados regionales y la cooperación 
normativa funcional.

En el Noveno Aumento General de Recursos 
se establece la integración competitiva regional 
y global como una de las cinco prioridades insti-
tucionales estratégicas para plasmar los objetivos 
globales del Banco de reducir la pobreza y la des-
igualdad y lograr el crecimiento sostenible. 

-
ción del Banco a la integración global y regional 
competitiva de América Latina y el Caribe. 

Competir globalmente requiere la adopción de 
medidas en tres niveles complementarios: incor-
porar los objetivos de la integración global y re-
gional a las estrategias nacionales de desarrollo; 
construir unas plataformas institucionales y ope-
racionales competitivas a nivel regional; y buscar 
activamente una estrategia de integración global. 

-
gional.

una plataforma estratégica para maximizar los be-

funcional al servicio del crecimiento y el desarro-
llo. 

La integración global y regional ayuda a los 
países a superar las desventajas del pequeño tama-
ño de sus mercados. 

La integración regional permite a los países 

de la integración comercial, en particular porque 

El estado de la integración global y regional en 
América Latina y el Caribe: 

El nuevo regionalismo fue una ruptura con la 

siglo XX representó una ruptura estructural impor-
tante con el pasado: El modelo de sustitución de 
importaciones fue reemplazado por un modelo de 
orientación al mercado; los instrumentos de polí-
tica comercial aumentaron en profundidad y com-
plejidad; la geometría de integración se expandió, 
con un creciente hincapié en acuerdos Norte-Sur y 
una nueva generación de acuerdos Sur-Sur; se for-
maron y modernizaron las instituciones regiona-
les; y la cooperación funcional pasó a formar parte 
de la agenda de integración, particularmente en el 
área de la infraestructura regional. 

La región tiene activos clave para hacer frente 
a los nuevos desafíos de la integración. El nuevo 
regionalismo en América Latina y el Caribe dejó 
un legado de recursos que se pueden utilizar para 
abordar los nuevos retos. 

La región aún no ha cosechado los plenos be-

la integración medidos en términos cuantitativos o 
cualitativos. Los volúmenes comerciales de Amé-
rica Latina y el Caribe son todavía relativamente 
pequeños, y mucho queda por hacer para alcanzar 
la cuota del mercado global que tuvo a principios 



GACETA DEL CONGRESO  483  Miércoles, 6 de julio de 2011 Página 121

de la década de 1960, antes que se sintiera el pleno 
impacto de las políticas de sustitución de impor-
taciones. Además las exportaciones de América 
Latina y el Caribe se concentran en un pequeño 
número de bienes y servicios, particularmente en 
recursos naturales básicos de precios inestables. 

En el contexto del Noveno Aumento General de 
Recursos, los objetivos regionales de desarrollo y 
las contribuciones de productos previstas se iden-

2012-2015 en el área de la integración competitiva 
a nivel regional y global. Esta estrategia contri-
buirá tanto a los objetivos como a los resultados 
previstos. 

Alianza Estratégica con Colombia 
Proceso de Preparación 

Progreso 
– Evaluación del impacto de la estrategia ante-

rior.
– MHCP-DNP-GBM “Brainstorming” Was-

hington
– Revisión Interna del “Borrador de la nueva 

estrategia “Concept Note” (abril, 2011).
– Encuesta del Cliente (marzo-abril, 2011). 
Pasos a seguir 
– Continuación del diálogo informal sobre lí-

neas estratégicas (mayo, 2011).
– Revisión interna en Comité de Operaciones 

(mayo, 2011).
– 

2011).
– Presentación a Junta Directiva (julio, 2011).
– Diseminación (segundo semestre 2011). 

Líneas Estratégicas 
Expandiendo Oportunidades  

para la Prosperidad Social 
– Mayor promoción social y seguridad ciuda-

dana. 
– Mejores oportunidades para la educación. 
– Mejor desempeño de los servicios sociales. 

Crecimiento sostenible con mayor resistencia 
al cambio climático 

– Mejoramiento sostenible en el desarrollo ur-
bano. 

– Mejor manejo de riesgos de desastre. 
– Mejor manejo ambiental y resistencia al cam-

bio climático.
Crecimiento inclusivo con mayor  

productividad 
-

cieros y sociales. 
– Mejor manejo del sector público y equidad y 

– Mayor productividad e innovación. 
ANEXOS

Invitación Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) 

Agenda Misión Miembros Comisión Interpar-
lamentaria de Crédito Público de Colombia a la 
ciudad de Washington D. C. 

Manual Estratégico con Colombia 
Manual Integración Regional y Global de Amé-

rica Latina y el Caribe 
Manual Colombia Retos para la Política Social 
Tiquete Virtual 
Resolución número 207 de mayo 11 de 2011, 

por medio de la cual se autoriza a unos miembros 
del Senado de la República a desplazarse fuera 
del país.

CCO-1182 2011

Bogotá, D. C., 6 de mayo de 2011 
Honorable Senador 
BERNABÉ CELIS 

Ciudad 
Respetado Senador:
En calidad de Representante del Banco Intera-

mericano de Desarrollo en Colombia y con el de-
seo de adelantar un diálogo técnico sobre temas 
de interés para la Comisión Interparlamentaria de 
Crédito Público (CICP) quisiera, que en conjun-
to con el Director Ejecutivo por Colombia ante el 
BID, señor Roberto Prieto Uribe, invitarlo a la ciu-
dad de Washington D. C. durante los días 25, 26 y 
27 de mayo. 

El objetivo nuestro y del Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público es que los miembros de la 
CICP tengan un diálogo abierto con los mejores 
profesionales del BID acerca del apoyo que esta 
Institución le brinda a Colombia. Igualmente, 
aprovechar para intercambiar opiniones sobre la 
Estrategia del Banco en Colombia para los próxi-
mos cuatro años, y sobre las áreas estratégicas de-

del capital. 
Adicionalmente, consideramos provechoso que 

sostengan diálogos con miembros de centros de 
investigación basados en Washington D. C., para 
discutir sus perspectivas sobre la economía mun-
dial, la región y las relaciones con Estados Uni-
dos. En la agenda también incluiremos reuniones 
con profesionales del Banco Mundial y el Fondo 
Monetario Internacional, organizadas por los re-
presentantes de Colombia en estas instituciones, 
para que también dialoguen sobre los apoyos de 
dichas entidades a nuestro país, y sus perspectivas 
económicas a nivel mundial, regional y nacional. 

Para el Banco es un gran honor contar con su 
visita. Para este efecto el BID le proporcionará un 
tiquete aéreo en clase económica en el trayecto 
Bogotá-Washington D. C.-Bogotá, y le consigna-
rá la suma de US$1,000 (mil dólares americanos) 

-
dad durante los días indicados. 
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Agradecemos indicar su aceptación a las condi-

la devolución de Carta Compromiso con el Banco. 
Atentamente,

Javier León,
Representante.

INFORMACIÓN PARA PAGOS  
ELECTRÓNICOS
BID-COLOMBIA

Bogotá, D. C., 11 de mayo de 2011 
Señores 
Banco Interamericano de Desarrollo - BID 
Ciudad 
De mi consideración: 
Mucho le agradeceré que mi pago sea proce-

sado vía transferencia electrónica para lo cual le 
detallo la información correspondiente: 

INFORMACIÓ
1. Nombre de Banco Comercial: BBVA 
2. Tipo de Cuenta (Corriente o Ahorros): AHO-

RROS 
3. Nombre registrado en la Cuenta: BERNABÉ 

CELIS CARRILLO 
4. Número de Cuenta: 126118389 
4. NIT o Cédula de Ciudadanía: 13.835.536 

BUCARAMANGA 
5. Dirección del consultor o proveedor: CRA. 

7 N° 8-68 OFC. 323 EDIFICIO NUEVO DEL 
CONGRESO

6. Ciudad: BOGOTÁ 
7. Teléfonos: 3823550 – 3823736 
7. Email: bernabe.celis@senado.gov.co 
Cordial saludo, 

Bernabé Celis Carrillo,
Senador de la República.

* * *
Bogotá, D. C., 17 de mayo de 2011 
Doctor 
EMILIO OTERO DAJUD 
Secretario General 
Senado de la República 
Respetado doctor: 
Comedidamente me permito adjuntar la Reso-

lución 207 del 11 de mayo de 2011, para los efec-
tos de asistencia a Plenaria. 

Atentamente,
Bernabé Celis Carrillo,

Senador de la República.
Copia: Relatoría
Comisión III  

SENADO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
MESA DIRECTIVA

RESOLUCIÓN NÚMERO 207 DE 2011
(mayo 11)

por medio de la cual se autoriza a unos miembros 
del Senado de la República a desplazarse fuera 

del país.
La Mesa Directiva del Senado de la República, 

en uso de sus facultades Constitucionales y Lega-
les, y en especial las conferidas por la Ley 5ª de 
1992, y

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Nacional establece en su 

artículo 129, que los Servidores Públicos, no pue-
den aceptar cargos, honores o recompensas de go-
biernos extranjeros u organismos internacionales, 
así como suscribir contratos con ellos, sin previa 
autorización del Gobierno. 

Que el parágrafo del artículo 5° de la Resolu-
ción número 54 de fecha octubre 3 de 2006, de 
Mesa Directiva de esta Corporación, dispone que 
esta podrá autorizar en circunstancias especiales 
de tiempo, modo y lugar, a los Senadores de la Re-
pública para no asistir, a las sesiones de Plenarias 
y Comisión que sean programadas. 
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Que el Banco Interamericano de Desarrollo 
cursó invitación al Senado de la República para 
participar en una misión de los miembros de la 
Comisión Interparlamentaria de Crédito Público, a 
realizarse en la ciudad de Washington-EE.UU., del 
25 al 27 de mayo de 2001. 

Que la Mesa Directiva considera de importan-
cia para la corporación participar en el mentado 
evento, por lo cual autoriza la participación de los 
Senadores Piedad Zucardi de García, Gabriel Za-
pata Correa y Bernabé Celis Carrillo. 

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Autorizar a los Senadores Piedad 
Zucardi de García, Gabriel Zapata Correa y Ber-

a la reunión de miembros de la Comisión Inter-
parlamentaria de Crédito Público, a realizarse en 
la ciudad de Washington-EE.UU., del 25 al 27 de 
mayo de 2001. 

Artículo 2°. La asistencia y desplazamiento que 
harán los Senadores de la República fuera del país, 
no generará erogación alguna al presupuesto del 
Senado de la República.

Artículo 3°. Expídanse copias de la presente re-

Sección de Relatoría, Comisión de Acreditación 
Documental y Ministerio del Interior. 

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 11 de mayo de 2011.
El Presidente,

Armando Benedetti Villaneda.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
* * *

CERTIFICACIÓN
El suscrito, Director Ejecutivo Alterno por Co-

lombia y Perú del Banco Interamericano de De-
sarrollo, CERTIFICO que el señor 
Carrillo, Senador del Congreso de la República 
de Colombia, se hizo presente en la Ciudad de 
Washington, Estados Unidos, del 25 al 27 de mayo 
de 2011, durante los cuales asistió a las reuniones 
de la visita de la Comisión Interparlamentaria de 
Crédito Público. 

Se extiende la presente el día 31 de mayo de 
2011.

Roberto Prieto Uribe.

CCO-1181 2011

Bogotá, D. C., 6 de mayo de 2011 
Honorable Senador 
GABRIEL ZAPATA

Ciudad 
Respetado Senador:
En calidad de Representante del Banco Intera-

mericano de Desarrollo en Colombia y con el de-
seo de adelantar un diálogo técnico sobre temas 
de interés para la Comisión Interparlamentaria de 
Crédito Público (CICP) quisiera, que en conjun-
to con el Director Ejecutivo por Colombia ante el 
BID, señor Roberto Prieto Uribe, invitarlo a la ciu-
dad de Washington D. C. durante los días 25, 26 y 
27 de mayo. 

El objetivo nuestro y del Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público es que los miembros de la 
CICP tengan un diálogo abierto con los mejores 
profesionales del BID acerca del apoyo que esta 
Institución le brinda a Colombia. Igualmente, 
aprovechar para intercambiar opiniones sobre la 
Estrategia del Banco en Colombia para los próxi-
mos cuatro años, y sobre las áreas estratégicas de-

del capital. 
Adicionalmente, consideramos provechoso 

que sostengan diálogos con miembros de centros 
de investigación basados en Washington D. C., 
para discutir sus perspectivas sobre la economía 
mundial, la región y las relaciones con Estados 
Unidos. En la agenda también incluiremos re-
uniones con profesionales del Banco Mundial y 
el Fondo Monetario Internacional, organizadas 
por los representantes de Colombia en estas ins-
tituciones, para que también dialoguen sobre los 
apoyos de dichas entidades a nuestro país, y sus 
perspectivas económicas a nivel mundial, regio-
nal y nacional. 

Para el Banco es un gran honor contar con su 
visita. Para este efecto el BID le proporcionará un 
tiquete aéreo en clase económica en el trayecto 
Bogotá-Washington D. C.-Bogotá, y le consigna-
rá la suma de US$1,000 (mil dólares americanos) 

-
dad durante los días indicados. 

Agradecemos indicar su aceptación a las con-
-

ma y la devolución de Carta Compromiso con el 
Banco. 

Atentamente,
Javier León,

Representante.
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Colombia Parliamentary Meeting
May 27, 2011

AGENDA

Time
Theme

Participunt
10:00-10:45 Colombia’s Challenges – Context LAC and 

Word
Augusto de la Torre, Chief Economist for Latin 
America and the Caribbeam

10:45-11:00

and México
11:00-11:20

Sustainability and Growth Resilience
Lars Moller, Sr. Country Economist for Colombia

11:20-11:40 Public Management Rapid Assessments and 
Action Plans
Arturo Herrera, Sr. Public Sector Management 
Specialist

11:40-12.00

Agenda Misión Miembros Comisión Interpar-
lamentaria de Crédito Público de Colombia a la 

ciudad de Washington D. C.
Miércoles mayo 25 
16:00 Llegada a Washington D. C. 
18:00-20:00 Recepción ofrecida por el Emba-

jador de Colombia ante EE.UU., doctor Gabriel 
Silva, a bordo del Buque Gloria (2 Duke Street in 
Alexandria, VA 22314) 

Jueves mayo 26 
8:30-9:30 Desayuno – Diálogo sobre Perspecti-

va Económica Regional con doctor Mauricio Cár-
denas, en The Brookings Institution (1780 Massa-
chusetts Av NW, Washington D. C.) 

10:00-11:00 Diálogo sobre Programa BID – 
Colombia con Representante del BID en Colom-
bia, doctor Javier León (EXD Lounge Piso 11 - 
1300 New York Av NW, Washington D. C.). 

11:15-12:00 Diálogo sobre Efectividad del De-
sarrollo con Jefe División Desarrollo Estrategia, 
doctora Carola Álvarez (EXD Lounge Piso 11 - 
1300 New York Av NW, Washington D. C.). 

12:00 12:50 - Diálogo sobre Cambio Climático 
con Asesor Sénior de la Vicepresidente Ejecutiva, 
doctor Juan Pablo Bonilla (EXD Lounge Piso 11 - 
1300 New York Av NW, Washington D. C.). 

13:00-14:30 Almuerzo ofrecido por el Director 
Ejecutivo por Colombia ante el BID, doctor Ro-
berto Prieto y Diálogo sobre Integración con Ge-
rente Sector Integración y Comercio, doctor Anto-
ni Estevadeordal 

(Comedor Ejecutivo Piso 7-1300 New York Av 
NW, Washington D. C.). 

14:45-15:45 Diálogo sobre Productividad con 
Jefe Unidad Mercados Laborales, doctora Carmen 
Pagés (EXD Lounge Piso 11 - 1300 New York Av 
NW, Washington D. C.). 

16:00-17:00 Diálogo sobre Sector Social con 
Economista Principal, doctor Norbert Schady 
(EXD Lounge Piso 11-1300 New York Av NW, 
Washington D. C.). 

17:30-19:00 Diálogo con Equipo del FMI or-
ganizado por Directora por Colombia ante el FMI, 
doctora María Angélica Arbeláez (Salón HQ1-13-
403, 700 19 St, NW, Washington D. C.). 

19:30-21:30 Cena ofrecida por el Embajador de 
Colombia ante OEA, doctor Luis Alfonso Hoyos 

Viernes mayo 27 
8:30-9:30 Desayuno - Diálogo sobre perspecti-

va geopolítica con Director del Diálogo Interame-
ricano, doctor Michael Shifter (Comedor Ejecuti-
vo E Piso 7-1300 New York Av NW, Washington 
D. C.). 

10:00-12:00 Diálogo con equipo del Banco 
Mundial organizado por Directora por Colombia 
ante el Banco Mundial, doctora Carolina Rentería 
(MC13-415, 1818 H St, NW Washington D. C.). 

12:00 Salida a Bogotá

SENADO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
MESA DIRECTIVA

RESOLUCIÓN NÚMERO 207 DE 2011
(mayo 11)

por medio de la cual se autoriza a unos miembros 
del Senado de la República a desplazarse fuera 

del país.
La Mesa Directiva del Senado de la República, 

en uso de sus facultades Constitucionales y Lega-
les, y en especial las conferidas por la Ley 5ª de 
1992, y

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Nacional establece en su 

artículo 129, que los Servidores Públicos, no pue-
den aceptar cargos, honores o recompensas de go-
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biernos extranjeros u organismos internacionales, 
así como suscribir contratos con ellos, sin previa 
autorización del Gobierno. 

Que el parágrafo del artículo 5° de la Resolu-
ción número 54 de fecha octubre 3 de 2006, de 
Mesa Directiva de esta Corporación, dispone que 
esta podrá autorizar en circunstancias especiales 
de tiempo, modo y lugar, a los Senadores de la Re-
pública para no asistir, a las sesiones de Plenarias 
y Comisión que sean programadas. 

Que el Banco Interamericano de Desarrollo 
cursó invitación al Senado de la República para 
participar en una misión de los miembros de la 
Comisión Interparlamentaria de Crédito Público, a 
realizarse en la ciudad de Washington-EE.UU., del 
25 al 27 de mayo de 2001. 

Que la Mesa Directiva considera de importan-
cia para la corporación participar en el mentado 
evento, por lo cual autoriza la participación de los 
Senadores Piedad Zucardi de García, Gabriel Za-
pata Correa y Bernabé Celis Carrillo. 

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Autorizar a los Senadores Piedad 
Zucardi de García, Gabriel Zapata Correa y Ber-

a la reunión de miembros de la Comisión Inter-
parlamentaria de Crédito Público, a realizarse en 
la ciudad de Washington-EE.UU., del 25 al 27 de 
mayo de 2001. 

Artículo 2°. La asistencia y desplazamiento que 
harán los Senadores de la República fuera del país, 
no generará erogación alguna al presupuesto del 
Senado de la República.

Artículo 3°. Expídanse copias de la presente re-

Sección de Relatoría, Comisión de Acreditación 
Documental y Ministerio del Interior. 

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 11 de mayo de 2011.
El Presidente,

Armando Benedetti Villaneda.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
* * *

Bogotá, D. C., martes 10 de mayo de 2011 
Senador 
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA 
Presidente 
Senador 
CARLOS RAMIRO CHAVARRO CUÉLLAR 
Primer Vicepresidente 
Senadora 
ALEXANDRA MORENO P. 
Segunda Vicepresidente 
Senado de la República 
Respetados Senadores: 
Comedidamente me permito adjuntar la invi-

tación del Banco Interamericano de Desarrollo, 
al Foro Internacional T.L.C. por Colombia, que 
se llevará a cabo desde el miércoles 25 de mayo 
al viernes 27 de mayo en Washington D.C. Por la 
importancia del evento, muy respetuosamente les 
solicito se me comisione. 

Atentamente,
Bernabé Celis Carrillo,

Senador de la República.

Agenda Misión Miembros Comisión Interpar-
lamentaria de Crédito Público de Colombia a la 

ciudad de Washington D. C.
Miércoles mayo 25 
16:00 Llegada a Washington D. C. 
18:00-20:00 Recepción ofrecida por el Emba-

jador de Colombia ante EE.UU., doctor Gabriel 
Silva, a bordo del Buque Gloria (2 Duke Street in 
Alexandria, VA 22314). 

Jueves mayo 26 
8:30-9:30 Desayuno – Diálogo sobre Perspecti-

va Económica Regional con doctor Mauricio Cár-
denas, en The Brookings Institution (1780 Massa-
chusetts Av NW, Washington D. C.). 

10:00-11:00 Diálogo sobre Programa BID – 
Colombia con Representante del BID en Colom-
bia, doctor Javier León (EXD Lounge Piso 11 - 
1300 New York Av NW, Washington D. C.). 

11:15-12:00 Diálogo sobre Efectividad del De-
sarrollo con Jefe División Desarrollo Estrategia, 
doctora Carola Álvarez (EXD Lounge Piso 11 - 
1300 New York Av NW, Washington D. C.). 

12:00 12:50 - Diálogo sobre Cambio Climático 
con Asesor Sénior de la Vicepresidente Ejecutiva, 
doctor Juan Pablo Bonilla (EXD Lounge Piso 11 - 
1300 New York Av NW, Washington D. C.). 

13:00-14:30 Almuerzo ofrecido por el Director 
Ejecutivo por Colombia ante el BID, doctor Ro-
berto Prieto y Diálogo sobre Integración con Ge-
rente Sector Integración y Comercio, doctor Anto-
ni Estevadeordal. 
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(Comedor Ejecutivo Piso 7-1300 New York Av 
NW, Washington D. C.). 

14:45-15:45 Diálogo sobre Productividad con 
Jefe Unidad Mercados Laborales, doctora Carmen 
Pagés (EXD Lounge Piso 11 - 1300 New York Av 
NW, Washington D. C.). 

16:00-17:00 Diálogo sobre Sector Social con 
Economista Principal, doctor Norbert Schady 
(EXD Lounge Piso 11-1300 New York Av NW, 
Washington D. C.). 

17:30-19:00 Diálogo con Equipo del FMI or-
ganizado por Directora por Colombia ante el FMI, 
doctora María Angélica Arbeláez (Salón HQ1-13-
403, 700 19 St, NW, Washington D. C.). 

19:30-21:30 Cena ofrecida por el Embajador de 
Colombia ante OEA, doctor Luis Alfonso Hoyos 

Viernes mayo 27 
8:30-9:30 Desayuno - Diálogo sobre perspecti-

va geopolítica con Director del Diálogo Interame-
ricano, doctor Michael Shifter (Comedor Ejecuti-
vo E Piso 7-1300 New York Av NW, Washington 
D. C.). 

10:00-12:00 Diálogo con equipo del Banco 
Mundial organizado por Directora por Colombia 
ante el Banco Mundial, doctora Carolina Rentería 
(MC13-415, 1818 H St, NW Washington D. C.). 

12:00 Salida a Bogotá
* * *

Bogotá, D. C., mayo 24 de 2011
Doctor
EMILIO OTERO DAJUD
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
Apreciado doctor:
Comedidamente me permito informarle que por 

la reunión de miembros de la Comisión Interparla-
mentaria de Crédito Público a realizarse en la ciu-
dad de Washington-EE.UU. del 25 al 27 de mayo 
de 2011, no asistiré a las Sesiones de Plenaria pro-
gramadas durante esta misma fecha. (Anexo Reso-
lución número 207 de mayo 11 de 2011).

Cordialmente,
Gabriel Zapata Correa,

Senador de la República.

CERTIFICACIÓN
El suscrito, Director Ejecutivo Alterno por Co-

lombia y Perú del Banco Interamericano de Desa-
rrollo, CERTIFICO que el señor Gabriel Ignacio 
Zapata Correa, Senador del Congreso de la Re-
pública de Colombia, se hizo presente en la Ciu-
dad de Washington, Estados Unidos, del 25 al 27 

de mayo de 2011, durante los cuales asistió a las 
reuniones de la visita de la Comisión Interparla-
mentaria de Crédito Público. 

Se extiende la presente el día 31 de mayo de 
2011.

Roberto Prieto Uribe.
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CERTIFICACIÓN
El suscrito Director Ejecutivo Alterno por Co-

lombia y Perú del Banco Interamericano de Desa-
rrollo, CERTIFICO que la señora Piedad del So-
corro Zuccardi de García, Senadora del Congre-
so de la República de Colombia, se hizo presente 
en la Ciudad de Washington, Estados Unidos, del 
25 al 27 de mayo de 2011, durante los cuales asis-
tió a las reuniones de la visita de la Comisión In-
terparlamentaria de Crédito Público.

Se extiende la presente el día 31 de mayo de 
2011.

Roberto Prieto Uribe.
Agenda Misión Miembros Comisión Interpar-
lamentaria de Crédito Publico de Colombia a la 

ciudad de Washington D. C.
Miércoles mayo 25 
16:00 Llegada a Washington D. C. 
18:00-20:00 Recepción ofrecida por el Emba-

jador de Colombia ante EE.UU., doctor Gabriel 
Silva, a bordo del Buque Gloria (2 Duke Street in 
Alexandria, VA 22314) 

Jueves mayo 26 
-

pectiva Económica Regional con doctor Mau-

(1780 Massachusetts Av NW, Washington D. C.) 
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10:00-11:00 Diálogo sobre Programa BID – 
Colombia con Representante del BID en Colom-
bia, doctor Javier León (EXD Lounge Piso 11 - 
300 New York Av NW, Washington D. C.). 

11:15-12:00 Diálogo sobre Efectividad del De-
sarrollo con Jefe División Desarrollo Estrategia, 
doctora Carola Álvarez (EXD Lounge Piso 11 - 
1300 New York Av NW, Washington D. C.). 

12:00 12:50 - Diálogo sobre Cambio Climático 
con Asesor Sénior de la Vicepresidente Ejecutiva, 
doctor Juan Pablo Bonilla (EXD Lounge Piso 11 - 
1300 New York Av NW, Washington D. C.). 

13:00-14:30 Almuerzo ofrecido por el Director 
Ejecutivo por Colombia ante el BID, doctor Ro-
berto Prieto y Diálogo sobre Integración con Ge-
rente Sector Integración y Comercio, doctor Anto-
ni Estevadeordal 

(Comedor Ejecutivo Piso 7-1300 New York Av 
NW, Washington D. C.). 

14:45-15:45 Diálogo sobre Productividad con 
Jefe Unidad Mercados Laborales, doctora Carmen 
Pagés (EXD Lounge Piso 11 - 1300 New York Av 
NW, Washington D. C.). 

16:00-17:00 Diálogo sobre Sector Social con 
Economista Principal, doctor Norbert Schady 
(EXD Lounge Piso 11-1300 New York Av NW, 
Washington D. C.). 

17:30-19:00 Diálogo con Equipo del FMI or-
ganizado por Directora por Colombia ante el FMI, 
doctora María Angélica Arbeláez (Salón HQ1-13-
403, 700 19 St, NW, Washington D. C.). 

19:30-21:30 Cena ofrecida por el Embajador de 
Colombia ante OEA, doctor Luis Alfonso Hoyos 

Viernes mayo 27 
8:30-9:30 Desayuno - Diálogo sobre perspecti-

va geopolítica con Director del Diálogo Interame-
ricano, doctor Michael Shifter (Comedor Ejecuti-
vo E Piso 7-1300 New York Av NW, Washington 
D. C.). 

10:00-12:00 Diálogo con equipo del Banco 
Mundial organizado por Directora por Colombia 
ante el Banco Mundial, doctora Carolina Rentería 
(MC13-415, 1818 H St, NW Washington D. C.). 

12:00 Salida a Bogotá CCO-1182 2011

Bogotá, D. C., 6 de mayo de 2011 
Honorable Senadora
PIEDAD ZUCCARDI

Ciudad 
Respetado Senadora:
En calidad de Representante del Banco Intera-

mericano de Desarrollo en Colombia y con el de-
seo de adelantar un diálogo técnico sobre temas 
de interés para la Comisión Interparlamentaria de 
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Crédito Público (CICP) quisiera, en que en con-
junto con el Director Ejecutivo por Colombia ante 
el BID, señor Roberto Prieto Uribe, invitarlo a la 
ciudad de Washington D. C. durante los días 25, 26 
y 27 de mayo. 

El objetivo nuestro y del Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público es que los miembros de la 
CICP tengan un diálogo abierto con los mejores 
profesionales del BID acerca del apoyo que esta 
Institución le brinda a Colombia. Igualmente, 
aprovechar para intercambiar opiniones sobre la 
Estrategia del Banco en Colombia para los próxi-
mos cuatro años, y sobre las áreas estratégicas de-

del capital. 
Adicionalmente, consideramos provechoso 

que sostengan diálogos con miembros de centros 
de investigación basados en Washington D. C., 
para discutir sus perspectivas sobre la economía 
mundial, la región y las relaciones con Estados 
Unidos. En la agenda también incluiremos re-
uniones con profesionales del Banco Mundial y 
el Fondo Monetario Internacional, organizadas 
por los representantes de Colombia en estas ins-
tituciones, para que también dialoguen sobre los 
apoyos de dichas entidades a nuestro país, y sus 
perspectivas económicas a nivel mundial, regio-
nal y nacional. 

Para el Banco es un gran honor contar con su 
visita. Para este efecto el BID le proporcionará un 
tiquete aéreo en clase económica en el trayecto 
Bogotá-Washington D. C.-Bogotá, y le consigna-
rá la suma de US$1,000 (mil dólares americanos) 

-
dad durante los días indicados. 

Agradecemos indicar su aceptación a las condi-

la devolución de Carta Compromiso con el Banco. 
Atentamente,

Javier León,
Representante.

INFORMACIÓN PARA PAGOS 
ELECTRÓNICO

Bogotá, D. C., 12 de mayo de 2011 
Señores 

Ciudad 
Referencia: COMISIÓN POR INVITACIÓN 

DEL BID A LOS MIEMBROS DE LA CICP, AU-
TORIZADA POR RESOLUCIÓN DE LA MESA 
DIRECTIVA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA. 

De mi consideración: 
Mucho te agradecerá que mi pago correspon-

diente a los gastos autorizados por ustedes, sean 
emitidos con un cheque, para lo cual le detallo la 
información correspondiente: 

INFORMACIÓ
1. Nombre: PIEDAD DEL SOCORRO ZUC-

CARDI DE GARCÍA 

2. NIT o Cédula de Ciudadanía: 22410246 
3. Dirección: Carrera 7 N° 8-68 Of. 325 
4. Ciudad: Bogotá 
5. Teléfonos: 3824316 
6. Email: piedadzuccardi@hotmail.com 
Cordial saludo,

Piedad Zuccardi,
Senadora de la República.

* * *
Bogotá, D. C., 20 de mayo de 2011 
CE -0482011 
Honorable Senador 
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA 
Presidente del honorable Senado de la República 
Ciudad 
Referencia: Excusa inasistencia Plenarias 24 y 

25 de mayo de 2011
Reciba atento saludo:
En virtud del artículo 90 numerales 2 y 3 de la 

Ley 5ª de 1992, presento ante ustedes excusa por 
inasistencia a la Plenaria convocada para los días 
24 y 25 de mayo de 2011, por motivos relaciona-
dos con la actividad congresional. 

Adjunto a la presente copia de la Resolución 
207 de 11 de mayo de 2011, “por medio de la cual 
se autoriza a unos miembros del Senado de la Re-
pública a desplazarse fuera del país”, así mismo 
adjunto copia de la invitación realizada por el Di-
rector Ejecutivo por Colombia ante el Banco Inte-
ramericano de Desarrollo (BID). 

Atentamente,
Piedad Zuccardi,

Senadora de la República.
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SENADO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
MESA DIRECTIVA

RESOLUCIÓN NÚMERO 207 DE 2011
(mayo 11)

por medio de la cual se autoriza a unos miembros 
del Senado de la República a desplazarse fuera 

del país.
La Mesa Directiva del Senado de la República, 

en uso de sus facultades Constitucionales y Lega-
les, y en especial las conferidas por la Ley 5ª de 
1992, y

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Nacional establece en su 

artículo 129, que los Servidores Públicos, no pue-
den aceptar cargos, honores o recompensas de go-
biernos extranjeros u organismo internacionales, 
así como suscribir contratos con ellos, sin previa 
autorización del Gobierno. 

Que el parágrafo del artículo 5° de la Resolu-
ción número 54 de fecha octubre 3 de 2006, de 
Mesa Directiva de esta Corporación, dispone que 
esta podrá autorizar en circunstancias especiales 
de tiempo, modo y lugar, a los Senadores de la Re-
pública para no asistir, a las sesiones de Plenarias 
y Comisión que sean programadas. 

Que el Banco Interamericano de Desarrollo 
curso invitación al Senado de la República para 
participar en una misión de los miembros de la 
Comisión Interparlamentaria de Crédito Público, a 
realizarse en la ciudad de Washington-EE.UU., del 
25 al 27 de mayo de 2001. 

Que la Mesa Directiva considera de importan-
cia para la corporación participar en el mentado 
evento, por lo cual autoriza la participación de los 
Senadores Piedad Zuccardi de García, Gabriel Za-
pata Correa y Bernabé Celis Carrillo. 

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Autorizar a los Senadores Piedad 
Zuccardi de García, Gabriel Zapata Correa y Ber-

a la reunión de miembros de la Comisión Inter-
parlamentaria de Crédito Público, a realizarse en 
la ciudad de Washington-EE.UU., del 25 al 27 de 
mayo de 2001. 

Artículo 2°. La asistencia y desplazamiento que 
harán los Senadores de la República fuera del país, 
no generará erogación alguna al presupuesto del 
Senado de la República.

Artículo 3°. Expídanse copias de la presente re-

Sección de Relatoría, Comisión de Acreditación 
Documental y Ministerio del Interior. 

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 11 de mayo de 2011.
El Presidente,

Armando Benedetti Villaneda.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.

Bogotá, D. C., mayo 25 de 2011 
CE-49-201 1 
Doctor 
EMILIO OTERO 
Secretario General 
Senado de la República 
Ciudad 
Referencia: Excusa Sesión Plenaria del 18 Re-

ciba atento saludo:
Reciba atento saludo:
Por medio de la presente, me permito presentar 

excusa a la Sesión Plenaria del día miércoles 18 
de mayo del presente año, la honorable Senadora 
Piedad Zuccardi se encontraba en la Embajada de 
los Estados Unidos renovando la Visa para viajar a 
Washington en misión de Miembro de la Comisión 
Interparlamentaria de Crédito Público.

Anexo invitación del BID y copia visa vencida. 
Agradezco su colaboración.
Cordialmente,

Yajaira Rivera,
Asesora,

Honorable Senadora Piedad Zuccardi.
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* * *
Bogotá, D. C., mayo 11 de 2011
CE-032-2011
Senador
ARMANDO BENEDETTY VILLANEDA 
Presidente 
Senador 
CARLOS RAMIRO CHAVARRO CUÉLLAR 
Primer Vicepresidente 
Senadora 
ALEXANDRA MORENO PIRAQUIVE 
Segunda Vicepresidente 
Senado de la República 
Respetados Senadores:
Comedidamente me permito adjuntar la invita-

ción del Banco Interamericano de Desarrollo, para 
participar en una misión como miembro de la Co-
misión Interparlamentaria de Crédito Público en la 
ciudad de Washington D. C., del 25 al 27 de mayo 
de 2011. Por la importancia del evento muy respe-
tuosamente les solicito se me comisione. 

Cordialmente,
Piedad Zuccardi,

Senadora de la República.

SENADO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
MESA DIRECTIVA

RESOLUCIÓN NÚMERO 218 DE 2011
(mayo 31)

por medio de la cual se autoriza a un funcionario 
del Senado de la República desplazarse fuera del 

país.
La Mesa Directiva del Senado de la República, 

en uso de sus facultades Constitucionales y Lega-
les, y en especial las conferidas por la Ley 5ª de 
1992, y 

CONSIDERANDO:
Que el parágrafo del artículo 5° de la Resolu-

ción número 54 de fecha octubre 3 de 2006, de 
Mesa Directiva de esta Corporación, dispone que 
esta podrá autorizar en circunstancias especiales 
de tiempo, modo y lugar, a los Senadores de la Re-
pública para no asistir, a las sesiones de Plenarias 
y Comisión que sean programadas. 

Que mediante Proposición número 10 aprobada 
en Sesión Plenaria del Senado de la República el 
día 27 de julio de 2010, se faculta a la Mesa Direc-
tiva de la Corporación, para que autorice la asis-
tencia y participación de los diferentes miembros 
que la integran, cuando se requiera representar 
fuera del país al Congreso de la República, inclu-
yendo viáticos y tiquetes aéreos, según sea el caso. 

Que la Industria Nacional de Gaseosas S. A, 
Coca-Cola - FEMSA, cursaron invitación a la Se-
nadora de la República Gilma Giménez Gómez, 
para participar en las reuniones que realizara el 
Programa de Responsabilidad Social con Niños 
de Coca-Cola, en la ciudad de Monterrey-Nuevo 
León México, del 1° al 6 de junio del año 2011. 

Que la Mesa Directiva del Senado considera de 
importancia para la corporación participar en el 
mencionado evento por lo que delega en comisión 

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Autorizar a la Senadora Gilma Ji-

la ciudad de Monterrey-Nuevo León, México, en 
atención a invitación formulada por Coca-Cola 
FEMSA, con el propósito de participar en las re-
uniones del Programa de Responsabilidad Social 
con Niños de Coca-Cola, evento que se realizará 
del 1° al 6 de junio del año 2011. 

Artículo 2°. Autorícese a la Senadora Gilma Ji-
ménez Gómez, (3) tres días de viáticos. 
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Artículo 3°. Expídanse copias de la presente re-
solución al comisionado, Presidencia del Senado y 

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 31 de mayo de 2011.
El Presidente,

Armando Benedetti Villaneda.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.

Siendo las 4:40 p. m., la Presidencia levanta la 
sesión y convoca para el día 7 de junio de 2011.

El Presidente,
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA 

El Primer Vicepresidente,
CARLOS RAMIRO CHAVARRO CUÉLLAR

La Segunda Vicepresidenta,
ALEXANDRA MORENO PIRAQUIVE

El Secretario General, 
EMILIO OTERO DAJUD

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2011


